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Introducción 
 
 
Actualmente, se hace más que nunca necesario disponer de modernas y seguras 
redes de infraestructuras. La rapidez de los cambios en nuestras sociedades así como el 
grado de complejidad  de las mismas, obligan a un esfuerzo continuado para poder 
responder de manera satisfactoria  a la demanda que en este sentido se exige. 
 
Este problema no es único de los países desarrollados. En los países 
subdesarrollados se hace imprescindible actuar para disminuir las terribles diferencias 
existentes apelando al concepto más amplio de justicia, además de que no se puede 
pensar en un mundo desarrollado aislado del resto, y sin querer que los problemas e 
inestabilidades de estos países nos afecten. Igualmente, para los países emergentes es 
una necesidad continuar con el crecimiento y la mejora de sus economías, so pena de 
estrangular su incipiente desarrollo. 
 
Esta necesidad de disponer y desarrollar redes de transporte y nuevas 
infraestructuras, choca frontalmente con el problema que supone su financiación. La 
necesidad de gestionar adecuadamente los recursos con que cuenta la Administración, 
así como su responsabilidad para hacer frente a otras necesidades tan importantes para 
la sociedad como pueden ser la educación, la sanidad, etc… limitan las posibilidades de 
destinar los recursos que hacen falta para la construcción y conservación de las 
infraestructuras. 
 
Es en este marco que se hace necesaria la colaboración de otros agentes para poder 
hacer frente a las necesidades planteadas. Estas ayudas pueden provenir de otros países, 
por ejemplo los fondos europeos, o bien pueden tomar la forma de la colaboración entre 
el sector público y el privado.  
 
En España, el 23 de mayo de 2003 se aprobó la Nueva Ley 13/2003, Reguladora del 
Contrato de Concesión de Obras Públicas. Ésta pretende dotar a España de un nuevo 
marco jurídico para promover y desarrollar lo más eficazmente posible la colaboración 
público-privada. 
 
El objeto de esta tesina es el estudio y análisis de esta nueva Ley, centrándose 
básicamente en dos cuestiones. Por un lado, las principales novedades que aporta la 
nueva Ley concesional, y por otro, mirar la nueva Ley y el nuevo marco que se nos 
presenta, como un paso hacia un nuevo futuro de las infraestructuras.  
 
Se ha querido por lo tanto establecer una doble visión en el estudio de la Ley. Por 
una parte centrándola como elemento único y exclusivo de análisis, (haciendo un 
paralelismo con la astronomía en una visión geocéntrica como la de Ptolomeo). Y por 
otra parte estableciéndola como un elemento más y vista desde fuera, dentro de todas las 
complejas relaciones existentes en el mundo de las infraestructuras, (y siguiendo con el 
paralelismo, haciendo un giro copernicano en una visión heliocéntrica dejando a la 
tierra en un plano secundario). Esta dualidad en el enfoque ha de permitir una visión 
más amplia y más en profundidad de la Ley, ya que establecer un único punto de vista 
puede llevar a una visión sesgada y poco profunda del elemento que se quiere estudiar. 
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Es con este enfoque con el que se ha determinado el objetivo de este estudio y la 
manera de afrontarlo: 
 
 
 
 
Partiendo de la necesidad de financiar las infraestructuras, se ha hecho un análisis de 
las necesidades tanto en Europa como en España, centrándose en las redes 
transeuropeas de transporte y el Plan de Infraestructuras del Transporte 2000-2007, 
respectivamente. 
 
Como se ha dicho, esta necesidad lleva a la colaboración público-privada, de la que 
se hace un breve estudio para pasar seguidamente a hacer un repaso de la experiencia 
internacional de las concesiones y la visión actual de las mismas, así como los 
antecedentes históricos de las concesiones en España. 
 
En este contexto se llega a la Nueva Ley concesional española, de la que se hace un 
análisis de los puntos clave y más importantes. Para profundizar más en las dos visiones 
a las que antes se hacía referencia, se ha planteado en la tesina la realización de toda una 
serie de entrevistas con los distintos agentes implicados, de los cuales se hace una 
mención y una breve referencia a los mismos en la siguiente lista, ordenada por orden 
de realización de las entrevistas: 
 
• José Manuel Vassallo Magro, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, profesor titular de la Universidad Politécnica de Madrid, U.P.M., en el 
departamento de Transportes (TRANSYT). Participante y colaborador del IV 
Programa Marco de la Unión Europea, Banco Europeo de Inversiones, y la 
Agencia pública para la gestión de las concesiones de infraestructuras públicas 
de Chile entre otros.  
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• José Pablo Rodríguez-Marín Sastre, Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, master en economía y dirección de empresas, Gerente de Port 2000.  
 
• Joaquín Osorio Montejo, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director 
Regional de Dragados, Obras y Proyectos, en la delegación de Cataluña-
Baleares. 
 
• Xavier Farriols i Solà, Doctor en Ciencias Económicas, profesor en la 
ETSCCPB-U.P.C., Jefe de Financiamiento de Proyectos de “Caixa Catalunya”. 
 
• Carlos Fernández de Castro, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
Director de Finanzas y Concesiones de Copcisa Industrial. Es responsable para 
Copcisa de varias Concesiones (canal Segarra-Garrigues, Eje Llobregat, etc…) 
 
• José Mª Galopa Vilaret, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, MBA-IESE, 
Adjunto director financiero del grupo Copcisa, ha realizado numerosas ofertas y 
proyectos sobre concesiones. 
 
• Rafael Romero, Economista, Presidente de la “Cambra de Contractistes 
d’Obres de Catalunya”. 
 
• Pablo Martín Huerta, Doctor en Derecho, Vocal Asesor de la Secretaría 
General Técnica en el Ministerio de Fomento. (Uno de los Autores de la Ley) 
 
• Fernando Gutiérrez de Vera, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, graduado en Business Administration (PMD) - Harvard Business 
Administration. Actualmente Presidente de SEOPAN Concesiones. Ha sido 
Director General Corporativo del grupo Dragados y miembro de la Comisión 
Directiva del Grupo así como Director General de Finanzas y Administración, y 
Director del desarrollo del grupo Dragados en materia de Concesiones. 
Igualmente concibió y realizó el proyecto de AUREA. También ha sido Director 
de Área en la División Internacional. 
 
• Carlos Obeso Riess, Abogado, Pich & Asociados, asesor de la “Cambra de 
Contractistes d’Obres de Catalunya”. 
 
 
Con su valiosísima aportación y los diferentes análisis que se han realizado, se han 
elaborado las conclusiones de la tesina orientadas en las dos visiones que se hacía 
referencia, los puntos clave de la Ley y el nuevo futuro de las infraestructuras. 
 
Para terminar se han buscado noticias relacionadas con las infraestructuras y las 
concesiones en diferentes periódicos, para ver como se presentan y que información se 
da de las mismas. 
 
Finalmente quiero agradecer a todos los entrevistados su buena predisposición, su 
atención y su ayuda. Todos ellos han mostrado una muy buena voluntad de 
colaboración, por lo que gracias a su ayuda han permitido en gran medida la buena 
consecución de este estudio. Es por eso, que  quiero transmitirles a todos ellos mi más 
sincero agradecimiento.  
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1. Las necesidades de financiación y de Infraestructuras en Europa 
 
 
La financiación de las infraestructuras de transporte en el marco de la Unión 
Europea, es asunto de actualidad y debate en el seno de las instituciones europeas, con 
la reciente presentación de la revisión de los proyectos de las redes transeuropeas de 
transporte y el nuevo impulso dado en el contexto de la “Iniciativa para el crecimiento” 
de la Comisión Europea, recientemente presentada. 
 
El sector del transporte desempeña un papel central en la actividad económica, al 
permitir la movilidad de personas y mercancías y facilitar los intercambios, de tal 
manera que puede afirmarse que existe una estrecha conexión entre crecimiento 
económico y el desarrollo del transporte. El transporte y las comunicaciones han 
protagonizado las transformaciones económicas y sociales del último siglo y han 
contribuido de manera esencial al progreso y al bienestar social. No es aventurado 
afirmar que en el futuro próximo van a seguir desempeñando un papel clave en el 
desarrollo económico mayor aun en un contexto de creciente globalización de la 
actividad económica. 
 
En el caso de la Unión Europea, el desarrollo del transporte se convierte en 
condición necesaria para hacer realidad un verdadero mercado interior, con el reto de la 
ampliación hacia el este en primer plano. Y para España la política de transporte 
adquiere la dimensión de prioridad estratégica, para superar la posición geográfica 
periférica respecto de los principales mercados europeos, y salvar la barrera pirenaica, 
secular freno a nuestras aspiraciones de convergencia. 
 
El desarrollo de las políticas de transporte tiene como objetivo fundamental 
conseguir el eficiente funcionamiento de los distintos modos de transporte, a través de 
un mercado competitivo, que establezca reglas transparentes para los operadores, 
ofreciendo, por otro lado, la mayor calidad de servicio y de seguridad y los precios más 
adecuados para los usuarios. 
 
Dentro del desarrollo de la política de transporte hay que distinguir dos elementos: 
por un lado, la propia infraestructura y el material móvil de transporte, y por otro, la 
estructura del sector y del mercado, incluyendo la regulación de la actividad, desde la 
supervisión a la prestación de los servicios de transporte. Es decir, para disponer de un 
eficiente sistema de transportes, contar con modernas y completas infraestructuras de 
transporte es condición necesaria, pero no suficiente. Es preciso, además, disponer de 
una adecuada regulación, que garantice un marco competitivo para que, sobre el soporte 
físico de las infraestructuras puedan prestarse de modo eficiente los servicios de 
transporte. 
 
Comenzando con este segundo elemento, es decir, la regulación de los distintos 
modos de transporte, es necesario, con carácter previo, realizar algunas precisiones 
conceptuales. Es decir, distinguir entre los conceptos de regulación, liberalización y 
privatización. 
 
Ni la función reguladora es el camino que conduce directamente a la liberalización 
(la regulación también puede imponer ciertos márgenes al libre mercado, como sucede 
en materia de la seguridad), ni la privatización es la consecuencia necesaria de la 
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liberalización, ya que es perfectamente posible un mercado plenamente liberalizado, y 
así sucede en la práctica a menudo, donde coexistan operadores públicos y privados. 
 
La liberalización de los modos de transporte es un fenómeno relativamente reciente 
que se ha venido desarrollando, con altibajos, en tres niveles: el nacional, el 
internacional y el comunitario. En el caso español, la incorporación de España en la 
Unión Europea en 1986, motivó que la liberalización de los transportes fuera ligada al 
proceso de integración, con lo que la práctica totalidad de la normativa liberalizadora 
viene enmarcada por las Directivas y Reglamentos emanados de Bruselas, teniendo en 
cuenta que las grandes liberalizaciones en Europa en materia de transportes se han 
llevado a cabo en las dos últimas décadas. 
 
Tal vez por esta coincidencia temporal entre la entrada de España en la Unión 
Europea y el desarrollo de toda la política liberalizadora, España se ha colocado desde 
el primer momento en primera fila en el impulso de avances en el proceso liberalizador 
del mercado de transporte. Entre los ejemplos más recientes conviene destacar la 
posición española en relación a la apertura del mercado ferroviario o la decisiva 
aportación de España a la liberalización del handling aeroportuario. 
 
En el campo internacional los esfuerzos de las grandes organizaciones reguladoras 
del sector de los transportes, como la Organización Internacional de la Aviación Civil 
(OACI) o la Organización Marítima Internacional (OMI), se han centrado en la 
armonización legislativa en materia de seguridad.  
 
El proceso de liberalización de los distintos modos de transporte no ha sido 
homogéneo. El transporte marítimo fue el primero que inició este proceso en la década 
de los ochenta, al que se sumaron transporte aéreo y por carretera en los noventa. El 
ferrocarril es el último modo de transporte que seguía prestándose en régimen de 
monopolio –de carácter público– en Europa, y sólo recientemente ha iniciado el camino 
de apertura a la competencia con las directivas que conforman los llamados “paquetes 
ferroviarios”. El último, el tercer paquete ferroviario, aprobado recientemente por la 
Comisión Europea el 3 de marzo del 2004.  
 
El ferrocarril, que lideró la modernización y el progreso en España y en Europa en el 
siglo XIX, se había convertido en un medio de transporte obsoleto y poco competitivo y 
caminaba inexorablemente a la desaparición, lo que tenía no poco que ver con el hecho 
de ser el último de los servicios de transporte prestado en régimen de monopolio. 
 
La alta velocidad ha supuesto un salto cualitativo para el ferrocarril que cambia por 
completo su escenario de futuro, convirtiéndose en un modo de transporte rentable y 
competitivo, atractivo para la iniciativa privada. La alta velocidad hace posible la 
apertura a la competencia del ferrocarril, y a su vez, necesita de un entorno competitivo 
para aprovechar al máximo sus potencialidades. Es uno de los ejemplos más claros para 
ilustrar, que se puede lograr un sistema de transportes eficiente con unas buenas 
infraestructuras y unos mercados de transporte competitivos. 
 
El nuevo marco regulador del sector ferroviario se asienta sobre la separación 
institucional de la provisión y administración de las infraestructuras ferroviarias, por 
una parte, y de los servicios de transporte que operan sobre ellas, por otra, que se 
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abrirán progresivamente a la competencia empezando por el transporte nacional e 
internacional de mercancías sobre la Red Transeuropea de Transporte Ferroviario. 
 
De esta manera, el nuevo modelo pivota sobre tres ejes: la autoridad ferroviaria que 
recae en el Ministerio de Fomento, encargado de la definición y planificación de la 
política ferroviaria, y en el Comité de Regulación Ferroviaria, órgano supervisor de 
nueva creación; el Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF) –que se crea 
sobre la base del GIF y la parte de RENFE dedicada a la gestión de las infraestructuras– 
al que se encomienda la construcción y administración de las infraestructuras, así como 
la adjudicación de capacidad de uso; y las empresas ferroviarias de transporte, 
encargadas de la prestación de los servicios de transporte, entre las que estará la 
empresa pública RENFE-operadora. 
 
De la misma forma que sucede en el transporte aéreo, las empresas que obtengan la 
preceptiva licencia y el certificado de seguridad, podrán prestar sus servicios de 
transporte mediante la compra de derechos de uso de la infraestructura (lo que se conoce 
como surcos ferroviarios, el equivalente a los slots aeroportuarios) al ADIF. La 
infraestructura permanecerá bajo la titularidad del Estado. Esta titularidad es importante, 
ya que como se ha visto con la experiencia previa de otros países, especialmente Chile e 
Inglaterra, la privatización de la infraestructura ferroviaria ha supuesto un retroceso 
importantísimo de la calidad del transporte ferroviario. Chile en su momento contaba 
con una red de similar calidad a la francesa, pero después de la privatización quedó en 
una situación muy desfavorable ya que no evolucionó y prácticamente sólo empeoró. 
 
Existe otro aspecto muy importante dentro de los avances recientes en materia de 
liberalización. Aunque, como se ha dicho antes, el transporte marítimo fue el primero en 
caminar hacia la apertura a la competencia, era necesario completarla con la 
liberalización de los servicios portuarios. Más aun ante los nuevos desafíos de la 
intermodalidad en el transporte, que hacen de los puertos centros logísticos, y que 
exigen una ágil transición ferrocarril-puerto y puerto-carretera. 
 
En esta dirección, la nueva Ley de Régimen Económico y de Prestación de Servicios 
Portuarios, que transpone la Directiva europea de acceso a los servicios portuarios, 
intenta avanzar hacia un modelo de gestión de los puertos más eficiente, en que el sector 
público asuma la gestión del dominio público portuario, y el sector privado toda la 
actividad de prestación de servicios, en un marco de libre competencia. Lo que ha de 
favorecer la competencia inter e intraportuaria, y potenciar las inversiones privadas en 
instalaciones y equipamientos portuarios. Y sobre todo aumentar la eficiencia de la 
actividad portuaria, adaptándola a las nuevas necesidades de las cadenas multimodales 
de transporte. 
 
En resumen, se camina hacia un modelo con sistemas de transportes eficientes y 
competitivos, que compitan entre sí. Competencia en varios niveles: competencia en 
cada modo de transporte entre los distintos operadores para la prestación del servicio. 
Competencia entre los distintos modos de transporte en la captación de tráficos, para 
lograr el reequilibrio modal a través del mercado. Y lo que ya comienza a ser una 
realidad, competencia entre cadenas multimodales de transporte que combinan, en un 
mismo recorrido, diferentes modos de transporte, y que en el caso español se plantean 
como solución, a través de los enlaces portuarios, para franquear la barrera de los 
Pirineos. 
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Este marco liberalizado de prestación de servicios necesita del soporte físico 
adecuado para que la liberalización sea efectiva y despliegue los beneficiosos efectos de 
la competencia. Lo que hace necesario contar unas infraestructuras modernas y seguras, 
que puedan satisfacer las demandas de los tráficos. Un ejemplo claro lo tenemos en el 
transporte aéreo español en el que las compañías aéreas se encuentran con la restricción 
de la falta de slots a las horas de mayor demanda en los principales aeropuertos, lo que 
impone una limitación a la competencia a pesar de ser un mercado totalmente 
liberalizado. La solución, naturalmente, pasa por aumentar la capacidad aeroportuaria. 
 
En España, la situación viene marcada por un retraso generalizado en materia de 
provisión de infraestructuras. Para ilustrarlo nada mejor que los siguientes cuadros. En 
el primero podemos ver el Stock de Capital Público por habitante en países de la Unión 
Europea en 1999, que muestra cual es el punto de partida donde se encontraba hace 
pocos años España. Y en el segundo, aún más revelador, se puede ver la evolución en el 
periodo 1986-1999, que permite ver más claramente aún cual era la situación hace 
prácticamente dos décadas en comparación al resto de países, y como era 
imprescindible un acercamiento y acortamiento de las distancias.  
 
 
 
 
Cuadro 1. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
 
 
 
 
 
   12
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
 
 
Cuadro 2. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
Para paliar todas estas necesidades, resumidas en los dos cuadros anteriores, en 
España se esta llevando a cabo un ambicioso programa de inversión en infraestructuras 
de transporte viarias, ferroviarias, portuarias y aeroportuarias, en un gran esfuerzo 
inversor. El Plan de Infraestructuras de Transporte 2000-2007, con horizonte de 
ejecución 2010, prevé una inversión total de 105.000 M€ de 1999 para dotar a España, 
en el horizonte de esta década, de unas completas y modernas redes que pongan fin al 
secular déficit de infraestructuras, y logren la plena integración en las redes 
transeuropeas de transporte. (Este Plan se describe con más detalle más adelante). De 
esta manera las infraestructuras se convierten en motor de crecimiento económico y en 
garantía de progreso que conduce a la plena convergencia real, además de aumentar la 
vertebración territorial y la cohesión social. 
 
Las inversiones del Plan de Infraestructuras van bien hasta la fecha. Con los 
presupuestos para el año 2004, la inversión del periodo 2000-2004 asciende a 54.673 
M€ en euros corrientes de cada ejercicio, más de 6.000 M€ por encima de los 48.605 
M€ de la previsión inicial del Plan para este periodo. 
 
Se hace necesaria la inversión en infraestructuras en paralelo al crecimiento 
económico, tal como indican Rostov ya en 1961, en su obra clásica “Las etapas del 
crecimiento económico, y el Nobel de economía Stiglitz, que advierte de la necesidad 
de acompasar el desarrollo de las infraestructuras con el ritmo de crecimiento 
económico, para no estrangular este crecimiento. 
 
El problema se plantea a la hora de financiarlas. De hecho existen multitud de  
planes de infraestructuras con grandes proyectos, que nunca llegaron a realizarse por 
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falta de financiación. La verdadera cuestión es que en realidad, diseñar infraestructuras 
sobre un mapa es fácil, lo difícil es ejecutarlas, y para ello es condición esencial, además 
de capacidades técnicas de las constructoras, un buen diseño financiero que garantice 
los recursos necesarios. 
 
Habitualmente ha sido el sector público (el Estado, y más tarde también las 
diferentes administraciones territoriales) el encargado de financiar las grandes 
infraestructuras de transporte. Aunque en España la participación de la iniciativa 
privada en la financiación de infraestructuras públicas cuenta con una larga tradición: el 
desarrollo del ferrocarril en el siglo XIX se financió con capitales privados en régimen 
concesional, y la Ley de Carreteras de 1877 recogía también la posibilidad de construir 
y explotar carreteras en régimen concesional. 
 
El aumento del gasto público de las políticas keynesianas de los años 50 y 60 –que 
llevaron a cabo importantes inversiones en infraestructuras, dentro de programas de 
reconstrucción tras las guerras mundiales– se tradujeron en elevados déficit públicos, 
que se agravaron con la crisis del petróleo y la subida de los precios. La crisis llevó a 
recortes de los gastos públicos, y frenó las inversiones en infraestructuras. 
 
Este ha sido el mayor enemigo de las inversiones en infraestructuras. Su carácter pro 
cíclico. Grandes inversiones cuando la economía –y las arcas públicas– marchan bien, y 
recortes en los momentos de recesión (las partidas de inversiones son las primeras en 
sufrir los ajustes presupuestarios). Lo que resulta en mayores oscilaciones de ciclo 
económico, que se ve impulsado por las inversiones en las fases alcistas y frenado por 
los recortes en las fases bajistas, y esto conduce a menores tasas de crecimiento a largo 
plazo. 
 
Además, la propia dinámica de la construcción de las obras públicas, con plazos 
largos de realización, requiere sostenibilidad en la financiación. La falta de esta 
sostenibilidad en el ritmo inversor es lo que ha hecho fracasar muchos planes de 
infraestructuras. Es necesario superar el reto de mantener o incrementar las inversiones 
(garantía del crecimiento económico) y a la vez reducir la deuda y el déficit (requisito 
para la estabilidad macroeconómica), que en el ámbito europeo se convierte en 
imperativo por la necesidad de mantenerse dentro de los límites del cumplimiento del 
Pacto de Estabilidad y Crecimiento: 60% para la deuda pública, y 3% para el déficit 
público. 
 
Este nuevo escenario en la financiación de las infraestructuras públicas hace preciso 
buscar nuevas fórmulas, desde la creación de entidades públicas empresariales, a la 
utilización de sistemas de pago aplazado de las obras (método alemán), el acceso al 
mercado de capitales, o una amplia gama de variedades de participación público-
privada. 
 
En España las actuaciones han sido varias, en primer lugar, desplazando la inversión 
hacia Entidades Públicas Empresariales y Sociedades Mercantiles, que hoy son el 
principal agente inversor del Grupo Fomento, con un 55% de la inversión pública total. 
Estas entidades permiten una mayor flexibilidad y capacidad financiera, al aportar 
recursos propios con ingresos que obtienen de su actividad económica o con el recurso a 
los mercados financieros. En el caso de AENA, financia las inversiones aeroportuarias 
con las tasas aeroportuarias y con los ingresos derivados de la actividad comercial de los 
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aeropuertos. Por su parte, el GIF creado en 1997 –en pleno periodo de ajuste 
presupuestario por cumplimiento de los criterios de Maastricht– se ha nutrido con las 
aportaciones del Estado que no computan a efectos de déficit según la contabilidad 
europea (SEC-95) hasta que pronto pueda financiarse –ya como ADIF– mediante el 
cobro del canon por el uso de las infraestructuras de alta velocidad, en el marco del 
nuevo modelo ferroviario. 
 
En segundo lugar, se ha contado con los fondos europeos de la Agenda 2000 que 
constituyen el periodo de perspectivas financieras hasta el 2006.  
 
Y en tercer lugar, se ha impulsado la participación de la iniciativa privada en la 
construcción, gestión y financiación de las infraestructuras públicas, a través de la nueva 
Ley Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas, 13/2003 del 23 de mayo. 
Con ella España  incorpora las últimas novedades en esta materia. 
 
Los principales ejes del nuevo sistema concesional son: nuevas fórmulas de 
financiación de las obras públicas, reforzando la financiación mixta públicoprivada; 
introducción de criterios de mercado en las obras públicas, desde el concepto de 
equilibrio económico de la concesión; mayores posibilidades para la iniciativa privada, 
que podrá incluso proponer nuevas concesiones; y, nuevas exigencias de servicio para 
los usuarios, como la cláusula de progreso o los indicadores de calidad. 
 
La introducción de nuevas fórmulas de financiación de las obras públicas, 
reforzando la financiación mixta público-privada, permite disponer de un amplio 
abanico de opciones para adecuar el diseño financiero a cada circunstancia y a cada tipo 
de obra pública. Entre las diferentes posibilidades se regula el peaje en sombra, la 
financiación con los ingresos procedentes de las zonas complementarias de explotación 
comercial y la financiación cruzada entre distintas infraestructuras. Y el acceso a la 
financiación bancaria y al mercado de capitales, a través de la emisión de obligaciones y 
otros títulos por parte del concesionario, la hipoteca de la concesión, los créditos 
participativos y, sobre todo, la titulización de activos de la concesión, es decir, la 
incorporación a títulos negociables de los derechos de crédito del concesionario. 
 
Este nuevo sistema concesional, de los más avanzados a nivel mundial, pretende 
potenciar la participación de la iniciativa privada en la financiación de infraestructuras 
públicas, contribuyendo al mantenimiento de las inversiones del Plan de Infraestructuras 
de Transporte 2000-2007. La programación financiera del Plan prevé financiar 
alrededor del 20% de las inversiones totales (son 105.000 M€ de 1999) con fondos 
privados. El 60% provendrá de la financiación pública presupuestaria y no 
presupuestaria, y el 20% restante serán fondos europeos. 
 
Hasta la fecha, incluyendo los presupuestos para 2004, la inversión privada alcanza 
el 16% de las inversiones totales del Plan de Infraestructuras. Se va por lo tanto un poco 
por detrás del objetivo final, pero es de esperar que con la entrada en vigor de la Ley se 
permita potenciar la colaboración privada y recuperar parte del retroceso en el que se 
está actualmente. 
 
Uno de los objetivos principales en el desarrollo de las infraestructuras es la 
incorporación a la Red Transeuropea de Transporte, elemento básico en el proceso de 
configuración y consolidación del mercado interior europeo. El Libro Blanco sobre el 
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crecimiento, la competitividad y el empleo de 1993 ya las definió como elemento clave 
para el relanzamiento económico de Europa y la creación de empleo. 
 
Las Redes Transeuropeas de Transporte se concretaron en los 14 proyectos 
aprobados en el Consejo Europeo de Essen de diciembre de 1994, sobre la base de las 
recomendaciones del grupo de expertos –Grupo Christophersen– que se había 
constituido al efecto. De estos proyectos, dos interesaban directamente a España: el tren 
de alta velocidad sur, en sus vertientes mediterránea y atlántica, y el corredor 
multimodal Portugal/España/resto de Europa. Sin embargo, la falta de una financiación 
específica con fondos europeos, y la falta de un compromiso real de impulsarlos por 
parte del Consejo Europeo (los proyectos eran más bien la yuxtaposición de proyectos 
nacionales, que cada país debía impulsar en la parte que le correspondiera), motivó que 
sólo 3 de los 14 proyectos hayan concluido. 
 
Se imponía, por tanto, una revisión de los proyectos de las Redes Transeuropeas de 
Transporte, que tuviera en cuenta, además, las nuevas necesidades y las nuevas 
limitaciones presupuestarias de los países miembros de la Unión Monetaria sujetos, al 
Pacto de Estabilidad y Crecimiento. Esta revisión se llevó a cabo a partir del trabajo del 
Grupo de Alto Nivel (Grupo Van Miert). 
 
El Grupo Van Miert presentó sus conclusiones en un informe del 27 de junio de 
2003. El documento define una serie de proyectos prioritarios que agrupa en cuatro 
listas: Lista 0, que incluye los proyectos de Essen terminados o que serán completados 
antes de 2010; Lista 1, que define los nuevos proyectos prioritarios propuestos por el 
Grupo que deberán comenzar a realizarse antes del 2010; Lista 2 que comprende una 
serie de proyectos de alto valor añadido desde un punto de vista europeo para los que se 
prevé un horizonte temporal más largo. Y por último, la Lista 3 se refiere a otros 
proyectos considerados importantes para la cohesión económica y social. 
 
En la Lista 0 figuran los Proyectos 3 (Tren de Alta Velocidad Sur) y 8 de Essen 
(Corredor multimodal Portugal-España-resto de Europa). Dentro del proyecto 3 
aparecen como fechas para la puesta en explotación el 2008 para el tramo Barcelona-
Figueras-Perpignan y el 2010 para la línea Madrid-Vitoria- Hendaya. 
 
La lista 1 incluye como nuevos proyectos prioritarios: las líneas de alta velocidad 
Sur-Oeste (Lisboa/Oporto-Madrid; Perpignan - Montpellier; Montpellier-Nímes; Irún-
Dax; Dax-Burdeos y Burdeos-Tours); la interoperabilidad de la Red de Alta Velocidad 
de la Península Ibérica, que incluye la línea Vigo-Oporto; el corredor multimodal 
Portugal-España-resto de Europa, en el que se añade el nuevo tramo Sines/Setúbal-
Badajoz; y las autopistas del mar. 
 
Este concepto nuevo para impulsar el transporte marítimo de cabotaje, hace 
referencia a un número de rutas entre determinadas fachadas marítimas en las que es 
factible organizar cadenas logísticas, con procedimientos administrativos y de aduanas 
simplificados, e introducir sistemas comunes de gestión del tráfico. Entre las autopistas 
del mar definidas dos afectan a España: la autopista marítima del oeste de Europa, desde 
la Península Ibérica al mar del Norte y al mar de Irlanda, y la autopista marítima del 
suroeste de Europa, que conecta España, Francia e Italia, prolongándose hasta Malta.  
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Cuadro 3. Fuente: Grupo de Alto Nivel, Proyectos prioritarios para la red 
transeuropea de transportes de cara a 2020. Junio 2003. 
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En la lista 2 se incluye la nueva línea ferroviaria de alta capacidad (especialmente 
dedicada a mercancías) a través de los Pirineos. 
 
Y en la lista 3 se llegó al acuerdo de incluir la permeabilización de los Pirineos por 
carretera, a partir de los proyectos propuestos por España, que configuran un conjunto 
de nuevas vías de alta capacidad que forman un paquete único, con el objetivo de 
mejorar las conexiones terrestres a través de los Pirineos. Estos proyectos son: la mejora 
de los pasos mediterráneos; las conexiones Barcelona-Toulouse, por Puigcerdá; Lleida-
Toulouse, por Vielha; Zaragoza-Pau, por Somport; y Pamplona-Orthez, por 
Roncesvalles; y la mejora de los pasos atlánticos. 
 
Basándose en el informe Van Miert, la Comisión ha realizado una propuesta de 
modificación de la Decisión 1692/96/CE –que aprobó la lista de Essen– con el objetivo 
de alcanzar un rápido acuerdo en el Consejo. La propuesta de la Comisión sobre los 
proyectos prioritarios a incluir en las nuevas orientaciones sobre el desarrollo de la red 
transeuropea de transporte, recoge básicamente las propuestas de la lista 0 (con 
horizonte 2010), la lista 1 (con horizonte 2020) y la lista 2 (a más largo plazo) del 
Grupo Van Miert. Y además, afectando especialmente a España, propone la extensión 
del proyecto de ferrocarril de alta capacidad a través de los Pirineos, que ahora pasa a 
denominarse “Conexión Sines-Madrid / Conexión multimodal a través de los Pirineos”, 
para que incluya, además de conexiones ferroviarias, las conexiones por carretera para 
mejorar la permeabilización de los Pirineos que el Grupo Van Miert incluía en la lista 3. 
 
Al final, los proyectos prioritarios de las redes transeuropeas de transporte quedan 
agrupados en una única relación de 29 proyectos incluyendo los tres ya terminados de 
Essen. Entre ellos se encuentra el programa Galileo, la apuesta europea por la 
independencia tecnológica con un sistema propio de navegación global y 
posicionamiento por satélite. 
 
Decididos los proyectos que conforman la red transeuropea de transportes (una vez 
los apruebe el Consejo Europeo) se planeta el problema de su financiación. La 
estimación de coste total de los proyectos es de 600.000 M€ hasta el año 2020. Esta 
claro que si no se quiere repetir la historia de Essen (3 proyectos terminados de 14) será 
necesaria la búsqueda de nuevas fórmulas financieras. 
 
En este sentido, el Grupo Van Miert recomendó tres direcciones: Primero, buscar un 
mayor compromiso de las instituciones europeas con el desarrollo de las redes 
transeuropeas de transporte. Para que sean verdaderas redes europeas, y no tramos 
nacionales interconectados. Este compromiso financiero, que igualmente debería ser  
político, debería comportar un reforzamiento de la financiación específica de las redes 
transeuropeas (la línea TEN) para que pudiera llegar a cofinanciar el 20% del coste de 
los proyectos (actualmente es el 10%. Para los tramos transfronterizos hay una 
propuesta de reforma del Reglamento financiero 2236/95 para elevar la tasa de 
cofinanciación hasta el 30%). Además está en estudio la creación de un Fondo Europeo 
de Transporte, con un presupuesto al que contribuyeran todos los estados miembros. 
 
En segundo lugar, el Banco Europeo de Inversiones debe desempeñar un mayor 
protagonismo en la financiación de los proyectos, asegurando los  riesgos en las 
financiaciones a largo plazo con participación privada, y participando en operaciones de 
titulización de activos. 
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En este sentido tenemos importantes avances, bajo la presidencia italiana, la 
Comisión Europea y el BEI han lanzado una "Iniciativa para el Crecimiento" con el 
objetivo de acelerar la inversión, principalmente en los proyectos transfronterizos y en 
los localizados en los países de la ampliación y en innovación. El BEI ha diseñado un 
programa de apoyo a las inversiones en las redes transeuropeas que incluye una línea de 
50 millardos de Euros (12-13 millardos en los próximos tres años para 16 de los 30 
proyectos prioritarios) en créditos a muy largo plazo, a consumir entre el 2004 y el 
2010, y un fondo de garantía destinado a cubrir algunos riesgos de proyecto para 
facilitar el desarrollo de las Asociaciones Público-Privadas. Pero el BEI ya ha dicho que 
solo financiará proyectos de buena calidad desde el punto de vista técnico, 
medioambiental, financiero y económico y la viabilidad de algunos de los nuevos 
proyectos prioritarios, que están definidos de una forma vaga, está todavía por 
demostrar. Los fondos de la Comisión y los créditos del BEI deberían facilitar en 
cualquier caso, la realización de los proyectos. 
Pero sobre todo, si se quiere financiar un plan ambicioso de infraestructuras de 
transporte transeuropeas, es preciso incentivar y potenciar la participación del sector 
privado, en todos aquellos proyectos que ofrezcan una rentabilidad suficiente. Y para 
ello es fundamental contar con un marco regulador claro y estable, donde primen los 
criterios de mercado, se establezca una distribución equilibrada de los riesgos de la 
actividad concesionaria y se permita el acceso a los nuevos instrumentos financieros que 
ofrecen los mercados. Que es precisamente lo que hace la nueva Ley de Concesiones 
española. 
 
Por lo tanto, y siguiendo las recomendaciones del Grupo Van Miert, la Comisión 
apuesta por aumentar las dotaciones presupuestarias, reforzar el papel del BEI y 
aumentar la participación del sector privado hasta el 40% del total. Porque,  tal como se 
avisa desde las principales instancias europeas, si no se consigue incorporar al capital 
privado, no se conseguirá nada y se perderá una nueva oportunidad. 
 
En definitiva, se tiene un gran reto actualmente y es el de enfrentarse a la 
financiación de las infraestructuras. Tal como se ha visto, en Europa las líneas de 
actuación son claras, y se apuesta decididamente por el modelo de colaboración público 
privada mediante concesión como un elemento básico para poder llevar a cabo todos los 
proyectos que se pretenden realizar.  
 
España está integrada plenamente en la Comunidad Europea, donde las ideas sobre 
financiación son bastante claras y unánimes. España no debe quedarse atrás. Y se puede 
decir, que ha sabido ir acompasada a las nuevas necesidades y dispone de un marco 
legal adecuado con la nueva Ley de Concesiones, que permitirá movilizar capitales 
privados (la canalización del ahorro a largo plazo, como fondos de pensiones, hacia la 
financiación de obras públicas es probablemente una de las mejores oportunidades de 
financiación que se pueden tener). Se trata por lo tanto de saber adaptarse y anticiparse a 
las nuevas necesidades, para no quedar atrás en un terreno donde tanto España como 
Europa se juegan mucho. 
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2. La situación de las Infraestructuras en España. El Plan de 
Infraestructuras 2000-2007 
 
 
En este apartado se analiza la situación actual de las infraestructuras en España, 
donde se encuentra, y cuales son las perspectivas de dotación de nuevas infraestructuras 
mediante el Plan 2000-2007. 
 
Primero se tiene que tener una idea del marco macroeconómico español, para poder 
entender bien donde se esta situado, y cual es y era la situación económica. La política 
económica del Gobierno persigue como objetivo fundamental aproximar a nuestro país 
a los niveles de bienestar de los estados más desarrollados de nuestro entorno. España se 
alejó de Europa a partir de la crisis de los años setenta y ni siquiera en la fase expansiva 
de la segunda mitad de los 80 se recuperó toda la distancia perdida durante dicha crisis. 
En la segunda mitad de los años 90 se produjo un punto de inflexión en la orientación 
de la política económica, considerándose el crecimiento económico como base de la 
prosperidad siendo la condición para alcanzarlo la corrección de los desequilibrios 
macroeconómicos. 
 
La política presupuestaria se ha basado en dos aspectos fundamentales: la 
recuperación del equilibrio en las cuentas de las Administraciones Públicas y hacer 
compatible la contención del gasto público sin disminuir por eso en calidad.  
 
No podemos olvidar igualmente el énfasis hecho en el esfuerzo fiscal, que se ha 
centrado principalmente en el control del gasto corriente, responsable en cerca de las 
tres cuartas partes de la reducción del déficit público.  
 
Con todo ello, el proceso de consolidación presupuestaria culminó con el equilibrio 
de las cuentas públicas alcanzado en el año 2001 y que después continuó como un 
objetivo básico en los Presupuestos de los años posteriores.  
 
Aún y haber alcanzado el objetivo de consolidación presupuestaria, se hace 
necesario intentar llegar al otro gran objetivo, es decir, la convergencia con respecto a 
los países de nuestro entorno. Por ello se ha hecho un importante esfuerzo inversor en 
los últimos años que sitúan a España por encima de la media comunitaria en peso de la 
inversión pública sobre el PIB. 
 
El esfuerzo inversor, sin computar el de las entidades públicas empresariales, se 
reparte casi a partes iguales entre las tres administraciones, habiendo pasado del 40 % 
que en 1950 realizaban las AAPP al 31 % en 1999. Mientras que en dicho año 99 las 
CCAA realizaban el 37 % y las CCLL el 32 %. Para llevar a cabo sus objetivos de 
inversión, han jugado y juegan un papel fundamental los Fondos que España recibe de 
la UE. La asignación para el período 2000-2006 es de 62.070 millones de euros, de los 
que el 80 % son Fondos Estructurales y el resto Fondos de Cohesión. 
  
Con ellos las Administraciones Públicas han desarrollado programas de inversión 
que para el período 2000-2006 ascienden a 192,4 miles de millones de euros, lo que 
supone un 4,5 % del PIB anual. De esta cuantía 114,2 millones de euros corresponden a 
infraestructuras lo que representa un 2,7 % del PIB anual. La estabilidad presupuestaria 
comentada ha llevado a reducir entorno a 3 puntos la brecha que en términos de renta 
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per cápita se tenía en 1996 con la Unión Europea, creciendo desde 1997 a un ritmo del 4 
% del PIB, y habiendo eliminado prácticamente un déficit que en aquélla época 
alcanzaba los 5 billones de pesetas. 
  
En definitiva, podemos decir que aunque nos encontramos actualmente en un 
escenario incierto, sin quizá todas las seguridades que serían preferibles, la política 
económica aplicada en los últimos años otorga a España un margen de maniobra que 
debe preverse suficiente.  
 
La inversión en Infraestructuras es difícilmente discutible y más en particular, las 
infraestructuras de transporte, las cuales juegan un papel clave en el crecimiento 
económico principalmente por dos motivos: producen importantes ahorros de costes 
para las empresas, aumentando la competitividad, y mejoran el atractivo de los 
territorios favoreciendo la inversión nacional y extranjera. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 4. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
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El ciclo completo de la obra pública y la economía puede resumirse en tres etapas: 
la primera es conseguir los recursos para la financiación, la segunda es el propio sistema 
de provisión de infraestructuras, y la tercera, los efectos sobre el desarrollo económico. 
El cuadro total desarrollado es el de la página anterior. 
 
La política de infraestructuras es clave para el desarrollo de los territorios y el 
desarrollo social. No es ámbito de este estudio plantearse en profundidad los beneficios 
de las infraestructuras y los efectos que conlleva su ejecución, pero de manera 
esquemática se puede decir que los efectos son: 
 
 
• Efectos sobre el mercado 
– Demanda inducida y cambios en el reparto modal 
– Competencia en el mercado de transporte 
– Eficiencia en los servicios de transporte 
– Eficiencia en la provisión de infraestructuras 
– Desarrollo de la intermodalidad 
 
• Efectos sobre la calidad de vida 
– Efectos sobre la accesibilidad 
– Impacto sobre los problemas de congestión 
– Efectos en la reducción de accidentes 
– Dotación regional de infraestructuras 
– Efectos medioambientales y ahorro energético 
 
•    Efectos sobre otros Mercados y Agentes Económicos  
– Economías de aglomeración 
– Costes logísticos y cadenas de valor 
– Cohesión regional y convergencia con la UE 
 
 
Además, el cambio en el papel del sector público ha generado una mayor 
colaboración entre sector público y privado en la financiación de infraestructuras 
públicas. Principalmente por la importancia de las empresas españolas en este sector, y 
las novedades legislativas que se han producido, especialmente la nueva Ley de 
Concesiones. 
 
Se trata por lo tanto de aprovechar el contexto macroeconómico descrito brevemente 
aquí, e intentar que al finalizar el periodo 2000-2010 España pueda tener un parque de 
infraestructuras amplio y moderno, con un diferencial respecto a Europa lo menor 
posible. 
 
2.1 Plan de Infraestructuras del Transporte 2000-2007 
 
Se trata aquí de presentar brevemente el Plan de Infraestructuras del Transporte 
2000-2007 dentro de la política de Infraestructuras del Gobierno desarrollada a través 
del Ministerio de Fomento, apuntando sus características principales para permitir 
darnos una idea de cual es el esfuerzo inversor necesario para este periodo, y cuales 
serán las infraestructuras previstas en el mismo. 
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La política de infraestructuras es un instrumento de la política económica que, a 
largo plazo, debe facilitar el crecimiento y el empleo y a corto, está destinado a mejorar 
la coyuntura económica en un contexto de estabilidad económica y presupuestaria. Hoy, 
el principal reto de la política económica del Gobierno y especialmente la política de 
infraestructuras es la plana convergencia en términos de riqueza y empleo en el 
horizonte del 2010 aproximadamente. 
 
Las infraestructuras de transporte desempeñan un papel fundamental en la economía 
ya que el transporte constituye un input intermedio esencial en la actividad productiva. 
Este papel se ha visto potenciado por el desarrollo de las tecnologías de la información, 
que suponen una nueva concepción de la organización empresarial, más horizontal 
donde los negocios se deslocalizan y adquiere especial importancia el desarrollo de la 
logística. En este nuevo escenario, las empresas requieren una Red de Infraestructuras 
moderna y unos Sistemas de Transportes de altas prestaciones. 
 
Para hacer frente a estos retos el Ministerio de Fomento diseñó hace cuatro años el 
Plan de Infraestructuras 2000-2007 (con horizonte presupuestario y de puesta total en 
servicio 2010) que se enmarca dentro del Plan General de Infraestructuras 2000-2006 
del Gobierno para todas las Administraciones Públicas. 
 
Los objetivos generales del plan son, lograr para España: 
 
• Plena convergencia real 
• Integración en las redes transeuropeas de transporte 
• Vertebración y cohesión territorial 
 
 
La política de Infraestructuras de Transporte se apoya en tres pilares fundamentales: 
la financiación de las infraestructuras dentro del equilibrio presupuestario, la existencia 
de un marco jurídico adecuado que permita canalizar y gestionar los máximos recursos 
disponibles tanto públicos como privados y la participación cooperativa de todas las 
Administraciones Territoriales en la provisión y financiación de Infraestructuras. 
 
Para poder movilizar los máximos recursos disponibles que financien la inversión en 
infraestructuras, es necesario que exista un marco seguro desde el punto de vista 
jurídico y en este sentido, es pieza fundamental la nueva Ley Reguladora de la 
Concesión de Obras Públicas, que sitúa a nuestro sistema concesional entre los más 
avanzados del mundo. 
 
Este nuevo marco pretende crear las condiciones que favorezcan la participación 
privada en la financiación de las infraestructuras y en su conservación y mantenimiento, 
poniendo especial énfasis en la gestión y explotación de las infraestructuras, 
introduciendo, por ejemplo el peaje dinámico. En la perspectiva financiera, se 
introducen criterios de mercado para permitir el aprovechamiento de las innovaciones 
financieras. Asimismo se regulan mecanismos de coordinación de la participación de las 
diferentes Administraciones Territoriales, introduciendo además sistemas flexibles de 
cofinanciación. 
 
La reforma estructural del sistema de provisión de infraestructuras, se completa con 
la elaboración de los nuevos “Pliegos Tipo” de Cláusulas Administrativas Particulares 
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del Ministerio para concursos abiertos, tanto de obras como de asistencias técnicas y 
con la adopción de medidas para reducir los plazos medios de tramitación de los 
expedientes de contratación en un 20 %, pasando de 10 años de media a 8 años. 
 
El Plan de Infraestructuras de Transporte 2000-2007 se enmarca como ya hemos 
comentado dentro del Plan de Infraestructuras 2000-2006 del Gobierno, asociado a los 
plazos y resultados de la Agenda 2000 de donde se deriva su horizonte temporal.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
De la inversión pública total provista para el período 2000-2006 (192.300 millones 
de euros), 114.200 millones de euros el 60%, se refieren a infraestructuras de transporte 
en su mayor parte, e hidráulicas. De estos 114.200 millones de euros, 69.100 millones 
de euros, también el 60%, corresponden a inversión en infraestructuras competencia del 
Estado, repartida entre el Ministerio de Fomento, 60.300 millones de euros, y el resto de 
los Ministerios, aproximadamente 9.000 millones de euros fundamentalmente el 
Ministerio de Medio Ambiente.  
 
Tal como se puede observar, la inversión del Plan de Infraestructuras supone 
prácticamente la mitad de la totalidad de las inversiones de infraestructuras para este 
periodo, lo que pone de relevancia la importancia que este supone para la provisión de 
nuevas infraestructuras en España. 
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 Por lo tanto, en el período de la Agenda 2000 (2000-2006) las inversiones previstas 
en el Plan de Infraestructuras 2000-2007 del Ministerio de Fomento se elevan a  60.300 
millones de euros. 
 
La insuficiente dotación de capital público en infraestructuras es una de las 
constantes de la historia de España y ha sido el principal factor limitativo del 
crecimiento económico. La inversión pública se ha caracterizado por una insuficiente 
sostenibilidad en el tiempo y por un comportamiento procíclico, siendo en las fases 
recesivas la partida que primero ha sufrido los recortes presupuestarios. Por ello, los 
procesos inversores no tuvieron el ritmo ni la continuidad suficiente para cerrar la 
secular brecha que nos ha separado de los más avanzados de Europa en dotación de 
infraestructuras. 
 
Como antecedentes del Plan de Infraestructuras 2000-2007, tras los planes 
sectoriales para Carreteras (Plan General de Carreteras 1984-1991) y Ferrocarriles (Plan 
de Transporte ferroviarios 1987-2000) aparece el Plan Director de Infraestructuras 
1993-2007, planes que no consiguieron eliminar nuestro déficit de infraestructuras. 
 
Con objeto de cerrar definitivamente esa brecha histórica se diseñó el Plan de 
Infraestructuras 2000-2007 con horizonte presupuestario y de ejecución 2010. Es por 
tanto un plan para la primera década del siglo XXI que se solapa en el período 2000-
2006 con el Plan General de Infraestructuras beneficiándose de los Fondos Europeos. 
Los principales rasgos de este Plan son: 
 
•  Considera los efectos beneficiosos de la inversión en infraestructura tanto desde 
la óptica de la demanda como fundamentalmente desde el punto de vista de la oferta. 
 
•  Permite completar el modelo de nuestra red de transporte viario y ferroviario y 
adecuar las infraestructuras portuarias y aeroportuarias a las nuevas demandas de 
tráfico. 
 
•  Apuesta por el ferrocarril como medio de transporte del futuro como alternativa, 
en la alta velocidad, del transporte aéreo para largas distancias. Esta es posiblemente la 
aportación, como decisión política, más importante del Plan de Infraestructuras. 
Además la nueva red de Alta velocidad se ejecutará en ancho internacional permitiendo 
la inclusión en nuestro país en las redes transeuropeas. No es este un elemento baladí, 
ya que la apuesta por la red transeuropea del ferrocarril, principalmente mediante la 
interoperabilidad de todos sus elementos, ha de suponer un crecimiento del ferrocarril, 
tanto de pasajeros como de mercancías muy importante, y que ocupe un papel muy 
relevante dentro de los elementos de transporte en toda la Comunidad Europea. 
 
• Es un plan diseñado para cumplirlo ya que garantiza la disponibilidad de los 
recursos necesarios por varias razones: Se enmarca en un escenario macroeconómico de 
estabilidad, se financiará dentro del cumplimiento del objetivo del equilibrio 
presupuestario, las inversiones tendrán un carácter anticíclico, en 2001 y 2002 ya se 
alcanzó la velocidad de crucero de las inversiones del Grupo Fomento 1,5 billones Pts 
(900 millones de euros) en 2001 y 1,8 billones Pts (11.000 millones de euros), por lo 
que es de esperar que se pueda continuar con este ritmo inversor, se cuenta con los 
fondos europeos acordados en la Agenda para el período 2000-2006, que suponen 2,7 
billones Pts (16.200 millones de euros), y especialmente se fomenta la financiación 
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privada (hasta un 20% del total) con una profunda reforma de provisión de 
infraestructuras. 
 
El cumplimiento del Plan, con horizonte presupuestario 2010 supone un esfuerzo 
inversor de 17,1 billones Pts (102.900 millones de euros), invirtiéndose 10 billones Pts 
(60.300 millones euros) en el período 2000-2006, y 7,2 billones Pts (43.000 millones 
euros) en el periodo 2000-2004, con un ritmo como el ya alcanzado en 2001 de 1,5 
billones Pts (900 millones euros), y de  9.276 millones euros (más de 1,6 billones Pts) a 
lo que habría que sumar 2.009 millones euros (334.000 millones Pts) de inversión 
privada concesionada, para el 2002.   
 
En el cuadro siguiente pueden verse cuales es el horizonte de inversión del PIT 
2000-2007, reafirmando las cifras apuntadas anteriormente.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 6. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
 
De los 104.806,6 millones euros de inversión total la mayor parte 40.496,2 millones 
de euros corresponde a ferrocarriles, casi lo mismo que en carreteras, 39.835,1 millones 
euros, 11.419,2 millones euros a aeropuertos, 9.450 millones euros a puertos y el resto 
3.606,1 millones euros a otras actuaciones.  
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Cuadro 7. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
El problema importante, es cómo se están financiando, y se financiarán estas 
ingentes inversiones. Además de los recursos del Estado garantizables en función del 
crecimiento sostenido y de un marco económico estable, se aprovecharán los Fondos 
europeos adjudicados a España según la Agenda 2000 y se movilizarán los recursos 
privados necesarios aprovechándose los últimos avances en formas de financiación. 
Este es el objetivo que persigue la futura Ley Reguladora de la Concesión de Obras 
Públicas  
 
Tomando como referencia el período 2000-2006, para el que se conoce el importe 
de las ayudas europeas, de los 10 billones Pts (60.300 millones euros) que invertirá el 
Grupo Fomento, 5,9 billones Pts (35.100 millones de euros) serán financiados con 
fondos públicos, 2,7 billones Pts (16.200 millones euros) con fondos europeos y 1,5 
billones de pesetas (9.000 millones euros) a través de la iniciativa privada.  
 
El cuadro siguiente muestra estos datos de procedencia de los recursos para el 
programa de infraestructuras de todas las Administraciones Públicas 2000-2006 y para 
el Ministerio de Fomento. 
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Cuadro 8. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
Los fondos europeos de la Agenda 2000 para el período 2000-2006 van a suponer 
10 billones Pts (60.300 millones euros) de los que 5,4 billones Pts (32.500 millones 
euros) se destinarán a infraestructuras y la mitad de éstos 2,7 billones Pts (16.200 
millones euros) a infraestructuras del Grupo Fomento, repartidos por modos en 58 % 
para ferrocarril, 33 % para carreteras y 9 % para puertos y aeropuertos. 
 
Con respecto a la financiación pública se ha producido un desplazamiento de la 
financiación presupuestaria a la no presupuestaria (entidades públicas empresariales del 
Grupo Fomento) que disponen de mayor flexibilidad de financiación que aportarán 
prácticamente la mitad de lo requerido en el Plan. 
 
La nueva Ley de Concesiones introduce tres modalidades de financiación: 
financiación pública (incluso peaje en sombra), financiación mixta público-privada 
(distinguiendo ejecución y explotación) y financiación privada, aplicando el modelo 
concesional a todo tipo de infraestructuras (no sólo autopistas). Se da prioridad al 
empleo de capitales privados, destinando la financiación pública a los proyectos con 
rentabilidad económico-social pero no financiera. 
 
En resumen la previsión de financiación del plan se traduce de la siguiente forma: 
 
• 60 % financiación pública 
• 20 % financiación privada 
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• 20 % fondos europeos 
 
Se introducen además mecanismos que fomentan la participación de las distintas 
Administraciones Territoriales, estableciendo fórmulas de coordinación entre ellas. Los 
efectos económicos que el Plan de Infraestructuras 2000-2007 generará sobre la 
producción pueden ser de dos tipos: a corto plazo a través de la demanda de 
construcción y a largo plazo a través del aumento de la capacidad productiva de la 
economía y de las potencialidades del territorio. La realización de las infraestructuras 
requiere del empleo intensivo de trabajo, por lo que, a corto plazo se genera empleo 
temporal que puede estimarse una vez se encuentre en ejecución todo el Plan, en unos 
225.000 personas/ año. La inversión total prevista de 104.800 millones euros, alrededor 
del 1,4 % del PIB de cada año, supone un incremento del stock de capital neto de un 32 
%, produciendo un incremento adicional del PIB en el decenio de un 5,2 %, lo que a su 
vez se tendría que traducir en un incremento en el empleo de un 3,7 % lo que en supone 
generar alrededor de 550.000 nuevos empleos permanentes al final del período2000-
2010. Por lo tanto los efectos sobre el empleo del PIT, de cumplirse estas previsiones 
del Ministerio de Fomento, serán muy positivos. 
 
Finalmente, el Plan de Infraestructuras 2000-2007 va a contribuir al desarrollo 
regional y a la cohesión económica y social. El Plan de Infraestructuras no se agota en 
la obra civil por sí misma ya que ha sido planteado y conceptualizado como un 
instrumento al servicio de la sociedad. Las obras programadas son las que han parecido 
necesarias para ayudar a la calidad de vida de los ciudadanos, para ayudar a la eficacia 
de los agentes económicos y para integrar el territorio con una visión de conjunto de 
todo el país. 
 
Los conceptos básicos que sirvieron de soporte a la presentación del Plan fueron los 
de seguridad, calidad y modernidad, conceptos de bien hacer en el trabajo que justifican 
las obras. Se trata de hacer todo el proceso de contratación de manera que aumente la 
transparencia, la competitividad y que se consiga una relación calidad-precio en los 
productos que las empresas sean de ingeniería o construcción ofrecen, idónea para el 
conjunto del país. Se está poniendo en marcha un plan de simplificación administrativa 
que permita acortar los plazos de tramitación interna, lo cual es esencial para cumplir 
los objetivos del Plan en el tiempo y en su contenido. Se está trabajando asimismo en 
algunos proyectos de reforma legislativa que tienen mucho que ver con el propio Plan 
de Infraestructuras sus contenidos y sus objetivos. Además de la nueva regulación de la 
financiación privada de las infraestructuras, un proyecto legislativo de suma 
importancia es la reforma del sistema o modelo ferroviario, en línea con las directrices 
comunitarias. La nueva red de Alta Velocidad debe incardinar su puesta en marcha con 
un nuevo modelo de funcionamiento del sistema ferroviario para que las dos iniciativas, 
la inversora en la creación de la Alta Velocidad, junto con la conservación de la 
convencional y la liberalización del sistema ferroviario permitan incrementar la eficacia 
del ferrocarril, constituyendo asimismo un objetivo irrenunciable aumentar la cuota de 
participación del ferrocarril en el transporte de mercancías. 
 
A continuación se hará una breve exposición de los contenidos de los distintos 
programas en los que se integra el Plan de Infraestructuras. Los Programas que 
componen el Plan son el de Autovías y Autopistas, el de Ferrocarriles, el de 
Aeropuertos, el de Puertos y Correos.  
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Cuadro 9. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
Las cifras finales del periodo 2000-2010 ya fueron comentadas anteriormente. El 
que se considere como fecha de ejecución final del Plan el año 2010 es por ser 
conscientes de que las últimas obras que se contraten en el año 2007, se terminarán en el 
año 2010.  
 
La reducción de plazos prevista de acuerdo con los nuevos “Pliegos Tipo” es pasar 
de los actuales 118 meses a 91 meses, es decir de 10 años a menos de 8 años. Los 
Estudios Informativos se pretenden rebajar de 43 meses actuales a 30,5 meses; los 
proyectos de 27 meses a 20,5 meses y el expediente de contratación de 8 meses a 6 
meses. La construcción pasaría de 30 a 24 meses, primándose expresamente en la 
construcción los acortamientos de plazos, manteniendo la recepción y liquidación en los 
mismos 10 meses actuales. 
 
En cualquier caso, hay que tener en cuenta que una inversión de aproximadamente 
100.000 millones de euros en una década supone un esfuerzo muy significativo en todos 
los campos. 
 
El primero de los grandes programas es el de Autovías y Autopistas cuyos objetivos 
principales son, con una inversión prevista total de 22.400 Millones de Euros. 
 
• Ampliar la red de alta capacidad de 8000 Km. A 13.000 Km. 
• Actuar sobre los tramos de cierre de la red de autopistas y autovías existentes. 
• Intervenir en los tramos con elevada intensidad de tráfico. 
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• Desarrollar nuevos itinerarios que doten a la red de carreteras de una estructura 
mallada y que contribuye a su integración en las redes transeuropeas de 
carreteras. 
 
 
 
 
 
Cuadro 10. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
Con ello la tradicional estructura radial de las grandes autovías y autopistas 
españolas se va a completar con una malla transversal que permita los movimientos 
interiores y hagan más asequibles las conexiones con Portugal y Francia al conjunto de 
nuestros territorios. 
 
Se pretende que el Plan ordene el territorio desde el punto de vista de las 
infraestructuras, de manera que la ausencia de buenas infraestructuras para el transporte 
no sea una condición que evite las posibilidades de desarrollo de ninguna región 
española. 
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Cuadro 11 y 12. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
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Si pasamos al Programa de Ferrocarriles el objetivo principal que se persigue en 
materia de Alta Velocidad es tener una red en el año 2010 de 7700 Km., consiguiendo 
reducir los tiempos de viaje a menos de cuatro horas desde Madrid a cualquier capital 
de provincia y a menos de seis horas y media desde Barcelona. El segundo objetivo es 
incrementar la demanda de viajes de ferrocarril de 10 millones a 30 millones en larga 
distancia y de 24 a 38 en los servicios generales. Asimismo se hace una apuesta por la 
modernización de la red convencional y una atención muy singular a los sistemas de 
cercanías ya que las cercanías moverán, incluso cuando esté acabada la red de Alta 
Velocidad, más viajeros al año que la propia red de alta velocidad a larga distancia o los 
servicios regionales. Todo esto con una inversión prevista de 33.200 Millones de Euros. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 13. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
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Cuadro 14. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
 
 
 
Cuadro 15. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
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Como ya hemos comentado el Plan de Infraestructuras 2000-2007 pretende no solo 
articular el territorio español sino también verlo desde la óptica de la conexión con el 
resto de los países de la UE con especial atención a las redes transeuropeas. 
 
En lo que se refiere a la conexión de alta velocidad con Francia se acaba de 
adjudicar este 17 de febrero de 2004, la concesión Figueres-Perpiñán que ha de tener 
listo el corredor para 2009. (Revista OP. marzo 2004 nº 3442, Pág. 84) En cuanto a 
Portugal, el gobierno portugués ha tomado ya las decisiones de conexión mediante alta 
velocidad, estas serán: el que una Vigo con Oporto, que podría estar finalizado para 
2009, el corredor Salamanca-Aveiro-Oporto, el eje Lisboa-Badajoz, y finalmente el 
enlace Faro-Huelva, este previsto ya para el año 2018. (Revista OP. Enero 2004 nº 
3440, Pág. 79) 
 
Para conseguir la calidad del transporte ferroviario que el Plan persigue, no basta 
con la inversión en infraestructuras apuntado, ni con el componente normativo al 
servicio de un modelo liberalizador y competitivo, sino que exige modernizar de forma 
muy importante el parque de material móvil, habiéndose estimado una inversión para el 
período 2000-2010 de más 6.021 millones de euros.  
 
Respecto al programa de Aeropuertos se contemplan varias actuaciones: Por un lado 
se hace una apuesta muy importante por la ampliación de los aeropuertos de Madrid y 
Barcelona, así como por la potenciación de los aeropuertos más específicamente 
turísticos; por otra parte la aprobación de los Planes Directores de todos los aeropuertos, 
ya efectuada, es una garantía de que se dispone alrededor de todos ellos del terreno 
necesario para realizar nuevas infraestructuras. En el contexto del Plan en el horizonte 
2010, la inversión pública total será de 11.400 millones de euros. 
 
En el diseño de la red de interés general se ha tenido en cuenta una visión de 
ordenación del territorio para que toda la geografía de España pueda competir teniendo 
la infraestructura necesaria. Además hay varias iniciativas para poner en 
funcionamiento nuevos aeropuertos promovidos por agrupaciones empresariales o/y 
Comunidades Autónomas. 
 
Respecto al programa de Puertos, es objetivo prioritario modernizar las instalaciones 
para dotar las necesidades a medio y largo plazo y mejorar el puerto como medio 
intercambiador con otros medios de transporte, habiéndose previsto importantes nuevas 
conexiones de los puertos de interés general más activas con la red de carreteras y la 
infraestructura ferroviaria, potenciando los puertos como plataforma logística y 
mejorando las relaciones puerto-ciudad. La inversión pública en puertos ascenderá a 
9.450 millones de euros,  (revisión de la previsión del capítulo de puertos a 24 de 
octubre de 2003, que tenía una inversión inicial de 7.512,6 millones de euros). 
 
En cualquier caso, se quiere avanzar progresivamente hacia un modelo de puerto 
concesional donde el Estado, a través de Puertos del Estado y las autoridades portuarias, 
gestione la infraestructura como un servicio que se presta a las actividades comerciales 
y empresariales que sobre la misma desarrollan. En la actualidad se está preparando un 
nuevo proyecto de ley que reformula el actual sistema financiero y en especial lo que se 
refiere a tarifas de los puertos españoles.  
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Es interesante ver el incremento de la inversión privada que supone un 53,1 % más 
de la estimada inicialmente, especialmente mediante concesión. En el cuadro siguiente 
se puede ver la actualización llevada a cabo del PIT 2000-2007 en el capítulo de 
Puertos: 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 16. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
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En definitiva, la inversión del Plan de Infraestructuras del Transporte 2000-2007, 
por comunidades y sectores, en un desglose más exhaustivo, es el siguiente:  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 17. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
 
Desde una perspectiva territorial, el Plan de Infraestructuras 2000-2007, contempla 
una inversión de los 104.800 millones de euros  regionalizada en autopistas y autovías, 
ferrocarriles, puertos y aeropuertos, estando aún pendientes de regionalizarse una 
partida que corresponde a actuaciones en tramos de concentración de accidentes, en 
conservación y medio urbano y en cercanías y trenes regionales.  
 
Por último se quiere insistir en la tendencia que se quiere conseguir en la 
distribución del uso tanto en cuanto a viajeros como en cuanto a mercancías. 
Actualmente en viajeros la carretera prima con un 81%, el avión un 13%, el ferrocarril 
un 4% y el resto un 2%. El Plan prevé invertir esa tendencia bajando la carretera a un 
77% y el avión a un 7%, subiendo el ferrocarril a un 7% y el resto a un 9%. Referido a 
mercancías se pretende pasar del 80% por carreteras al 44%, el ferrocarril del 4% al 8%, 
subir espectacularmente el cabotaje entre puertos europeos a un 41% y un 7% para el 
resto. 
 
Es decir se pretende lograr a partir del Plan de Infraestructuras que el ferrocarril por 
calidad de viaje y fiabilidad de tiempos se haga efectivo para los viajeros frente a la 
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carretera y el avión. España tiene la dimensión y se dan las condiciones idóneas para 
que el ferrocarril sufra un cambio histórico. 
En cuanto al cumplimiento del plan, un dato muy significativo, en el 2002 y 
respecto al total de las inversiones ya estaban en marcha el 80% de los estudios 
informativos de proyectos, y se ha de tener en cuenta que el plazo más largo de todos 
los plazos intermedios es el de la elaboración de los estudios informativos. 
 
En cuanto al cumplimiento en niveles de inversión, tenemos las siguiente cifras y 
tablas, que muestran claramente como se está por encima de las previsiones iniciales, lo 
que marca un elemento muy positivo para evaluar el PIT.  
 
 
 
 
 
 
Cuadro 18. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
 
En el periodo 2000-2004, sobre el inicial previsto de 48.605 millones de euros se 
está actualmente en 54.673 millones de euros. En cuanto al % respecto al PIB, sobre la 
media de 1.37 % para este periodo, podemos observar un crecimiento superior a partir 
del 2002, especialmente para este 2004 que pasa a ser un 2,02 %. 
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Cuadro 19. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 20. Fuente: Ministerio de Fomento. PIT 2000-2007 
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2.2 Métodos de Financiación de las Infraestructuras previstas dentro del Plan de 
Infraestructuras del Transporte 2000-2007  
 
Para el Plan de Infraestructuras del Transporte 2000-2007, se prevé que la 
Financiación sea de tres tipos: Pública, ya sea Presupuestaria o No Presupuestaria, 
Privada o Mixta. 
 
Las fórmulas de financiación Pública Presupuestaria son: 
 
• Directa (El Estado financia y gestiona la inversión) 
- Financiación sin aplazamiento por capítulo VI de la PGE (Incluida la 
financiación con Fondos Europeos) 
 
 
• Diferida (Directa pero con aplazamiento del pago) 
- Modalidad de abono total del precio (Capitulo VII) 
- Contratos de servicios de Gestión de Infraestructuras (Capítulo VI) 
- Peaje en la sombra (Capítulo IV) 
 
 
• Indirecta (El Estado no gestiona la inversión) 
- Se incluye la financiación con Fondos Europeos. 
- Transferencias de Capital (Capítulo VII) a Empresas, Entes Públicos y 
Sociedades Estatales, a Entes Territoriales y a Sociedades 
Instrumentales. 
- Aportaciones financieras (Capítulo VIII a Entes Públicos Empresariales 
(GIF) y a Sociedades Estatales (Sociedades Estatales de Promoción de 
Obras Hidráulicas) 
 
 
• En colaboración con otras Administraciones 
- Actúan en consorcio o cada Administración financia y/o gestiona una 
parte de la inversión) 
 
 
Para la Financiación Pública No Presupuestaria se plantean los siguientes 
mecanismos 
 
• Entes Públicos Empresariales (La Financiación se produce con Recursos 
Propios y Tributos afectados) 
- Aena y Puertos del Estado 
- GIF (Con aportaciones patrimoniales mientras no tenga cifra de 
negocios) 
 
• Sociedades Estatales (La Financiación se produce con Recursos Propios y 
Transferencias de Capital del Estado) 
- RENFE, FEVE y Correos. 
 
• Sociedades Estatales (La Financiación se produce sólo con Recursos Propio) 
- Empresa Nacional de Autopistas. 
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La Financiación Pública No Presupuestaria puede completarse asimismo con 
Fondos Europeos y endeudamiento y es compatible con financiación fuera de Balance 
como son las Sociedades Instrumentales, el Leasing, la Concesión y la Titulación. 
 
La Financiación Privada se produce a partir de las Concesiones. La Ley Reguladora 
de las Concesiones de Obras Públicas extiende el régimen concesional a todas las 
Administraciones Públicas y Entidades de Derecho Público y a todas las Obras 
Públicas, abriendo el campo hasta ahora restringido a las autopistas. Se pretende 
mejorar el modelo concesional actual, manteniendo el concepto básico de concesión, el 
procedimiento de adjudicación y las tarifas como forma básica de financiación, 
respetando asimismo las especialidades existentes en cada normativa sectorial y 
manteniendo las fórmulas de financiación pública tradicionales cuando concurran 
razones de interés general. 
 
Las principales innovaciones que introduce la nueva Ley respecto a la financiación y 
que serán comentadas, entre otras, con más detenimiento más adelante son: 
 
• Nuevas fórmulas de financiación de las obras 
- Las ayudas públicas podrán ser dinerarias o no dinerarias: por ejemplo, 
realización de parte de la obra, o cantidad a término de la concesión. 
- El concesionario podrá ser retribuido mediante: el precio abonado por 
la utilización de la obra, los rendimientos asociados a la explotación de la 
zona comercial anexa a la infraestructura, o aportaciones de la 
Administración para garantizar ingresos mínimos. 
 
 
• Posibilidad de utilizar la modalidad del “Peaje en Sombra” 
- El precio por la utilización de la obra puede ser pagado por los usuarios 
o por la Administración correspondiente. 
- Esta posibilidad se hace ahora extensiva a todo tipo de obras públicas. 
 
  
• Zonas complementarias de explotación comercial 
- Han de ser susceptibles de aprovechamiento económico diferenciado. 
- Quedan integradas en la concesión y sujetas por tanto a control 
administrativo. 
- Revierten, en consecuencia, al final de la concesión. 
 
• Financiación Cruzada 
- El Contrato de concesión podrá comprender la construcción de otras 
obras públicas diferentes a la que es objeto de concesión y que tengan 
con esta última una relación funcional con incidencia en su explotación. 
- Se permite la financiación de una obra de uso libre mediante la 
concesión de la explotación del dominio público en su área de influencia. 
 
• Las tarifas se consideran precios privados 
- Se introduce mayor flexibilidad en el sistema de tarifas, aunque siguen 
estando reguladas. 
- Se permite una mejor gestión de la demanda, al estar limitada sólo la 
tarifa máxima. 
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• Financiación bancaria y del mercado de capitales 
- Se regulan los siguientes sistemas de financiación del concesionario. 
- Emisión de obligaciones y otros títulos. 
- Incorporación a títulos negociables de los derechos del crédito del 
concesionario (titulación de activos) 
-  Hipoteca de la concesión. 
- Créditos participativos. 
- El objetivo es mejorar la eficiencia económica del diseño concesional 
lo que significará un menor coste para los usuarios. 
 
 
La Financiación Mixta se regirá con estos supuestos: 
 
• Con Financiación Pública Presupuestaria. 
- Las aportaciones del Estado podrían realizarse como Transferencias 
Corrientes (Cap. IV) o de Capital (Cap. VII) pero se ha preferido hasta 
ahora utilizar el Capítulo VIII. 
- Seguro de cambio (Cap. IV) (Plan Nacional de Autopistas 1968-1979) 
- Préstamos participativos (Cap. VIII) 
- La participación del Estado en las Concesiones se puede producir para 
que el concesionario alcance el umbral de la rentabilidad financiera que 
necesita o para incorporar en la inversión otras infraestructuras libres de 
peaje. 
 
 
• Con Financiación Pública No Presupuestaria 
- Sociedades Estatales con participación privada. 
- Las aportaciones de las Sociedades Estatales se producen tomando 
participación en el Capital de las Sociedades Mixtas (Sociedades de 
Aguas) 
- Sociedades Mercantiles con participación pública minoritaria  
 
 
En términos de porcentaje, la previsión de financiación del plan se traduce de la 
siguiente forma: 
 
• Financiación pública, 62.900 millones de euros, un 60 % del total. 
• Financiación privada, 21.000 millones de euros, un 20 % del total. 
• Fondos europeos, 21.000 millones de euros, un 20 % del total. 
 
 
En definitiva, se trata de dejar claro el ingente volumen de inversiones en el que se 
encuentra inmersa España en estos momentos, y por lo tanto, de concienciar un poco de 
la importancia del tema que se esta tratando, debido a las múltiples implicaciones que 
un plan como el presentado aquí tiene para infinitud de sectores. Resolver positivamente 
toda esta problemática, necesita de un análisis fino e importante a todos los niveles, 
planeamiento, detección de necesidades  y financiación. 
 
Para ello resulta conveniente intentar optimizar y mejorar la eficiencia económica 
del sistema de provisión de infraestructuras con las siguientes medidas: 
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• Distintos actores con opciones de financiación variadas (pública, presupuestaria 
y no presupuestaria, privada y mixta): aumentan la capacidad inversora. 
 
• Variedad de contratos: permiten una mejor ejecución presupuestaria. 
 
• Métodos y procedimientos simplificados: reducen los periodos de maduración. 
 
• Posibilidad de incorporar, además de la capacidad financiera  y gerencial de la 
iniciativa privada, su capacidad de emprender e innovar a través del sistema 
concesional: permite más actuaciones inversoras fuera de balance. 
 
• Permite obtener una buena ejecución presupuestaria en manos de gestores 
expertos. 
 
• Como consecuencia, facilita la plena captación de los Fondos Europeos. 
 
• Elaboración de nuevos “pliegos tipo” para concursos abiertos, tanto de obras 
como de asistencias técnicas, para aumentar la concurrencia y mejorar las ofertas 
de los licitadores en calidad y precio. 
 
• Elaboración cuidada y correcta de los pliegos particulares para el caso del uso de 
las concesiones como método de financiación. 
 
 
En el cuadro de la página siguiente puede verse un resumen de las principales 
medidas, de las cuales se han apuntado varias, para la mejora y la optimización del 
sistema de provisión de infraestructuras. 
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Cuadro 21. Fuente: López Corral, A. Reforma en el Sistema Español de Provisión de 
Infraestructuras 
 
 
Por lo tanto, se ha visto con más claridad cual es el marco actual de actuación a 
nivel de infraestructuras mediante la explicación del Plan de Infraestructuras del 
Transporte 2000-2007. Igualmente se ha podido ver cuales son las necesidades 
generales de financiación, y que instrumentos se han dispuesto para resolverlos.  
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3. Financiación y Colaboración Público-Privada 
 
 
Tal como se ha descrito antes, en Europa observamos que existe un déficit de 
infraestructuras de interconexión entre países. Si no se ataca este grave problema es 
probable que se hipoteque el futuro en cuanto a crecimiento económico y desarrollo de 
la Unión Europea. Para afrontar este déficit, la misma comunidad europea plantea la 
necesidad de abordar la financiación de los proyectos buscando nuevas fórmulas y 
potenciar todo lo posible la participación privada en la financiación de los mismos. 
Recomendaciones del Grupo de Alto Nivel presidida por Van Miert, o la misma 
comunicación 2003/0081, que intenta promover la participación de capitales privados a 
través de medios innovadores. 
 
En España, la realidad actual plantea una situación muy interesante que pone en 
boga la necesidad de plantear y estudiar la financiación de las infraestructuras. En el 
2010 se pretende acabar el esfuerzo inversor que ha supuesto el Plan de Infraestructuras, 
potenciado a la vez por unos fondos europeos a los que presumiblemente ya no 
podremos aspirar. (De toda esta inversión la financiación privada tendrá que cubrir para 
este periodo unos 15 mil millones de euros, un 20% de la inversión total).  
 
Por otro lado tenemos las restricciones presupuestarias impuestas a raíz de los 
acuerdos de Maastrich que imponen una limitación del déficit público que no supere el 
3% del P.I.B., con la obligación de llevarlo progresivamente a cero. A estos efectos son 
importantísimas las consideraciones del Euroestat, organismo europeo encargado de 
revisar e interpretar las normativas contables que rigen la contabilidad de los estados, y 
tenerlas en cuenta a la hora de tomar decisiones sobre la financiación de 
infraestructuras. No podemos perder de vista los efectos de la financiación de 
infraestructuras sobre el déficit público ya que es una cuestión primordial. Otro 
elemento importantísimo que viene a colación en el momento actual es la entrada en 
vigor de la Ley de Financiación de las Comunidades Autónomas y de la reforma de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que obligan a una mayor responsabilidad en 
su propio equilibrio presupuestario por parte de Comunidades Autónomas salvo las 
forales, todas las capitales de provincia o ciudades con más de 75.000 habitantes. 
 
Es necesario por lo tanto plantearse los diferentes mecanismos de financiación 
posibles, y ver que ventajas e inconvenientes tienen cada uno para así poder escoger 
bien entre todos los posibles teniendo en cuenta las circunstancias en que nos 
encontramos actualmente. 
 
Hay que desterrar un poco los planteamientos que se han pretendido hacer respecto 
a que la financiación privada es contrapuesta a la pública. Desde algunos sectores se ha 
hecho una defensa a ultranza de ésta última, que responde más a cuestiones políticas 
que técnicas o económicas.  
 
Tanto la financiación pública como la cooperación público-privada son formas 
complementarias para conseguir acelerar la prestación del servicio público. Todas las 
estimaciones hablan de cómo máximo un 20% de inversión adicional en infraestructuras 
del transporte mediante la utilización de mecanismos de financiación privada. La 
movilización de un 20% no es ni mucho menos despreciable, pero no altera el enorme 
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peso específico que corresponde a la inversión de las Administraciones y Sociedades 
Públicas. 
 
Antes, la financiación privada equivalía a pagar por acceder por la vía así financiada 
en contraprestación a las vías públicas que se suponían gratuitas. Evidentemente, está 
concepción más tradicional de pagar por circular está muy mal valorada por los 
ciudadanos, que la ven con gran recelo.  
 
Ahora bien, esta concepción queda ya un poco desfasada cuando actualmente se 
plantea el pago de los peajes como elemento imprescindible para poder hacer frente a 
las necesidades de conservación de las vías. En este sentido en Alemania se estima que 
se debe invertirse unos 4.000 millones de euros anuales para poder mantener una red 
que funcione y en buen estado, y como apunta su Ministro Alemán de Transportes: 
“esta carga financiera no puede asumirla sólo el presupuesto...” 
 
Igualmente en España se ha podido ver como en las primeras concesiones de 
autopistas que han revertido a la Administración no ha habido una supresión de los 
peajes. Al contrario, el nuevo organismo público controlador continúa cobrándolos en 
vez de suprimirlos que sería lo que se podría esperar desde las concepciones “teóricas” 
más tradicionales. 
 
Actualmente deja de ser válido que el pagar para circular sea un leit-motiv exclusivo 
de las concesiones privadas de transporte, ya que tenemos ejemplos varios que van en la 
línea contraría. Por ejemplo tenemos la implantación de peajes disuasorios en los 
accesos de los vehículos al casco urbano de Londres. O dentro de un proyecto de la 
Comisión Europea que afirma: “la asociación de la localización por satélite y las 
comunicaciones móviles son la única solución que permite aplicar sin problemas el 
“peaje por zonas”, es decir, tarificar a los vehículos que entran o salen de una 
determinada zona geográfica...” 
 
Se debe centrar la discusión de los peajes; ya no se está en el deseo comprensible de 
gratitud de servicios, sino más bien empezar a debatir en la eficacia del sistema 
conjunto de transporte, y la estricta administración del mismo, ya se paguen las 
infraestructuras a través de impuestos de índole general, de tarifas específicas o de una 
combinación de ambas. 
 
En cualquier caso, si se defiende la colaboración público-privada como una forma 
más de financiación, debe dejarse claro el porque. Lo que es claro, es que en la 
actualidad hay un desarrollo del modelo concesional derivado especialmente en los 
países desarrollados, por la escasez de recursos presupuestarios, combinada con las 
nuevas posibilidades que ofrecen los mercados financieros y los instrumentos jurídicos. 
 
En los países solventes, en teoría, el coste del endeudamiento estatal es menor que el 
coste de una combinación de deuda y capital privado. Si las Administraciones Públicas 
aceptan utilizar sistemas de financiación objetivamente más caros para la sociedad, es 
porque de esta manera pueden disponer infraestructuras necesarias con años de 
anticipación, eliminando de esta manera los costes ocultos que la sociedad soporta por 
los retrasos en la construcción de obras necesarias. La utilización de la financiación 
privada pese a su coste mayor, viene compensada por la eliminación de estos costes 
ocultos. 
   46
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
Otros países, especialmente el Reino Unido, que tiene una gran tradición en la 
utilización de las concesiones que ellos llaman Private finance iniciative. Según sus 
estudios, que comprenden más de una década de experiencias, los proyectos 
desarrollados de esta manera  consiguen una ventaja apreciable en referencia al 
mantenimiento de los plazos de construcción y los costes previstos originales para la 
misma, frente a los sistemas más tradicionales. Además, el mantenimiento se beneficia 
por las previsiones que el concesionario se ve obligado a desarrollar. 
 
De esta manera, en el Reino Unido, aún y cuando los riesgos no los asume el 
concesionario de manera que los gastos computan para las cuentas públicas, se prefiere 
continuar con la fórmula de la participación del capital privado. 
 
Finalmente, y para el caso Español, se tiene la nueva Ley 13/2003, Reguladora del 
Contrato de Concesión de Obras Públicas, que pone a disposición de las 
Administraciones toda una serie de elementos que han de permitir que se conjuguen y 
se cumplan todas las necesidades actuales a las que se ha hecho referencia. 
 
En otros países no se tiene una legislación tan avanzada, pero se está en proceso de 
querer regular con más profundidad y rigor los contratos de concesión. Así lo demuestra 
el interés que la nueva Ley Española ha suscitado en países del entorno como Francia o 
algunos países de Europa del Este, (la traducción de la Ley a estos idiomas ha tenido un 
notable éxito, fuente: Pablo Martín Huerta). 
 
En definitiva, se pueden resumir las razones apuntadas más arriba, para la 
colaboración público-privada en la financiación de las infraestructuras en los siguientes 
puntos: 
 
• Control del déficit público 
• Coste de oportunidad superior a incremento de coste de recursos privados. 
• Control de costes y plazos de construcción. 
• Control de costes de mantenimiento. 
• Atribución de contratos de servicios al sector privado. 
• Aplicación de la financiación privada a un máximo de un 20% de las 
necesidades de inversión en infraestructuras, de manera que se mantiene el gran peso 
específico de la inversión tradicional a cuenta de los presupuestos de la Administración.  
• Resolver la eficacia conjunta del sistema de transporte. 
• Nuevas posibilidades que ofrecen los mercados financieros. 
• Nuevas posibilidades que ofrecen los nuevos marcos jurídicos. 
 
 
Por lo tanto, hay buenas razones para abogar por la utilización de los mecanismos 
que ofrece la financiación privada, teniendo en cuenta eso si, que no va a solucionar 
todas las necesidades y que no es ninguna panacea. 
 
 
3.1 Colaboración Público-Privada y sus efectos sobre el Déficit Público 
 
Se puede decir, que en lo referente a los distintos mecanismos de financiación, 
dentro ya de la colaboración público-privada, la tendencia actual es establecer como 
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criterio de selección de las distintas formas de financiación los efectos que cada uno 
tienen sobre el déficit.  
 
Siguiendo este esquema se pueden distinguir varios casos. Primero se tienen 
aquellas obras que siendo necesarias, o que la Administración las considera como tales, 
permiten una explotación tal que la generación de ingresos que generan permiten su 
desarrollo sin necesidad de implicar financiación por parte de la Administración en 
forma de riesgos o garantías. Este es sin duda el caso más favorable, ya que la 
Administración consigue la construcción de una infraestructura sin computar dicha 
inversión, se beneficia a lo largo de la explotación de todos los impuestos generados por 
la concesionaria (se estima que por esta vía puede recibir un conjunto de pagos de valor 
actualizado superior al 30% de la inversión realizada), y finalmente además, recibirá la 
obra en condiciones de servicio una vez venza el periodo de concesión.  
 
Después tendríamos las infraestructuras que solamente son viables con garantías o 
aportaciones parciales por parte de la Administración. Distinguiéndose dos casos, que 
estas ayudas representen la totalidad o una parte importante de la inversión, de manera 
que se pueda decir que la concesionaria no asume los riesgos de la concesión, en cuyo 
caso deberán computar estos gastos a efectos de déficit. Y por otro lado, que estos 
gastos no representen una parte importante dentro de la inversión, en cuyo caso no se 
computará a efectos de déficit. 
 
A continuación se hará un pequeño desarrollo de estas tres grandes opciones, 
relacionándolas con las principales novedades que introduce la nueva Ley de 
concesiones y sus efectos sobre las cuentas públicas. De esta manera se pretende hacer 
más visible la relación de las distintas posibilidades de financiación con sus efectos en 
el déficit, elemento hoy en día imprescindible a la hora de hacer las planificaciones 
desde la Administración 
 
3.1.1 La obra no es susceptible de explotación económica 
 
Las dos opciones más tradicionales son la construcción con abono mediante 
certificaciones, el pago diferido al fin de la construcción (método Alemán), o bien 
sistemas de pagos en el periodo de explotación (peaje en sombra). En todas estas figuras 
el pago afecta al déficit público. Ahora bien, la Ley introduce aspectos novedosos que 
pueden ser muy interesantes. El primero es la contraprestación mediante concesión de 
dominio público en la zona de servicios o en su área de influencia, y el segundo son las 
fórmulas de financiación cruzada con otras infraestructuras relacionadas funcionalmente 
y susceptible de generación de ingresos suficientes. Estas opciones no repercuten sobre 
las cuentas públicas; un ejemplo claro del segundo es la financiación de parte el anillo 
orbital M-50 de Madrid, mediante la construcción y explotación de las distintas 
Radiales. 
 
3.1.2 Obras susceptibles de explotación económica, pero con generación de 
ingresos insuficiente 
 
En este caso se ha pensando en aportar al concesionario los incentivos necesarios 
para hacer viable el proyecto. La nueva Ley prevé por ejemplo aportaciones públicas 
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dinerarias a la construcción o a la explotación. En ambos casos, eso si, se repercute 
sobre el déficit. Otro caso distinto sin embargo son las aportaciones públicas no 
dinerarias que en general no tienen efectos sobre las cuentas públicas, éstas pueden 
consistir en construcción de parte de la obra o similares. Aunque la novedad más 
importante que introduce la Ley, son las denominadas zonas de explotación comercial, 
que consisten en ceder zonas susceptibles de la realización de actividades 
complementarias comerciales o industriales, como podrían ser establecimientos de 
hostelería, zonas de ocio, locales comerciales, etc... Esta opción no repercutiría a efectos 
de déficit por lo que es realmente interesante. No se agotan aquí todas las opciones, 
tenemos la financiación mixta mediante créditos participativos, aportaciones de otras 
administraciones, y fórmulas de financiación cruzada. 
 
3.1.3 Obras susceptibles de explotación económica 
 
Finalmente, si la infraestructura es susceptible de explotación y ésta permite la 
financiación de la misma, tendremos la concesión tradicional, aunque no se descartan 
financiaciones cruzadas o similares. Solamente apuntar otra novedad importante de la 
Ley, que es la cláusula de iniciativa privada, que ha de permitir el desarrollo de nuevas 
concesiones e ideas sobre posibles inversiones. 
 
 
En definitiva, se tienen multitud de fórmulas contractuales, pero hay que estar atento 
a la evolución de los criterios contables referidos a las mismas para ver como 
evolucionan sus cómputos para el déficit público. Actualmente, la minorización del 
gasto y los recortes presupuestarios son un elemento básico de cualquier 
Administración, por lo que será clave ver la evolución que de todos estos mecanismos 
haga Eurostat. 
 
Un ejemplo claro lo tenemos en las sociedades públicas inversoras. Hay que 
distinguir aquí de dos tipos, las primeras son las que desarrollan una auténtica actividad 
empresarial, con obtención real de ingresos, por ejemplo AENA o RENFE; las segundas 
son las sociedades meramente instrumentales como es el caso de GISA. Pues bien, 
mientras que para las primeras su gasto en inversión no consolida con el gasto público, 
para las segundas esto ya no es así.  
 
El funcionamiento de éstas es sencillo, han obtenido los fondos necesarios para sus 
inversiones por vía del endeudamiento, accediendo al crédito gracias a compromisos 
con el Ente Público creador que se compromete a aportar en los diferentes ejercicios los 
fondos correspondientes para pagar las deudas contraídas. Este tipo de empresas no 
obtiene ingresos sustanciales de otras fuentes, sino que todo el peso recae en las 
aportaciones que recibe del Ente creador. 
 
Pues el caso es que a partir de ahora, los créditos que figuran en su balance han 
pasado a engrosar el capítulo de deuda pública, por lo que ya no sirven estas sociedades 
para conseguir la disminución del déficit público. Como se decía, habrá que estar atento 
a las evaluaciones que de todos los mecanismos de financiación haga Eurostat, que es la 
organización a nivel Europeo encargada de ello. 
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A continuación se presentan dos cuadros resúmenes con las opciones jurídicas que 
ofrece la colaboración Público-Privada, los principales artículos de la Ley a los que se 
hace referencia, y sus efectos sobre el déficit público. 
 
 
Resumen de fórmulas de colaboración Público-Privada en la Ley Reguladora del 
Contrato de Concesión de Obras Públicas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 22. Fuente: Gutiérrez de Vera, F. Mecanismos de Financiación de 
Infraestructuras. 
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Cuadro 23. Fuente: Gutiérrez de Vera, F. Mecanismos de Financiación de 
Infraestructuras. 
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En cualquier caso, y tal como se observa, las fórmulas de financiación son muy 
variadas, por lo que será necesario el buen criterio de la Administración y la buena 
colaboración de todas las partes para llevar a cabo los retos que actualmente se 
presentan. La nueva Ley da toda una serie de mecanismos muy flexibles y es necesario 
un buen criterio y una buena utilización de los mismos para que sean realmente 
eficaces. 
 
Pero además hay que tener en cuenta otro factor muy importante por el que es 
preciso desarrollar el sistema concesional e intentar explotarlo de manera eficaz para 
intentar sacarle todo su provecho, y es el hecho de que las líderes mundiales en esta 
materia son la mayoría de ellos grupos españoles. 
 
Como se puede ver, los grandes grupos concesionarios de obras publicas españoles 
(ACS, Ferrovial, Abertis, OHL, FCC, Acciona y Sacyr Vallehermoso) copan siete de 
los diez primeros puestos del ranking mundial del sector de gestión privada 
infraestructuras correspondiente a 2003 que anualmente elabora la revista “Public Work 
Finance”. 
 
 
 
 
Cuadro 21. Fuente: Public Work Finance. Octubre, 2003 
 
 
Estas siete compañías gestionan actualmente un total de alrededor de 120 proyectos 
de infraestructuras, repartidos por 19 países y que, en conjunto, suman una inversión de 
unos 100.000 millones de euros. Del total de proyectos, 74 corresponden a autopistas, 
otros 19 a puertos y terminales de contenedores, 11 más a aeropuertos y el resto a 
túneles, puentes y gestión de trenes metropolitanos ligeros. 
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Además de en España, las principales sociedades concesionarias españolas 
gestionan infraestructuras en Andorra, Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, 
Ecuador, Irlanda, Israel, Jamaica, México, Portugal, Puerto Rico, Reino Unido, 
República Dominicana y Sudáfrica. 
 
En este ranking, ACS figura como el primer grupo mundial de inversión y gestión 
privada de infraestructuras, tras la absorción de Dragados, compañía que 
tradicionalmente se había disputado el primer puesto de este ranking mundial del sector, 
con Ferrovial. 
 
Entre los 20 primeros grupos de concesión de infraestructuras del mundo destacan 
grupos tan potentes como la multinacional alemana Siemens, en décimo segunda 
posición, la francesa Bouygues (décimo cuarta), la alemana Hochtief (décimo quinta), la 
estadounidense Bechtel (décimo novena) y la suiza ABB. 
 
Es por ello, por encabezar y liderar esta materia a nivel mundial, que es necesario un 
buen desarrollo del sistema concesional dentro de España, ya que puede llevar a la 
exportación por parte de los principales grupos, de un “know-how” mayor del que ya 
tienen en este ámbito, y puede dar a todos estos grupos y a la ingeniería y a la 
construcción española en general, un valor añadido fundamental e importantísimo.  
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4. Visión Internacional sobre las concesiones 
 
4.1 Historia reciente 
 
A partir de la 2ª mitad de los 80’s, el mundo ha conocido una notable revitalización 
de la ejecución de infraestructuras mediante la financiación privada. En los 12 años 
comprendidos entre 1990 y 2001, se han llevado a cabo proyectos con participación 
privada por valor de 754 mil millones de Us$, tan sólo contando los países en 
desarrollo, (cerca de la mitad de este importe en Iberoamérica, lo que certifica la 
importancia de la colaboración Público-Privada en estos países). Las inversiones han 
sido crecientes hasta el 1997, luego hubo una caída de las inversiones a raíz de las crisis 
económicas del final de la década. 
 
 
 
 
 
Cuadro 24. Fuente: Vega, J.L. (EIC) Libro Blanco de las Concesiones. 
 
 
Por sectores las cifras de inversión han sido las siguientes: Telecomunicaciones, 
331.4 MM Us$ (44%), Electricidad, 213.2 MM Us$ (28%), Gas, 34.5 MM Us$ (5%), 
Transporte, 135.3 MM Us$  (18%) y en agua de 39.8 MM Us$  (5%). Que contabilizan 
un total de 754.1 MM Us$. 
 
Por regiones las inversiones han sido: Este de Asia y Pacífico, 210.6 MM Us$ 
(28%), Europa y Asia Central, 97.1 MM Us$ (13%), Iberoamérica y Caribe, 360.6 MM 
Us$ (48%), Oriente Medio y Norte de África, 22.8 MM Us$ (3%), Sur de Asia, 39.6 
MM Us$ (5%) y África Subsahariana con 23.4 MM Us$ (3%). Que contabilizan la 
misma cifra total anterior. 
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La situación actual en los países desarrollados a nivel de uso y confianza en las 
concesiones se puede resumir en: 
 
• Alemania: Numerosas concesiones en proyecto. Ley en tramitación. 
• Francia: Proyectos en distintos niveles de la Administración. 
• Grecia: Ambicioso programa de autopistas, algunas en concurso. 
• Holanda: Diversos proyectos en autopistas y circunvalaciones. 
• Irlanda: Numerosos proyectos de autopistas, algunos ya concursados. 
• Italia: Diversos proyectos nacionales y regionales. 
• Portugal: Concesiones de autopistas en operación y proyecto. 
• Reino Unido: Gran tradición del elemento concesional. Es el “referente”. 
• Bélgica: Probables iniciativas en el área de Amberes y la región de Valona. 
• EEUU, Canadá, Australia: Numerosos proyectos. 
 
 
Y para la zona de Europa Central y del Este, la situación puede resumirse hasta la 
actualidad como sigue: 
 
• Polonia: Algunos proyectos, sólo uno con éxito. 
• República Checa: Una autopista adjudicada, fracaso. 
• Croacia: Algún proyecto en operación, otros en fase de proyecto. 
• Hungría: 100 Km. de autopistas privadas, algún proyecto. 
• Bulgaria: Algunos Planes 
• Rumanía: Algunos planes con poco éxito. 
 
4.2 Las Razones del éxito 
 
Hace años se discutía en términos filosóficos, unos y otros (partidarios y no 
partidarios) exponían sus razones. Se estaba tan solo en una discusión teórica. Hoy, los 
principales partidos, sean de la tendencia que sean, apoyan la colaboración privada.  
 
Es absurdo prescindir de una herramienta eficaz que permite flexibilizar el cierre de 
presupuestos, generar inversión y empleo, ayudando a evitar ciclos indeseables. Existen 
eso si, rozamientos de tipo local, que no deben representar graves problemas si son 
tratados eficazmente. 
 
Hoy hay programas de participación privada en la mayoría de países desarrollados y 
en vías de desarrollo. Desde la UE se recomienda y se fomenta la participación privada. 
En definitiva, tenemos una evolución política que ha favorecido el desarrollo de la 
colaboración privada. 
 
Otra razón de peso es la mejora en los procesos financieros. Antes el cierre 
financiero del negocio implicaba un proceso de artesanía. Los agentes financieros no 
entendían los riesgos. En cada nuevo caso era necesario reinventar. Ahora son normales 
los proyectos con estructuras financieras complejas en donde colaboran conjuntamente 
inversores, bancos comerciales, instituciones financieras internacionales, mercado de 
capitales y aseguradoras.  
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En definitiva, hoy existe una gran cantidad de dinero privado, y aunque esto no 
supone una novedad, lo si que lo es, es que está con una voluntad de invertir en 
infraestructuras. 
 
Se puede decir por lo tanto que dos grandes razones han convergido a escala 
mundial para que la inversión privada haya crecido de esta manera:  
 
• Aceptación política 
• Mejora en los procesos financieros. 
 
 
Se trata por lo tanto de aprovechar estos factores para extender el empleo de 
sistemas concesionales con el fin último de posibilitar más y mejores infraestructuras, 
intentando que la preparación e implementación de los sistemas sea cada vez lo más 
eficaz posible. No se debe desaprovechar esta conjunción de factores, además 
tratándose de una tendencia generalizada a nivel mundial. 
 
4.3 Iniciativa Europea: Libro Verde de la Comisión Europea sobre las asociaciones 
Público-Privadas 
 
Actualmente, la Comisión Europea está elaborando un “Libro verde” sobre las 
asociaciones público-privadas en el marco del Derecho Comunitario. El borrador del 
Libro verde está en fase de consulta con los Estados Miembros. El principal fin de dicho 
Libro verde es clarificar la legislación aplicable sobre las APP y garantizar el 
cumplimiento de los principios generales del Derecho Comunitario. No obstante, hay 
que señalar que el Libro verde se está elaborando en el contexto de las “iniciativas por 
el crecimiento” que se quieren  impulsar a nivel europeo, manteniendo a la vez las 
restricciones presupuestarias impuestas por el pacto de estabilidad, a pesar de las 
dificultades por las que atraviesa este último.    
 
Esto hace que adquiera especial relevancia el tema de la asunción de riesgos por 
parte del socio privado, para asegurar que las inversiones se mantienen fuera del balance 
de las administraciones públicas. Sin embargo, el Libro verde apenas toca este tema, 
remitiéndose a la decisión de Eurostat de 11 de febrero de 2004. 
 
El Libro verde establece una distinción básica entre lo que denomina “mercados 
públicos” y “concesiones”. Define “mercado público” como todo contrato a título 
oneroso, concluido por escrito entre un organismo adjudicador y un operador, cuyo 
objeto sea la realización de una obra o la prestación de un servicio. 
 
La “concesión” tendría las mismas características que un “mercado público”, con la 
excepción de que la contrapartida de las obras o servicios realizados por el operador  
consiste, bien únicamente en el derecho a explotar la obra o servicio correspondiente, o 
bien en dicho derecho más la percepción de un precio. Esta distinción parece 
insuficiente y no destaca el elemento fundamental de la asunción de riesgos por parte 
del concesionario 
 
Una de las principales aportaciones del Libro verde es el impulso al nuevo 
procedimiento de licitación y adjudicación de los contratos denominado “diálogo 
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competitivo”, que se añadiría a los procedimientos actuales abiertos o restringidos (más 
el procedimiento negociado, en casos excepcionales y bajo determinadas condiciones). 
El procedimiento del diálogo competitivo se aplicaría en casos particularmente 
complejos, en los que exista objetivamente una dificultad en definir los medios técnicos 
que puedan responder a las necesidades y objetivos del organismo adjudicador, o en 
establecer el montaje jurídico o financiero de un proyecto. 
 
El nuevo procedimiento permitirá al organismo correspondiente establecer un 
diálogo con los candidatos para identificar y definir los medios adecuados para 
satisfacer sus necesidades. Tras esta fase de diálogo, los candidatos realizarán sus 
ofertas, que podrán ser objeto de clarificaciones, precisiones o complementos antes de 
ser evaluadas de acuerdo con criterios preestablecidos. 
 
Sin excluir que el nuevo procedimiento pueda ser útil en determinados casos, su 
aplicación podría resultar en un retraso significativo en la adjudicación. Por otra parte, 
no está claro que los posibles adjudicatarios estén en condiciones de definir mejor que la 
propia Administración la forma de satisfacer las necesidades de esta última.   
 
En definitiva, para la Unión Europea es imprescindible dar un impulso importante a 
la colaboración Público-Privada, que ya tiene un importante papel en la construcción de 
la Red Transeuropea. Se estima que el negocio concesional puede alcanzar en los 
próximos años un monto global de unos 120 mil millones de euros. 
 
La estabilidad jurídica, económica y política y la capacidad de pago de los 
ciudadanos de las UE hacen que su geografía sea un lugar adecuado para el negocio 
concesional. Sin embargo, es necesario superar una serie de obstáculos jurídicos, 
administrativos y contables para impulsar las concesiones. Así como una buena 
valoración de los riesgos contractuales de las concesiones, que será determinante para 
abordar la financiación de las infraestructuras con estas fórmulas. 
 
4.4 Libro Blanco de las Concesiones, European International Contractors 
 
El autor de este documento es el European International Contractors, asociación de 
federaciones de construcción que cuenta con 15 países europeos representados. El 
documento consta de 53 páginas y explica las principales consideraciones que este 
organismo hace a las concesiones para poder hacer un mayor uso de las mismas, 
optimizando su eficiencia y eficacia. El EIC representa los intereses de  empresas 
europeas de construcción  en los asuntos relacionados con actividades internacionales. 
 
El objetivo de este libro es claro, extender el empleo de sistemas concesionales con 
el fin último de posibilitar más y mejores infraestructuras, aconsejando en la 
preparación e implementación de los procesos. 
  
Desde la perspectiva de los Gobiernos, las concesiones deben cumplir una serie de 
requisitos que hay que tener claros. El objetivo primordial y general debe ser el de dar 
un servicio mejorado y confiable a través de tarifas asumibles. 
   
Esto requiere de una visión clara y realista basada, por una parte en un adecuado 
análisis de riesgos, y por otra, en una distribución justa de riesgos  y beneficios. Hay 
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que tener claros los actores que entran en juego en las concesiones: clientes, 
concesionarios y los financieros. Y deben ajustarse todos los elementos a la máxima 
confortabilidad posible de todos sus agentes.  
 
Es primordial por lo tanto, desde la perspectiva de la Administración un estudio 
correcto de la viabilidad del proyecto en sus aspectos técnicos, medioambientales, 
regulatorios, legales, financieros y comerciales. 
 
Por su parte la perspectiva del sector privado es totalmente distinta, pero hay que 
intentar potenciar las ventajas que de ella puedan sacarse.  
 
Los concesionarios deben jugar un papel director en la implementación y operación 
del proyecto. Para asumir tal responsabilidad, la viabilidad del proyecto debe poderse 
establecer desde ópticas diversas. Se recomienda por lo tanto que el éxito dependa del 
establecimiento de los parámetros clave en el marco de un proceso de licitación bien 
definido, transparente y competitivo. (Marco legal, procesos transparentes, no 
discriminativos, identificación y distribución adecuada de riesgos, etc...) 
 
En definitiva, la EIC establece una serie de recomendaciones a tener en cuenta 
durante las distintas fases de la ejecución de una concesión. 
 
 
Durante la preparación del proyecto se recomienda: 
 
• La Autoridad debe elegir la estrategia de contratación sacando partido de la 
experiencia y capacidad de innovación de los contratistas/concesionarios. 
 
• Documentación en cantidad y calidad suficiente que permita: (i) evaluar 
riesgos técnicos y cuantificar costes, (ii) evaluar la base económica y los 
riesgos del mercado y (iii) entender el proceso y criterios para la evaluación 
de las ofertas. La Autoridad debe haber comprobado siempre la viabilidad 
del proyecto en todos sus aspectos. 
 
• La Autoridad debe seleccionar cuidadosamente el mecanismo de cobro y, en 
caso necesario, garantizar una financiación o subsidio que posibiliten 
proyectos que de otra forma serían comercialmente inviables. 
 
• La incertidumbre respecto al nivel y estabilidad del volumen de ingresos 
debe reducirse al máximo en un esfuerzo conjunto.  
 
 
Durante el proceso de Licitación se recomienda: 
 
• La Autoridad debe establecer procesos de precalificación para identificar a 
los ofertantes realmente calificados. 
 
• La Autoridad debe definir con precisión los requisitos funcionales y los 
criterios de evaluación de ofertas facilitando su comparación. 
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• Los criterios de evaluación de ofertas deben ser objetivos y no cambiar 
durante el proceso de licitación. 
 
• La Autoridad debe asegurar la estricta confidencialidad de las discusiones, 
comunicaciones y negociaciones con los ofertantes en todas las etapas de la 
licitación. 
 
• La Autoridad debe considerar la compensación a los ofertantes perdedores 
que hayan presentado una oferta de determinada calidad. 
 
• La Autoridad debe alentar al sector privado a presentar ofertas no solicitadas, 
en un marco adecuado de protección al  sector  público y a la empresa 
privada. 
 
 
Finalmente, es una cuestión esencial la mitigación de riesgos dentro de la 
concepción de cualquier concesión, por lo que se recomienda desde el EIC lo siguiente: 
 
• Los Gobiernos deben considerar la mitigación de riesgos como un factor 
clave, y posibilitar un adecuado reparto de riesgos. 
 
• Los riesgos deben ser soportados por la parte que esté en mejor posición para 
evaluarlos, influir en la probabilidad de su ocurrencia y manejar las 
consecuencias de su materialización. 
 
• Los desajustes de índole macroeconómica son muy difíciles de cubrir. Un 
gobierno con voluntad de implementar concesiones debe previamente 
estabilizar su economía. 
 
• Para mitigar la deficiencia de los mercados financieros, el papel de las 
Instituciones Financieras Internacionales (IFI,s) y de las Agencias de Crédito 
a la Exportación (ECA´s) es de crucial importancia. Deben mejorar sus 
productos y aumentar la formación de los países anfitriones. 
 
• IFI´s y ECA´s deben revisar y extender su cobertura de riesgos políticos, en 
alcance y volumen, adaptando sus productos  a los requerimientos del 
proyecto. 
 
 
4.5 Análisis del esquema de concesión de infraestructuras en diferentes países 
 
Después de ver y contextualizar un poco la situación general de las concesiones y la 
colaboración Público-Privada a nivel mundial, en este apartado se tratará de analizar 
con un poco más de detalle la experiencia concesional en varios países tanto del entorno 
europeo como de fuera del mismo.  Se centrará el tema en las infraestructuras viales, 
que son las que desde un inicio han acogido más favorablemente la colaboración 
privada, y son las que tradicionalmente han marcado la tendencia concesional en todos 
los países, ya que son el elemento donde es más fácil implementar la figura de la 
concesión. 
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La participación privada en la financiación y explotación de carreteras se ha 
articulado a través de diferentes sistemas de concesión, entre los que destacan: el 
método del mínimo peaje (el más extendido); el método del mínimo plazo de concesión 
(aplicado por el gobierno mexicano); las concesiones basadas en la mínima tasa de 
rentabilidad (caso de varias concesiones de carreteras en Estados Unidos) y las 
concesiones basadas en el mínimo peaje sombra, de aplicación sobre todo en Europa. 
 
Estos sistemas de concesión han dado lugar en muchos casos a problemas 
importantes de funcionamiento, lo que requirió la intervención de la Administración 
para renegociar las condiciones iniciales de los contratos de concesión, y en algunos 
casos a rescatar las concesiones, debido a las pérdidas que incurrirían las empresas 
concesionarias. 
 
4.5.1 La concesión de infraestructuras viales en algunos países europeos 
 
A continuación se analizaran las experiencias concesionales en infraestructuras 
viales en algunos de los principales países de la Unión Europea. Hay que tener claro sin 
embargo, que en estos países hay muchos otros tipos de concesiones, y que en algún 
caso, el que no haya existido una buena implementación de las autopistas de peaje, no 
significa que en otros ámbitos las concesiones hayan tenido un gran desarrollo. Es 
importante destacarlo, ya que si se compara solamente en el ámbito de las 
infraestructuras viales es porque es donde se tiene mayor información y es más fácil 
establecer comparaciones y sacar alguna conclusión. 
 
4.5.1.1 Francia 
 
Desde los años sesenta la administración francesa basó la provisión de 
infraestructuras viales de calidad en la aplicación de peajes para su financiación. 
Inicialmente se crearon empresas semipúblicas que progresivamente fueron 
privatizándose. Sin embargo, en parte como consecuencia de la crisis energética, las 
concesionarias sufrieron importantes problemas financieros  en los años setenta y 
ochenta, y, en respuesta, el gobierno se vio obligado a nacionalizar parcialmente las 
compañías de autopista a finales de los noventa. De los 11.000 Km. de autopistas 
francesas, más de 7.000 son de peaje. 
 
En Francia se emplea el mecanismo de financiación cruzada. Las concesionarias de 
nuevas autopistas deficitarias equilibran sus presupuestos con los beneficios 
extraordinarios que obtienen de la operación de autopistas que fueron menos costosas en 
su construcción y con volúmenes de tráfico consolidados para las que se les concede 
ampliación del plazo de concesión. 
 
4.5.1.2 Italia 
 
Dispone de más de 6.500 Km. de red de autopistas, de las cuales 85% son de peaje. 
Las autopistas de peaje se han construido por empresas semipúblicas subvencionadas 
por la administración de carreteras. La participación financiera del estado ha sido muy 
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importante. Únicamente una concesionaria es puramente privada (autopista Turín-
Milán). 
 
Durante los años setenta la Administración homogeneizó el precio de los peajes 
empleando el mecanismo de financiación cruzada para equilibrar los presupuestos de las 
distintas concesiones, aprovechando la ventaja de actuar como una red más que como 
concesionaria de una sola concesión, creando además un fondo de garantía con los 
recursos obtenidos por un incremento adicional en las tarifas. 
 
En 1995 la Administración modificó el mecanismo de actualización de las tarifas, 
empleando un mecanismo de price-cap en función de la inflación, los incrementos en el 
volumen de tráfico y un factor de ajuste determinado por el incremento de 
productividad en la actividad del sector industrial. 
 
Las características más sobresalientes del caso italiano se pueden resumir en los 
siguientes puntos: 
 
• La creación de un fondo específico como garantía financiera para los 
concesionarios. 
• Existencia de un operador fuerte que controla la gran mayoría de las concesiones 
y permite emplear la financiación cruzada. 
• La aceptación del público de aplicar el criterio de pago por utilización de las 
infraestructuras 
 
4.5.1.3 Reino Unido 
 
Cuenta con 3.500 Km. de autopista en su práctica totalidad de libre acceso. Hasta 
1991 la legislación británica no permitía la aplicación de peajes. En 1991 se aprobó la 
New Roads and Stret Works Act, que actualiza el marco legal para la construcción por 
parte del sector privado en régimen concesional de nuevos proyectos de carreteras de 
peaje. 
 
La legislación actual se basa en los siguientes principios: 
 
• Traslado de los riesgos en su totalidad al sector privado  
• Los concesionarios tienen por lo general libertad para variar los precios con el 
objetivo de que estos sigan las reglas de mercado. 
• Contempla la posibilidad de que los particulares propongan proyectos al margen 
de los planificados por la Administración pública. 
 
El hecho de que tradicionalmente no se han aplicado precios por el uso de las 
infraestructuras viarias en este país se refleja en un importante rechazo social a su 
implantación. El cobro de peajes se aplica  en la actualidad únicamente en el caso de 
grandes obras de ingeniería de nueva construcción, pero la administración británica ha 
aplicado esquemas de precio sombra para la concesión de la mejora y el mantenimiento 
de carreteras existentes. 
 
La legislación contempla la posibilidad de emplear el sistema concesional de plazo 
variable, esquema que ha sido aplicado con éxito. 
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4.5.1.4 Alemania 
 
La red de autopistas se desarrolló a partir de la financiación directa por parte de la 
administración a través de consignaciones presupuestarias y la afectación de un 
porcentaje de los impuestos sobre hidrocarburos y de los impuestos de matriculación de 
vehículos. 
 
La crisis en los ochenta del modelo tradicional ocasionó la aplicación del conocido 
modelo alemán que consiste en la adjudicación a un contratista privado de la 
construcción y financiación de la infraestructura sobre un dominio público, efectuando 
la administración el pago, de forma diferida, en un máximo de 15 años. A pesar de 
haberse identificado, en ocasiones, como un modelo concesional, este sistema no es, 
sino, un contrato llave en mano caracterizado por el diferimiento del pago por parte de 
la administración. 
 
4.5.2 La concesión de infraestructuras viales en otros países 
 
Las experiencias concesionales en infraestructuras viales en los algunos de los 
principales países fuera del entorno de la Unión Europea son las siguientes: 
 
4.5.2.1 Estados Unidos 
 
En la actualidad hay más de 85.000 Km. de autopistas en los EE.UU. de los cuales 
sólo un 7% son de peaje. La primitiva red de carreteras se financió por medio de peajes, 
sistema que se abandonó en la segunda mitad del siglo XIX. A principios del siglo XX 
la legislación prohibía compatibilizar ayudas estatales con peajes, prohibición que 
quedó suspendida a medianos de siglo con la aprobación de la Federal Aid Highway 
Act. Esta ley contempla la financiación a través de tributos afectados tanto estatales 
como federales. 
 
A finales de los setenta el recurso a los sistemas de peaje recibió un nuevo impulso 
contemplándose la posibilidad de aplicar ayudas federales a la financiación de carreteras 
de peaje con la condición de que una vez recuperada la inversión, los peajes fueran 
eliminados. A finales de los ochenta el recurso a la financiación privada tuvo que ser 
reforzado aceptándose a nivel Federal que las tarifas de los peajes deberían cubrir el 
coste de construcción, gestión y mantenimiento, más una adecuada rentabilidad para la 
inversión privada. 
 
El rechazo social al pago de peajes es sin embargo el principal obstáculo a la 
financiación de infraestructuras viales por este sistema. 
 
4.5.2.2 Canadá 
 
Es un ejemplo de Administración que ha permitido la aplicación de esquemas que 
admiten cierta libertad en la aplicación de las tarifas por parte del concesionario. Esta 
libertad depende de que la demanda anual alcance los valores fijados por la 
Administración. Un caso muy estudiado es el de la autopista 4.407, que aún y cuando se 
   62
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
han ido subiendo las tarifas muy por encima de los valores preestablecidos, esto no ha 
supuesto ningún decrecimiento de la demanda. Es un ejemplo claro de que las libertades 
de tarifas no tienen porque repercutir negativamente en la aceptación de una 
infraestructura. 
 
La conciencia social por la necesidad de construir nuevas infraestructuras en 
itinerarios congestionados se manifiesta en la general aceptación del pago de peaje. 
 
4.5.2.3 México 
 
La Administración mejicana desarrolló en el período 1989-1995 un ambicioso 
programa de construcción de nuevas autopistas. Durante estos años se abrieron al tráfico 
5.100 Km. de autopistas de peaje en 44 concesiones, para las que se mantuvieron  las 
vías alternativas de libre acceso. 
 
El elemento característico del sistema mejicano fue el de la adjudicación de la 
concesión al menor plazo concesional, lo que permitía al concesionario fijar las tarifas 
en función de su oferta. Este mecanismo llevó a fijar peajes tan altos, que provocó que 
la demanda buscara vías públicas alternativas, lo que condujo en una primera instancia a 
renegociar los contratos y obligó en buena parte de los casos a la Administración a 
participar en la refinación de los proyectos. 
 
4.5.2.4 Argentina 
 
El sistema de concesiones argentino se articuló con la idea de recuperar las 
inversiones a través de los peajes, plazos fijos de concesión y contratos de riesgo 
privado. No existía avales, ni garantías estatales de ingresos o garantía de tráfico 
mínimo, aunque en algunos casos, se mantenían subsidios operativos mensuales, o 
aportación directas a la construcción de las obras. 
 
Las primeras concesiones se realizaron sobre las carreteras interurbanas (alrededor 
de 9.000 Km.), hacia finales de 1990. El proceso se caracterizó por la transferencia al 
sector privado de las principales rutas existentes a fin de lograr su reparación, mejora y 
conservación en un plazo de concesión fijo y con un repago de las inversiones a través 
del cobro del peaje. 
 
La importancia de la crisis económica que el país sufre en el momento actual ha 
conducido a la imposibilidad de mantener el equilibrio financiero de las concesiones en 
vigor. 
 
4.5.2.5 Chile 
 
A principios de los noventa, Chile se encontraba con un importante déficit de 
infraestructuras, causado por el incremento de necesidades que originó su fuerte 
crecimiento económico. Para paliar el déficit, el gobierno tenía que realizar una gran 
inversión que era incapaz de asumir mediante los presupuestos estatales. Por este 
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motivo el Ministerio de Obras Públicas se vio forzado a acudir a un financiamiento 
privado de infraestructuras, mediante el sistema concesional. 
 
El sistema concesional en Chile se basó desde un principio en la asociación público 
privada, de manera que los riesgos sean gestionados por aquél mejor capacitado para 
asumirlos. Con este sistema se pretende que aquellas infraestructuras socialmente 
rentables, que puedan ser financiadas mediante el pago de una tarifa por el usuario, sean 
licitadas en concesión, liberando de esta manera recursos públicos para aquellas 
infraestructuras que aunque necesarias socialmente, son inviables mediante el pago de 
una tarifa. 
 
Durante estos años Chile ha optado por concesionar infraestructuras viales ya 
existentes (caracterizadas por un alto tráfico  y privadamente rentables), que se han 
mejorado hasta adquirir el nivel de autopistas o autorías. Esto ha implicado que 
solamente un porcentaje reducido de las existentes pudieran ser concesionadas. 
 
El hecho de concesionar infraestructuras viales ya existentes permitió al Estado 
reducir los niveles de inversión que hubieran necesitado para la construcción de nuevas 
vías y tarificar las mismas de acuerdo a los peajes históricos que se habían mantenido en 
el país. El gasto en peajes por parte de los usuarios será mayor por existir un mayor 
número de ellos, sin embargo el nivel tarifario de los mismos no se incrementó con lo 
cual la disposición a pagar por parte de los usuarios no ha constituido un problema. 
 
La ley de concesiones permite la iniciativa de los particulares en la propuesta de 
nuevos proyectos al margen de los planificados por el Estado que se bonifican en la 
licitación si son aprobados. 
 
Entre los aspectos diferenciadores de este sistema concesional destaca el papel 
asumido por la Administración en la elaboración de las estimaciones del tráfico y los 
estudios previos de diseño y construcción, información que hace pública para que sirva 
de base en la elaboración de las ofertas por parte de los licitadores, en la que a su vez 
participan tras un primer proceso de precalificación. 
 
El método empleado en la adjudicación fue el del Mínimo Valor Actual de los 
Ingresos Generados. Este sistema consiste en la adjudicación al oferente que presenta el 
menor valor actual de estos ingresos, siendo el plazo concesional variable, en tanto en 
cuanto, no concluye hasta alcanzarse este valor.  
 
Los proyectos de concesión en Chile se incluyen dentro del mecanismo denominado 
BOT (Build Operate Transfer), permaneciendo la obra es propiedad del Estado en todo 
momento, no pudiendo por tanto ser utilizada como garantía frente a los acreedores. 
 
El mecanismo de reparto de riesgos inherentes al financiamiento se basa en que el 
sector privado debe asumir los riesgos que el mercado es capaz de diversificar, 
transfiriendo al sector público aquellos que no puede controlar. En este sentido, el sector 
público colabora otorgando aquellas garantías que ayuden a que el proyecto pueda ser 
asumido por el sector privado en unas condiciones razonables de rentabilidad y riesgo, 
de manera que el coste de la financiación no sea excesivamente alto, aunque dejando 
que el sector privado asuma los riesgos que puede diversificar, ya que esta es la manera 
de que el concesionario ponga esfuerzo para ser eficiente. 
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De todas estas experiencias analizadas se pueden extraer algunas conclusiones: 
 
• A pesar de los problemas asociados a la pérdida de eficiencia ocasionada por el 
empleo de subvenciones cruzadas, este esquema ha probado su eficacia en 
Francia e Italia para conseguir una importante red de elevada calidad que ha 
contribuido notablemente a mejorar la productividad de todos los sectores de sus 
economías. 
 
• El hecho de que tradicionalmente no se han aplicado precios por el uso de las 
infraestructuras viarias en países como Reino Unido y Alemania es el principal 
obstáculo a la implantación del modelo concesional con cobro directo a los 
usuarios. El rechazo social al pago de peajes es también el principal obstáculo a 
la financiación de infraestructuras viales por ese sistema en Estados Unidos. La 
aplicación de este modelo mediante el empleo de precios sombra es una 
alternativa que permite la participación privada en la financiación de 
infraestructuras bajo principios semejantes. 
 
• En Reino Unido se ha aplicado con éxito sistemas concesionales de plazo 
variable. Este sistema trata de eludir las habituales renegociaciones a que las 
concesiones de plazo fijo se ven sometidas con el fin de conseguir el equilibrio 
financiero ante desviaciones sobre la demanda prevista. 
 
• El sistema aplicado en Chile, basado en el establecimiento de garantías de 
ingresos mínimos fracasa en el intento de transferir los riesgos de forma 
eficiente. 
 
• Se hace necesario un marco regulatorio, eficaz, específico y bien definido de 
general aplicación que contemple todas las etapas del proceso de la concesión 
para los casos de Colombia y Argentina, donde la falta de este marco se ha 
identificado como uno de los problemas más graves para estos países. 
 
 
4.5.3 Experiencia europea en concesiones de servicios de transporte 
 
La tendencia actual en el conjunto de Europa apunta a un regreso e incremento del 
transporte ferroviario urbano como solución tanto a los problemas de movilidad, como a 
la defensa del medio ambiente: metros, metros ligeros y tranvías. 
 
Estocolmo ha dado el importante paso de liberalizar su red de metro y sus tranvías, 
siendo, por el momento, la única ciudad europea que lo ha hecho. 
 
Los tranvías de las principales ciudades francesas, con la excepción de los de París 
son operados en prácticamente todos los casos por operadores privados. Se trata de 
redes de nueva construcción, construidas por la iniciativa privada o por el sector 
público. Un ejemplo del primer caso se encuentra en la ciudad de Rouen, un clásico 
BOT (Build Operate Transfer) con una concesión de explotación de 30 años, que 
presenta la singularidad de variar la composición accionarial de la sociedad 
concesionaria según las distintas fases del proyecto, con un mayor protagonismo de los 
socios constructores en la primera etapa y un creciente porcentaje para el Operador 
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durante la explotación. Burdeos, probablemente la red francesa de tranvías más extensa, 
en fase de construcción, es un caso muy distinto en el que la Administración construye 
la infraestructura y compra el material rodante, y, adjudica, posteriormente, el contrato 
para su operación y mantenimiento durante un cierto periodo renovable. 
 
Otro ejemplo es el Orlyval de París, una línea de metro automático. Estaba basado 
en la posibilidad de establecer tarifas más elevadas en una línea de transporte de calidad 
dirigida a una clientela específica de altos ingresos. Este proyecto, que estuvo 
correctamente realizado, tanto desde el punto de vista técnico como de establecimiento 
de la estructura financiera e institucional, tuvo un error importante, la sobre-evaluación 
de las previsiones de tráfico en los primeres meses de explotación. Finalmente el Estado 
se hizo cargo de la concesión. 
 
En general, la liberalización del mercado en los distintos modos de transporte ha 
producido mejoras en el servicio en Europa. Las inversiones que se requieren para el 
transporte público, y en particular el ferroviario, son importantes y van a precisar de un 
gran esfuerzo inversor de todas las Administraciones. El sector privado va a asumir 
riesgos, pero siempre será necesario que las Administraciones aporten fondos para 
contribuir tanto a la inversión como a la explotación. 
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5. Las concesiones en España, antecedentes históricos 
 
 
El origen histórico del sistema concesional se encuentra en la obra pública, 
precisamente por la falta de liquidez del Estado para afrontar su construcción, lo que 
exigió la colaboración del capital privado.  
 
Sea cual sea el momento histórico que se considere, entre las principales 
obligaciones del Estado siempre se ha encontrado la construcción de obras públicas, ya 
sean vías de comunicación, puentes, obras hidráulicas, etc… Ahora bien, esta tarea 
precisa de la movilización de ingentes recursos de todo tipo: ya sean materiales, 
humanos, pero sobretodo, económicos y financieros. E igualmente sea cual sea el 
momento histórico que se considere, el poder público ha estado en mayor o menor 
medida limitado. Es por esto que la búsqueda de la colaboración de los particulares o de 
las empresas, y con ello del desarrollo del sistema concesional, más que atender a un 
ideario concreto, ha sido una exigencia derivada de estas necesidades. 
 
5.1 Primeros Antecedentes 
 
• Derecho Romano 
 
La concesión, entendida como concesión de bienes públicos viene ya del Derecho 
Romano, concretamente de la Cesión vectigal de tierras, dicha cesión consistía en 
asignar a particulares, por tiempo muy largo e incluso a perpetuidad, el disfrute de 
porciones del ager publicus, terrenos adquiridos por conquista militar. A cambio se 
imponía la obligación de pagar un canon o vectigal  con la doble finalidad de servir de 
fuente periódica de ingresos y de reconocimiento de aquella titularidad, que de esta 
manera, no eran objeto de transmisión. Este tipo de concesión también aparece 
mencionada en las fuentes romanas como locatio-conductio. 
 
 
• De la Edad Media al Estado constitucional 
 
Igual que durante la época Romana, durante la Edad Media hubo una conquista de 
territorios que hizo precisa la elaboración de figuras jurídicas que permitieran su 
ocupación y aprovechamiento por parte de los particulares, con el doble objetivo de 
hacer rendir estas tierras y obtener ingresos por ellas. 
 
De esta manera surgen las iura regalia o regalías, que habrán de perdurar hasta el 
siglo XIX. Se trata de derechos propios del rey, concebidos como títulos de poder 
específicos que no se consideran susceptibles de propiedad privada. Existen de dos 
tipos, las mayores y las menores. Las primeras se refieren a funciones en teoría 
indelegables ya que afectan a la soberanía (acuñar moneda, dictar leyes, resolver 
litigios, nombramientos, etc…), mientras que las segundas pueden ser objeto de 
concesión a particulares (regalías de minas, molinos, salinas, puentes, etc…). Se divide 
la propiedad en dominio directo reservado al rey, y en dominio útil que recibe en 
propiedad el concesionario, de manera que éste queda sujeto al abono periódico de un 
canon censual en reconocimiento de aquel dominio directo y como medio de obtener 
una fuente regular de ingresos. 
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Como apunte histórico comentar que en la época de los Reyes Católicos se produce 
un ligero incremento de la importancia de las obras públicas, incluso llegando a hacer 
recomendaciones en la manera de hacer las obras para que se ejecuten con el menor 
gasto posible y la mayor utilidad para el pueblo. En cambio, la situación empeora con la 
dinastía de los Austrias, época en que se reduce notablemente el fomento de las 
comunicaciones y demás obras públicas. 
 
5.2 Aparición y régimen jurídico de la moderna Concesión de Obra Pública  
 
• Ideas Ilustradas en el origen de la concesión 
 
La moderna concepción de la concesión no aparece hasta bien entrado el siglo 
XVIII. Primero tenemos la importancia de las ideas ilustradas de Campillo, 
Campomanes, Feijoo o Jovellanos sobre la necesidad de construir gran cantidad de 
infraestructuras. Campillo propone entre otras medidas, “admitir cualquiera compañía o 
cuerpos que por conseguir privilegio o regalía que no sea perjudicial a la Corona ni al 
Estado quieran construir por su cuenta alguna o algunas obras” 
 
Antes incluso de conseguirse la regulación general, se otorgan ya algunas 
concesiones. Por ejemplo tenemos la que en 1821 se adjudica a favor de D. Guillermo 
de Calderón que consiste en una concesión para construir un muelle en la ciudad de 
Santander. Aún más importante es el canal de Castilla, que debido a los enormes gastos 
que implicaba se promulgó en 1831 una concesión para la empresa “Canal de  
Castilla”, que implicaba la construcción de la misma, estipulándose como retribución el 
derecho de explotación del mismo, que entre otros extremos incluía el cobro de 
portazgos. 
 
 
• La Instrucción de 1845 
 
 Será a partir de 1845 que se dé la primera regulación general de las concesiones, en 
la Instrucción para promover y ejecutar las obras públicas de 10 de octubre de ese año. 
 
En dicha Instrucción aparecen perfectamente definidos los modos de ejecutar las 
obras públicas que se han hecho clásicos y que más o menos modificados, pero que 
siguen vigentes hoy en día: por empresa, por contrata, o por administración. En el  caso 
de las obras públicas por administración, el Gobierno, las provincias o los pueblos son 
los ejecutores encargados directamente de todas las operaciones, facultativas y 
económicas. En las obras por contrata, (es lo que hoy conocemos por contrato de obras 
públicas), la Administración satisface en plazos fijos estipulados, obligándose a los 
contratistas a ejecutar las obras en un tiempo dado y bajo unas condiciones 
determinadas. Finalmente, en las obras por empresa, se consagra la fórmula de la 
concesión administrativa de obra pública, contratando la Administración con los 
particulares la ejecución de las obras y cediéndoles en pago productos y rendimientos de 
las mismas. 
 
La concepción liberal del Estado, determinante en esta época, de la incapacidad 
empresarial de la Administración, propicia que la Instrucción se decante por el sistema 
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contractual, tanto en su modalidad de “contrata”, como en la de ejecución “por 
empresa”. El sistema por administración tiene un carácter residual. 
 
La insuficiencia de recursos financieros, reflejada en la iliquidez de la Hacienda 
Pública, impide a la Administración afrontar la construcción de muchas obras, por lo 
que la concesión juega un papel de medio de atracción de capitales en grandes 
proporciones.  
 
En definitiva, la concesión es a un tiempo, una técnica de obras públicas y de crédito 
público para la Administración; el concesionario por su parte, es a la vez empresario y 
banquero de ésta. 
 
 
• Liberalismo radical de la Revolución de 1868 
 
La Revolución de 1868 y su dogmatismo liberal exacerbado trajo consigo un 
acentuamiento de la pasividad del Estado con relación a la construcción y promoción de 
obras públicas, imponiéndose un principio de libertad en la materia. Tal como pone de 
manifiesto el Preámbulo del Decreto-Ley de 14 de noviembre de 1868, que dice que las 
obras públicas pueden construirse libremente por cualquier sujeto, siempre que no se 
ocupe dominio público y no se pidan subvenciones ni la previa declaración de utilidad 
pública, además de que el dueño queda libre de fijar las tarifas, peajes, derechos y en 
general los precios que juzgue convenientes para el uso de dicha obra. Todo ello se 
traduce en una igualación del régimen de las obras públicas y las privadas, que conlleva 
la quiebra de la virtualidad con la que hasta entonces venía desarrollándose el sistema 
de concesiones de obra pública. 
 
Ahora bien, cuando para la ejecución de la obra fuera preciso ocupar bienes de 
dominio público, si se requería contar previamente con una autorización que en todos 
los articulados de entonces recibía la denominación de concesión (hecho que no debe 
extrañar porque los conceptos de autorización y concesión no estaban suficientemente 
perfilados).  
 
En cualquier caso cuando la ejecución de la obra afectase al dominio público, no se 
configuraba ya como una verdadera concesión de obra pública, sino como una 
concesión demanial, que por otro lado se otorga sin licitación pública y a perpetuidad. 
Elemento muy importante, ya que el Decreto-Ley hace de la perpetuidad el régimen 
general de las concesiones, (y este hecho tendrá repercusiones importantes en el futuro, 
especialmente en materia de concesiones ferroviarias). 
 
 
• Ley de Obras Públicas de 1877 
 
Todos los planteamientos liberales anteriormente descritos tuvieron una vida muy 
corta, concretamente hasta el reestablecimiento de la monarquía con Alfonso XII. Se 
promulgaron los siguientes textos articulados: La Ley General de Obras Públicas de 13 
de abril de 1877, Ley de Carreteras de 4 de mayo de 1877, Ley de Ferrocarriles de 23 de 
noviembre de 1877, Ley de Aguas de 13 de junio de 1879 y Ley de Puertos de 7 de 
mayo de 1880. 
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Hay un cambio de orientación, pero este no se manifiesta bruscamente, al contrario, 
trata de situarse en una posición intermedia: “...fórmula intermedia que satisfaría a los 
deseos intervencionistas de unos, al reservar al Estado la titularidad de la obra y con ella 
ciertos poderes últimos de orientación, dirección y control de la misma, y los afanes de 
libertad de otros, en la medida que se reconocía a los particulares el protagonismo 
inherente a la gestión, y por lo tanto, la explotación de la obra en cuanto negocio”.[T.R. 
Fernández, Las Obras Públicas, cit. Pg. 2451.] 
 
Es en esta equidistancia donde trata de situarse la Ley de Obras Públicas de 13 de 
abril de 1877, que deroga el Decreto-ley de 1868. Se trata de una Ley fundamental, ya 
que establece una regulación unitaria de las concesiones de obra pública y de las 
demaniales. 
 
La Ley de 1877 configura la concesión de obra pública como un tipo de contrato 
que se especifica por la forma de financiar la ejecución de la obra. La concesión de obra 
pública queda configurada como una modalidad del contrato de obras públicas en el que 
la financiación se lleva a cabo otorgando al contratista el derecho de disfrutar, por 
tiempo determinado, del producto de los arbritios que la Administración establezca por 
la explotación de las obras. 
 
Se hallan claramente diferenciadas las fases de construcción de la obra y la de su 
explotación por el propio concesionario durante un tiempo limitado (máximo de 99 
años). Se distingue así nítidamente del contrato de obra, que se limita a la sola ejecución 
de la obra contratada y cuya contraprestación consiste en un precio unitario; e 
igualmente de la concesión de servicio público, cuyo objeto es justamente la gestión del 
servicio (actividad que puede conducirse al margen de toda actividad constructiva, bien 
porque no precisa de infraestructura, o bien porque ésta ya exista con anterioridad a 
dicha gestión). 
 
La Ley establece una variedad de modalidades de concesiones de obra pública, que 
regula de forma separada, si bien con un régimen jurídico en muchos aspectos 
compartido. De esta forma tenemos: obras públicas para cuya ejecución no se pida 
subvención ni ocupación del dominio público, obras públicas para cuya ejecución se 
pida subvención de cualquier clase sin ocupación del dominio público, y supuestos en 
que se pida dicha ocupación para la ejecución de una obra de uso general. 
 
De todo este conjunto de normas, es posible extraer varios aspectos comunes que 
son de interés.  
 
El otorgamiento de la concesión se efectúa mediante licitación en subasta pública. 
La subasta versa siempre, en primer lugar, sobre la rebaja en las tarifas aprobadas por la 
Administración o, en su caso, en la subvención solicitada.  
 
La Administración concedente, en cuanto titular de la obra, no pierde sus facultades 
ni su poder sobre la concesión y el concesionario. Tiene las facultades de inspección y 
vigilancia, tanto en la fase de construcción de la obra como en la fase de explotación. 
 
En todos los supuestos ha de fijarse el plazo máximo dentro del cual le cabe al 
concesionario su ejercicio. Dicho plazo se determina atendiendo principalmente, a las 
necesidades de amortización del coste de la obra y de su mantenimiento, pudiéndose 
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alcanzar el máximo de 99 años anteriormente citado. Una vez transcurrido el plazo, la 
obra pasa a propiedad de la Administración concedente (Estado, Provincia o 
Municipio). 
 
En cuanto a las tarifas que el concesionario puede exigir a los usuarios de la misma, 
su fijación se determina siempre por la Administración concedente, con el carácter de 
precios máximos que no pueden rebasarse nunca. 
 
La concesión de obra pública es transmisible a un tercero que se subroga en los 
derechos y obligaciones del primitivo concesionario, pero a diferencia de la concesión 
demanial que se somete a una simple notificación,  se requiere autorización 
administrativa previa. Esta autorización posee un cierto carácter discrecional que 
permite a la Administración valorar los intereses públicos, especialmente en lo que 
concierne a las cualidades del cesionario para la correcta ejecución de las obras y su 
ordenada explotación. 
 
Y también se prevé la caducidad de la concesión por incumplimiento de sus 
cláusulas, de entre las que destacan los plazos para dar comienzo o fin a las obras. 
 
Finalmente destacar, que la Ley de 1877, no sólo regula las concesiones de obra 
pública, sino que también lo hace con las concesiones demaniales sin obra pública 
alguna. 
 
 
5.3 Pérdida de protagonismo de la concesión de obra pública y posterior 
reaparición 
 
• Pérdida de protagonismo de la concesión de obra pública 
 
El paulatino abandono del ideario liberal lleva consigo una nueva consideración de 
la Administración Pública, que ya no se aísla de la sociedad, sino al contrario trata de 
hacerla más justa y extender el bienestar a toda la población. De esta manera, la 
Administración se presenta como una organización productora de bienes y servicios 
destinados a los ciudadanos. En consecuencia, se produce un aumento significativo de 
la intervención administrativa en la actividad de los sujetos privados, justificándose 
siempre por razones de equilibrio social. 
 
Cabe identificar un núcleo de actividades económicas o servicios materiales que por 
su notable incidencia en la vida social y en el interés público, son asumidos por la 
Administración como propios y son desempeñados por ella misma directamente, o bien 
por otros sujetos, pero bajo su directo y estricto control, surgiendo así la técnica del 
servicio público que viene a hacer perder protagonismo a el papel que hasta ahora había 
desempeñado la obra pública. 
 
Esta nueva concepción afecta también a las concesiones, hasta el punto que se 
considera la concesión de obra pública como una variante de servicio público, 
concretamente en aquella que previamente necesita de la construcción de una obra. Este 
es el tratamiento que se le da por ejemplo en el Reglamento de Servicios de las 
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Corporaciones Locales de 1955. Mientras que por su parte, la Ley de Contratos del 
Estado de 1965 no regula la concesión de obra pública y apenas se refiere a ella. 
Todo esto trajo consigo la pérdida de perspectiva a la hora de abordad los problemas 
de régimen jurídico que se plantean en la actualidad, y que sin embargo si encontraban 
una solución en el siglo XIX. 
 
Aún y así, no se produjo la desaparición total de la modalidad concesional, 
especialmente porque hay algunos supuestos en los que es prácticamente imposible 
calificar la explotación de la obra como servicio público, aún y cuando se dieron 
supuestos en los que si se hizo así, como fue la Ley de 10 de mayo de 1972, de 
construcción, conservación y explotación de autopistas en régimen de concesión, que 
parece considerarlo más como una concesión de servicios públicos. 
 
Igualmente se continuaron dando concesiones que cabe considerar como de obra 
pública, aunque no sean las tradicionales de retribución mediante explotación de la obra 
acompañada del derecho a percibir un precio. Se esta hablando de las concesiones de 
desecación de marismas, lagunas o terrenos pantanosos, así como las concesiones de 
obra urbanizadora. 
 
 
• El Derecho Comunitario y la recuperación de la concesión de obra pública 
 
La Constitución Española de 1978 no tuvo una incidencia de relieve sobre la 
concesión de obra pública al margen del reparto de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. En cambio, el ingreso de España en 1986 en las 
Comunidades Europeas, impuso la necesidad de acomodar la legislación española a la 
del Derecho comunitario en general y en particular en lo referente a las directivas que 
sobre las concesiones se han dictado. 
 
El Ordenamiento comunitario, en su afán por asegurar entre otros principios, la libre 
competencia, ha dado un impulso extraordinario a la nueva ideología liberal que se 
proyecta sobre numerosos servicios públicos, tales como telecomunicaciones, gas, 
energía eléctrica, servicios postales o los transportes aéreo, ferroviario y marítimo. 
 
Se produce por lo tanto un “deslizamiento” del ámbito del servicio público hacia las 
actividades reglamentadas o servicios de interés público, que se caracterizan por ser de 
titularidad privada, por imponerse obligaciones de servicio público y por estar abiertos a 
la competencia, aun cuando el inicio y el desarrollo de la actividad quedan sometidos a 
una intervención administrativa.  
 
Al producirse este proceso de desregulación y privatización en todas las actividades 
anteriormente mencionadas, en lo sucesivo éstas ya no podrán ser objeto de concesiones 
de servicio público. La concesión de servicio público que en su tiempo fue protagonista 
indiscutible capaz de absorber tanto a la concesión demanial como a la de obra pública, 
pierde su posición protagonista. 
 
Paralelamente, el Derecho comunitario se ha preocupado de contemplar y regular las 
concesiones de obra pública, haciéndose imprescindible mencionar la Directiva 
93/37/CEE del Consejo, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los 
procedimientos de adjudicación de los contratos de obras. En ella se define la concesión 
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de obra pública como: “el contrato que presente los caracteres contemplados en la letra 
a), con la salvedad de que la contrapartida de las obras consista, o bien únicamente en el 
derecho a explotar la obra, o bien en dicho derecho acompañado de un precio” 
 
Con ésta directiva se obliga a rescatar la figura de la concesión de obra pública, que 
con las peculiaridades y matices apuntados, se entiende que permaneció subsumida 
dentro de la concesión de servicio público. La Directiva 93/37 fue transpuesta a la 
normativa interna por la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de 1995, 
que sin modificaciones importantes en cuanto a la concesión de obra pública, ha pasado 
al texto refundido de 16 de junio de 2000. 
 
El nuevo protagonismo que la concesión de obra pública cobra como sistema de 
atracción de la participación privada para la construcción y financiación de las obras 
públicas, se justifica dentro de la Unión Europea por la convergencia de dos elementos. 
Por un lado, que la política económica comunitaria se ha caracterizado por una firme 
política presupuestaria, traducida en la disciplina y contención del déficit público 
mediante la imposición de límites al crecimiento del gasto público. Y por otro lado la 
necesidad de mejorar la red de infraestructuras públicas, operación que requiere 
comprometer importantes recursos. 
 
Es en este contexto en el que debe situarse las recientes reformas legislativas, y en 
especial la que es objeto de este estudio, la nueva Ley 13/2003, de 23 de mayo, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas. 
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6. El Nuevo Sistema Concesional Español 
 
6.1 Introducción al nuevo Sistema Concesional 
 
En este capítulo quiere darse una explicación de la nueva ley concesional, la Ley 
13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión de obras públicas, así 
como dar una idea clara de cuales son sus principales características e innovaciones. El 
principal objetivo de la ley es la regulación de la figura de la concesión de obra pública, 
concebida como la forma más importante de articular la contribución de la iniciativa y 
los recursos privados a la financiación, creación y gestión de infraestructuras públicas, 
garantizando en todo caso la prestación del servicio público. 
 
La nueva ley responde en gran medida, a una nueva situación y a unos nuevos 
planteamientos. Lo primero que podemos decir es que se ha producido una profunda 
transformación del papel del estado, pasando a un papel mucho más regulador y 
traspasando actividades al sector privado prestadas anteriormente por el sector público. 
Todo ello buscando una mejora en la eficiencia, tanto de selección de proyectos, como 
de gestión y explotación. Por otra parte, no podemos olvidar la escasez de recursos 
públicos como factor también determinante. Por un lado debido a las restricciones 
presupuestarias impuestas para reducir el déficit público, y por otro, por el futuro 
agotamiento de los fondos europeos que actualmente sirven para financiar parcial o 
totalmente, multitud de obras. 
 
 Además el contexto macroeconómico actual es adecuado para favorecer la 
iniciativa privada en la financiación de proyectos. Los actuales tipos de interés bajos, 
con un control mucho más riguroso por parte del Banco Central Europeo, favorecen la 
inversión y se espera que no suban mucho en un periodo razonablemente largo. Hay que 
contar además con otro factor importantísimo, el Pacto de Estabilidad y Crecimiento 
junto con la Ley de Estabilidad Presupuestaria supondrán un límite a la inversión 
pública financiada mediante los presupuestos generales de las Administraciones 
Públicas, lo que favorece enormemente que se busque la inclusión de la participación 
privada en la financiación de proyectos de infraestructuras. 
 
Igualmente, debido al panorama anteriormente descrito de los antecedentes 
históricos de regulación del contrato de concesión de obra pública, insuficiente y de 
escasa coherencia y sistematización, era necesario llevar a cabo una revisión de la figura 
de la concesión, dotando a la misma de un sistema jurídico completo y armonioso. 
Además, se dan toda una serie de factores que favorecen una reforma en profundidad 
del sistema de concesión, de manera que se intente dotar a la misma de un marco estable 
y que favorezca la potenciación de la figura  confesional para dotar a España de un 
sistema concesional a la vanguardia mundial, fomentando la participación de la 
iniciativa privada en la financiación de infraestructuras públicas, contribuyendo a corto 
plazo al mantenimiento de las inversiones del Plan de Infraestructuras de Transporte 
2000-20007, ha más a largo plazo dotando un sistema de financiación que permita evitar 
el carácter procíclico tradicional de las inversiones en infraestructuras. 
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6.2 Estructura de la Ley Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
 
La Ley, de acuerdo con las consideraciones del Consejo de Estado, se inserta dentro 
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, mediante 
la modificación de ciertos artículos de ésta, y la inserción de un nuevo Título V, llamada 
“Del contrato de concesión de obras públicas”. La ley contiene además doce 
disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y cinco disposiciones finales. 
 
El nuevo Título V se divide en los siguientes cinco capítulos: 
 
 Capítulo I: Disposiciones Generales. 
 Capítulo II: De la construcción de las obras objeto de concesión. 
 Capítulo III: Derechos y obligaciones del concesionario y prerrogativas de la 
administración concedente. 
 Capítulo IV: Financiación privada. 
 Capítulo V: Extinción de las concesiones. 
 
6.3 Fundamentos y características generales de la nueva ley 
 
La nueva ley se sustenta sobre cuatro conceptos o notas fundamentales que 
caracterizan la figura de la concesión, y cuyo contenido o significado conviene precisar 
para una mejor comprensión de la norma. Éstos son los de “obra pública”, “riesgo 
concesional”, “equilibrio económico de la concesión” y “diversificación de la 
financiación”.  
 
Por la concepción más clásica de obra pública se entiende ésta como un bien 
inmueble de interés público. En la nueva ley, se entiende más como si el objeto de la 
obra pública sea una realidad tangible que admite la posibilidad de su explotación 
económica, al que se unirá el interés de la Administración para su construcción. De 
alguna manera, la obra posibilita el contrato, se hace susceptible de constituirse en 
soporte instrumental para la ejecución de actividades y servicios varios de interés 
público, incluyendo el que pueda desprenderse de su propia naturaleza cuando se 
destine al general uso o aprovechamiento. 
 
En segundo lugar tenemos el riesgo concesional, se asume que el concesionario 
corre con el riesgo por la construcción, conservación y explotación de la obra pública, 
sin embargo dicho riesgo se limita y matiza para no convertir la concesión en un 
negocio aleatorio o de azar. Se trata de moderar adecuadamente los límites del riesgo 
para poder atraer la participación privada, mediante la seguridad jurídica necesaria para 
que la administración, el concesionario, y los terceros interesados (especialmente los 
que arriesguen su capital en la financiación de la infraestructura), sean conscientes en 
todo momento del riesgo que asumen, y conozcan las reglas básicas que regirán la 
concesión. De esta manera además, la ley responde a la doctrina y exigencias de la 
unión europea, expuestas en su Comunicación Interpretativa 2000/C 121/02, basada en 
la transmisión de riesgos a la empresa concesionaria. 
 
En tercer lugar tenemos la figura del equilibrio económico-financiero de la 
concesión. Habitualmente siempre ha habido una interpretación de este principio 
favorable a los intereses del concesionario, olvidando incluso, las propias bases 
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contractuales. En la nueva ley, se quiere que el equilibrio económico tome siempre 
como referencia el marco definido y pactado entre la administración y el contratista, y 
procederá su restablecimiento cuando su ruptura, tanto a favor como en perjuicio del 
concesionario, produzca unos efectos más allá de los márgenes de riesgo y de los 
beneficios razonables, previstos en el plan económico-financiero de la concesión. Esta 
nueva interpretación del equilibrio económico del contrato constituye uno de los 
principales puntos de la Ley, en sintonía con la finalidad de la concesión y la ponderada 
distribución del riesgo. 
 
Finalmente, uno de los aspectos más novedosos de la Ley es la diversificación de las 
fuentes de financiación. Se introduce un régimen regulador que quiere abrir las puertas a 
distintos mecanismos de momento no muy utilizados en España para financiar 
Infraestructuras. Además se pretende que la inversión realizada no quede congelada, y 
se pueda incrementar la liquidez del concesionario. De esta manera se permite que la 
concesión sea objeto de cesión o hipoteca, abriendo las puertas a la emisión de 
obligaciones, bonos, etc... así como a la posibilidad de titulizar los derechos de crédito 
vinculados a la explotación de la obra. 
 
6.4 Características esenciales del nuevo modelo concesional Español 
 
En este apartado lo que se pretende es definir los puntos esenciales que marcan el 
nuevo modelo concesional español. Es decir, mostrar y explicar brevemente los criterios 
más significativos y novedosos del nuevo sistema. Con esto no se quiere decir que se 
deban entender éstas como unas directrices rígidas que limitan el campo de actuación. 
Al contrario, el nuevo modelo es ante todo un modelo abierto que, dentro del marco 
fijado por unos criterios generales, se adapta a cada caso en concreto. Es decir, el nuevo 
sistema pretende fijar un marco general que garantice un entorno favorable para un 
desarrollo en sistema de concesión de todas aquellas infraestructuras públicas que sean 
susceptibles de adoptarlo. 
 
6.4.1 Ámbito de aplicación 
 
El método concesional tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todas 
aquellas obras públicas capaces de explotación económica, y que tengan aquellas 
características necesarias para que puedan ser gestionadas mediante dicho sistema. 
 
En el ámbito de las obras públicas son susceptibles de concesión las siguientes: la 
construcción, mantenimiento, explotación, adecuación y reforma, así como las 
actuaciones de reposición y gran reparación de: todo tipo de infraestructuras del 
transporte (autopistas, tanto urbanas como interurbanas, carreteras, ferrocarriles, 
aeropuertos, puertos, gaseoductos, oleoductos, metros, tranvías, etc…), infraestructuras 
medioambientales, redes de telecomunicaciones, redes de distribución de energía, todo 
tipo de equipamientos públicos (colegios, hospitales, cárceles, edificios públicos, 
etc…), obras hidráulicas (presas, sistemas de riego, redes de abastecimiento y 
saneamiento, canales, depuradoras, desaladoras, etc…), y muchas otras más. 
 
 En el artículo 220 se define que se entiende por contrato de concesión y cual es su 
ámbito de aplicación, mientras que en el 221, se establece el contenido del contrato. 
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Cabe destacar que el contrato de concesión puede tener dos ámbitos, tener por objeto 
conjuntamente la construcción y explotación de la obra pública, o bien solamente la 
explotación de la misma.  
 
Eso si, la fase de explotación conlleva igualmente la conservación, adecuación, 
reforma y modernización de las obras, así como las actuaciones de reposición y gran 
reparación. Es decir, se pone de relevancia la gran importancia que pone la nueva ley en 
la fase de explotación de las concesiones frente a la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, orientada casi exclusivamente a la fase de construcción. 
 
6.4.2 Financiación Cruzada 
 
Este aspecto que introduce la ley si es novedoso e importante, ya que intenta 
optimizar los recursos que se destinan a la provisión de infraestructuras. Hay dos figuras 
asociadas a este concepto. Por una parte, el contrato de concesión podrá comprender la 
construcción de otras obras públicas, diferentes a la que es objeto de concesión, y que 
tengan con esta última una relación funcional con incidencia en su explotación. Por otro 
lado, se permite la financiación de una obra de uso libre mediante la concesión de la 
explotación del dominio público en su área de influencia. 
 
Con el primero lo que se busca es que los recursos derivados de los excedentes de 
explotación de concesiones sean destinados íntegramente a financiar nuevas 
infraestructuras. Lo que se pretende es que se forme un bucle cerrado y no como hasta 
ahora que los excedentes provenientes de explotaciones muy rentables vayan a la 
Hacienda Pública y no repercutan en las infraestructuras. En cualquier caso lo que se 
pretende con la financiación cruzada es intentar que los Ministerios inversores, es decir 
Fomento y Medio Ambiente, puedan desarrollar más infraestructuras 
independientemente de las restricciones presupuestarias a las que se puedan ver 
sometidos por parte del Ministerio de Hacienda. 
 
La regulación de esta primera figura viene en el artículo 226 de la nueva Ley. Ahora 
bien, un hecho importantísimo es establecer bien lo que se entiende por la relación 
funcional, es decir, definir claramente el grado de vinculación que se exige a dos o más 
obras para que la explotación de una de ellas permita financiar la realización de las 
otras. Como veremos ha habido mucha polémica sobre este asunto, pero podríamos 
introducir que varias obras están relacionadas funcionalmente entre sí, cuando el 
funcionamiento correcto o incorrecto de una de ellas tiene incidencia sobre el servicio 
prestado por las demás. En es sentido es bueno decir que parece conveniente no permitir 
una discrecionalidad absoluta, de forma que cualquier obra pueda financiar a cualquier 
otra, sin relación alguna entre ellas. 
 
Solamente apuntar que este tipo de elemento no es del todo nuevo, ya en el artículo 
59 de la Ley 55/1999 que modificaba la Ley de autopistas en régimen de concesión de 
1972, ya apuntaba a la ampliación del objeto de la concesionaria a la construcción de 
aquellas infraestructuras viarias, distintas a las de la concesión pero con incidencia en la 
misma y dentro del área de influencia de la autopista. De alguna manera, el precepto 
actual es una generalización o ampliación de la misma idea, eso si, una generalización 
tanto a nivel de tipo de obras como a nivel de la relación funcional entre ellas. 
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Por otro lado, en los artículos 130 a 134 se regula la otra figura a la que hacíamos 
referencia, es decir, la financiación de obra pública mediante la concesión de dominio 
público en la zona de servicios o en el área de influencia. No es una concesión en 
sentido estricto, ya que la obra en si no es susceptible de explotación económica, y por 
tanto objeto de la misma, pero si que coincide en el sentido de que permite que la 
financiación de la infraestructura no sea con presupuestos de la Administración. 
 
6.4.3 Las concesiones como servicio global 
 
El planteamiento de la nueva Ley es que las obras públicas no tienen sentido por si 
mismas, sino solamente en tanto en cuanto tienen una utilidad social. Esta concepción 
lleva a desterrar los planteamientos sectoriales que han venido definiendo las políticas 
de infraestructuras y de prestaciones de servicios en nuestro país en los últimos años. Lo 
que se pretende por tanto es pasar del concepto de red sectorial (red de ferrocarriles, red 
de autopistas, etc…) al concepto de red integrada (red de transportes entendida como un 
todo global). 
 
Para lograr este objetivo es necesaria la colaboración entre distintos sectores para 
buscar una mayor eficiencia social, así como una coordinación lo más fuerte posible 
entre las diferentes administraciones con el fin de lograr una mayor funcionalidad de las 
diferentes redes y una mayor interconexión entre las mismas.  
 
Se atribuye al Estado la facultad de coordinar los planes de OO.PP. de las CC.AA. 
cuando se integren en una red de infraestructuras, así como se permite que la concesión 
de obra pública sea financiada mediante aportaciones de Administraciones Públicas 
distintas de la concedente. 
 
6.4.4 Zonas complementarias de explotación comercial 
 
Otro aspecto novedoso de la nueva ley es el aprovechamiento de la capacidad que 
tienen las infraestructuras de constituir zonas o áreas comerciales para financiar la 
construcción y mantenimiento de esas infraestructuras.  
 
Se refiere a ellas el artículo 223, en él se establece el principio de unidad de gestión 
y control por la Administración Pública concedente y el de explotación conjunta con la 
obra por el concesionario (directamente o a través de terceros generalmente mediante 
cesión), y como se ha dicho se contempla también como una modalidad de retribución a 
éste, (artículo 225). 
 
El planteamiento es bastante lógico, ya que lo que aquí se plantea es que si la 
infraestructura crea un entorno adecuado de concentración de personas que permite que 
la zona adquiera un determinado potencial comercial, es lógico que ese “valor” 
generado repercuta en la financiación de la propia infraestructura. 
 
Solamente cabe apuntar eso si, que además de ser necesario conocer la capacidad de 
generar tráfico por parte de la infraestructura, será necesario que la concesionaria 
conozca, o lleve a cabo un análisis en profundidad, de la capacidad de generación de 
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ingresos comerciales, con todos los problemas asociados que ello conlleva como se verá 
más adelante. 
 
6.4.5 Reparto más equilibrado de los riesgos, y equilibrio económico financiero 
 
El modelo concesional español se inclina por el principio de riesgo y ventura en la 
concesión de obras públicas, de modo que sobre el concesionario recaigan todos los 
riesgos que puede controlar o, al menos, estimarse desde un principio, de modo que 
dichos riesgos queden internalizados en la rentabilidad exigida a los promotores del 
proyecto. 
 
Este punto también es un aspecto clave del nuevo modelo, ya que se pretende 
repartir más equilibradamente los riesgos, en busca siempre de una mayor eficiencia 
social para todos los implicados en el sistema. 
 
Existe una obligación de restituir el equilibrio económico cuando resulte 
sustancialmente alterado, principio que juega eso si, en ambos sentidos y no 
exclusivamente a favor del concesionario como hasta ahora. Se pretende defender el 
interés público sin eliminar el del concesionario. Los límites de variación compatible 
con el equilibrio económico son ofertados por los propios licitantes en la presentación 
de las ofertas, de esta manera se consigue una aceptación de las “reglas del juego” 
conocidas ya desde un principio. De esta manera además se pretende trasladar al 
concesionario solamente aquellos riesgos que pueda manejar de forma eficiente, ya que 
si se le trasladan excesivos riesgos no será capaz de gestionarlos adecuadamente, 
mientras que si se le trasladan demasiados pocos, no tendrá incentivos para hacer una 
buena gestión ya que tendrá muchos riesgos cubiertos y asegurados.  
 
Es por lo tanto este punto clave para la concesión, ya que como hemos visto, un 
reparto equilibrado del riesgo consigue beneficiar a todos los implicados, mientras que 
una mala asignación de los mismos, tan solo conlleva a beneficiar a unas partes y 
perjudicar a las otras. Como veremos igualmente más adelante, este punto también ha 
sido polémico y objeto de numerosas consideraciones. 
 
Tal como apunta el artículo 248 en su punto segundo, la Administración deberá 
restablecer el equilibrio económico del contrato en beneficio de la parte que 
corresponda, en los supuestos siguientes: cuando la Administración modifique por 
razones de interés público las condiciones de explotación de la obra (ius variandi), por 
causas de fuerza mayor, o por los supuestos que se establezcan en el propio contrato. 
Los motivos de restablecimiento del contrato han sido origen de fuerte polémica como 
veremos más adelante. 
 
El restablecimiento del equilibrio económico financiero se podrá realizar de 
distintas maneras, según establece el mismo artículo 248 pero en su punto tercero. Estas 
medidas podrán consistir en la modificación de las tarifas establecidas por la utilización 
de la obra, la ampliación o reducción del plazo concesional, dentro de los límites fijados 
por el artículo 263, y, en general, en cualquier modificación de las cláusulas de 
contenido económico incluidas en el contrato. Tal y como se observa, el sistema español 
introduce la posibilidad de variación del plazo como una forma de retribución al 
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concesionario. Como veremos también, esta fórmula adoptada lleva implícitas varias 
consecuencias importantes que serán comentadas más adelante.  
 
En cualquier caso apuntar que la aplicación contractual de la modificación del 
equilibrio económico del contrato de modo simétrico constituye una de las principales 
novedades de la ley. Eso si, igual que toda la Ley solamente se establece un marco y 
unas directrices generales, por lo que será necesario concretar en cada caso mediante los 
pliegos la puesta en práctica de esta idea. 
 
6.4.6 Cláusula de progreso 
 
Otro hecho novedoso del nuevo sistema concesional español es la llamada cláusula 
de progreso. En el punto 4 del artículo 244 se enuncia literalmente: “el concesionario 
deberá mantener la obra pública de conformidad con lo que, en cada momento y según 
el progreso de la ciencia, disponga la normativa técnica, medioambiental, de 
accesibilidad y eliminación de barreras y de seguridad de los usuarios que resulte de 
aplicación”. 
 
Con esta disposición lo que se quiere es concienciar a los concesionarios de que la 
concesión es un servicio a largo plazo, de manera que la normativa técnica puede 
experimentar sustanciales variaciones o incorporar importantes novedades, derivadas 
todas ellas del avance de la ciencia y la tecnología a lo largo de los años. Por lo tanto, lo 
que se pretende es hacer ver a los concesionarios que deberán tener en cuenta la 
necesidad de incorporar a la infraestructura aquellos avances que disponga la normativa. 
 
Con esto lo que se pretende por lo tanto es hacer un especial énfasis en la necesidad 
de conservar y mantener las infraestructuras en no tan solo un buen estado, sino además 
a las nuevas tecnologías de construcción que puedan ir surgiendo. 
 
6.4.7 Indicadores de Calidad 
 
Con mucha relación con el apartado anterior el sistema concesionario español 
impulsa la posibilidad de incorporar los índices de calidad a fin de incentivar al 
concesionario a que preste un servicio lo más adecuado posible. 
 
Este aspecto está tratado en el apartado 5 del artículo 244 que establece 
concretamente que: “La Administración podrá incluir en los pliegos de condiciones 
mecanismos para medir la calidad del servicio ofrecida por el concesionario, y otorgar 
ventajas o penalizaciones económicas en función de los mismos”. 
 
De este modo lo que se pretende es incentivar al concesionario para que sea lo más 
eficiente posible desde el punto de vista social, estableciendo mecanismos que lo 
compensen económicamente por reducción de accidentes, incremento de la calidad 
percibida por el usuario, etc.... Además, de esta manera se consigue evitar una situación 
perniciosa como puede ser que el concesionario de unos bajos niveles de calidad 
(debido al mal mantenimiento o a la excesiva congestión, etc...), y además cobre una 
tarifa gracias a un derecho adquirido en un proceso de licitación llevado a cabo años 
atrás. 
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Lo que se quiere es que todos salgan ganando, ya que la concesionaria tiene motivos 
par invertir en la infraestructura que le ha sido adjudicada, y el usuario sale también 
beneficiado ya que ahorrará en tiempo, accidentes, reparaciones, etc... Para ello hay que 
diseñar los indicadores de manera que el concesionario quiera ofrecer un nivel de 
servicio óptimo para la colectividad (maximizar los beneficios sociales), para lo cual 
será indispensable establecer una correlación adecuada entre éstos últimos y el índice de 
calidad. 
 
Hay que tener claro, pero, que la ley marca una dirección o un camino a seguir, 
quiere que se generalice el uso de estos índices de calidad, pero dejando que en cada 
caso sean los pliegos los que concreten que índices tomar, y que recompensa establecer. 
 
6.4.8 Iniciativa Privada 
 
Otro aspecto que quiere introducir y potenciar el nuevo modelo concesional español 
es la concesión a instancia de particulares. Tal y como establece claramente el artículo 
222, que dice: “Para licitar posibles concesiones, podrá iniciarse el procedimiento a 
instancia de personas naturales o jurídicas o de otras Administraciones que se 
propongan construir y explotar una obra de las reguladas en esta Ley”. 
 
La idea que hay de fondo es que aunque la planificación de infraestructuras recaiga 
principalmente sobre las Administraciones Públicas, los particulares pueden contribuir 
positivamente al proceso de planificación y de decisión aportando ideas que la 
administración no es capaz de detectar, o bien que no incorpora a su planificación al no 
disponer de los recursos necesarios. 
 
En el artículo 227 en su punto 5, establece los mecanismos de presentación de 
proposiciones por parte de la iniciativa privada. Estos consisten en la presentación de 
estudios de viabilidad de eventuales concesiones. El silencio de la administración o de 
la entidad a quien corresponda equivaldrá a la no aceptación del estudio. En el caso de 
que el estudio de viabilidad culmine con el otorgamiento de la concesión tras la 
correspondiente licitación, el autor del mismo tendrá derecho, siempre que no haya 
resultado adjudicatario, al resarcimiento de los gastos efectuados para su elaboración, 
incrementados en un 10% como compensación. 
 
Como veremos más adelante, los mecanismos para querer introducir a la iniciativa 
privada en la planificación de infraestructuras han sido objeto de fuertes polémicas y 
consideraciones antes de la redacción de la Ley. También veremos la comparativa 
respecto a otros países que quizá tengan un sistema mejor para introducir la 
participación privada en la proposición de ideas en la planificación de infraestructuras. 
 
6.4.9 Plazos máximos concesionales 
 
Los plazos de las concesiones vienen regulados en el artículo 263. Tenemos 40 años 
de plazo máximo en las concesiones de construcción y explotación de obras públicas. 
Mientras que el plazo para las concesiones de solamente explotación no podrá exceder 
de los 20 años.  
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Estos plazos pueden prorrogarse hasta los 60 y 25 años respectivamente, para 
restablecer el equilibrio económico del contrato o para satisfacer los derechos de los 
acreedores en el caso en que los derechos de crédito del concesionario hayan sido objeto 
de titulización.  
 
En los contratos de concesión de obras hidráulicas no serán de aplicación estos 
plazo fijados, tal como establece la disposición adicional undécima sobre obras 
hidráulicas que modifica el texto refundido de la Ley de Aguas, aprobada por Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio. El nuevo artículo 134 establece que no se 
podrá exceder en ningún caso de los 75 años. 
 
Todos estos plazos indicados son plazos máximos, de manera que tal como indica la 
Ley, cada pliego impondrá el plazo sin exceder de los plazos máximos, ya sea en 
construcción y explotación, o de tan solo explotación, según la naturaleza de la obra y 
de la inversión a realizar. 
 
6.4.10 Diversificación de fuentes de financiación 
 
Uno de los puntos más importantes y novedosos de la nueva Ley son las nuevas 
fuentes de financiación que introduce, caracterizándose por su gran flexibilidad y por el 
amplio abanico de posibilidades que ofrece. Para conseguir esto se pretende, por una 
parte, establecer un marco claro para la participación público privada, definiendo los 
instrumentos de participación de las Administraciones Públicas en la financiación de 
concesiones, y por otra, abrir la puerta a nuevos mecanismos de financiación además de 
los tradicionales (titulización, emisión de bonos de infraestructura, etc...) con la idea de 
que cada proyecto de concesión tenga el mayor facilidad posible para allegar a los 
recursos necesarios para su financiación. 
 
Se parte de la idea de que la obra pública puede ser financiada en su totalidad o sólo 
parcialmente por el concesionario, asumiendo eso si, el riesgo en función de la inversión 
realizada. De esta manera se consigue compatibilizar la financiación pública con la 
privada. La financiación pública puede consistir en: aportaciones dinerarias o no 
dinerarias, (por ejemplo realización de parte de la obra, aportación de terrenos, o bien 
una cantidad al término de la concesión), subvenciones, préstamos reintegrables, con o 
sin interés y préstamos participativos. Como ya se ha dicho anteriormente, se admite la 
financiación por parte de otras Administraciones Públicas distintas de la concedente, así 
como las ayudas que puedan provenir de otros organismos públicos, nacionales o 
internacionales. Todo esto viene regulado en el artículo 224. 
 
En lo que se refiere a los mecanismos de financiación privada de infraestructuras a 
los que puede recurrir el concesionario, la Ley dedica un capítulo completo (Capítulo 
IV). Éste se divide en: 
1. Emisión de títulos por el concesionario 
2. Hipoteca de la concesión 
3. Otras fuentes de financiación 
 
La Ley contempla y regula expresamente, junto a los préstamos, los créditos 
participativos y la emisión de obligaciones, bonos u otros títulos semejantes, la 
   82
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
incorporación a títulos negociables de los derechos de crédito del concesionario 
(titulización de activos) y la hipoteca de la concesión.  
 
Como se ve, la Ley se centra fundamentalmente en regular la financiación a partir 
de títulos respaldados por los derechos futuros de la concesión y en definir la hipoteca 
de la concesión, dejando de lado los mecanismo de financiación más clásicos. Además, 
en lo que se refiere a la emisión de títulos por el concesionario, así como a la hipoteca 
de la concesión, la Ley es muy minuciosa, tratando de proporcionar seguridad jurídica y 
garantías creíbles de recuperación de la inversión a los inversores, en los casos de que la 
concesión se viera perjudicada por culpa de la gestión de la concesionaria. 
 
Cabe advertir sin embargo, que las formas de financiación privadas enumeradas y 
reguladas por la Ley no son las únicas posibles, ya que como dice la propia Ley en su 
artículo 224 y en su punto 2: “Asimismo, el concesionario podrá recurrir a otros medios 
de financiación privada previa autorización del órgano de contratación”, dejando por 
tanto, la puerta abierta a futuras modalidades de financiación que pueda crear el 
mercado de capitales. 
 
Como es de suponer, y siendo el punto de la financiación un punto clave para las 
concesiones, las opiniones que sobre este tema se han desarrollado han sido muchas y 
muy variadas como ya se verá más adelante. 
 
6.4.11 Formas de retribución al concesionario 
 
Muy relacionada con la financiación, y dotada asimismo de gran flexibilidad, la Ley 
regula las formas de retribución al concesionario que el concesionario tiene derecho de 
percibir como contraprestaciones por la construcción y explotación o tan solo por la 
explotación de la infraestructura pública. 
 
El artículo 225 define claramente cuales son éstas: “El concesionario será retribuido 
directamente mediante el precio que abone el usuario o la Administración por la 
utilización de la obra, por los rendimientos procedentes de la explotación de la zona 
comercial, y en su caso, con las aportaciones de la propia Administración de acuerdo 
con lo provisto en esta ley, debiendo respetarse el principio de asunción de riesgo por el 
concesionario”. 
 
Por lo tanto, las posibilidades son: 
 
1. Peaje. 
2. Peaje en sombra. 
3. Rendimientos de la zona de explotación comercial. 
4. Aportaciones de la Administración para garantizar ingresos mínimos. 
 
6.4.12 Aseguramiento de la continuidad en la prestación del servicio público 
 
La nueva Ley introduce una novedad importante cuando habla de determinadas 
cautelas o garantías introducidas para asegurar la continuidad en la prestación del 
servicio público. De esta manera lo que se quiere es preservar en todo momento y sea 
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cual sea la circunstancia que proceda, a la utilización de la infraestructura por parte de 
los usuarios siempre que ello sea posible. 
 
Se reconoce como prerrogativa y derecho de la Administración, reguladas en el 
artículo 249, la del apartado j, que dice textualmente: “Imponer con carácter temporal 
las condiciones de utilización de la obra pública que sean necesarias para solucionar 
situaciones excepcionales de interés general, abonando la indemnización que en su caso 
proceda”. Podemos pensar por ejemplo en dos vías, una de peaje y otra sin ella, entre 
dos localidades importantes, de manera que si por alguna circunstancia queda 
interrumpida temporalmente la vía libre de peaje, la Administración pueda intervenir en 
la concesión en los términos que aquí se han descrito. 
 
También regula la figura del secuestro, mediante la cual la Administración o en su 
caso el órgano de contratación asume temporalmente, de forma directa, la explotación 
de la obra pública, en los casos en que el concesionario no pueda hacer frente, 
temporalmente y con grave daño social, a la explotación de la obra pública por causas 
ajenas al mismo, o incurriese en un incumplimiento grave de sus obligaciones que 
pusiera en peligro dicha explotación. 
 
El secuestro además cumple con una segunda misión, objeto de mucha polémica y 
de capital importancia, ya que es una garantía a favor de los acreedores hipotecarios o 
con títulos representativos de derechos de crédito, para los supuestos en los que el 
concesionario no haya satisfecho la obligación o el reembolso de los créditos 
titulizados, poniendo en riesgo con su conducta la normal explotación de la concesión. 
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7. Contraste de las entrevistas 
 
 
Como ya se ha dicho en la presentación, se ha querido contar con la opinión de los 
distintos agentes que intervienen en casi todos los aspectos referentes a las concesiones. 
Es por eso que se planteó la idea de realizar entrevistas, para así poder tener un mayor 
conocimiento y perspectiva. Contar con la visión de personas altamente cualificadas y 
con una opinión altamente contrastada ha permitido profundizar más en el estudio y 
análisis de la nueva Ley. 
 
Todas las entrevistas han sido muy positivas y han permitido captar todo tipo de 
opiniones, variadas y diferentes. Se ha intentado entrevistar a una representación amplia 
de todos los agentes implicados, para así tener una visión en profundidad desde distintos 
puntos de vista.  
 
Es realmente interesante poder ver los diferentes enfoques que tienen los agentes 
implicados sobre una misma cuestión como es la nueva Ley reguladora del Contrato de 
Concesión de Obras Públicas y las implicaciones que puede tener ésta. Poner en común 
un tema, observar como se percibe de manera muy distinta según el sector donde se 
encuentra cada uno, e intentar conjugar todas las opiniones desde una perspectiva más 
global. 
 
Todas las entrevistas han tenido el mismo formato, es decir, una entrevista oral de 
en general y aproximadamente, hora, hora y media de duración. Para consultar cada 
entrevista individual así como comentarios más en profundidad se pueden consultar 
todas ellas en los anejos finales de la tesina. Las transcripciones que se dan de las 
entrevistas no son literales, ya que la idea es explicar los puntos más interesantes de los 
que se ha hablado durante la misma y presentarlos de manera más esquematizada, a 
parte que una trascripción literal hubiera sido quizá excesivamente engorrosa y además 
hubiera sido necesario disponer de elementos técnicos adecuados.  
 
Primero se presenta una listado de las personas a las que se les ha realizado una 
entrevista, así como una breve descripción del cargo y ocupaciones que realizan cada 
uno de ellos. Después se hará un contraste de las opiniones según los temas más 
importantes y novedosos de la Ley. Estos puntos permiten una mayor sistematización, 
dejando para las conclusiones finales, o en su caso para cada entrevista en particular 
reflejada en los anejos, los aspectos relativos a la concepción futura de las 
infraestructuras. 
 
Finalmente agradecer a todos los entrevistados su buena predisposición, su atención 
y su ayuda. Todos ellos han mostrado una muy buena voluntad de colaboración, por lo 
que han permitido en gran medida la buena consecución de este estudio. Es por eso, que  
quiero transmitirles a todos ellos mi más sincero agradecimiento.  
 
Y mi agradecimiento no tan sólo por los aspectos del análisis de la Ley sobre los 
que se ha hablado, sino también por la posibilidad que me han dado todos ellos de 
conocer a personas altamente cualificadas, hablar con ellas con total naturalidad y 
tranquilidad, y conocer lugares y sitios distintos e interesantes. Por todo ello, de verdad, 
mis más sinceras gracias. 
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La lista siguiente contiene la lista completa de entrevistados en orden de realización, 
así como unas breves referencias a su cargo y funciones. 
 
 
• José Manuel Vassallo Magro, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, profesor titular de la Universidad Politécnica de Madrid, U.P.M., en el 
departamento de Transportes (TRANSYT). Participante y colaborador del IV 
Programa Marco de la Unión Europea, Banco Europeo de Inversiones, y la 
Agencia pública para la gestión de las concesiones de infraestructuras públicas 
de Chile entre otros.  
 
• José Pablo Rodríguez-Marín Sastre, Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, master en economía y dirección de empresas, Gerente de Port 2000.  
 
• Joaquín Osorio Montejo, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director 
Regional de Dragados, Obras y Proyectos, en la delegación de Cataluña-
Baleares. 
 
• Xavier Farriols i Solà, Doctor en Ciencias Económicas, profesor en la 
ETSCCPB-U.P.C., Jefe de Financiamiento de Proyectos de “Caixa Catalunya”. 
 
• Carlos Fernández de Castro, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
Director de Finanzas y Concesiones de Copcisa Industrial. Es responsable para 
Copcisa de varias Concesiones (canal Segarra-Garrigues, Eje Llobregat, etc…) 
 
• José Mª Galopa Vilaret, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, MBA-IESE, 
Adjunto director financiero del grupo Copcisa, ha realizado numerosas ofertas y 
proyectos sobre concesiones. 
 
• Rafael Romero, Economista, Presidente de la “Cambra de Contractistes 
d’Obres de Catalunya”. 
 
• Pablo Martín Huerta, Doctor en Derecho, Vocal Asesor de la Secretaría 
General Técnica en el Ministerio de Fomento. (Uno de los Autores de la Ley) 
 
• Fernando Gutiérrez de Vera, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, graduado en Business Administration (PMD) - Harvard Business 
Administration. Actualmente Presidente de SEOPAN Concesiones. Ha sido 
Director General Corporativo del grupo Dragados y miembro de la Comisión 
Directiva del Grupo así como Director General de Finanzas y Administración, y 
Director del desarrollo del grupo Dragados en materia de Concesiones. 
Igualmente concibió y realizó el proyecto de AUREA. También ha sido Director 
de Área en la División Internacional. 
 
• Carlos Obeso Riess, Abogado, Pich & Asociados, asesor de la “Cambra de 
Contractistes d’Obres de Catalunya”. 
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• Ámbito de aplicación 
 
La idea original de la Ley es ampliar la experiencia en autopistas a todo tipo de 
obras e infraestructuras, tal como expresó Pablo Martín Huerta. Prácticamente todos 
están de acuerdo en considerar que el sistema concesional se aplicará a muchos otras 
obras, aunque la dificultad de implementación puede ser variable. Joaquín Osorio 
mostró su convencimiento de que las concesiones se ampliarán en gran medida y que su 
utilización puede ser muy elevada en todo tipo de proyectos. Habló de cárceles, 
residencias, edificios públicos, a parte claro está de todo tipo de infraestructuras. De 
todos, quizá es el que mostró un mayor entusiasmo y predisposición por el nuevo 
sistema concesional.  
 
Otros se mostraron más reticentes, como por ejemplo el mismo Pablo Martín 
Huerta, que consideró que la implementación de las concesiones será mucho más 
efectiva en las obras lineales que en otras. Carlos Fernández de Castro, desde Copcisa 
Concesiones, opinó en la misma línea que Joaquín Osorio, aunque como él, dijo que 
será necesaria una cierta experiencia para poder ver realmente hasta donde se puede 
llegar a la hora de financiar infraestructuras mediante concesión.  
 
Fernando Gutiérrez de Vera habló en términos porcentuales, explicó la 
implementación en otros países parecidos a nuestro entorno, más concretamente el caso 
del Reino Unido. En este país no se llegó al 15%, por lo que para España no cree que se 
pueda llegar a un máximo de un 20%. En cualquier caso el peso de la financiación de 
las infraestructuras continuará repercutiendo básicamente en los presupuestos generales 
del Estado. 
 
La opinión generalizada es que se pasará a usar la concesión en obras muy distintas 
a las que hasta ahora se habían ido haciendo. El concepto más tradicional de concesión 
aplicada principalmente para autopistas, quedará anticuado, y será necesario tener una 
visión más amplia para poder abarcar más posibilidades de negocio, tal como se apuntó 
desde Copcisa Concesiones.  
 
En relación al ámbito de aplicación, es interesante apuntar lo que se decía desde 
Copcisa. Será necesario cambiar un poco la mentalidad, ya que pueden haber muchas 
oportunidades de negocio, que quién tenga la mentalidad adecuada sabrá ver, mientras 
que quién sea más reticente le podrá costar más. Carlos Obeso mostró claramente esta 
idea durante toda la entrevista, por lo que si queda clara una cosa es que la nueva Ley 
abre nuevas posibilidades de negocio que hay que tener muy presentes. 
 
 
• Financiación cruzada 
 
José Manuel Vassallo se mostró muy partidario de esta nueva opción que se abre 
con la Ley. Permite financiar obras relacionadas funcionalmente con otras, lo que 
supone un avance muy importante respecto a la situación legislativa anterior. Es una 
relación amplia, y generalizada a todo tipo de infraestructuras como ya se ha explicado. 
Apuntó que desde el Ministerio de Fomento la herramienta de la financiación cruzada 
sería cada vez más utilizada, y que si no surgen problemas se usará mucho en los 
próximos años. Tanto él como Pablo Martín Huerta, mostraron la cautela eso si, de la 
problemática que puede surgir si se producen abusos que llevan a desnaturalizar la 
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concepción inicial de este elemento. Habrá que ir con cuidado con el uso que se haga de 
la definición de relación funcional, ahora bien, un uso normal y adecuado del mismo, 
como es esperable salvo algún caso puntual que se pueda dar, no debería causar ningún 
problema. 
 
Como ya se ha comentado, la financiación cruzada viene caracterizada por dos 
vertientes, por un lado, el contrato de concesión podrá comprender la construcción de 
otras obras públicas, diferentes a la que es objeto de concesión, y que tengan con esta 
última una relación funcional con incidencia en su explotación. Por otro lado, se permite 
la financiación de una obra de uso libre mediante la concesión de la explotación del 
dominio público en su área de influencia.  
 
Carlos Obeso se mostró especialmente entusiasta en lo referente a la concesión del 
dominio público, ya que a su entender ofrecía multitud de posibilidades a la 
Administración pero también a las empresas si se conjugaba con la cláusula de la 
iniciativa privada comentada más adelante. Con estos dos elementos se abren muchas 
oportunidades, pero para ello hay que estar suficientemente preparado. 
 
José Pablo Rodríguez apuntó un elemento interesante en relación a la financiación 
cruzada, y es su convencimiento de que cada vez más se utilizarán fórmulas de 
operaciones inmobiliarias ligadas a las infraestructuras. Este modelo anglosajón está 
muy poco visto en nuestro territorio, pero es de usual aplicación en otros países como 
Estados Unidos o Inglaterra. Él cree que estas nuevas fórmulas serán cada vez más 
frecuentes. Se expresaba en este sentido en términos muy parecidos a los que se 
utilizaban desde Copcisa Concesiones cuando se hablaba del ámbito de aplicación. Es 
decir, se abren nuevas posibilidades y hay que tener una visión y concepción más 
moderna que permita saber donde existen posibilidades interesantes y reales de negocio. 
 
 
• Concesiones como servicio global 
 
En este aspecto todos se mostraron de acuerdo de que es necesaria la mayor 
colaboración posible entre todos los agentes implicados para poder obtener la mayor 
eficiencia de la figura concesional. Especialmente importante será la coordinación entre 
Administración central y Comunidades Autónomas para grandes proyectos.   
 
Rafael Romero habló de la gran complejidad de los proyectos de concesión, sea 
cuales sea su ámbito de aplicación. En cualquier caso apuntó la necesidad de la mayor 
colaboración posible entre todas las partes, y especialmente en los proyectos 
transeuropeos, donde los problemas derivados de la necesidad de disponer de un 
proyecto común para dos países distintos (legislación, idioma, procedimientos 
constructivos, tradición, etc...) conlleva una dificultad enorme. 
 
El paso de concepto de red sectorial al de red integrada puede favorecer la 
interoperabilidad entre modos de transporte, elemento fundamental para un eficiente 
funcionamiento de toda la red de transporte ya sea en mercancías como en pasajeros. 
Además, la buena colaboración entre distintas Administraciones en la financiación de 
las infraestructuras puede ser muy positiva a la hora de desarrollar el sistema 
concesional. 
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• Zonas complementarias de explotación comercial 
 
José Manuel Vassallo se mostró un poco respetuoso respecto a la utilización de las 
zonas complementarias como fuente alternativa de ingresos. Especialmente por el hecho 
de que la incertidumbre sobre el grado de aceptación de un centro comercial o similar es 
muy grande. Si ya es complicado valorar el tráfico de la infraestructura, todavía lo es 
más valorar la utilización de un recinto anejo al mismo. Por todo esto José Manuel 
apuntó claramente a un elevado factor de riesgo si se decidía utilizar esta figura en la 
concesión. En comparación con la utilización de la financiación cruzada, las zonas 
complementarias serán aportaciones muy puntuales o residuales. 
 
Pablo Martín Huerta en cambio no se mostró tan escéptico, ya que consideró las 
zonas complementarias como un elemento secundario dentro de todo el esquema 
complejo de financiación. Desde esta perspectiva no es tan preocupante el riesgo que 
pueda suponer el desconocer el grado de utilización del mismo, y en cualquier caso, su 
aceptación o no, efectiva ya en la realidad, no debe suponer ningún problema para el 
planteamiento general de la financiación de la concesión. 
 
Se esta por lo tanto, ante dos visiones un poco diferentes según se considere el peso 
de la zona complementaria. Por otro lado, Joaquín Osorio se mostró también favorable y 
decidió a usar esta herramienta, como una más dentro de todo el abanico de 
posibilidades que ofrece la nueva Ley, y en parecidos términos se expresó Carlos 
Fernández de Castro. Mientras que Xavier Farriols mostró su especial preocupación por 
la necesidad de disponer de muy buenos estudios de tráfico (o grado de utilización) de 
la zonas complementarias. Desde el punto de vista financiero este punto es clave, el 
disponer de los tráficos con el menor error posible para así poder hacer una buena 
planificación financiera. 
 
 
• Reparto equilibrado de riesgos y equilibrio económico-financiero 
 
El equilibrio económico financiero de la concesión es un aspecto clave, a la vez que 
muy complejo. Poder plantear unas cláusulas que sean equilibradas para todas las 
partes, a la vez que permitan cumplir el objetivo de la concesión y además sean buenas, 
correctas u óptimas desde un punto de vista social, es un problema realmente complejo. 
En general, el tratamiento que hace la Ley, que no se puede olvidar es un tratamiento 
general y que debe concretarse más en los pliegos particulares de cada concesión no es 
malo.  
 
Pablo Martín Huerta expresó su convencimiento de que se ha intentado hacer lo 
mejor posible, y que en este terreno lo conseguido es bastante satisfactorio. Moviéndose 
en un planteamiento general como es el de esta Ley, tampoco se podía llegar a niveles 
de concreción mayores, a parte que concretar más quizá hubiera sido restrictivo porque 
hubiera impedido la aplicación a diferentes tipos de infraestructuras. Igualmente, Carlos 
Obeso habló en similares términos, diciendo que debido al tratamiento formal que debe 
tener una Ley de este tipo, no puede hacerse mucho más, y que el redactado que tiene la 
Ley, otorgando principalmente flexibilidad, posibilita que el resultado final de afrontar 
un tema tan complejo sea muy bueno. José Manuel Vassallo expresó una idea muy 
similar, no se llegará al objetivo ideal, porque realmente es imposible, pero el 
tratamiento general que hace la Ley es bastante bueno. Tanto José Manuel como Pablo 
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Martín, así como José Pablo Rodríguez y Joaquín Osorio hicieron especial hincapié en 
el hecho de que la restitución del equilibrio económico es ahora en ambos sentidos, y no 
exclusivamente como hasta ahora en uno solo. Incorporar este elemento a la nueva Ley 
es muy positivo, ya que favorece un mayor equilibrio entre las partes y supone un 
mejora de todo el elemento concesional desde un punto de vista más social. 
 
Carlos Fernández de Castro apuntó un elemento interesante relacionado, aunque no 
directamente, con el reparto equilibrado de riesgos. Es el hecho de que la relación 
Constructora/Concesionaria-Administración debe cambiar un poco. No puede continuar 
como hasta ahora, la Administración debe situarse más en una función de supervisión y 
no tanto de dirección de obra encima de la constructora/concesionaria. Ha de ser un 
poco más flexible y dejar que ya que es la empresa la que invierte su dinero, ella intente 
disponer todos los elementos como mejor le convengan (siempre dentro de unos límites, 
que es donde entraría la Administración). En una obra normal, la empresa juega un 
papel de ejecutor ya que quien pone el dinero es la Administración, en cambio, en una 
concesión la empresa también pone capital. Por lo tanto, no se puede esperar que ante 
un cambio de rol de esta magnitud, la Administración continué ejerciendo su anterior 
control. Este elemento debe ser considerado por la Administración a juicio de Carlos 
Fernández de Castro, y considera que es un elemento que puede ser importante a la hora 
de favorecer o no, la implementación de la colaboración privada dentro de la 
financiación de las infraestructuras. 
 
Carlos Obeso habló de manera similar. En una concesión, a la Administración debe 
importarle poco el cómo se construya, con que materiales, etc... si se cumplen las 
especificaciones indicadas en los pliegos de condiciones, en principio no debe haber 
ningún problema y no debe meterse mucho más. Siempre ha de existir una mínima 
supervisión para prever problemas graves una vez finalizada la obra, pero aún y así, si 
existe algún problema será la constructora quién deberá hacerse cargo del mismo así 
como de las sanciones e indemnizaciones pertinentes. Por esto, la Administración debe 
plantear unos pliegos claros, especificando claramente que es lo que quiere que se 
construya, dejando libertad al constructor para que lo haga lo más pertinente que 
considere, y después tener bien claras cuales son las sanciones a aplicar en supuestos de 
incumplimientos de garantías o defectos mayores una vez finalizada la obra. 
Evidentemente ejerciendo siempre un mínimo control en la fase de construcción, ya que 
problemas graves en la infraestructura pueden ocasionar perjuicios sociales importantes 
que la Administración debe en la medida de lo posible evitar. 
 
 
• Cláusula de Progreso 
 
Este aspecto es de los que genera más opiniones y más controversia. José Manuel 
Vassallo me transmitió la opinión de un constructor que había hablado con él en lo 
referente al ejemplo ya expuesto, de una autopista urbana, que debido a un cambio en la 
normativa de ruidos en la fase de explotación, obligaba a que se cubriera la misma. Si 
tomamos literalmente la cláusula de progreso tal como está redactada en la Ley, el 
cubrimiento debería ser enteramente a cargo de la concesionaria, en una inversión que 
podría superar a la inicial de construcción. Está claro que desde el punto de vista del 
constructor esto es inaceptable.  
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Así, Fernando Gutiérrez de Vera, mostró su idea de que en general la cláusula está 
bien planteada, pero que para casos extremos como éste, llevará a una renegociación de 
los contratos. Joaquín Osorio ante este ejemplo indicó claramente que esto llevaría a una 
rotura del equilibrio económico-financiero de la concesión, y que por lo tanto debería 
revisarse el mismo para poder acometer las reformas que fueran necesarias. Mientras 
que desde Copcisa Concesiones este ejemplo les sirvió para reafirmarse en la idea de 
que la cláusula de progreso tal como esta redactada actualmente en la Ley es muy 
deficiente. Fueron muy críticos con la cláusula de progreso ya que al estar muy mal 
concretada podía llevar a problemas importantes. Problemas que pueden dividirse en 
dos planos claramente diferenciados. Por una parte, en la fase de planificación de los 
proyectos, que ante inseguridades como las que ofrece la citada cláusula, lleva a 
considerar más riesgos y por lo tanto a encarecer la propuesta de la concesión. Y un 
encarecimiento de las propuestas por parte de los concursantes implica un mayor coste 
de todo el proceso. Es decir, una mala concreción conlleva que la concesión sea más 
costosa para la sociedad. Y por otra parte, el problema claro de la renegociación, la 
necesidad de sentarse Administración y Concesionaria para debatir y ponerse de 
acuerdo en un tema complicado y difícil de contrapuestos intereses. 
 
Pablo Martín Huerta, mostró su conformidad al respecto de que quizá falta 
concreción en la redacción de la cláusula, e indicó claramente, que en éste y en otros 
aspectos pueden surgir necesidades que hagan necesaria alguna modificación. Se mostró 
muy abierto a la posibilidad de añadir y modificar aspectos de la Ley, indicando que 
ésta no era un mucho menos una Ley ya cerrada. Eso si, para la cláusula de progreso 
manifestó que el espíritu de la Ley no permitía mucha mayor concreción, ya que la Ley 
está pensada como un marco general y regulatorio. Indicó que era necesario dirigirse a 
los pliegos particulares de cada concesión donde era allí que debían concretarse los 
aspectos más particulares de la cláusula de progreso. En similares términos se expresó 
José Manuel Vassallo, indicando que quizá la falta de concreción de la cláusula de 
progreso pueda rectificarse y mejorarse en cada pliego particular. En cualquier caso si 
que mostró su conformidad al respecto de que falta una redacción más clara de la 
cláusula de progreso en el texto de la nueva Ley que no de lugar a interpretaciones 
ambiguas. 
 
Ahora bien, el remitir la concreción de aspectos de la Ley a los pliegos particulares 
puede ser problemático. Puede darse la posibilidad de que existan muy distintas 
interpretaciones que provoquen desconcierto al concesionario a la hora de plantear las 
propuestas de las concesiones. Además, existe también otra cuestión importante 
planteada también por Carlos Fernández de Castro respecto a los pliegos particulares. 
Ellos se han encontrado con pliegos mal redactados y que plantean cuestiones que son 
prácticamente imposibles de cumplir. Una buena redacción de pliegos es imprescindible 
para que todo el funcionamiento de la Concesión sea positivo desde un principio. 
Xavier Farriols expresó igualmente esta necesidad, la de que los pliegos sean de calidad 
para que ya desde un comienzo las cosas estén bien planteadas y funcionen 
correctamente. Por eso, desde Copcisa Concesiones se remarcó especialmente el hecho 
de la necesidad de que los pliegos fueran de calidad, y que reflejaran realmente lo que 
significa el negocio concesional. En algunos casos que ellos se han encontrado parece 
que los redactores de los pliegos desconozcan la realidad de lo que supone una 
concesión. Es clara por lo tanto su petición al respecto de que los pliegos sean buenos. 
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Si en algunos casos los pliegos particulares ya son complejos de interpretar y tienen 
significativas carencias, sólo falta que además tengan que concretar aspectos que la Ley 
general reguladora deja con demasiadas ambigüedades.  
 
En cualquier caso, aunque las posturas respecto a la cláusula de progreso son un 
poco encontradas, parece haber un mínimo consenso referente a la falta de concreción 
en la nueva Ley. E igualmente se insiste desde todas las partes en que es necesario que 
los pliegos particulares sean de calidad para que permitan la redacción de buenas 
propuestas por parte de las concesionarias y se eviten el mayor número de problemas 
una vez arrancada la concesión, ya sea durante la construcción como especialmente 
durante la explotación. 
 
 
• Indicadores de calidad 
 
Los indicadores de calidad tienen una problemática similar a la de la cláusula de 
progreso. Pero en este caso tienen la ventaja evidente que en una Ley general no pueden 
detallarse más de lo que se ha hecho. Es claro que en lo referente a los indicadores de 
calidad hay que remitirse a los pliegos particulares, o a los pliegos generales para cada 
sector. En ellos debe decirse cuales son los que se usan, la forma en que se premia al 
concesionario, etc... Está fue la opinión de José Manuel Vassallo, y en general todo el 
mundo estuvo de acuerdo con ésta. 
 
Fernando Gutiérrez de Vera ahondo más en esta opinión, diciendo que la calidad de 
las infraestructuras depende esencialmente de lo que quiera conseguir la Administración 
concedente mediante las distintas cláusulas que disponga. Es un problema más de la 
Administración y los órganos concedentes que de la nueva Ley, que simplemente 
dispone e indica una preferencia para el uso de estos elementos. 
 
La idea general de usar unos indicadores de calidad es buena, y parece adecuada a 
todo el mundo. Falta ver con la experiencia de las sucesivas concesiones que se vayan 
dando como se irá conjugando este término, y si hará falta añadir o rectificar alguna 
cosa.  
 
 
• Iniciativa Privada 
 
Es un aspecto muy importante y novedoso de la Ley, que aunque en principio pueda 
parecer pasajero y poco destacable, no es ni mucho menos así. Aquí se mostraron 
distintas opiniones, no enfrentadas sino más bien en distintos planos de consideración. 
Pablo Martín Huerta expresó claramente que en el redactado de la Ley se quiso limitar 
los incentivos para no crear un mercado excesivo de proposición privada. Hubo un 
consenso en dar un incentivo, que claramente es necesario para favorecer la 
participación, pero igualmente no se quiso que éste fuera excesivo para no crear un 
mercadeo en las proposiciones privadas. 
 
José Manuel Vassallo lo planteó desde un punto de vista más teórico dada su 
experiencia en al ámbito de la investigación y en otros países como Chile. Para él, el 
incentivo de un 10 % propuesto por la Ley le parece poco. Todo depende de lo que 
quiera incentivarse al privado, pero tal como está presentado actualmente en la Ley 
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española, José Manuel Vassallo no espera que vaya a tener mucha acogida por parte de 
las constructoras/concesionarias. Fernando Gutiérrez de Vera mostró la misma opinión, 
es decir, que los incentivos económicos que se proponen son pocos, y que si se dan 
propuestas por parte de los privados será principalmente por las empresas que estén en 
posición de ventaja. José Manuel Vassallo, además, planteó su preocupación al respecto 
de que las medidas para incentivar al privado pueden llevar a falta de competencia 
(preocupación compartida desde las instituciones europeas). Las propuestas de otros 
países como Chile favorecen más la participación privada: el privado propone una idea 
no demasiado desarrollada, y la Administración debe pronunciarse sobre ésta. En el 
caso de que se pronuncie favorablemente, el privado desarrolla ya de una manera mucho 
más profunda la concesión en cuestión. De esta manera, se evitan costosos estudios que 
no llevan a ninguna parte. Además, el sistema chileno da más premios o privilegios al 
privado en el caso de que se presente para el concurso de la concesión. Este sistema 
favorece una mayor participación, pero claro, hay que contextualizarlo dentro del país y 
las circunstancias en que está desarrollado.  
 
Con respecto a esta cuestión, Joaquín Osorio se mostró muy entusiasmado en el 
sentido de que cree que si podrá tener un uso importante. Por lo tanto su visión contrasta 
un poco con las dos expuestas anteriormente. Igualmente comentó que no acababa de 
entender como el sector tenía una visión negativa de esta herramienta, ya que según él 
abre nuevas posibilidades muy importantes. Esta opinión era compartida en una reunión 
que mantuvo con el entonces Ministro de Fomento, Francisco Álvarez-Cascos, que 
mostró su opinión parecida en el hecho de que la nueva herramienta de la iniciativa 
privada que introduce la nueva Ley debería permitir oportunidades de negocio muy 
interesantes para las constructoras/concesionarias. Habló en dos términos, por un lado 
en el carácter de cada empresa, según sea más emprendedora o arriesgada, y por otro 
según se dé la experiencia en las primeras proposiciones de ideas que se presenten y 
como son evaluadas por todos los agentes, si como positivas, abriendo la puerta, o como 
negativas, cerrándola. 
 
Carlos Obeso también se mostró muy favorable a esta nueva cláusula. Para él, la 
iniciativa privada a nivel de concesiones abre o posibilita, nuevos y rentables negocios. 
Indicó que es una herramienta que puede favorecer el desarrollo de aquellas empresas 
con una buena concepción del negocio concesional. Un factor importante que puede 
marcar el desarrollo de la iniciativa privada es la acogida que tenga por parte de las 
diferentes Administraciones. Pero en su opinión, las operaciones ligadas a los 
ayuntamientos pueden representar negocios importantes. Especialmente por que a este 
nivel, una buena presentación, un cuidado marketing de la idea que queremos vender, es 
fundamental para que sea aceptada o no, y ante esta situación se abren muchas 
perspectivas.  
 
También Carlos Obeso estableció un paralelismo entre la figura de la concesión de 
obras públicas a instancia de particulares, y la reciente figura del agente urbanizador de 
la Ley Valenciana. Con ésta, el agente urbanizador, que podía no poseer un solo metro 
cuadrado de terreno, podía si presentaba un proyecto interesante a la administración 
empezar una obra que representaba la expropiación de terrenos de gente que estaba allí 
desde hacía muchos años, y que tenían por lo tanto muchos más derechos que él que no 
tenía un solo metro. Con la proposición de ideas, puede pasar otra cosa similar respecto 
a las empresas o privados que opten por presentar sus propuestas. Esta claro que esto 
puede representar ciertos problemas, pero visto desde el punto de vista del empresario, 
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se abren multitud de posibilidades si se sabe tener una buena visión. Se abre la 
posibilidad a todo tipo de operaciones inmobiliarias, recalificaciones posteriores, etc… 
 
En definitiva, para Carlos Obeso hay dos factores importantes y nuevos, y que 
conjugados ofrecen muchas posibilidades: por una parte la iniciativa privada y todo lo 
que se ha comentado que lleva asociado, y por otra la modalidad que introduce la Ley 
de que la Administración puede adjudicar a un concesionario, como contraprestación 
por efectuar determinada obra, una concesión de dominio público en la zona de 
servicios o en el área de influencia en que se integre la obra.  
 
Una buena visión de estos dos elementos, una integración adecuada de los mismos, 
y una buena venta de la idea, ofrece multitud de posibilidades de negocio rentable. 
  
Como conclusión, prácticamente sólo Joaquín Osorio y Carlos Obeso mostraron su 
predisposición por apoyar esta herramienta como elemento importante dentro de la 
planificación y estrategias empresariales. Si bien es verdad que aunque sólo fueron ellos 
dos, mostraron un evidente entusiasmo y han visto en ella una cláusula importante y a 
muy a tener en cuenta. Todos los demás se mostraron mucho más reticentes y con 
mucho menor ánimo o perspectivas a usarla. 
 
 
• Plazos máximos concesionales 
 
Los nuevos plazos aunque importantes, no son uno de los aspectos donde pueda 
discutirse más. En cualquier caso, José Manuel Vassallo si apuntó la posibilidad de 
utilizar plazos concesionales cortos con un valor de reversión final, que en correctas 
circunstancias si pueden introducir una mejora en todo el sistema concesional, y 
especialmente en la competencia entre concesionarias durante el periodo de calificación 
y concurso. Las principales ventajas de dicho método son la mejor previsión por parte 
de los licitantes y la administración de las variables fundamentales de la concesión 
(demanda, coste, etc...) y la reducción de incertidumbres. Aunque la aplicación de 
periodos cortos de concesión está más indicado para el caso de países en fase de vía de 
desarrollo donde este tipo de concesiones facilita la incorporación del sector privado. 
 
Volviendo a la Ley Española, lo que si hay que destacar es que los plazos máximos 
pueden ampliarse hasta los límites que la misma establece, para reestablecer el 
equilibrio económico del contrato o para satisfacer los derechos de los acreedores en 
caso en que los derechos de crédito del concesionario hayan sido objeto de titulización. 
Este margen está muy bien valorado desde las entidades financieras, tal como expresó 
Xavier Farriols. 
 
 
• Diversificación fuentes financiación 
 
Es uno de los aspectos clave de la nueva ley tal como se puede ver por ejemplo, por 
la extensión en que es tratado en el texto. Pablo Martín Huerta indicó que las nuevas 
fórmulas en realidad ya estaban contempladas anteriormente. El caso es que ahora se ha 
querido dotar a éstas de mucho más rigor y seguridad para así poder atraer de manera 
mucho más eficaz a las entidades financieras. Tanto la hipoteca de la concesión como la 
titulización eran posibles, aunque estaban muy escasamente reguladas. Lo que viene a 
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hacer la nueva Ley es intentar ampliar y dotar de las seguridades suficientes todas estas 
formas de financiación. Tal como comentó Pablo Martín Huerta, todas estas fórmulas 
han sido tratadas por el ministerio de Hacienda, que puso en su momento las objeciones 
que consideró oportunas. Mostró su convencimiento de que en la Ley se dan muchas 
posibilidades para que cada proyecto elija la que se adapte mejor a sus circunstancias. 
Rafael Romero y Xavier Farriols comentaron la misma idea, que la Ley es flexible y da 
muchas posibilidades. Y como comentaron José Pablo Rodríguez, Joaquín Osorio y el 
mismo Pablo Martín Huerta, las opciones que no están contempladas y reguladas dentro 
de la Ley no quiere decir que no se puedan usar, sino al contrario. Se puede plantear a la 
Administración cualquier fórmula que se considere oportuna, y después ya decidirá ésta  
si la considera o no.  
 
Tanto la hipoteca como la titulización aplicadas a la infraestructura son fórmulas de 
tradición más anglosajona, por lo que la implementación dentro de sistemas como el 
español puede ser un poco compleja. En cualquier caso ha de verse como evolucionan 
éstas para entonces poder sacar conclusiones. Xavier Farriols indicó que así como la 
hipoteca de la concesión no acaba de verla con demasiada aplicabilidad, la titulización 
de los derechos del concesionario si puede tener mayor uso.  
 
Al respecto de la titulización indicar lo que comentó José Pablo Rodríguez al 
respecto de que actualmente se está estudiando las posiciones mayoritarias para ver si 
puede haber vulnerabilidad de la Ley. Lo que no se puede permitir es que mediante una 
concesión administrativa se pueda llegar a la especulación, extremo posible en el caso 
de una venta mayoritaria de las acciones. Es por eso que actualmente hay un estudio en 
curso para ver si es necesario tomar alguna medida a este respecto. Será necesario estar 
atento a esta cuestión para ver que medidas son las tomadas finalmente, aunque es 
probable que se prohíba lo que actualmente permite la Ley, es decir el traspaso 
mayoritario de las acciones y la consiguiente posibilidad de jugar a la especulación con 
las concesiones. 
 
También es interesante comentar lo que Rafael Romero, Xavier Farriols o Joaquín 
Osorio, así como la mayoría de entrevistados comentaban al respecto de que ha habido 
un cambio en las entidades financieras. Antes, los bancos, tanto tenías y tanto te daban, 
y no se podía pasar de aquí. En cambio ahora, ya “creen” en las operaciones ligadas a 
las infraestructuras, y no son reticentes a invertir en ellas. El concepto imperante es la 
capacidad de generación de beneficios futuros como muestra de la fortaleza o no de un 
proyecto. Es por eso que las concesiones, especialmente si tienen buenos estudios que 
las respalden, en tanto en cuanto tienen una capacidad de beneficio, son posibles 
inversiones para los bancos y entidades de crédito. Este cambio de mentalidad ha sido 
un factor clave para el desarrollo de la participación privada ligada a las 
infraestructuras, sin éste, hubiera sido muy difícil llegar al punto donde se está ahora 
actualmente. 
 
Relacionado con la capacidad de generar beneficios futuros y la confianza que en 
ello tienen los bancos, está el sistema Español de ampliación de plazo de la concesión 
en cuanto puedan aparecer problemas en la misma. José Manuel Vassallo lo comentó 
claramente: El problema en una concesión viene cuando por razones varias, y dentro ya 
de los años de explotación de la misma, hay una caída importante de la demanda. Esto 
puede llevar a una caída del “cash-flow” de la concesión, y originar en una falta de 
liquidez para poder afrontar los pagos con los bancos, etc... Esta claro que los bancos 
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quieren un pago actualizado, de manera que aquí se presenta un problema. En otros 
países, en estas circunstancias, es decir, una falta de ingresos por debajo de un coste 
mínimo garantizado establecido previamente, la administración concedente pone el 
dinero suficiente hasta llegar hasta este nivel mínimo. De esta manera lo que se 
consigue, es que la concesionaria pueda afrontar esta falta de liquidez y mantener sus 
pagos con los bancos. Ahora bien, el sistema español no establece este mecanismo, sino 
que como se ha dicho utiliza al plazo como variable de pago. Al aumentarse el plazo de 
la concesión lo que se esta haciendo es aumentar el valor de la misma, de manera que 
aunque esta medida no aporta liquidez inmediata para con los bancos, lo que si que 
permite es una renegociación de los contratos con los mismos mucho más fácil y ágil. 
Esto es así porque al aumentar el plazo, lo que se está haciendo es garantizar unos 
ingresos futuros, por lo que aunque en el momento no se tenga liquidez, si que se sabe 
que aumenta el valor de la concesión, hecho que los bancos valoran positivamente. De 
manera que se puede decir que el sistema español tiene un sistema de renegociación 
bueno pero en “segunda derivada”, mientras que otros sistemas lo son en “primera 
derivada”. No es un sistema inmediato, pero funciona igualmente. 
 
El hecho de que los bancos tengan la confianza suficiente en estos años de más de la 
concesión permite al sistema Español jugar con el aumento o la disminución del plazo 
concesional. Ahora bien, como comentó Xavier Farriols, es muy importante que el 
margen de años posible para aumentar el plazo de la concesión sea lo suficientemente 
grande para recuperar la inversión, ya que si este plazo no es grande, se estará en una 
situación muy complicada y comprometida, donde puede que no se llegue a recuperar 
las inversiones o hacer frente a los pagos de los bancos. 
 
Finalmente comentar la opinión que expresó José Manuel Vassallo al respecto de 
que en el tema de la financiación, la Ley entra en algunos aspectos demasiado a 
concretar, de manera que se produce una “sobreregulación”. Tal como esta redactada la 
Ley, existe un encasquetamiento que limita las posibilidades y los posibles acuerdos a 
los que podrían llegar las partes. Quizá dejando más libertad las partes podrían llegar a 
acuerdos más favorables. Además, la Ley se centra demasiado en regular la financiación 
a partir de títulos respaldados por los derechos futuros de la concesión y en la hipoteca 
de la misma, dejando de lado otros mecanismos que también pueden tener su 
importancia a la hora de financiar las infraestructuras. 
 
 
• Formas de retribución al concesionario 
 
Tal como dijo Pablo Martín Huerta, se ha querido recoger la experiencia recogida en 
los años de concesiones de autopistas y generalizarlo a todo tipo de infraestructuras. En 
este sentido, las posibilidades de retribución son amplias y muy flexibles, como también 
comentó Rafael Romero. Siguiendo con el espíritu de la Ley se dan varias opciones para 
que cada proyecto se adapte a la que considere más oportuna. 
 
Comentar que aunque el tema político no debe influir excesivamente en la Ley y la 
concepción general de la financiación privada, si es probable que con un gobierno de 
izquierdas se utilicen con más asiduidad fórmulas tipo peaje en sombra. Cuestión en la 
que todos los entrevistados estuvieron de acuerdo. 
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• Aseguramiento de la continuidad en prestación del servicio público 
 
La Ley quiere dar el máximo de seguridades a todas las partes en el caso de que se 
den problemas en el concesionario. Ahora bien, aunque pueda pensarse que es un tema 
secundario no es así. Ha habido mucha polémica porque alude a una situación muy 
problemática y que originaría sin duda muchos problemas a todos los agentes, tal como 
nos comentó José Manuel Vassallo. El aseguramiento del servicio público de la 
concesión, es decir todo la cuestión de penalidades y secuestros de la concesión, es tema 
principal, ya que las garantías que se quieren dar a los acreedores para atraer la 
inversión privada con las nuevas fórmulas de financiación, revierten al final a las 
cuestiones donde puedan existir problemas, que no son otras que la quiebra de la 
concesionaria, posibles multas, el secuestro de la misma o bien su resolución, etc...  
 
Pues bien, el artículo 254 es el que muestra más problemas, ya que no acaba de dar 
una forma concreta a todo este tema, a parte de que sigue relacionado con la 
financiación, al encasquetar demasiado las posibilidades que existen. Podría darse un 
tratamiento mejor a este tema, ya que como hemos dicho la solución final adoptada no 
acaba de ser muy satisfactoria para las partes.  
 
En concreto el artículo 254 establece el régimen jurídico en el caso de que se 
produzca la extinción de la concesión, y distingue entre que la extinción sea imputable 
al concesionario o no.  
 
En el segundo caso, que se produjera causa de resolución no imputable al 
concesionario y los acreedores no se hubieran satisfecho íntegramente de sus derechos, 
la Administración podrá optar por actuar conforme a lo previsto en el párrafo a) del 
articulado 254, o bien por resolver la concesión acordando con el representante de los 
acreedores la cuantía de la deuda y las condiciones en que deberá ser amortizada. A 
falta de acuerdo, la Administración quedará liberada con la puesta a disposición de la 
diferencia entre el valor nominal de su inversión y las cantidades percibidas hasta el 
momento de resolución de la concesión tanto en concepto de intereses como de 
amortizaciones parciales. 
 
Estos dos puntos, los 254.4 y 254.5 han sido criticados fuertemente por los 
promotores y las entidades financieras, ya que perjudica a los acreedores transfiriendo 
riesgos innecesariamente del concesionario a los financiadores sin que la administración 
obtenga ninguna ventaja adicional. Parecería más adecuado que el valor de la 
indemnización fijada en el artículo 266 se ceda al acreedor siempre y cuando no supere 
el principal no amortizado más el importe de la indemnización por vencimiento 
anticipado. Si no se hace así, los que tienen los títulos pueden llegar a la situación de 
que a partir de un momento dado, cuando la suma de las cantidades de principal más 
intereses igualen al principal del crédito, no cobrarán nada. Por el contrario, si hubieran 
sido prestamistas, aun sin obtener todas las ventajas previstas para la titulización, 
conseguirán recobrar como mínimo la parte no amortizada de la inversión que la 
Administración abona al concesionario. 
 
Por su parte, las entidades financieras han apuntado que con relación a los derechos 
mínimos mencionados, la Ley los regula únicamente en el caso de financiación 
mediante la incorporación del crédito a títulos negociables objeto de emisión, por lo que 
deja entender que no se protege a otro tipo de acreedores, entre ellos los acreedores 
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bancarios, cuyos derechos no estén incorporados a títulos negociables emitidos, una 
estructura que es probable que se dé en la financiación de las infraestructuras. 
 
En general, José Manuel Vassallo mostró que existe una opinión un poco 
desfavorable al tratamiento que hace la Ley de todo este tema en la mayor parte de los 
círculos financieros. Preguntado al respecto, Pablo Martín Huerta nos comentó que 
muchos de estos temas fueron estudiados y tratados por el Ministerio de Hacienda, y 
que fueron ellos los que dispusieron. Ahora bien, si que dijo que ya sin entrar a aspectos 
concretos que hubieran podido resolverse mejor, hay que tener en cuenta que el contrato 
de concesiones es un contrato en principio entre la Administración y la concesionaria, 
los financiadores, aunque parte muy importante, no dejan de ser terceros dentro del 
contrato. Es por eso que estas críticas no acaban de entenderse muy bien, porque sin 
entrar a aspectos muy concretos, lo que si es claro es que la Administración lo que hace 
es más un favor al garantizar a elementos, los terceros, que no entran directamente 
dentro del contrato. 
 
Son terceros en el contrato entre dos partes, por lo que si la Administración ha 
querido entrar a dar garantías es porque entiende que hay que dar las mayores 
facilidades para que el contrato de concesión sea atractivo para todos. Se puede entender 
que la queja sea más o menos justificada cuando se entra a valorar ciertos aspectos, pero 
en el marco general no hay que olvidar este comentario. 
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8. Conclusiones del estudio sobre la Nueva Ley Reguladora del 
Contrato de Concesión de Obras Públicas 
 
8.1 La Nueva Ley, una herramienta con una clara vocación de regulación e 
innovación a disposición de la Administración y las Empresas, aunque con 
posibilidades de desarrollo y mejora 
 
• La Financiación Cruzada será de uso muy frecuente  por las 
Administraciones en un futuro próximo, tal como indicó J.M. Vassallo por 
sus reuniones con el Ministerio de Fomento.  
 
• Se marca una tendencia en la busca de la calidad en la explotación de las 
concesiones: Cláusula de progreso e Indicadores de calidad. 
 
• Posibilidad perdida de sacar la Ley General con las Leyes Sectoriales, (Ley 
de Servicios). 
 
• Necesidad de un mejor desarrollo reglamentario de la Cláusula de Progreso. 
 
• Mayor libertad entre las partes posibilitaría acuerdos mejores en la 
financiación  (sobreregulación en algunos aspectos de la financiación) 
 
• Carencia de regulación de beneficios fiscales para las sociedades 
concesionarias, (Ministerio de Hacienda, P.M. Huerta). 
 
• Necesidad de aclaración al considerar la aplicación de algunos tributos. 
 
 
 
8.2 El nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras  
 
8.2.1 Los diferentes agentes y el nuevo reto al que se enfrentan 
 
• Nueva visión → 1) Capacidad para anticipar y dar respuesta a necesidades 
de Financiación.  
2) Calidad técnica para la construcción. 
3) Disponer de todos los elementos para la fase clave, la 
gestión. 
 
- La concesión como gestión global e integral de un proyecto. (ej. carretera) 
- Reordenamiento de las ideas más tradicionales, apertura a la ampliación 
concesional. 
- Buenas ideas ↔ Buenos proyectos. 
 
   99
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
• Empresas → Ley orientada a los grandes grupos, pequeñas/medianas 
mercado de concesiones de ayuntamientos. Cierta limpieza horizonte ~ 2007 
(especialización o unión). 
 
• Cambios en la Administración → 
 1) Diferente rol, más de supervisión y mayor flexibilidad. 
 2) Redacción cuidada y de calidad de los pliegos. 
 3) Agencia estatal de Asesoramiento (F.G. de Vera, UK). 
 4) Agencia estatal de Planificación (“La táctica consiste 
en saber qué hacer cuando hay algo que hacer. La 
estrategia, en saber qué hacer cuando no hay nada que 
hacer” Savielly Tartakover). 
 
8.2.2 El mercado y su respuesta futura al nuevo escenario que plantean las APP 
 
• Implantación a un máximo del 20% de la inversión. (F.G. de Vera, UK). 
Aumento a corto y normalización y reequilibrio a medio/largo plazo. Seguirá 
recayendo la mayor parte de inversión en la Financiación Pública. 
 
• Boom concesional en 4 ó 5 años, nuevo mercado de Gestión de la 
explotación, ya sea obras públicas como servicios. 
 
• Nuevas operaciones → Concesión de Dominio Público + Concesión a 
instancia de Particulares. Modelo anglosajón de operaciones inmobiliarias 
ligadas a Financiación de Infraestructuras, como apuntaron algunos de los 
entrevistados. 
 
• Ligar Fondos de inversión a largo plazo con proyectos concesionales. 
 
• “El desarrollo de las APP se inscribe en la evolución más general del papel 
del Estado en la esfera económica, y su evolución desde la fundación de 
operador directo a la de organizador, regulador y controlador” (Servicios 
Mercado Interior de Bruselas) 
 
8.2.3 Elementos coyunturales actuales a tener en cuenta en el desarrollo de las 
Asociaciones Público-Privadas 
 
• Liderazgo Mundial → Exportación de “know-how” por los grandes grupos. 
Ley como referente para otros países. 
 
• Apuesta clara desde CEE por las APP. 
 
• 2007 como fecha límite de recepción de fondos europeos: búsqueda de 
nuevas fórmulas para el mantenimiento de la inversión. 
 
• Internacionalización → Europa del Este (Sistema jurídico maduro y 
Administración) 
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8.2.4 Elementos de futuro y de debate: es necesario profundizar y darles respuesta 
 
• Peaje si/no → Ahora otro panorama, pago por la eficacia global del sistema 
conjunto de transporte. 
 
• Sociedad → Mayor información. Si buenos proyectos no se generan 
protestas (AVE Mad-Bcn, Trambaix, etc…) 
 
 
 
 
8.3 Conclusiones  desarrolladas del estudio sobre la Nueva Ley Reguladora del 
Contrato de Concesión de Obras Públicas 
 
8.3.1 Apuntes clave sobre los aspectos más novedosos de la Nueva Ley 
 
• Ámbito aplicación  
1) Extensión a todo tipo de infraestructuras: necesidad de adaptación a 
estas nuevas posibilidades, ya no solamente autopistas, (aunque Ley 
como generalización y experiencia de este sector). 
 
• Financiación cruzada  
1) Relación funcional entre obras: antes concepción de “conexión física”, 
ahora relación mucho más amplia (incidencia importante entre ellas). 
2) Efectos no deseados de falta de publicidad y concurrencia (CEE muy 
duro). Uso “generoso” puede llevar a efectos no deseados. 
3) Ha de permitir soluciones originales y novedosas. 
4) Uso masivo por parte de Administración, especialmente la central. 
 
• Zonas complementarias explotación comercial  
1) Muy difícil asegurar su aceptación (es elemento de 2º orden).  
2) Han de tratarse como elemento complementario en la financiación. 
3) Aplicabilidad limitada: no todas las infraestructuras pueden aprovechar 
esta herramienta. 
4) Uso escaso y de poco peso. 
 
• Cláusula de Progreso  
1) Idea de fondo bueno, tratamiento malo.  
2) Necesidad de un desarrollo reglamentario más adecuado en la Ley 
general y especialmente en los pliegos.  
3) Problemas en el futuro, elemento a considerar en el contrato por parte 
de las empresas!! (discrepancias  importantes con Administración, o bien, 
posibilidad de aumento de renegociaciones). 
 
• Indicadores de Calidad  
1) Elección cuidada de los parámetros y que no lleven a efectos 
perniciosos.  
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2) Uso en aumento en el futuro, cada vez más se tendrán en cuenta 
aspectos de calidad que medirán la buena o mala explotación: necesidad 
de anticipación y adaptación a este nuevo escenario. 
 
• Iniciativa Privada  
1) Poco incentivo, expresamente desde ministerio.  
2) Grupos en posición dominante del mercado pueden hacer uso de esta 
herramienta.  
3) ¿Como responderá la Administración?: se tendrá que ver y actuar en 
consecuencia.  
4) CEE muy sensible si excesivas ventajas. 
 
 
• Fuentes financiación  
1) Flexibilidad suficiente para adaptarse al mayor número de supuestos.  
2) Poco tratamiento fórmulas más tradicionales.  
3) Aún y así, sobre regulación, posibilidad de mejores acuerdos si 
libertad entre las partes.  
4) Aprovechar que la cultura de inversión en infraestructuras ya es una 
realidad.  
5) Observar la experiencia que se vaya dando.  
6) Fórmulas más extensas y reguladas, en realidad no son tan 
innovadoras. 
 
• Necesidad de regulación y aclaración de cómo considerar determinados 
tributos!! (P.M. Huerta) 
 
• Carencia de regulación de beneficios fiscales  
1) Se traslade a usuarios con menores tarifas. 
2) Haga viables mayor número de proyectos.  
3) Ministerio de Hacienda, P.M. Huerta. 
 
• Aseguramiento del servicio público → 1)Artículo 254 
 
 
8.3.2 Un nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley de 
Concesiones de Obras Públicas 
 
• Cantidad  
1) En CEE y España aumento de APP en los próximos años.  
2) Aumento a corto y normalización a medio-largo.  
 
• Implantación  
1) No todo es privatizable: Inicialmente establecimiento de las 
concesiones, después reequilibrio del mercado por si solo (rentables en 
concesión privada, las no-rentables a manos de la Administración). 
Aplicabilidad inicial como respuesta a las necesidades existentes 
corregida posteriormente por el mercado.  
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2) Corrección: Criterios rentabilidad y coyuntura económica o situación 
general.  
3) Mayor diversificación de tipos de obra que hasta ahora.  
4) Depende en gran medida de voluntad del Estado  
5) Comparación Reino Unido – 20% como máximo (seguirá el peso de la 
financiación pública! 
 
• CEE  
1) Apuesta por APP, mayor peso.  
2) Redes transeuropeas.  
 
• Política  
1) Camino ya está impuesto y marcado.  
2) No variaciones aunque alternancias partidos. 
2) Dar respuesta a las necesidades!!  
3) Camino en CEE claro respecto a las APP.  
4) PSOE utilizar fórmulas peaje en sombra.  
5) Distinto uso de la herramienta que supone la nueva Ley.  
4) Redacción cuidada de la Ley para que sea herramienta utilizable por 
todos, no exclusiva de uno.  
 
• Negocio Concesional  
1) Concesión: No se generan plusvalías (como compra edificios), se 
depende exclusivamente de capacidad de generar beneficios futuros → 
Riesgo elevado (internalizar y ser capaces de gestionar todos los factores 
que afectan a una concesión).  
2) Rentabilidades bajas, con poco margen de maniobra y con facilidad 
para que la TIR baje, y muy complicado recuperar después.  
 
• Internacionalización  
1) UTE’s temporales o para implantación, compra o fusión con grupo 
local.  
2) Capacidad financiera, marca una selección de empresas! 
 
• Ley General vs. Leyes Sectoriales  
 
• Calidad  
1) Dos ámbitos: a) Construcción (Niveles muy buenos actualmente, 
evolución que tenga el sector/ importancia medioambiental), b) 
explotación (Ley especial énfasis: Cláusula de progreso y indicadores de 
calidad, sensibilidad del legislador al respecto. Falta avanzar en 
rehabilitación y mantenimiento, no solo en concesiones sino en general/se 
podría se más duro).  
2) Lo marca directamente cada pliego de condiciones técnicas, depende 
directamente de cómo se planteen las infraestructuras por parte de la 
Administración. 
 
• Administración  
1) Importancia a todas aquellas iniciativas de reducción de déficit! 
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2) Agencia u organismo responsable del sistema concesional (ojo con q 
sea solo mayor interferencia y burocracia!).  
3) Administración diferente rol,  mas de supervisión y mas de flexible (de 
acuerdo a la filosofía del negocio concesional, empresa invierte 
dinero!)/Cambio complicado para pequeñas administraciones, 
especialmente ayuntamientos.  
4) Pliegos de condiciones bien redactados! (actualmente falta de calidad y 
conocimiento en alguno de ellos) Imprescindible un buen redactado: sino 
conlleva aumento de costes para todas partes y posible renegociación 
posterior.  
5) Agencia estatal de asesoramiento en materia concesional, ejemplo 
Reino Unido, gran aplicación y buenos resultados para optimizar la 
implantación de las concesiones, especialmente en ayuntamientos y 
pequeñas administraciones! 
 
• Sistemas licitación  
1) Mantenimiento de concurso frente a subasta aunque posible falta de 
transparencia. 
2) El concurso negociado quizá el mejor, pero necesidad de disponer de 
muchos recursos que no se tienen en la Administración ahora, mucho 
trabajo. 
 
• Sociedad  
1) Mayor información (si privatización, bajada impuestos en paralelo, no 
sacarse la segunda de la nada).  
2) Elaboración buena y cuidada de los proyectos da garantías de buena 
recepción por parte de la sociedad, no rechazo social (Trambaix, AVE). 
 
• Estrategias empresariales  
1) Diversificación en negocios más seguros = concesiones de servicios 
más seguras que las de obra pública (ingresos conocidos y garantizados, y 
en fallida inversión realizada es poca y recuperable). 
2) Asociación de medianas empresas para acceder a concesiones de 
mayor volumen.  
3) Ayuntamientos uso elevado → concesiones de menor presupuesto para 
empresas pequeñas o medianas (volumen total muy importante).  
4) Cierta limpieza de empresas pequeñas-medianas en horizonte 2007, 
relacionadas con la especialización y cierta reducción de mercado.  
5) Es el proceso final dentro de la unión de empresas y de sus funciones, 
UTE’s para la construcción, concesión para todos los elementos del 
proyecto!  
6) Ley orientada más a las grandes empresas, ya saben como funciona 
todo, pequeñas mas perdidas (agencia estatal asesoramiento!) 
 
• Futuro Ley   
1) 1er paso, previsibles revisiones y modificaciones, mismo redactor 
abiertos a cambiar si algo no funciona, no es texto inamovible (pensar 
que se podría cambiar!)  
2) Leyes sectoriales!  
3) Adaptación a normativas europeas.  
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4) Posibilidad de nueva ley referente a concesión de servicios (muy 
compleja y muchos agentes implicados) 
 
• Posibilidad perdida → Sacar Ley general actual + leyes sectoriales 
desarrolladas (mucho esfuerzo y mucho tiempo) = más recomendable 
 
• Europa del Este  
1) Situación similar a la que vivió España en el pasado (conocimiento de 
esa realidad)  
2) Presencia de grupos españoles (Ferrovial con la polaca Budimex)  
3) Zona de negocio importantísima a corto/medio plazo, gran volumen de 
inversión que se prevé.  
4) Estructuras financieras no todo lo sólidas que deberían ser (proceso de 
incorporación a UE excesivamente rápido, probablemente por tema 
inmigración)  
5) Aunque en la UE, no existen las garantías que se podría esperar  
6) Salir al exterior complicado (aún más en concesión)  
7) Necesidad de que incorporen sistema jurídico maduro (no solo Ley 
concesional, sino también  expropiaciones, etc...)  
8) Las concesiones dependen del órgano de contratación → medida de 
capacidad de quien las concede 
 
• Nuevas operaciones →  
1) Concesión de dominio público! (muchas posibilidades). Modelo 
anglosajón de operaciones inmobiliarias ligadas a la financiación de 
infraestructuras (más frecuente allí). Conocer estas aplicaciones puede 
permitir desarrollar oportunidades de negocio importantes en España!  
2) Concesión de dominio público + instancia a particulares → 
importantes posibilidades sobretodo si se sabe vender bien! 
(Ayuntamientos pequeños).  
3) Opciones parecidas a las del agente urbanizador de la Ley Valenciana  
 
• Nueva visión  
1)  Reordenamiento de las ideas más tradicionales.  
2) Concepto de concesión en elementos muy diferentes (p. ej. geriátricos, 
colegios, prisiones, etc...). 
3) Más amplia y con mayor horizonte.  
4) Estructura en la empresa necesaria para gestionar.  
5) Nueva visión en tres elementos: a) capacidad para anticipar y dar 
respuesta a necesidades de financiación, b) calidad técnica para la 
construcción, c) todos los elementos de gestión para la explotación  
6) Buenas ideas ↔ buenos proyectos 
 
• Importancia en la explotación → negocio en construcción relativo, bancos te 
piden un interés, y una vez cubierto éste, todo el margen que se genera en 
la explotación es beneficio, por lo tanto donde se hace o se puede hacer 
negocio es en la explotación.  
 
• Iniciativa privada  
1) Ver como responde la administración. 
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2) Nuevas y grandes posibilidades.   
3) Carácter emprendedor y atrevido  
4) Utilización importante según tipo de empresa.  
 
• Financiación  
1) Mecanismos rápidos de retorno de la inversión (para poder seguir 
invirtiendo, salidas a bolsa, p.ej. Aurea en Dragados). Es función de si va 
bien la concesión, si es así retorno rápido, sino problemas = gestión! 
2) Confianza financiera de la Administración concedente.   
3) Agrupación empresas pequeñas para obtener buenos acuerdos! (se verá 
más en el futuro) 
 
• Financiación bancos  
1) Menor margen de desviaciones posibles (evitar la revisión de las 
previsiones!)  
2) Buen estudio de tráfico, contrato de llaves en mano cuando sea 
posible, y buen estudio de lo que el usuario está dispuesto a pagar.  
3) Cultura de inversión en infraestructuras ya es una realidad 
(aprovechar).  
4) Importante que haya margen entre final concesión y final de todos los 
pagos.   
5) Primeros años, de 2 a 5, son los críticos (aceptación o no). Respuesta y 
reevaluación o no. 
 
• Separación de funciones → Constructora-construcción y sociedad 
concesionaria-explotación, aunque sean del mismo grupo favorece que 
objetivos y funciones sean claros. 
 
• Ir “andando”  
1) Colaboración y experiencia que se debe ir dando para saber lo que hay 
que cambiar. 
2) Boom concesional en 4 ó 5 años!  
3) Acumular experiencia y distintas realizaciones para  poder aprender, 
estamos en momento inicial. 
 
• Nuevo mercado de gestión de la explotación, ya sea de obras públicas ya 
realizadas como de servicios en general. 
 
• Final Fondos Europeos 2007  
1) Cambio no tan brusco como se dice.  
2) Seguirán existiendo necesidades dato del “Gabinet d’Estudis 
Econòmics”.  
3) Política de déficit cero compaginable con momentos puntuales de 
endeudamiento. 
4) Posible limpieza de pequeñas empresas, que si no se especializan o se 
juntan, no podrán optar al mismo mercado. En las grandes cambios no 
apreciables (cuanta mas diversificación o especialización menos 
afección). 
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• Peaje si/no → Se pasa de pagar para acceder a vía en concesión vs. Vía pública 
q se supone gratuita. Ahora otro panorama, pago para eficacia global del 
conjunto de transporte, (posibilitar la ingente inversión de conservación 
de vías y medidas para mejorar movilidad). 
 
• Táctica/estrategia → La táctica consiste en saber qué hacer cuando hay algo 
que hacer. La estrategia, en saber qué hacer cuando no hay nada que 
hacer. (Savielly Tartakover, Gran Maestro Polaco) → Organismo de la 
Administración que anticipe y de respuesta a las necesidades de 
planificación de las infraestructuras, dinámica más intensa a nivel de 
gestión (agilidad para planificación de proyectos). Mejorar la estrategia 
porque es casi nula, detección de necesidades y plantear primeras 
soluciones para que en su momento sean desarrolladas sin la pérdida de 
tiempo que se da cuando nos damos cuenta de que se necesita algo ya, y 
se tiene que plantear desde cero. (ejemplo de Holanda) Elemento 
administrativo a este respecto muy importante y necesario! 
 
 
• Ligar fondos de inversión a largo plazo con proyectos concesionales (los dos 
plazos extensos), ejemplo de Estados Unidos que es donde los fondos de 
inversión tienen realmente el dinero! 
 
• Liderazgo mundial  
1) La Ley es un referente a nivel mundial (traducción mucho éxito, 
PMH), exportación de experiencia que se de en nuestro país para liderar 
el “know-how” en materia concesional donde grupos españoles están a la 
cabeza.  
2) A medio largo plazo surgirán distintos grupos que ocuparan cuota de 
mercado, reparto más equilibrado del mercado (estamos en etapa inicial 
de un mercado, evolución como en cualquier otro). 
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A.1 Agradecimientos y entrevistas para la tesina 
 
A continuación se da una lista detallada de todas las personas con las que he podido 
realizar una entrevista, además de las personas que me han aportado abundante 
información y ayuda. A todos ellos muchas gracias por su ayuda y colaboración. 
 
• José Manuel Vassallo Magro, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, profesor titular de la Universidad Politécnica de Madrid, U.P.M. en el 
departamento de Transportes (TRANSYT). 
• José Pablo Rodríguez-Marín Sastre, Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, master en economía y dirección de empresas, Gerente de Port 2000.  
• Joaquín Osorio Montejo, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director 
Regional de Dragados, Obras y Proyectos, en la delegación de Cataluña-
Baleares. 
• Xavier Farriols i Solà, Doctor en Ciencias Económicas, profesor en la 
ETSCCPB, Jefe de Financiamiento de Proyectos de “Caixa Catalunya”. 
• Carlos Fernández de Castro, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
Director de Finanzas y Concesiones de Copcisa Industrial. Es responsable para 
Copcisa de varias Concesiones (canal Segarra-Garrigues, Eje Llobregat, etc…) 
• José Mª Galopa Vilaret, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, MBA-IESE, 
Adjunto director financiero del grupo Copcisa, ha realizado numerosas ofertas y 
proyectos sobre concesiones. 
• Rafael Romero, economista, Presidente de la “Cambra de Contractistes d’Obres 
de Catalunya”. 
• Pablo Martín Huerta, Doctor en Derecho, Vocal Asesor de la Secretaría 
General Técnica en el Ministerio de Fomento. (Autor de la Ley) 
• Fernando Gutiérrez de Vera, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, graduado en Business Administration (PMD) - Harvard Business 
Administration. Actualmente Presidente de SEOPAN Concesiones. Ha sido 
Director General Corporativo del grupo Dragados y miembro de la Comisión 
Directiva del Grupo así como Director General de Finanzas y Administración, y 
Director del desarrollo del grupo Dragados en materia de Concesiones. 
Igualmente concibió y realizó el proyecto de AUREA. También ha sido Director 
de Área en la División Internacional. 
• Carlos Obeso Riess, Abogado, Pich & Asociados, asesor de la “Cambra de 
Contractistes d’Obres de Catalunya”. 
• Alicia Revenga, Economista, Directora del Grupo Exportador (SEOPAN). 
• Pedro Maqueda, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director General de 
Copcisa. 
• Ramón García, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos. Copcisa 
• Jordi Mensa, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director General de 
Construcciones Rubau. 
• Javier Vizcaíno, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director General de 
“Tramvies Metropolitans SA” 
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A.2 Cuestionario sobre la Nueva Ley 13/2003, REGULADORA DEL CONTRATO 
DE CONCESIÓN DE OBRAS PÚBLICAS 
 
 
La Ley como un paso hacia un nuevo futuro en las 
infraestructuras 
 
- CANTIDAD: ¿Es necesario establecer un límite a la inversión privada? ¿Mejor que se 
establezca un equilibrio por si solo? ¿Cree que hay los elementos necesarios actualmente para 
llegar a una situación de mayoría de obras en concesión respecto la obra pública tradicional? Y 
si es así, ¿cree que es una situación deseable? Desde el punto de vista de las constructoras, ¿cual 
seria la situación más favorable? Dada la situación actual, ¿cual cree que será la evolución en 
este sentido? 
 
- CALIDAD: Con los elementos que dispone la nueva ley, ¿se incentiva suficientemente que la 
entidad concesionaria gestione con calidad la infraestructura? ¿Dispondría de más elementos, o 
por lo contrario dejaría más libertad a la concesionaria para que gestionara la obra como más le 
pareciese? ¿Cree que un abuso en la utilización de la figura de las concesiones puede llevar a 
una bajada en la calidad de las infraestructuras en el futuro? 
 
- ESTRATEGIA EMPRESARIAL: ¿Cual es el posicionamiento general de su empresa al 
respecto de las concesiones? ¿Lo encuentra un mercado interesante, o lo ve como demasiado 
arriesgado todo y las aportaciones de la nueva ley? Dentro del tamaño de empresa que 
representa, ¿cree que la estrategia entre éstas será similar o podrán haber diferencias? ¿Cree que 
es necesario que la empresa privada asuma la inversión actual que suponen los fondos europeos 
para así poder seguir con el ritmo actual de crecimiento? ¿Cree que en cuanto se acaben los 
fondos europeos habrá una reestructuración del sector (tendencia a la diversificación en otros 
sectores, asumir más concesiones o inversión importante a Latinoamérica o Europa del Este, 
etc...)? ¿Cree que el camino dependerá del tamaño de la empresa?, y si es así, ¿su empresa en 
particular, que medidas ha tomado? ¿Cual cree que ha de ser el posicionamiento de su empresa 
en un futuro a medio-largo plazo respecto el mercado de las concesiones? ¿Cual cree que será la 
evolución del sector de la construcción en el ámbito catalán y español a medio-largo plazo? 
¿Cree que todo y las intenciones que parece que se quieren marcar, la nueva ley y las 
concesiones en general no supondrán ningún “gran” cambio en el sector? ¿Cual cree que será la 
situación ideal que se podría dar en el mercado de la construcción en un futuro a medio-largo 
plazo?, y si cree que se esta caminando en este sentido o bien faltarían nuevas medidas (y en 
este caso, ¿cuales?) 
 
- ¿Cree que la nueva ley permitirá un afianzamiento más grande de las empresas españolas como 
punteras a nivel mundial en el ámbito concesionario? ¿Cree que en un futuro las empresas 
españolas podrán exportar un “know-how” sobre les concesiones a otros países como elemento 
puntero? 
 
- ¿Cree que la extensión en el uso de las concesiones permitirá romper la dinámica cíclica clásica 
que ha tenido siempre la inversión pública en la construcción? ¿Impondría algún otro tipo de 
medidas? 
 
- ADMINISTRACIÓN: ¿Cree que será interesante la creación de una agencia estatal encargada 
exclusivamente de las concesiones? ¿Cree que supondrá cambios importantes en la 
Administración la nueva cultura concesional que se quiere imponer? Desde el punto de vista de 
la empresa, ¿cual seria la situación más favorable? (que todo continúe igual, nuevo cambios, 
etc...), y que cambios en relación a la Administración propondría. ¿Cree que un cambio político 
comportaría un cambio en toda la concepción de la inversión privada de las concesiones? ¿Cree 
que la línea adoptada actualmente es buena, o cree que es necesario replantearse ciertos 
aspectos? ¿Cree que es bueno que el modelo que se quiere adoptar respecto las infraestructuras 
sea demasiado dependiente de temas políticos? 
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Puntos claves de la nueva ley 
 
- CONCEPCIÓN OBRA PÚBLICA: En la nueva ley se entiende la obra pública como una 
realidad tangible que permitirá la posibilidad de explotación económica, a parte del interés de la 
Administración para construirla, ¿no es una visión demasiado restrictiva de las infraestructuras 
si se quiere generalizar el uso de las concesiones? ¿Es una visión socialmente fácilmente 
aceptable? 
 
- RIESGOS: El reparto de riesgo que hace la nueva ley (que la concesionaria asuma sólo todos 
aquellos riesgos que pueda gestionar adecuadamente), ¿da garantías suficientes o es demasiada 
arriesgada para incentivar al privado? Desde el punto de vista de su empresa, ¿que garantías 
consideraría imprescindibles? ¿Es un marco bueno pero le falta quizá más concreción? 
 
- EQUILIBRIO ECONÒMICO-FINANCIERO: Nuevo planteamiento basado en el 
restablecimiento del mismo pero tanto si es a favor como en contra del concesionario 
(demasiados beneficios). ¿De fácil aplicabilidad, o más bien teórico que práctico? En la nueva 
ley se consideran solo tres causas de revisión del contrato (interés público, fuerza mayor y las 
que se indican en los pliegos particulares) ¿Cree que es suficiente?, ¿o daría un margen más 
amplio a la renegociación? ¿Cree que la empresa concesionaria lo tendrá fácil para evitar la 
revisión del equilibrio en el caso de que tenga un exceso de beneficios? ¿O cree que se tiende a 
un control mayor del que ha habido en un pasado? ¿Que medidas entiende importantes por tal 
de tener un equilibrio en los dos sentidos? 
 
- FINANCIAMIENTO: ¿Cree que la nueva figura de la titulización de los derechos de la 
concesión será de amplia aplicabilidad? ¿Y con la hipoteca de la concesión? ¿Se tenderá más a 
les fórmulas más tradicionales o se apostará por estas nuevas figuras? ¿La nueva ley da 
suficientes seguridades, o hacen falta más? Una crítica que se hace a la ley es que enmarca 
demasiado las posibilidades de financiación, ¿dejaría más libertad a las partes para llegar a 
acuerdos más favorables? ¿Cree que con las nuevas fórmulas habrá una recuperación rápida del 
capital invertido, o continuará siendo demasiado lenta? ¿Incluiría algún otro mecanismo de 
financiación? 
 
- ¿Hay demasiado riesgo en la evaluación de los ingresos de las zonas complementarias de 
explotación comercial como para poder hacer recaer en estos ingresos la financiación de la 
concesión? 
 
- ¿Es bueno para las empresas que se pretenda utilizar profusamente la financiación cruzada? 
¿Cree que se pueden producir posibles abusos por parte de la Administración? ¿Cree que está 
bien definida la relación funcional entre las obras? 
 
- Cláusula de progreso es muy ambiciosa, pero puede plantear gastos muy grandes que no serán 
remuneradas. ¿Cree que se tendría que dar más seguridad a la empresa en este aspecto? 
 
- ¿Los indicadores de calidad son una buena medida para incentivar la buena gestión del 
concesionario? 
 
- ¿Cree que se extenderá la nueva figura de dar concesiones a instancia de particulares, o será sólo 
para casos excepcionales? ¿Cree que los incentivos son demasiado pequeños (coste de los 
estudios más un 10% en caso de que acabe en concesión y no se sea el adjudicatario)? Como 
empresa constructora, ¿cree que es una figura interesante, y le gustaría que se potenciara más? 
¿Su empresa tiene alguna estrategia en este sentido?  
 
- En cuanto a los sistemas de licitación, ¿extendería el uso de la subasta para que fuera más 
transparente la adjudicación? ¿Que método como constructor consideraría más conveniente en 
la adjudicación de las concesiones? ¿Que parámetros cree que se tendrían que tener en cuenta en 
el caso de licitación por concurso? ¿Considera alguno en particular como el más eficiente u 
objetivo? 
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A.3 Trascripción de las entrevistas  
 
La lista siguiente contiene la lista completa de entrevistados en orden de realización, 
así como unas breves referencias a su cargo y funciones. 
 
 
• José Manuel Vassallo Magro, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, profesor titular de la Universidad Politécnica de Madrid, U.P.M., en el 
departamento de Transportes (TRANSYT). Participante y colaborador del IV 
Programa Marco de la Unión Europea, Banco Europeo de Inversiones, y la 
Agencia pública para la gestión de las concesiones de infraestructuras públicas 
de Chile entre otros.  
 
• José Pablo Rodríguez-Marín Sastre, Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, master en economía y dirección de empresas, Gerente de Port 2000.  
 
• Joaquín Osorio Montejo, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, Director 
Regional de Dragados, Obras y Proyectos, en la delegación de Cataluña-
Baleares. 
 
• Xavier Farriols i Solà, Doctor en Ciencias Económicas, profesor en la 
ETSCCPB-U.P.C., Jefe de Financiamiento de Proyectos de “Caixa Catalunya”. 
 
• Carlos Fernández de Castro, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
Director de Finanzas y Concesiones de Copcisa Industrial. Es responsable para 
Copcisa de varias Concesiones (canal Segarra-Garrigues, Eje Llobregat, etc…) 
 
• José Mª Galopa Vilaret, Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, MBA-IESE, 
Adjunto director financiero del grupo Copcisa, ha realizado numerosas ofertas y 
proyectos sobre concesiones. 
 
• Rafael Romero, Economista, Presidente de la “Cambra de Contractistes 
d’Obres de Catalunya”. 
 
• Pablo Martín Huerta, Doctor en Derecho, Vocal Asesor de la Secretaría 
General Técnica en el Ministerio de Fomento. (Uno de los Autores de la Ley) 
 
• Fernando Gutiérrez de Vera, Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, graduado en Business Administration (PMD) - Harvard Business 
Administration. Actualmente Presidente de SEOPAN Concesiones. Ha sido 
Director General Corporativo del grupo Dragados y miembro de la Comisión 
Directiva del Grupo así como Director General de Finanzas y Administración, y 
Director del desarrollo del grupo Dragados en materia de Concesiones. 
Igualmente concibió y realizó el proyecto de AUREA. También ha sido Director 
de Área en la División Internacional. 
 
• Carlos Obeso Riess, Abogado, Pich & Asociados, asesor de la “Cambra de 
Contractistes d’Obres de Catalunya”. 
 
   112
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
A.3.1 Entrevista con José Manuel Vassallo Magro  
 
José Manuel Vassallo Magro es Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
profesor titular de la Universidad Politécnica de Madrid, U.P.M. en el departamento de 
Transportes (TRANSYT). 
 
Tiene abundante experiencia investigadora, tanto en financiación y regulación de 
infraestructuras, como en evaluación socioeconómica de proyectos de infraestructura. 
Ha participado en el IV Programa Marco de la Unión Europea y en el Programa español 
de investigación y desarrollo. Además, ha elaborado varios planes económicos-
financieros para distintas constructoras y ha publicado numerosísimos libros, así como 
artículos en revistas y congresos, tanto nacionales como internacionales. 
 
Igualmente ha participado y colaborado en la “Coordinación de Concesiones de 
Obras Públicas” (Agencia pública para la gestión de las concesiones de infraestructuras 
públicas en Chile), en el Banco Europeo de Inversiones en Luxemburgo, y en la 
Dirección de Proyectos especiales de la presidencia de Chile. Finalmente desde enero de 
2001 hasta la fecha, es asesor de la Secretaría de Estado de Infraestructuras y 
Transportes del Ministerio de Fomento de España en materia de concesiones de obras 
públicas. 
 
El planteamiento de la entrevista era conocer su opinión, así como sus puntos de 
vista sobre el nuevo sistema concesional español. Recordar que ha participado en la 
redacción de algunos artículos, y actualmente está redactando los nuevos pliegos de 
cláusulas generales para las autopistas. Su punto de vista era muy interesante, ya que 
daba la perspectiva más teórica de la nueva Ley, y permitía ver su visión sobre todo el 
tema concesional. Además se ha de recordar que su aportación y visión no es tan solo 
teórica, ya que colabora y ha colaborado activamente con el ministerio de Fomento en 
múltiples consultas. 
 
La entrevista se realizó en Madrid, más concretamente en la Universidad Politécnica 
de Madrid en el departamento de Transportes (TRANSYT). En ella se hizo una revisión 
de los principales puntos de la nueva Ley, y aporto su visión personal sobre la misma. 
Además recomendó abundante e interesante bibliografía sobre el tema. 
 
A.3.1.1 Principales apuntes sobre las novedades planteadas por la nueva Ley 
 
Uno de los puntos más importantes de la nueva Ley es el de la Financiación 
Cruzada. Este punto es de capital importancia y es de esperar que lo sea todavía más en 
el futuro.  
 
Hay varios puntos polémicos sobre la financiación cruzada, tal como en su día ya 
apuntó el Consejo de Estado. Para empezar tenemos que esta forma de financiación 
permite la adjudicación de obras accesorias, o vinculadas con la principal, a la empresa 
concesionaria. Esto puede llevar a problemas o a efectos no deseados ya que se 
adjudican obras sin observar los principios de publicidad y concurrencia. Es por tanto 
necesario hacer un buen uso de este elemento y usarlo en la medida que se contempla en 
la Ley.  
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Hay que recordar que en el Anteproyecto de Ley, dicha financiación cruzada se 
establecía en los términos siguientes: “el contrato de concesión de obra pública podrá 
comprender, como obligación adicional añadida a la construcción y explotación de la 
obra pública objeto de la concesión, la construcción de otra u otras obras públicas, 
distintas a aquella, que sean también competencia de la Administración concedente y 
tengan con la obra objeto de concesión una relación funcional con incidencia en su 
explotación. Su coste de construcción será computado a efectos de establecer el 
correspondiente plan económico financiero de la concesión y las tarifas de utilización de 
la obra sujeta a explotación económica”. El consejo de Estado se mostró contrario a este 
precepto, ya que facultaba a una administración a la adjudicación de construcción y 
explotación de otra u otras obras distintas de la concesión, a la misma concesionaria. 
Cuando debería ser objeto de licitación separada, o en su caso, de ampliación de la 
concesión mediante su previa modificación unilateral en los términos previamente 
establecidos. De esta manera se incorporó el artículo 226.1 que enuncia: “cuando dos o 
más obras públicas mantengan una relación funcional entre ellas, el contrato de 
concesión de obra pública no pierde su naturaleza por el hecho de que la utilización de 
una parte de las obras construidas no esté sujeta a remuneración siempre que dicha parte 
sea, asimismo, competencia de la Administración concedente e incida en la explotación 
de la concesión”. Así se consigue permitir la financiación cruzada siempre que las 
infraestructuras tengan una relación funcional con incidencia en su explotación y 
dependan de la misma administración. 
 
El problema importantísimo que se plantea entonces, es definir cual es el grado de 
vinculación que se exige entre dos o más obras para que la explotación de una de ellas 
permita financiar la realización de las otras. 
 
Como ya se ha visto, la financiación cruzada lo que pretende es aprovechar las 
sinergias que se puedan producir entre las distintas infraestructuras, y aprovecharlas en 
el sentido de su financiación. Este precepto ya aparece en el artículo 59 de la Ley 
55/1999 que modificaba la Ley sobre construcción, conservación y explotación de las 
autopistas en régimen de concesión de 1972, lo que pasaba entonces es que esta idea se 
entendía de una manera mucho más restringida, es decir, una relación casi 
exclusivamente de conexión entre las distintas obras. Por ejemplo, la realización de un 
ramal de entrada a la autopista, o de algún tipo de conexión. Ahora en cambio, esta 
relación funcional se quiere entender de una manera mucho más amplia. No sólo ya, 
porque su ámbito no es solamente exclusivo de las autopistas y abarca a todo tipo de 
infraestructuras, sino porque el tipo de relación no se limita a la conexión “física”, sino 
que se amplia al concepto mucho más general de relación funcional y de incidencia 
entre ellas. 
 
Por poner un ejemplo del nuevo tipo de relación que se entiende ahora. Se quiere 
hacer una conexión a Francia mediante una autopista y ferrocarril, ambos por el mismo 
corredor. Lo que se pretende es aplicar el concepto de financiación cruzada sacando a 
concurso ambas infraestructuras en una sola concesión. La idea del proyecto es la 
siguiente: como por el ferrocarril viajarán trenes de mercancías principalmente, mucho 
del tráfico pesado que en un principio circularía por la autopista dejará de hacerlo, ya 
que se podrá utilizar el ferrocarril para este fin, por lo tanto, éste descongestionará la 
autopista del tráfico pesado, mejorando los niveles de servicio, la capacidad de la 
misma, y la conservación y explotación en general. Vemos por tanto, como no existe 
una relación física directa, sin embargo si que hay un incidencia entre ambas, y es este 
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hecho el que se quiere potenciar al máximo con el elemento de la financiación cruzada 
de la nueva Ley. 
 
Otro ejemplo interesante es el siguiente, a raíz del cual el Director General de 
Programación Económica del Ministerio de Fomento, Antonio M. López Corral, expuso 
y quiso potenciar al máximo la financiación cruzada viendo claramente las amplias 
posibilidades y ventajas que se pueden derivar del mismo. Se trata de la construcción de 
un acceso viario a un importante aeropuerto español. Es la Dirección General de 
Carreteras la que tiene la obligación de la construcción de accesos a los aeropuertos, 
pero debido a las restricciones presupuestarias éste no podía hacer frente a ésta, por lo 
que se quiso sacar a concesión el acceso que consistiría en una autopista de peaje. Pero 
claro, los responsables del organismo gestor del aeropuerto se manifestaron claramente 
en contra, ya que el peaje no era más que una “tasa aeroportuaria disfrazada”. Pero 
como la vía de acceso al aeropuerto y éste mismo tienen una importante vinculación 
funcional, ¿porque no intentar relacionar la vía de acceso con las obras del plan de 
inversiones del propio aeropuerto? Con la nueva figura de la financiación cruzada se 
podría pensar en la adjudicación de la vía de acceso al aeropuerto como autopista de 
peaje, e incluir dentro de la concesión la construcción de una nueva pista para el 
aeropuerto, o bien algún otra infraestructura contemplada dentro de las previsiones de 
inversión del aeropuerto.  
 
Como se ve, las posibilidades de la financiación cruzada son múltiples, y como se 
ha visto en el ejemplo anterior, pueden solucionar problemas presupuestarios, a parte de 
permitir soluciones originales y novedosas para la financiación de obras. 
 
Pero siguiendo con la explicación anterior, estos dos ejemplos permiten ver esta 
nueva concepción de lo que se entiende por “relación funcional”. Esta claro que es 
importante definir claramente este punto, pero con la nueva redacción de la Ley se 
establece de una manera bastante aceptable este objetivo. La Ley no puede ser 
demasiado restrictiva, ya que entonces podría dejar fuera a ciertas situaciones que si son 
aprovechables mediante esta figura. Por el contrario, si es demasiado abierta, puede dar 
lugar a problemas de abusos por parte de la Administración.  
 
En este sentido se puede pensar que un abuso de esta figura, facilitada en el caso de 
un mal establecimiento de los límites de la relación entre las obras, podría llevar a 
situaciones no muy recomendables. Por ejemplo, alguien podría pensar que una 
autopista de peaje del arco mediterráneo estableciese algún tipo de relación con una 
obra hidráulica de Galicia. Se tendría que una obra con grandes excedentes por el 
volumen de tráfico financiase otra obra totalmente distinta, lejana y sin ninguna 
vinculación entre las dos. Por intereses personales, políticos, de captación de votos, 
etc... se podrían establecer desequilibrios territoriales importantes con una mala o 
interesada utilización de la figura de la financiación cruzada. Es por eso que es 
importante establecer bien lo que se entiende por la relación funcional, y en este sentido 
se entiende que la nueva Ley cumple suficientemente este objetivo.  
 
Finalmente solamente cabe apuntar que esta figura se piensa que tendrá una gran 
aplicación, y que a medida que se generalice el sistema concesional el uso de la 
financiación cruzada puede ser masivo. En este sentido, José Manuel Vassallo indicó su 
absoluto convencimiento de que la financiación cruzada resultará muy importante en el 
futuro. 
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Otro punto importante de la nueva ley es la posibilidad utilizar la figura de las zonas 
complementarias de explotación comercial como fuente de financiación. Aquí, se 
plantearon muchas más dudas en referencia a su rango de aplicabilidad. Es decir, José 
Manuel planteó el hecho de que la variabilidad de estas zonas es muy grande, de manera 
que se hace muy difícil estimar aceptablemente que ingresos darán, por lo que se 
correrán riesgos muy grandes cuando se confíe en esta figura para llevar a cabo la 
financiación de la concesión. Si ya es difícil hacer una estimación razonablemente 
aceptable del tráfico que se genere en la infraestructura, aún lo es más hacer una 
estimación de los ingresos de las zonas comerciales. Y, si tenemos en cuenta los plazos 
en que se suelen dar las concesiones, la incertidumbre final es total. 
 
Por lo tanto, todo y que la figura y el planteamiento son perfectamente lógicos, su 
aplicabilidad se espera escasa. Además, hay otro factor a tener en cuenta y es el hecho 
de que de entrada, solamente unas cuantas infraestructuras tienen el potencial suficiente 
para poder crear el entorno adecuado para que muchas personas se concentren, y por lo 
tanto, esta zona adquiera un valor potencial económico. Por ejemplo, una autopista aún 
aprovechando al máximo su potencial comercial nunca podrá ser financiada 
completamente mediante éste mecanismo, mientras que una estación ferroviaria tipo 
AVE, si puede llegar a tener unos ingresos muy elevados de este concepto que permitan 
su financiación. 
 
En cuanto al mantenimiento del equilibrio económico del contrato, aunque es muy 
complicado llegar a una concreción buena, si puede decirse que la ley avanza respecto a 
la situación anterior, especialmente en el hecho de que se revise tanto a favor como en 
contra del concesionario. En cualquier caso, esta claro que el reparto equilibrado de los 
riesgos en una concesión, así como el mantenimiento del equilibrio económico-
financiero del mismo, son aspectos claves y básicos. 
 
Como se dice, es muy complicado concretar medidas para llegar a este objetivo, 
pero al menos dentro del marco que establece la ley se marca una buena tendencia, y 
más aún si recordamos que la ley sólo es un marco general y que son los distintos 
pliegos particulares los que han de particularizar más las normas a establecer. Por lo 
tanto, es de esperar que o bien reglamentariamente, o bien mediante los pliegos 
particulares se concreten más las medidas a adoptar para llegar a un equilibrio simétrico.  
 
En cualquier caso es difícil asegurar que se llegará al objetivo ideal, pero se entiende 
que la nueva Ley marca las pautas buenas a seguir. 
 
Ahora bien, si cabe apuntar una cosa más y sobre la que ha existido cierta polémica. 
Es la referente a las causas por las que se revisará el contrato: razones de interés 
público, fuerza mayor o supuestos del propio contrato (artículo 248 punto segundo). En 
las primeras redacciones de la Ley se tenía “circunstancias imprevisibles” en lugar de 
causas de “fuerza mayor” lo que introducía algunas lagunas. Las circunstancias 
imprevisibles abarcan cualquier evento no razonablemente predecible en el momento en 
que se establece el contrato de concesión, mientras que las circunstancia de fuerza 
mayor se encuentran perfectamente definidas en la Ley (artículo 144 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas). De esta manera queda que la 
circunstancia imprevisible tendría que ser definida posteriormente por los tribunales, ya 
que de entrada se supone desconocida. Es por lo tanto importante el cambio que se 
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produjo en las distintas redacciones de la Ley, ya que de esta manera se cubrieron 
ciertas lagunas que existían en un principio. 
 
En cuanto al restablecimiento del equilibrio económico del contrato, la nueva Ley 
establece varios mecanismos, pero dicho equilibrio no se materializa en ningún caso a 
costa de indemnizaciones de la administración, sino que siempre se restablece mediante 
la modificación de las condiciones económicas del mismo. Este hecho es muy relevante, 
ya que en otros países la fórmula adoptada es distinta como ya se ha comentado por 
ejemplo en el caso de Chile. 
 
La nueva Ley establece como ya se ha visto varias medidas, la modificación de las 
tarifas, el aumento o disminución del plazo dentro de los límites máximos establecidos, 
o bien cualquier medida de carácter económico contenida en las cláusulas del contrato.  
 
Pues bien, es interesante analizar con un poco de detenimiento el sistema de 
aumento o disminución de plazo. 
 
Esta fórmula de revisión del contrato presenta ventajas e inconvenientes. El 
problema en una concesión viene cuando por razones varias, y dentro ya de los años de 
explotación de la misma, hay una caída importante de la demanda. Esto puede llevar a 
una caída del “cash-flow” de la concesión, y originar en una falta de liquidez para poder 
afrontar los pagos con los bancos, etc... Esta claro que los bancos quieren un pago 
actualizado, de manera que aquí se presenta un problema. En otros países, en estas 
circunstancias, es decir, una falta de ingresos por debajo de un coste mínimo 
garantizado establecido previamente, la administración concedente pone el dinero 
suficiente hasta llegar hasta este nivel mínimo. De esta manera lo que se consigue, es 
que la concesionaria pueda afrontar esta falta de liquidez y mantener sus pagos con los 
bancos. Ahora bien, el sistema español no establece este mecanismo, sino que como se 
ha dicho utiliza al plazo como variable de pago. Al aumentarse el plazo de la concesión 
lo que se esta haciendo es aumentar el valor de la misma, de manera que aunque esta 
medida no aporta liquidez inmediata para con los bancos, lo que si que permite es una 
renegociación de los contratos con los mismos mucho más fácil y ágil. Esto es así 
porque al aumentar el plazo, lo que se está haciendo es garantizar unos ingresos futuros, 
por lo que aunque en el momento no se tenga liquidez, si que se sabe que aumenta el 
valor de la concesión, hecho que los bancos valoran positivamente.  
 
De manera que se puede decir que el sistema español tiene un sistema de 
renegociación bueno pero en “segunda derivada”, mientras que otros sistemas lo son en 
“primera derivada”. No es un sistema inmediato, pero funciona igualmente. 
 
Las ventajas e inconvenientes de este sistema dependerán de cada caso ya, y de 
cómo se hayan establecido las cláusulas de los contratos, tanto con la administración y 
la concesionaria, como entre ésta y los bancos. En cualquier caso es un sistema válido y 
que puede funcionar muy correctamente. 
 
Otro aspecto interesante de la Ley es la llamada cláusula de progreso, que viene 
detallada como ya se ha dicho en el artículo 244 punto 4. Con dicha cláusula lo que se 
quiere es concienciar a los concesionarios de que la infraestructura no se puede entender 
como un elemento anclado en el momento de su construcción, sino que bien al 
contrario, es necesario ir adaptándolo a las nuevas tecnologías (técnica, 
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medioambiental, seguridad, etc...) que puedan ir surgiendo durante todo el plazo 
concesional. 
 
Ahora bien, la idea es muy buena pero presenta algunas lagunas importantes. Por 
ejemplo, ¿se refiere exclusivamente a los requerimientos exigidos por la normativa de 
obligado cumplimiento?, ¿o se refiere también a aquellos requerimientos que aun no 
siendo de obligado cumplimiento son de aplicación frecuente en las nuevas 
infraestructuras? Esta claro que este aspecto tendría que ser definido con mayor claridad 
ya que sus consecuencias pueden ser importantes. Igualmente destacable es el hecho de 
que no se especifica si debe ser objeto de revisión el plan económico financiero de la 
concesión al incorporar gastos extraordinarios derivados de la evolución de la 
normativa. Tal como parece desprenderse de la Ley, parece que estos gastos han de 
correr a cargo de la concesionaria. En cualquier caso la concreción de las medidas 
dependerán de cada infraestructura en particular, de manera que se espera que, o bien se 
desarrolle más reglamentariamente en un futuro la cláusula de progreso, o bien se vaya 
concretando más su aplicación en cada pliego en particular. 
 
Ahora bien, es necesario aclarar bien la concreción de esta medida, y para 
clarificarlo pongamos un ejemplo. Tenemos una concesión de una infraestructura 
consistente en la construcción y explotación de una autopista urbana. Supongamos al 
cabo de unos años de funcionamiento de la concesión sale una nueva normativa de 
ruidos que obliga a un nivel de decibelios por debajo de un máximo establecido en las 
zonas próximas a las viviendas. Es de esperar que la autopista no cumpla con estas 
especificaciones y que a lo mejor la única solución viable sea el soterramiento de toda la 
autopista. ¿El ingente desembolso que supondría esta medida, que puede superar con 
creces toda la inversión inicial de construcción de la infraestructura, ha de correr a cargo 
de la concesionaria? ¿O bien la administración debe ayudar en la financiación? Tal 
como se desprende de la Ley, parece que la primera opción es la que debería tomarse 
como válida, aún cuando su aplicabilidad puede presuponerse muy complicada o 
inviable totalmente.  
 
Esta claro que este es un ejemplo contundente del porque de la necesidad de 
concretar mucho más las circunstancias y la aplicabilidad de la cláusula de progreso. 
Aún y así, si que queda claro también que la idea subyacente es buena, y que una 
correcta adopción de ésta permitiría u obligaría a tener unas infraestructuras 
conservadas en calidad. 
 
Siguiendo con la idea anterior tenemos los indicadores de calidad, otro aspecto 
importante y novedoso de la nueva Ley. Con ellos se pretende incentivar al 
concesionario a que preste un servicio lo mejor posible. Este sistema parece adecuado, y 
puede permitir por ejemplo modificar las tarifas en función del nivel de servicio que se 
preste, o bien, ganar un año extra de concesión si se cumplen ciertos requisitos. De 
todas formas parece claro que es un sistema bueno, aunque como es claro, en la Ley 
solamente pueden establecerse unas pautas que ya en cada pliego y en especial 
dependiendo del tipo de obra, se tendrán que formalizar. En este sentido por lo tanto, 
hay que dejar claro que es necesario definir bien cuales han de ser los parámetros que 
definen el nivel de calidad en una infraestructura y que realmente tengan buena 
correlación con ella y no lleven a efectos perniciosos.  
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Pasamos a otro elemento de la Ley, la iniciativa privada en la proposición de ideas. 
En este sentido la idea de fondo parece igualmente buena, pero su aplicabilidad parece 
aquí más complicada. 
 
Lo primero que hay que decir es que el Consejo de Estado elaboró una dura crítica 
ya que consideraba que no se conservaban los principios de publicidad, igualdad, 
concurrencia y no discriminación que establece la Directiva 93/37/CEE. Es de destacar 
eso si, que es la propia comunidad europea la que propugna un desarrollo de una 
legislación comunitaria en la que se regulen las concesiones a instancias de particulares, 
y que este hecho no fuera considerado por el Consejo de Estado en su dictamen. 
 
Pero dejando de lado aspectos más jurídicos que puede plantear y de hecho plantea 
este precepto, tenemos que la manera en que se pretende que el particular proponga 
ideas no ha sido demasiado elaborada. Como ya hemos visto, el sistema chileno si tiene 
una manera mucho más eficaz, mientras que el sistema español parece quiere solucionar 
este punto con demasiadas prisas. El hecho de que no obligue a una contestación por 
parte de la administración, y que un silencio por parte de esta se tenga que considerar 
como un no, no alienta precisamente a que abunden las propuestas. Además, el 
incentivo del 10% que ya se ha mencionado parece bastante insuficiente.  
 
Es por todo esto que aunque la idea de fondo de la concesión a instancia de 
particulares sea buena, la utilización y concreción que hace la nueva Ley parece 
bastante insuficiente. Hemos de pensar además que se tienen que dar bastantes factores, 
porque aunque mucha gente pueda pensar en proponer infraestructuras, después han de 
darse unas posibilidades de construcción y financiación altamente improbables. Es 
decir, por más que un grupo de vecinos pueda pensar en una vía de acceso a su barrio, u 
obra similar, es necesario después que existan unas mínimas posibilidades de completar 
un estudio de viabilidad económico-financiero, así como de disponer de los elementos 
necesarios para poder llegar a plantear la concesión.  
 
De manera que podemos decir que no se espera que su utilización sea ni mucho 
menos masiva en un futuro, y que se reservará en todo caso a situaciones excepcionales 
donde concurran intereses varios. 
 
Otro de los puntos más interesantes de la Ley son las novedades que incluye en la 
financiación. Éste evidentemente es un tema fundamental, y que ha sido origen de fuerte 
discusión y polémica. El objetivo principal como ya se ha comentado es flexibilizar y 
abrir los mecanismos de financiación, de manera que se facilite al máximo posible la 
realización de las obras. En este sentido la Ley ha querido dar un marco estable, y que 
ofrezca buenas garantías para atraer la inversión privada. Ahora bien, se centra mucho 
en las nuevas fórmulas, es decir, la titulización de los derechos de la concesión y la 
hipoteca, dejando demasiado de lado quizá otras figuras igualmente interesantes y que 
pueden utilizarse perfectamente. En este sentido, si que hay una cierta crítica, al 
considerar que si bien la Ley ha de ofrecer, y de hecho lo hace en todos los demás casos, 
un marco general donde después se concreten más las posibilidades en cada caso 
concreto. En el tema de la financiación entra demasiado a concretar, de manera que se 
produce una “sobreregulación”. Tal como esta redactada la Ley, existe un 
encasquetamiento que limita las posibilidades y los posibles acuerdos a los que podrían 
llegar las partes. 
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Se entiende en definitiva que dejando más libertad a las partes, se llegarían a 
acuerdos mucho más favorables para ambos que los que se pueden llegar actualmente 
con la redacción actual de la Ley. Es por esto, que en este sentido el tema de la 
financiación ha sido especialmente problemático. En el fondo, la idea que persigue la 
Ley es buena, dotar de seguridades suficientes e intentar dotar un marco estable, pero a 
la hora de concretar esta idea se ha ido demasiado lejos, de manera que no se ha hecho 
de la manera más eficiente que se podría haber hecho. 
 
En cualquier caso, lo que queda claro es que la apertura a nuevas fórmulas de 
financiación es muy positiva, pero se le puede criticar el hecho aquí apuntado. Otra 
cuestión es la aplicabilidad de las nuevas fórmulas que se introducen. Se piensa que la 
titulización de los derechos de la concesión si podrá tener una buena acogida entre el 
sector, no así tanto quizá la hipoteca de la concesión, que se ve más como una 
exportación del modelo inglés o más acorde con la mentalidad y manera de funcionar 
inglesa. Pero tal como se ha dicho estas nuevas propuestas han de ir introduciéndose 
poco a poco, y ver un poco en cada caso como funcionan para tener experiencia y así ir 
avanzando en su práctica. 
 
Ligado totalmente con la financiación esta todo el tema del aseguramiento del 
servicio público de la concesión, es decir todo la cuestión de penalidades y secuestros 
de la concesión. Evidentemente este tema es principal, ya que las garantías que se 
quieren dar a los acreedores para atraer la inversión privada con las nuevas fórmulas de 
financiación, revierten al final a las cuestiones donde puedan existir problemas, que no 
son otras que la quiebra de la concesionaria, posibles multas, el secuestro de la misma o 
bien su resolución, etc...  
 
Pues bien, el artículo 254 es el que muestra más problemas, ya que no acaba de dar 
una forma concreta a todo este tema, a parte de que sigue relacionado con la 
financiación, al encasquetar demasiado las posibilidades que existen. Podría darse un 
tratamiento mejor a este tema, ya que como hemos dicho la solución final adoptada no 
acaba de ser muy satisfactoria para las partes.  
 
En concreto el artículo 254 establece el régimen jurídico en el caso de que se 
produzca la extinción de la concesión, y distingue entre que la extinción sea imputable 
al concesionario o no. En el caso de que se imputable al concesionario, la 
Administración concedente puede optar por dos alternativas: 
 
- Acordar el secuestro de la concesión para poder satisfacer los derechos de 
los acreedores. 
- Resolver la concesión, acordando con el representante de los acreedores la 
cuantía de la deuda y las condiciones en que deberá ser amortizada. A falta 
de acuerdo, la Administración quedará liberada con la puesta a disposición 
de los acreedores de la menor de las siguientes cantidades: 
 
 El importe de la indemnización que correspondiera al 
concesionario por aplicación de lo previsto en el artículo 266. 
 La diferencia entre el valor nominal de la emisión y las 
cantidades percibidas hasta el momento de resolución de la 
concesión tanto en concepto de intereses como de 
amortizaciones parciales. 
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En el segundo caso, que se produjera causa de resolución no imputable al 
concesionario y los acreedores no se hubieran satisfecho íntegramente de sus derechos, 
la Administración podrá optar por actuar conforme a lo previsto en el párrafo a) del 
apartado anterior o bien por resolver la concesión acordando con el representante de los 
acreedores la cuantía de la deuda y las condiciones en que deberá ser amortizada. A 
falta de acuerdo, la Administración quedará liberada con la puesta a disposición de la 
diferencia entre el valor nominal de su inversión y las cantidades percibidas hasta el 
momento de resolución de la concesión tanto en concepto de intereses como de 
amortizaciones parciales. 
 
Estos dos puntos, los 254.4 y 254.5 han sido criticados fuertemente por los 
promotores y las entidades financieras, ya que perjudica a los acreedores transfiriendo 
riesgos innecesariamente del concesionario a los financiadores sin que la administración 
obtenga ninguna ventaja adicional. Parecería más adecuado que el valor de la 
indemnización fijada en el artículo 266 se ceda al acreedor siempre y cuando no supere 
el principal no amortizado más el importe de la indemnización por vencimiento 
anticipado. Si no se hace así, los que tienen los títulos pueden llegar a la situación de 
que a partir de un momento dado, cuando la suma de las cantidades de principal más 
intereses igualen al principal del crédito, no cobrarán nada. Por el contrario, si hubieran 
sido prestamistas, aun sin obtener todas las ventajas previstas para la titulización, 
conseguirán recobrar como mínimo la parte no amortizada de la inversión que la 
Administración abona al concesionario. 
 
Por su parte, las entidades financieras han apuntado que con relación a los derechos 
mínimos mencionados, la Ley los regula únicamente en el caso de financiación 
mediante la incorporación del crédito a títulos negociables objeto de emisión, por lo que 
deja entender que no se protege a otro tipo de acreedores, entre ellos los acreedores 
bancarios, cuyos derechos no estén incorporados a títulos negociables emitidos, una 
estructura que es probable que se dé en la financiación de las infraestructuras. 
 
A modo de resumen por lo tanto, podemos apuntar que la Ley se centra demasiado 
en regular la financiación a partir de títulos respaldados por los derechos futuros de la 
concesión y en la hipoteca de la misma, dejando de lado otros mecanismos que también 
pueden tener su importancia a la hora de financiar las infraestructuras. 
 
Una vez comentados los aspectos más relevantes de la Ley, pasamos a comentar la 
otra visión, es decir, la Ley vista como un paso hacia un nuevo futuro de las 
infraestructuras. 
 
Lo primero que se plantea es el nivel de cantidad al que se puede llegar. En este 
sentido parece claro que existe una tendencia generalizada al uso de la inversión 
privada, tanto en España como a nivel Europeo. Ahora bien, igualmente se destaca que 
el peso de la inversión pública no disminuirá en ningún caso, es decir, por más que 
aumente la cooperación privada, esto no llevará a que se deje de invertir mediante la 
inversión pública, a parte claro está de las posibles fluctuaciones presupuestarias que 
hasta ahora siempre han venido existiendo. Se entiende que el peso de la inversión 
privada irá en aumento a corto plazo, y que más a medio-largo se puede llegar a un 
establecimiento normalizado de la colaboración privada, pero parece claro que en 
ningún caso en niveles exagerados.   
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Es interesante pensar si los posibles cambios políticos pueden afectar a esta nueva 
concepción de las infraestructuras. Esta claro que el mantenimiento del gobierno actual, 
promotor de la Ley, favorecerá o mantendrá la tendencia actual, mientras que un posible 
cambio del gobierno, favorecería quizá un relentizamiento en toda esta cuestión. En 
cualquier caso, las necesidades infraestructurales existen, las previsiones en este sentido 
son claras, y si la única manera de poder afrontarlas es con la colaboración privada se 
tendrá que contar con ella si se quieren alcanzar unas dotaciones en infraestructuras. 
Bien es cierto, que dependiendo del tipo de gobierno se puedan generalizar fórmulas de 
peaje en la sombra o similares, de manera que pueda quedar más o menos cubierta el 
pago, aunque sea la Administración en último término quien tenga que realizarlo. 
 
El caso como hemos dicho es que las dotaciones de infraestructuras son necesarias, 
y por lo tanto hay que afrontarlas, la manera puede depender en parte de ciertos cambios 
políticos, pero más en las formas que no en el fondo. 
 
Otro tema interesante de ver, es la calidad en las obras. En este sentido, parece claro 
que la tecnología actual en la construcción de obras en España ha alcanzado unos 
niveles muy satisfactorios, de manera que se puede esperar que el nivel de calidad de las 
obras siga siendo muy bueno. Podemos aquí separar lo que es la construcción de la 
explotación.  
 
En cuanto a la primera, podemos decir que ya se ha llegado a unos niveles muy 
aceptables, y en algunos casos excelentes. No se tiene porque pensar que se rompa esta 
tendencia, es más, con la importancia que está cogiendo la corriente medioambiental y 
de mayor control en general, podemos pensar que aún podemos esperar niveles de 
calidad todavía superiores. En cuanto a la Ley, centrada más en la fase de explotación, 
el nivel de calidad de la obra nueva seguirá la evolución que mantenga el sector de la 
construcción.  
 
En cuanto a la fase de explotación, aquí si que la Ley hace especial énfasis: la 
cláusula de progreso y los indicadores de calidad son sus aportaciones más relevantes. 
En general la Ley establece un marco jurídico estable y da mucha más importancia a la 
fase de explotación. Es por eso que en esta fase la Ley ha querido hacer sus 
aportaciones para que se mantengan las obras en un óptimo nivel de calidad. No 
volveremos a explicar en que consisten las cláusulas de progreso y los indicadores de 
calidad, pero en cualquier caso si que son mecanismos que nos demuestran la especial 
sensibilidad que se ha querido tener al respecto. Se entiende que estos mecanismos 
favorecerán al concesionario a mantener, o al menos a disponer de más medios para 
intentar tener las obras con niveles de servicio mejores aun pasados muchos años desde 
su construcción. Ahora bien, no podemos olvidar que uno de los aspectos pendientes en 
las infraestructuras actuales es el de su mantenimiento y rehabilitación, por lo tanto se 
podría avanzar mucho más en este sentido, y ser todavía más estricto. 
 
Podemos decir por lo tanto que no se espera un bajada de los niveles de calidad de 
las obras, en las obras nuevas seguirán la tendencia de las nuevas tecnologías que solo 
pueden que mejorar las excelentes niveles que existen ya hoy en día. Y en cuanto a la 
fase de explotación, pues se espera poder mantener éstas en buenos niveles, y que los 
mecanismos que ha dispuesto la Ley favorezcan en definitiva este fin, siempre y cuando 
se definan bien y se dejen claras sus formas de aplicación. Aunque también es cierto que 
se podrían establecer mecanismos más estrictos o que avanzaran un poco más en el 
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camino del mantenimiento y rehabilitación, que como ya se ha dicho es uno de los 
puntos pendientes de las infraestructuras actuales en todo el estado español. 
 
Otro aspecto interesante y al que también da respuesta la Ley, es el hecho de que se 
esta dando mucha prioridad a todas aquellas iniciativas o proyectos que vayan en la 
línea de reducir el déficit. En la Administración se priman las iniciativas que permitan la 
reducción del mismo, y si se quieren presentar proyectos más vale que contengan este 
concepto, ya que se considera fundamental desde el ministerio. Es por eso que es 
interesante apuntar que la Ley es sensible en este punto desde el principio mismo de su 
concepción. Desde la misma definición de la concesión, y pasando por toda la nueva 
mentalidad que se está contemplando, la nueva Ley responde a este planteamiento. 
 
Finalmente, apuntaremos varias cosas respecto a la Administración. Se podría 
estudiar la necesidad de crear una agencia u organismo responsable de todo el sistema 
concesional, para así canalizar todos los esfuerzos en aras de una mayor eficiencia. Se 
tendría que estudiar bien si merece la pena o no, ya que hay opiniones dispares en este 
punto. En cualquier caso se apunta esta posibilidad.  
 
Solo hacer un apunte más, y es al respecto de los sistemas de licitación ligados por 
lo tanto con la Administración. En general se usan los sistemas de concurso frente a los 
de subasta. Son discutibles las ventajas de un sistema frente a otro, pero es probable que 
la subasta ofrezca al menos una mayor transparencia en las adjudicaciones, pero parece 
que se tiende al uso generalizado del concurso. Se apuntas varias razones, pero parece 
claro que el sistema de concurso permite un mayor poder de decisión desde los 
organismos responsables de los mismos. Podemos por lo tanto esperar que se 
mantengan los sistemas de licitación actuales. 
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A.3.2 Entrevista con José Pablo Rodríguez-Marín Sastre 
 
José Pablo Rodríguez-Marín Sastre es Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
master en economía y dirección de empresas, y es Gerente de Port 2000.  
 
 
El primer análisis que se hace es a nivel general de la situación económica y 
coyuntural actual. Como ya se ha comentado se espera que aproximadamente un 20% 
de la inversión en infraestructuras la asuma los privados. Evidentemente esto representa 
un volumen de inversión muy grande, alrededor de 21.000 millones de euros de 1999, 
por lo que para que esto se produzca y se pueda asumir, es necesaria una colaboración y 
entendimiento importante entre la Administración y las empresas privadas. 
 
La Comunidad Económica Europea plantea la importancia de la colaboración 
privada en los mismos términos, es decir, se hace necesaria una mayor presencia de la 
empresa privada para poder seguir con el desarrollo en infraestructuras. En este sentido, 
la CEE entiende que la presencia privada en la financiación de proyectos es 
imprescindible, y que cada vez más, ha de ganar mayor peso. En definitiva, que el 
impulso que se quiere dar al sistema concesional español va en concordancia y en la 
misma línea que las ideas europeas.  
 
Es destacable el hecho que la figura concesional ha tenido una presencia relevante 
en España, ya desde muchos años atrás. Como se ha comentado en otros apartados, la 
figura de la concesión no es nueva y su uso ha sido importante en otras épocas. Esto es 
importante remarcarlo, ya que puede hacernos entender el porque la concesión como tal 
es un negocio importante, donde muchas empresas españolas ocupan lugares destacados 
a nivel mundial. Además nos permite ver porque España ocupa un lugar destacado en la 
aplicación de las concesiones, al ser esta figura de larga tradición y por tanto con años 
de experiencia en nuestro país.  
 
En cuanto al gran impulso que se le quiere dar mediante la Ley de Concesiones, es 
interesante destacar que ésta idea ya lleva muchos años fraguándose, aunque no ha sido 
hasta ahora que se le ha dado un impulso definitivo. En su momento el gobierno 
socialista ya lo comenzó, y es ahora con el gobierno del partido popular que se le ha 
dado un mayor impulso. Es interesante analizar este hecho en el sentido de que no se 
espera que la alternancia de gobiernos pueda modificar la tendencia actual en el mayor 
uso del sistema concesional. La influencia política no es muy relevante en este sentido, 
ya que de alguna manera, el camino está ya impuesto y marcado. 
 
Otra cosa es en cambio las distintas políticas que cada partido haga en referencia al 
uso y repercusión en otros ámbitos, al aumentar el uso de las concesiones. Por poner un 
ejemplo, la reducción impositiva ha de ir en paralelo a la privatización, lo que no puede 
ser es que sigamos pagando los mismos impuestos, cuando a partir de ahora se quiere 
fomentar que sean los usuarios de las infraestructuras y obras en general  las que la 
financien. Pero en cualquier caso, las ideas de retribución y redistribución de los 
recursos, son realmente cuestiones políticas, y como tal se tienen que dejar en sus 
manos el cómo utilizarlas. En cualquier caso si sería interesante hacer ver, que es 
necesario una mayor información y explicación al ciudadano en general. Ya que en 
ciertos casos, es usual explicar solamente ciertos aspectos y dejar desinformado otros 
aspectos relevantes pero quizá más negativos para lo que puede ser la opinión pública. 
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Es por eso, que sea cuales sean las políticas y los usos de los recursos, si es necesario 
una mayor información y explicación. 
 
Una vez aclarada la importancia que presumiblemente tendrá el sistema concesional 
en un futuro, es interesante ver el grado de aplicación que tendrá. Es decir, hasta que 
punto se utilizarán las concesiones. En este sentido, una primera impresión es clara: No 
todo es privatizable. Es claro que aumentarán las concesiones, pero no se puede llegar a 
todos sitios. Hay elementos u obras que por su naturaleza y sus características hacen de 
la utilización del sistema de concesión complicada cuando no imposible. Por poner un 
ejemplo, podemos pensar en las obras de abrigo de un puerto. Su largo plazo de 
amortización, su complejidad y la lentitud en la obtención de rendimientos en las 
mismas hacen pensar que será muy complicado que la iniciativa privada pueda hacerse 
cargo de este tipo de obras. 
 
Una idea pausible en cuanto a la cantidad de uso del modelo concesional, es que se 
privatizarán las infraestructuras más rentables, y se dejarán las que no lo sean de 
titularidad estatal. Es una posibilidad, ya que está claro que no todas las inversiones las 
pueden asumir los privados, y menos aún aquellas en que la oportunidad de negocio sea 
más bien escasa por no decir muy complicada. En cualquier caso, los privados 
invertirán allí donde vean posibilidad reales de negocio y será complicado que asuman 
aquellas infraestructuras donde esto no se de así. 
 
También podemos pensar que esto ha de seguir una evolución futura importante, de 
manera que con la experiencia y los años pueda clarificarse más por donde irán las 
tendencias. Se puede pensar en un reequilibrio automático del sector, en el sentido de 
que las inversiones o concesiones no rentables irán a parar a mano de la Administración, 
aunque sea ya en fase de explotación, mientras que solamente subsistirán aquellas que 
realmente ofrezcan oportunidad de negocio, rentabilidades buenas, o riesgos muy 
controlados. Es decir, el mismo mercado si se le deja libre, puede marcar la evolución 
en cuanto a la cantidad de aplicabilidad del sistema en concesión.  
 
Es interesente esta posibilidad ya que de alguna manera establece realmente una 
línea futura de acción. Por un lado tenemos la nueva Ley que quiere dar un marco 
estable a lo que es el negocio de la concesión, por otro lado tenemos las necesidades en 
infraestructuras que tienen que ser abordadas. Y como resultado de estas dos premisas, 
tendremos una aplicabilidad inicial de las concesiones que será corregida por el mismo 
mercado a más largo plazo.  
 
Esta corrección del mercado vendrá determinada fundamentalmente por la 
coyuntura económica y por la situación general del escenario futuro. En cualquier caso 
el criterio de rentabilidad existirá y marcará de una manera importante el corte a 
establecer.  
 
Es bueno en este sentido tener clara y siempre en mente, una idea respecto al 
negocio de la concesión: el riesgo que se asume en una concesión es muy importante, ya 
que no se generan plusvalías con el paso del tiempo, sino que exclusivamente se 
depende de la capacidad de generar beneficios futuros. Es un negocio complicado y con 
muchos peligros. Por poner un ejemplo: cuando se compra un edificio para hacer 
oficinas, puede que tengamos una mala estimación de la demanda de las mismas, pero al 
menos nos queda la posibilidad de vender el edificio y recuperar parte de la inversión 
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inicial. En cambio, en una concesión esto no es así, ya que la titularidad revierte a la 
Administración concedente una vez agotado el plazo de la concesión, de manera que 
solamente podemos depender de la buena estimación del negocio, y que ello nos sirva 
para garantizarnos los beneficios. 
 
Esta idea del riesgo en la concesión es clave como ya se ha apuntado en distintas 
ocasiones: uno de los elementos definitorios de la concesión es el riesgo que asume el 
concesionario. Ahora bien, tal como se ve este riesgo es muy elevado. La concesión de 
obra pública es un elemento influenciado por multitud de factores y ámbitos, de en 
general, distinta índole. No se trata ya sólo de que sea difícil estimar la demanda futura 
a largo plazo, sino que hay muchos elementos que pueden influenciar en la concesión y 
la infraestructura. Desde nuevas tecnologías que puedan aparecer, rutas alternativas, 
coyunturas económicas puntuales desfavorables, puntuales o más a largo término, 
cambios o decisiones políticas, presiones ciudadanas o de diferentes organismos, 
accidentalidad, terrorismo, riesgo del país, etc... 
 
De alguna manera todos estos factores tienen que internalizarlos o al menos tener la 
capacidad de gestionarlos la concesionaria. No es tarea sencilla y es mucho el riesgo 
que se asume. En este sentido esta claro que el riesgo que asumen los grupos 
constructores españoles al apostar de una manera clara por la concesión es muy 
relevante.  
 
Existe mucho riesgo en todo el mundo, ya que los grandes grupos españoles operan 
a escala mundial y las distintas circunstancias que confluyen en las diferentes regiones 
del mundo son muy diversas. Una caída de un grupo de concesiones de una misma 
empresa podría influir en todo el grupo empresarial, e incluso en según que casos 
comprometer la propia empresa hasta el punto de llevarla a una situación irreversible. 
Además, las constructoras españolas, con una estructura tradicional de poco capital 
propio pero mucho de rotación, no dan la mayor garantía para poder afrontar las 
difíciles situaciones que se podrán dar. 
 
Es por eso que la diversificación en negocios más seguros puede ser un elemento 
positivo frente a posibles situaciones complicadas. Los diferentes campos de 
diversificación dentro de un grupo constructor suelen ser: la propia construcción, la 
inmobiliaria, el sector industrial, las concesiones, y los servicios entre otras. 
 
Es importante destacar que dentro de las concesiones, las de servicios son más 
seguras que las de obra pública, ya que los servicios implican menos riesgos. Por 
ejemplo la contratación de un servicio de recogida de basuras implica unos gastos en 
obra de infraestructura mínimos sino nulos, y el único gasto importante puede ser el de 
la flota de vehículos y el personal. Los ingresos están garantizados y son conocidos, de 
manera que los riesgos que se corren están más controlados y en general el negocio es 
mucho más seguro. Además, en un hipotético caso de fallida del negocio la inversión 
realizada es de poco calado, y es más fácilmente recuperable. 
 
Es por todo eso, que en general las concesiones de servicios están bien vistas por los 
grupos empresariales aunque también tienen su problemática particular. Se asumen 
menos riesgos, por lo que se consideran mejor que la de infraestructuras.  
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En cualquier caso, es importante una estructura diversificada de la empresa para 
poder hacer frente a posibles problemas. En este sentido, la concesión en general es un 
negocio con mucho riesgo y es importante tener una estructura de empresa que pueda 
hacer frente en la mayor medida de lo posible posibles problemas que puedan darse. 
 
En cuanto a la Ley propiamente dicha, se entiende ésta más como un primer paso. 
Es una Ley de indicaciones y de marco general, que no entra a concretar demasiados 
aspectos, por lo que se cree necesario posteriores revisiones o ampliaciones. Pueden 
haber problemas de las distintas leyes sectoriales (principalmente puertos, ferrocarriles, 
carreteras, y obras hidráulicas) con respecto de la Ley general, o incluso en algún caso 
con respecto a directrices europeas. Es el caso por ejemplo de la Ley de Puertos. 
Mientras que aquí se trabaja en una dirección, en Europa se está discutiendo todavía por 
donde debe irse, con lo que el resultado podría ser que una vez Europa puesta de 
acuerdo, en España ya sea de aplicación una norma con un espíritu contrario, lo que 
provocaría una reelaboración de la Ley para poder adaptarse con la consiguiente 
problemática asociada.  
 
En cualquier caso, será necesario un estudio amplio y en profundidad para que las 
adaptaciones sean buenas y correctas. Dejando de un lado casos excepcionales de las 
normas europeas y centrándonos en el ámbito español, será importante que las distintas 
leyes sectoriales estén bien redactadas y bien estudiadas para no entrar en conflicto con 
la ley marco y que realmente cumplan con su objetivo: normalizar y concretar en su 
ámbito de aplicación. 
 
Puede pensarse por lo tanto, que de alguna manera se ha perdido la oportunidad de 
sacar una Ley mucho más amplia y con un abanico de actuación de mucho mayor 
recorrido y profundidad. Es decir, sacar la Ley actual como  un marco general, pero a su 
vez sacar también las distintas leyes sectoriales adaptadas todas al conjunto de la Ley 
marco. Seguramente está hubiera sido una opción más recomendable, pero también es 
verdad que hubiera necesitado de un mucho mayor esfuerzo, así como de un presumible 
aumento de plazo considerable. 
 
Solamente apuntar que en lo referente a la concesión de servicios, se está pensando 
en hacer una actuación similar, es decir, sacar una ley que regule los contratos de 
concesión de servicios en mayor profundidad, igual que hace la Ley que en este trabajo 
comentamos. Ahora bien, si en el caso de las obras públicas las instituciones a poner de 
acuerdo son limitadas y fácilmente consultables, en el caso de los servicios se hace 
necesaria una tarea ingente, ya que existen multitud de instituciones, organismos, etc... 
que se ven involucrados. Es por lo tanto un trabajo a realizar, pero que se presume arduo 
y muy complejo. 
 
Una cuestión interesante es la referencia a los países del este de la unión europea. 
Decimos que es importante porque de alguna manera la situación que viven allí 
actualmente es similar a la situación que vivió España en el pasado. Países como 
Rumanía, Polonia, etc... quieren saber más del sistema español y de la aplicación que se 
ha hecho de los fondos europeos. Podemos pensar que quieren ser herederos de la 
situación actual de España. Es por eso que la presencia de grupos constructores 
españoles será muy importante. De echo ya se está produciendo, por ejemplo en la 
participación de Ferrovial en la empresa polaca Budimex, pero se espera que todavía 
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vaya a más. De bien seguro que será una zona de negocio importantísima a corto/medio 
plazo, y será necesario verificar bien todos los riesgos que puedan darse. 
 
En este sentido se hace necesario modular bien los riesgos. Estos países han entrado 
en la unión europea de una manera muy rápida, en apenas 5 años han conseguido lo que 
por ejemplo a España ha tardado unos 15 – 20 años en conseguir. Las estructuras 
financieras de estos países por lo tanto no son todo lo sólidas que pudieran esperarse de 
un proceso tan rápido, rápido más por cuestiones políticas de freno a la inmigración que 
no de razones económicas que hubieran aconsejado una mayor lentitud. En una primera 
impresión podríamos pensar que si el proceso ha sido rápido es porque existen las 
suficientes garantías, cuando en realidad no es del todo así. Es por eso que aunque 
tengamos a la Unión Europea respaldando desde atrás, la situación en estos países puede 
desestabilizarse rápidamente, como por ejemplo ocurrió en Argentina. Son situaciones 
complejas y con una alta componente de riesgo, pero también son una clara oportunidad 
para crecer en un mercado que bien gestionado puede ser muy interesante y provechoso. 
 
Sea como sea, una vez más observamos como se hace necesaria una visión amplia 
con un análisis fino y en profundidad para poder ver los problemas que afectan a una 
concesión, y que son como vemos, de muy diversa índole.  
 
La salida de las constructoras españolas a este mercado de Europa del este es un 
hecho muy relevante y que supone decisiones difíciles y arriesgadas. Por una parte 
tenemos el riesgo que supone siempre, el salir a un mercado exterior, distinto del que 
estamos acostumbrados y en el que no nos manejaremos con la misma facilidad. Por 
otra parte el negocio concesional, que ya de por si es un negocio complicado y con 
riesgos. Apostar por lo tanto en este sentido como parece que están haciendo las 
constructoras españolas es un elemento de riesgo importante, pero que les puede abrir a 
la vez importantes posibilidades de negocio y de crecimiento. 
 
También es importante apuntar, que si ya de por si es complicada la tramitación de 
las concesiones en un país, en cuanto entramos en proyectos transnacionales la 
complejidad de la estructura es enorme. Proyectos que afectan a varios países, por poner 
un ejemplo la conexión de ferrocarril de alta velocidad entre Francia y España, suponen 
unas estructuras de financiación, realización, administraciones competentes, leyes 
distintas, etc... realmente complejas. Se hace necesario por lo tanto tener en cuenta estos 
elementos y muchos otros más a la hora de valorar toda la complejidad que supone la 
salida al exterior.  
 
Otro elemento importante de la Ley es el tema de la financiación. Se entiende que 
las entidades financieras ya han superado ese umbral de desconfianza respecto a las 
concesiones. Han sabido coger la imagen más anglosajona, y actualmente confían más 
en el negocio de la concesión. No así en cambio parece todo el tema de la titulización de 
los derechos de la concesión, es un elemento muy nuevo, y será necesaria una mayor 
experiencia para poder ir viendo por donde se mueve todo. Es necesaria, como un poco 
con la Ley en general, una experiencia, unos primeros pasos y entonces, a partir de éstos 
ir viendo como lo acogen las distintas facciones del mercado. En definitiva se ha de dar 
una experiencia para poder evaluar más las opciones más novedosas que dispone la 
nueva Ley. 
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En cualquier caso, lo que es claro es que actualmente la desconfianza de los bancos 
y entidades financieras ha dejado de existir en la financiación de concesiones. Lo que si 
está más por ver es como acogerán las fórmulas más nuevas que dispone la Ley. 
 
Otro de los aspectos destacados es la financiación mediante la concesión de dominio 
público, y las muchísimas posibilidades que ofrece esta nueva opción. Como en otros 
apartados de la Ley, se quiere coger un poco del modelo anglosajón, donde las 
operaciones inmobiliarias ligadas a las infraestructuras son muy frecuentes. 
 
Será necesario un reordenamiento de las ideas más tradicionales y una mayor 
capacidad de inventiva e intuición a la hora de plantear nuevos proyectos y las fórmulas 
para financiarlos. En este sentido, tener un buen olfato para saber “ver” estas 
operaciones puede permitir abrir unas posibilidades de negocio muy interesantes.  De 
cualquier manera, es probable una implantación mayor de las modalidades más usuales 
o que son más corrientes en países de mentalidad más anglosajona, principalmente 
Inglaterra y Estados Unidos. Será necesario tener la mente abierta a estas nuevas 
fórmulas, y un buen conocimiento de las mismas antes de su lenta aplicación en nuestro 
país, puede permitir un adelanto de ciertos grupos respecto a la competencia. 
 
Un aspecto referente también a la financiación y que es muy relevante es el de la 
venta de acciones de la sociedad concesionaria. En este sentido hay un estudio 
actualmente referente a las posiciones mayoritarias para ver si puede haber 
vulnerabilidad de la Ley. Lo que no se puede permitir es que mediante una concesión 
administrativa se pueda llegar a la especulación, extremo posible en el caso de una 
venta mayoritaria de las acciones. Es por eso que actualmente hay un estudio en curso 
para ver si es necesario tomar alguna medida a este respecto. Será necesario estar atento 
a esta cuestión para ver que medidas son las tomadas finalmente, aunque es probable 
que se prohíba lo que actualmente permite la Ley, es decir el traspaso mayoritario de las 
acciones y la consiguiente posibilidad de jugar a la especulación con las concesiones. 
 
En cuanto a la iniciativa privada, se ve como un objeto complicado y de difícil 
ajuste, ya que si se dan excesivas ventajas al que propone la idea, es probable que se 
incurra en alguna falta de competencia e igualdad de opciones para todos los 
participantes. Extremos donde la Unión Europea es especialmente sensible. Es una idea 
buena e interesante, pero que puede ser complicada su concreción para incentivar a que 
realmente se den propuestas por parte de los privados. 
 
Finalmente podemos hacer un pequeño análisis del sector de los Puertos españoles. 
Éstos han tenido y tienen legislación específica que los regula. Tenemos dos tipos de 
puertos, los de interés general (de titularidad estatal), vinculados principalmente al 
mundo del transporte; y los puertos de interés local (pertenecientes a las Comunidades 
Autónomas, si bien algunos son promovidos y gestionados por empresas privadas), 
vinculados principalmente al deporte y la pesca. 
 
En cuanto a los Puerto de interés general, se está ante una clara evolución hacia un 
papel regulador de los Puertos en sus áreas de actuación, dejando a la iniciativa privada 
la prestación de servicios y el ejercicio de la actividad económica. Por poner ejemplos 
tenemos el practicaje, la estiba y desestiba, el remolque, etc... y muchas otras no 
relacionadas directamente con las actuaciones en los buques, como son los silos, 
depósitos de inflamables, almacenaje de todo tipo de mercancías, etc... 
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La situación actual es que las Autoridades Portuarias jueguen un papel de 
administración del demanio público y de regulación de las actividades, quedando 
liberadas por tanto de la prestación de servicios. La regulación de todas estas 
actividades desarrolladas principalmente mediante vía concesional, viene reguladas por 
la legislación específica de puertos. 
 
Apuntaremos tan solo que éstas tienen un plazo máximo de 30 años durante el cual 
devenga un canon fijado por la Ley de Puertos en un 6% anual sobre el valor del activo 
dado en concesión (terreno, lámina de agua, instalación, edificio, etc...), y otro de 
actividad. Si además se realizarán servicios, éstos además devengan toda una serie de 
tarifas reguladas por la Ley, aunque son catalogadas como precios privados y no como 
precios públicos. Recordemos que los precios públicos no son negociables, mientras que 
los privados dan posibilidad a su fijación y al acuerdo entre privados.  
 
En cuanto a los puertos de interés local, éstos son básicamente puertos de recreo y 
pesca. Los gobiernos autónomos tienen capacidad normativa, aunque si no se usa 
vienen regulados por la ley supletoria de la Administración Central. 
 
Solamente cabe apuntar que su gran proliferación en los últimos años ha obligado a 
restringir mucho su construcción y poner criterios muy severos. Hace falta un informe 
de dinámica litoral, la aprobación del correspondiente Ayuntamiento y claro está del 
gobierno autónomo.  
 
En cuanto a la evolución futura de los puertos hay que considerar varios aspectos. El 
primero es el de la Directiva Europea sobre los servicios portuarios que considera los 
diversos puertos europeos como un sector en libre competencia. La liberalización de 
servicios es una cuestión muy delicada y compleja, que plantea serias dudas tanto a 
nivel laboral como empresarial. Será necesario que la nueva normativa resuelva estas 
dudas y establezca las bases futuras de actuación de acuerdo con la legislación europea. 
 
Será necesario incentivar la inversión privada en las obras de infraestructuras 
aunque se prevé difícil su absorción debido al largo plazo de amortización de las 
mismas. Empiezan a haber inversiones privadas en los muelles, pero no así en las obras 
de abrigo. En cuanto a superestructuras e instalaciones la participación privada es ya 
muy elevada. 
 
En un marco de competencia, el futuro de los puertos vendrá ligado al nivel de 
calidad que ofrezcan, la especialización, la intermodalidad, la eficiencia y seguridad. 
Serán los que mejores niveles ofrezcan los que conseguirán tirar hacia delante, mientras 
que es probable que los que no lleguen a estas metas se queden atrás o en papeles 
secundarios. 
 
Un factor decisivo para los puertos españoles es la de la intermodalidad. En este 
sentido, la adecuación del ancho de vía europeo para el ferrocarril que conecta con los 
puertos, permitiría que aumentara decisivamente el porcentaje de transporte de 
mercancías por ferrocarril frente al transporte por carretera, ya que la mayoría de 
mercancías que entran a nuestro país lo hacen por vía marítima. En cuanto al transporte 
de pasajeros, una conexión de Alta Velocidad puede ser muy importante especialmente 
para el pasaje de los cruceros turísticos, ya que dispondrían de un abanico de 
posibilidades mucho más amplia de la actual. Aunque en este sentido si es cierto que 
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serían importantes otros aspectos como son las conexiones aeroportuarias, comodidad, 
calidad de los mismos, etc... 
 
Todas estas obras públicas de ferrocarril y carretera si vienen reguladas por la nueva 
Ley de concesiones, por lo que la influencia que del buen uso se haga de la misma 
tendrá importantes influencias respecto del buen funcionamiento de los puertos. 
 
Finalmente tenemos los niveles logísticos y de operación Puerto-Ciudad tan 
importantes actualmente. Para el primero son necesarios grandes espacios terrestres (por 
ejemplo la ampliación actual del Puerto de Barcelona hacia el Sur para doblar su 
superficie terrestre), lo que conllevará ingentes inversiones que necesitarán de 
colaboraciones eficaces para poder ser financiadas. En cuanto al segundo, será necesario 
explotar al máximo la interrelación que establece el Puerto con la Ciudad, 
especialmente mediante la terciarización del mismo (por ejemplo espacios de oficinas, 
bares, ocio, comercio, cultura, etc...). Será necesario potenciar estos elementos para 
aprovechar las oportunidades de negocio que representan. 
 
En definitiva, el panorama futuro que se abre a los puertos es muy interesante, pero 
será necesaria una buena y eficaz gestión de todos sus elementos, entre los que las 
concesiones juegan un papel primordial, para poder llegar a buen término todo el sector.  
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A.3.3 Entrevista con Joaquín Osorio Montejo 
 
Joaquín Osorio Montejo es Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, y es Director 
Regional de Dragados, Obras y Proyectos, en la delegación de Cataluña-Baleares. 
 
El primer paso es tener una visión general de la Ley, ver en que situación se ha 
dado, y porque se ha hecho exactamente ahora. Es necesario por lo tanto un análisis 
general y de visión amplia, para poder identificar las necesidades a las que da respuesta 
la nueva Ley. 
 
En este sentido la exposición de motivos de la Ley permite aclarar muchas cosas, ya 
que identifica de manera clara y concisa lo que se ha querido hacer. Se ha diseñado un 
texto legal que pretende concretar la colaboración del sector privado con las diferentes 
Administraciones en la construcción y explotación de obras públicas, intentado 
encontrar un equilibrio entre los intereses públicos, en especial el de los usuarios, y los 
intereses empresariales de quien compromete el capital. 
 
Y en términos parecidos se expresa cuando dice: “contribución de los recursos 
privados a la creación de infraestructuras y equitativa retribución del esfuerzo 
empresarial”. Es decir, se plantea la Ley dentro de un marco de colaboración necesario e 
imprescindible actualmente entre el poder público y el privado. Quiere dar respuesta a 
una necesidad existente y ajustando y preservando al máximo los intereses particulares 
de las partes, eso si, en un complicado y difícil equilibrio. 
  
Dos aspectos fundamentales vienen a colación en el momento actual y actúan de 
acicate para acelerar y concretar la colaboración entre las partes. Por un lado, la 
minoración de los presupuestos y los compromisos futuros de pago. Y por otro lado, la 
disminución de los fondos Feder que recibe actualmente España. Con estos dos 
elementos presionando, se hace necesario buscar nuevas fórmulas, o readaptar las 
existentes a los nuevos tiempos y a la situación actual. 
 
Es en este contexto de necesidad, es donde surge la redacción de la nueva Ley. A 
esta situación se le quiere dar una respuesta eficaz, planteando nuevas fórmulas y 
dotándolas de la flexibilidad necesaria para que se pueda concretar y aprovechar el 
sistema concesional y las ventajas que ofrece.  
 
Hemos de tener en cuenta que la Ley da una especial importancia a la explotación y 
al mantenimiento de las infraestructuras. No debemos quedarnos en un plano de 
ejecución de obras, sino al contrario, tener bien claro que la Ley da una importancia 
capital a la fase de explotación. No podemos olvidar que se genera un gasto corriente 
liberado al traspasar éstos a la concesionaria. De manera que ya no solamente es lo que 
se ahorra la Administración durante la construcción, sino también y de manera 
especialmente importante, todos los gastos de mantenimiento de la infraestructura 
durante un plazo de años muy largo. No podemos perder de vista este enfoque, ya que la 
fase de explotación es de vital importancia y así ha sido reflejada en la Ley. 
 
En cuanto a otro de los aspectos fundamentales de la Ley, el equilibrio económico y 
el mantenimiento de éste, la Ley trata los aspectos más generales, pero da buenas pautas 
para tratar éste. El equilibrio económico será función de la rentabilidad y el riesgo que 
se asuman en la concesión, y será necesaria una buena cooperación entre las partes para 
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poder evaluar bien cuando sea necesario reestablecer éste, y cuando por el contrario será 
necesario mantenerlo aún cuando no sea del todo favorable para una de las partes.  
 
La iniciativa privada es un aspecto realmente novedoso de la Ley, ya que permite 
plantear nuevas expectativas a los constructores y empresas interesadas. Quizá los 
incentivos no sean todo lo atractivos que deberían, o quizá se podría haber planteado en 
otros términos, pero en cualquier caso lo que es evidente es que plantea un horizonte 
nuevo y unas grandes posibilidades. Si las constructoras saben ser imaginativas, puede 
que la iniciativa privada en la proposición de ideas tenga una aplicación muy grande. 
Todo dependerá un poco de las primeras experiencias que se den y de cómo son tratadas 
y evaluadas por la Administración, las entidades financieras y las empresas privadas. 
Otro factor relevante, será evidentemente el carácter empresarial de los distintos grupos, 
es decir, quien se más emprendedor o atrevido, puede que le sea más fácil adaptarse y 
utilizar esta figura, mientras que quien sea más reservado o conservador puede que le 
cueste más. 
 
En cualquier caso, lo que es claro es que para el privado esta posibilidad de 
proponer ideas es una magnífica oportunidad para enfocar sus líneas empresariales. Y 
que una buena utilización de este recurso permitirá a éstos ampliar muchísimo más sus 
posibilidades de negocio al poder proponer propuestas que la Administración no detecta 
y que puedan resultar interesantes para todos. En definitiva, si al principio hay una 
buena respuesta y se ve como un mecanismo eficaz y sin demasiadas trabas, es probable 
que las empresas más emprendedoras lo utilicen de forma recurrente e incluso masiva. 
 
La financiación es igualmente otro de los aspectos más importantes en el negocio 
concesional. Desde el punto de vista del empresario es básico no apalancarse. Éste es un 
elemento fundamental, ya que aquellas inversiones que implican un alto grado de 
apalancamiento penalizan excesivamente a la empresa, de manera que no son en 
absoluto deseables. Es un factor importante y muy a tener en cuenta, es por eso que para 
agilizar la financiación y sea realmente atractivo para los privados se hace necesario 
mecanismos de retorno rápidos. Es en este sentido que se enmarcan las nuevas fórmulas 
de financiación, que lo que buscan es que haya un retorno rápido del capital invertido 
para seguir construyendo e invirtiendo. 
 
Es básico que el mercado de capitales crea en el proyecto, lo financie  y retorne el 
capital para poder así seguir con la construcción de nuevas infraestructuras. Lo que no 
puede pretenderse es que no se recupere el capital invertido, ya que sino lo que 
tendríamos es que se llegaría a un tope para un determinado grupo, a partir del cual ya 
no podría financiarse más obras en concesión. Es necesario por tanto, que para que la 
inversión en concesión tenga continuidad, que haya un retorno del capital invertido, y 
cuanto más rápido sea éste mucho mejor. Por ejemplo en el caso de Dragados la salida 
de Aurea a bolsa permite recuperar el dinero invertido en las concesiones. Este es uno 
de los mecanismos a los que se puede recurrir para recuperar la inversión y seguir 
invirtiendo. 
 
En general esta venta de la concesión, la salida a bolsa, etc... se da cuando ésta ya 
funciona y se ve que no tiene problemas. Cuando la concesión está estabilizada es 
cuando se puede esperar que otro tipo de inversores confíen y vean con buenos ojos 
comprometer su capital. No puede esperarse que de una concesión que no funciona 
financieramente el retorno del capital sea rápido.  
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Para favorecer el traspaso es bueno que la constructora y la sociedad concesionaria 
vayan desligadas. Aunque las empresas pertenezcan a un mismo grupo diferenciar la 
explotación de la construcción favorece que se identifique más claramente cuales son 
cada una de sus áreas y de sus aplicaciones. En definitiva, el identificar la explotación 
de la infraestructura con la sociedad concesionaria permite ver claramente cual es su 
objeto y su función. Unir la sociedad concesionaria con la constructora, aunque 
pertenezcan al mismo grupo puede mezclar funciones y dar lugar a equívocos. Es mejor 
dejar las cosas claras, y separar funciones: constructora-construcción, y sociedad 
concesionaria-explotación. 
 
Además, esta separación permite identificar y ver todavía más claramente que el 
objeto de la explotación es realmente importante en el negocio concesional. 
Redundando así en el comentario inicial de que se le debe dar mucha importancia a la 
fase de explotación en lo que es una concesión. 
 
En cuanto a la aplicabilidad de las concesiones, parece que los elementos 
deficitarios los debe asumir el estado mediante fórmulas de peaje en sombra o con 
subvenciones.  
 
Otro elemento novedoso es que se comienza y de hecho se esta haciendo a aplicar el 
concepto de concesión a elementos que no han sido los tradicionales, como pueden ser 
vivienda social en Madrid, geriátricos en Valencia, colegios, etc... Será importante ver 
la aplicabilidad de la concesión a nuevos elementos y ver como se camina en este 
sentido.  
 
En definitiva será necesario ir tanteando al principio para ver por donde se tiene que 
ir. Habrá que haber un tanteo porque no existe jurisprudencia. Hay que ir “andando” 
para poder ver al principio cosas que es necesario corregir, modificar, etc... En cualquier 
caso parece que el boom a nivel concesional puede estar alrededor de los 4 ó 5 años, y 
que sea a partir de entonces cuando realmente exista una aplicación de la concesión a un 
mayor nivel. 
 
Además, hemos de tener en cuenta que la ilegalidad de los entes como GIF y otros 
parecidos favorecerá que se apliquen nuevas fórmulas de financiación, entre las cuales, 
la concesión puede ser un elemento decisivo. Será importante ver la nueva realidad a 
nivel de financiación, ya sea por las restricciones europeas de déficit, nuevas normas 
legislativas que puedan surgir, nuevos criterios contables, etc... que pueden hacer 
modificar las necesidades a la hora de financiar proyectos de infraestructuras, y será 
importante saber adaptarse con antelación a todos estos elementos. 
 
En cuanto a la financiación, es importante la confianza financiera que den las 
administraciones, hablando especialmente entre las distintas comunidades autónomas. 
Hay diferencias importantes entre ellas, y esto puede llevar a que se de más fácil 
aplicabilidad el sistema concesional en algunas comunidades que en otras. Es un 
elemento a valorar y que puede incidir positiva o negativamente en la implantación de 
las concesiones. 
 
De cualquier modo, a la hora de aplicar las concesiones se buscarán primero 
aquellas que ofrezcan el mejor negocio y a medida que éstas vayan quedando agotadas 
se pasará a las menos rentables, que necesitarán de subvenciones o ayudas, en este 
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supuesto será básico el elemento que apuntábamos antes, es decir la confianza en la 
administración correspondiente y la salud financiera de la misma. 
En cualquier caso, las necesidades en infraestructuras existen, de manera que se 
tiene que dar respuesta a ellas de alguna manera. La implantación de mayor número de 
concesiones será una cosa común, y aunque al principio puedan haber reticencias 
sociales, es claro que después a medida que se vaya viendo que resuelven problemas 
existentes la aceptación de las mismas será mucho mayor. 
 
Como resumen podemos decir que las constructoras y las concesionarias han de ver 
en las concesiones una oportunidad de negocio suficiente, y que por parte de las 
administraciones será clave la confianza que generen así como la solvencia financiera 
que presten en según que proyectos. Así mismo, dependerá del tipo de proyectos y de 
los riesgos que se quieran asumir. Finalmente, será necesaria una experiencia previa que 
vaya aumentando a medida que se utilice más esta figura, y se pueda ir viendo en que 
aspectos se puede mejorar o cuales es necesario retocar. Se puede decir que para que el 
sistema concesional tenga éxito será necesario que entre todas las partes exista 
colaboración, y en definitiva haya la suficiente confianza para apostar fuerte por este 
tipo de negocio. 
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A.3.4 Entrevista con Xavier Farriols i Solà   
 
Xavier Farriols es Doctor en Ciencias Económicas, Jefe de Financiamiento de 
Proyectos de “Caixa Catalunya”, y profesor en la Escuela Técnica Superior de 
Ingenieros, Caminos, Canales y Puertos de Barcelona (ETSCCPB). 
 
Su visión es muy interesante, ya que da la perspectiva financiera de todo el sistema 
concesional. La visión financiera de la concesión es clara. Se busca que esté toda la 
concesión bien planteada y bien estudiada, con el menor margen de desviaciones 
posibles. Este es un elemento clave, ya que si no hay desviaciones se sabe a lo que 
atenerse. Lo más problemático es cuando empiezan a haber problemas, ya sea en la fase 
de explotación o en la de construcción, y se hace necesario revisar las previsiones de 
financiación. 
 
Lo más recomendable es hacer un buen estudio de tráfico y un contrato de llaves en 
mano. Así nos aseguramos que en la fase de construcción no haya desviaciones extras, 
ya que traspasamos las responsabilidades al constructor si existen problemas no 
previstos en inicio. El contrato de llaves en mano establece un precio pactado al 
principio de la obra y una recepción de la misma al acabarse ésta. El que así se haga el 
contrato ofrece la ventaja que la administración se desentiende totalmente de los 
problemas que puedan surgir en la fase de construcción. Es claro que este tipo de 
contratos son aplicables solamente a algunas obras. Por ejemplo, para una autopista o un 
bloque de pisos, donde la construcción está bien estudiada y no tienen porque surgir 
problemas adicionales, se puede pensar en un tipo de contrato llaves en mano. Ahora 
bien, para una obra tipo la línea 9 del metro en Barcelona, donde pueden surgir multitud 
de problemas al hacer las excavaciones, etc... parece claro que ningún constructor 
asumiría el riesgo que supondría un contrato de este tipo. 
 
En cuanto a la fase de explotación, la minoración de desviaciones es más pausible 
cuanto mejor sea el estudio de tráfico o de demanda de la infraestructura. Cuanto mejor 
este hecho este estudio es más posible que la desviación sea poca, mientras que si el 
estudio es de mala calidad, es probable que puedan existir errores que nos lleven a 
malas previsiones. 
 
Como se ve, se intenta evitar la desviación en las dos fases principales de cualquier 
concesión. Se quiere una inversión prefijada y unos ingresos estables. Además es 
importante un buen estudio del peaje. Es decir, intentar hacer una buena estimación de 
lo que el usuario está dispuesto a pagar, los factores que pueden hacer variar la demanda 
y la aceptación de la obra. En definitiva, tener clara la percepción que los usuarios 
tendrán de la infraestructura y como estarán dispuestos a valorar y a pagar por su 
utilización. 
 
El estudio del peaje puede ser definitivo igualmente, ya que una mala adecuación 
del mismo, puede hacer desequilibrar la demanda. Mientras que un buen estudio puede 
hacer incluso hasta reequilibrar la misma. 
 
En cuanto a los bancos, la cultura de inversión en infraestructuras es ya una realidad. 
Este paso, necesario e imprescindible, ya se ha dado en el pasado por lo que los bancos 
no tienen problema a la hora de invertir en este campo. 
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Otro de los aspectos importantes es el periodo final de la concesión. Es importante 
que haya un plazo posible de recuperación por si surgieran imprevistos que hicieran 
necesaria la ampliación de la misma. Si el margen es corto puede haber problemas y 
puede que no se recuperen las inversiones, mientras que si hay más margen los riesgos 
asociados a esta posibilidad se reducen ostensiblemente. Por ejemplo, si el pago del 
crédito se supone a 19 años, y la concesión se acaba a los 25, tenemos este margen de 
años para recuperar y obtener beneficios. Mientras que si el margen es menor, cualquier 
imprevisto que pudiera retrasarnos el pago del crédito en dos o tres años, nos dejaría sin 
años para la obtención de beneficios. Es por eso que es interesante tener un colchón 
suficientemente amplio, para no llegar al fin de la concesión con problemas importantes. 
 
Las garantías que da el estado son otro de los elementos positivos de la Ley, ya que 
siempre es bueno saber el respaldo de la Administración en el caso de que existieran 
problemas. Es de valorar ya si se podrían dar más, pero en cualquier caso se valora 
positivamente que la Administración se implique para intentar hacer más atractiva y 
segura la inversión de los bancos. 
 
Uno de los aspectos fundamentales para los bancos, son los primeros años de la 
concesión. Estos son el periodo crítico, ya que es en estos años cuando se ve como se 
acepta la infraestructura y cual es la respuesta de la sociedad. Es un periodo crítico que 
oscila entre los 2 a 5 primeros años de vida, y después de los cuales se puede llegar a la 
revisión de los términos de financiación. Una vez superada esta fase, se supone que la 
concesión funcionará correctamente, a no ser que existan problemas graves que 
desequilibren el contrato económico financiero de la concesión. Por lo tanto, en los 
primeros años de vida, se hace un control más exhaustivo de la concesión y se ve como 
va evolucionando para así poder ver si es necesaria una reestructuración, o si por el 
contrario ésta ya esta bien planteada.  
 
Los bancos tienen una opinión favorable de las concesiones, y se cree que su 
utilización irá en aumento en los próximos años. Ya no solo se utilizará para los 
contratos de las infraestructuras más típicas, sino al contrario, se diversificará mucho su 
utilización. En este sentido el otro gran modelo de financiación, que es el modelo 
alemán, no es tan bien visto, ya que es un sistema de pago aplazado que suele dar 
problemas si la construcción no está bien hecha. Para poder aplicar bien este mecanismo 
se hace necesaria una confianza y una solvencia de la constructora, ha de haber una 
solvencia técnica contrastada. 
 
Finalmente hay que hacer quizá más hincapié en los temas de mantenimiento y 
seguridad en las concesiones, ya que son aspectos que no están del todo desarrollados. 
Igualmente sería interesante tratar más el tema de los servicios, que aunque se sale de 
las competencias de las obras en concesión, son otro campo de capital importancia. 
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A.3.5 Entrevista con Carlos Fernández de Castro y José Mª Galopa Vilaret 
 
La primera idea clara es que existe un crecimiento general y en distintos sectores en 
nuestro entorno actual. Como región, existe un crecimiento de las necesidades en 
infraestructuras. Se vive en una etapa expansiva y de crecimiento sostenido de la 
economía que lleva a generar más necesidades. En definitiva, hay una correlación entre 
el crecimiento general como región, y el crecimiento necesario de provisión de 
infraestructuras que debemos hacer frente.  
 
El problema en esta correlación viene determinada por otro factor clave y nada 
desdeñable, la falta de recursos. Los recursos para la financiación son limitados. Esta es 
una premisa sencilla pero con implicaciones evidentes. Se han buscado varias fórmulas. 
El método alemán no lo aplica el Ministerio, mientras que las Comunidades Autónomas 
si. (Por ejemplo para la financiación de la Línea 9 del metro de Barcelona). La 
refinanciación se utiliza mucho, aunque seguramente es un mal sistema. Lo ideal es un 
“Project finance”, pero esta claro que no todos los proyectos pueden asumir este tipo de 
sistema. 
 
La concesión como sistema es buena, pero tiene el inconveniente de que la 
generalización a distintos tipos de obra será complicada. Para el típico caso de 
autopistas, donde existe una IMD a estimar, la fórmula en concesión ya se ha visto que 
tiene éxito, y puede ser muy beneficiosa. Pero para otros elementos más novedosos la 
aplicación del sistema concesional puede ser más problemática. Aún y así, la concesión 
es un buen elemento y con la práctica se podrá ir viendo como evoluciona. (Un ejemplo 
es la Ciudad de la Justicia de Barcelona, que será necesario ver si el sistema de 
concesión utilizado es valido y reporta los ingresos necesarios). 
 
En cualquier caso está claro que a partir de ahora habrá una mayor diversificación 
de las obras que se puedan financiar mediante concesión. La nueva Ley abre un nuevo 
marco regulatorio, y esto en principio ha de permitir que se pueda generalizar a distintos 
tipos de obras. Además, se ha de tener en cuenta, que las principales infraestructuras 
que permiten una estructura en concesión ya están realizadas o explotadas, (las 
autopistas del arco del mediterráneo, nuevas radiales de Madrid, etc...). Es por lo tanto 
de esperar que a partir de ahora queden autopistas residuales o con mayores 
inseguridades. En definitiva, la parte más “apetitosa” de las infraestructuras necesarias 
ya está en su mayor parte realizada, será necesario “bajar” en este abanico de las 
infraestructuras y abarcar otros proyectos menos rentables, así como empezar a 
considerar infraestructuras que en principio no se tenían en cuenta. 
 
Esto igualmente conllevará a una apertura al mercado de servicios. Las concesiones 
de servicios o de explotación, pueden ser un mercado muy interesante para las 
empresas, debido a que existen multitud de posibilidades y algunas de ellas muy 
rentables. 
 
Desde el punto de vista empresarial, será necesario tener buenas ideas para tener 
buenos proyectos. Se tendrá que tener una nueva visión, más amplia y con un mayor 
horizonte. Ya no sólo se trata de construir la obra, cada vez más se necesitará estructura 
en la empresa para llegado el caso gestionar, la explotación de las obras que se 
construyan, así como financiar por adelantado parte de la obra.  
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En definitiva, se puede decir que la nueva visión se moverá en tres elementos. Habrá 
que tener una capacidad mayor para anticipar las posibilidades de financiación de las 
obras, continuar teniendo una calidad técnica contrastada para construir la obra en 
perfectas garantías, y finalmente poder tener elementos de gestión para la explotación 
de la misma. 
 
Cuando más integrado se tenga este proceso, y más claro se tenga, más posibilidades 
hay de tener buenas ideas a la hora de presentar y conseguir, los más rentables 
proyectos, así como los mejores en términos generales de calidad. 
 
En cuanto al horizonte 2007, que es la fecha en que se terminará previsiblemente la 
recepción de fondos europeos. No es de esperar que vaya a haber un cambio tan brusco 
y grande. Es verdad que en España los fondos se han utilizado en gran parte para la 
provisión de infraestructuras, pero aunque pueda haber una ligera disminución de la 
contratación, no hay porque temer grandes cambios para la construcción en general. 
 
Como visión empresarial se puede preguntar uno si es necesario algún movimiento 
para adaptarse a este previsible cambio de mentalidad que se apuntaba antes. Los 
grandes grupos se fusionan más para optimizar estructura y mejorar, así como para 
poder afrontar según que inversiones que necesitan de una estructura financiera potente 
y fuerte. Para las empresas medianas es verdad que si bien no podrán acceder solas a 
según que concursos, no tiene porque haber limitación para la unión temporal entre 
ellas, como ha pasado recientemente por ejemplo en la adjudicación de la autopista 
Madrid-Toledo (Corsan-Corviam, Comsa, Azvi, Sando, Espirito Santo, son el consorcio 
adjudicador). En cuanto a las empresas más pequeñas, quedarán fuera de muchos 
concursos de concesiones, pero no por eso deben quedar fuera del negocio concesional. 
 
Es de esperar que los Ayuntamientos ante la falta de recursos opten también por 
apostar por la figura concesional. El volumen de los mismos no será muy grande, por lo 
que el mercado de pequeñas concesiones puede ser muy elevado. La construcción de 
hospitales, según que viviendas, centros sanitarios, etc... pueden suponer pequeños 
contratos individuales, pero muy grandes en volumen en su conjunto. Por lo tanto, a 
nivel empresarial habrá un reparto para todos, y ya será la política individual de cada 
empresa la que marque las tendencias en su política de crecimiento, etc... Algunas 
pueden optar por el mercado exterior, otras crecer un poco más para llegar a según que 
proyectos, otras quedarse en mercados locales como los de los ayuntamientos, otras a 
nivel de comunidad, etc... La casuística será muy grande, y sería interesante poder hacer 
un estudio más detallado cogiendo ya una muestra representativa de las empresas y ver 
cuales son sus tendencias. 
 
Eso si, como es un mercado relativamente nuevo, y donde las rentabilidades son 
pequeñas con diferencia a otros negocios, es muy probable que alguna empresa se vea 
ciertamente comprometida si tiene problemas importantes con alguna concesión. En los 
próximos años podemos asistir a alguna noticia importante al respecto, ya que no todo 
va bien, y más cuando se empiezan las cosas. Algunas empresas superarán esta primera 
fase positivamente, pero alguna seguro tendrá serios problemas. Habrá que estar atento 
para analizar los problemas surgidos, e intentar sacar conclusiones de interés. 
 
Otro agente determinante y clave en todo el sistema concesional es la 
Administración. La Administración está en un papel complicado, pero se muestra en 
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exceso dura. Sería necesario un pequeño cambio. No se trata de que deje su papel de 
regulador y controlador, pero estaría bien que se flexibilizara un poco. 
 
La Administración debe adoptar otro rol, ya que sino pueden haber muchos 
problemas. Si está dispuesta a sacar proyectos en concesión no debe ponerse tanto en 
los proyectos. Ha de pasar de una función de director de obra, a otra más de supervisión. 
Ha de ser un poco más flexible y dejar que ya que es la empresa la que invierte su 
dinero, ella intente disponer todos los elementos como mejor le convengan (siempre 
dentro de unos límites, que es donde entraría la Administración). En una obra normal, la 
empresa juega un papel de ejecutor ya que quien pone el dinero es la Administración, en 
cambio, en una concesión la empresa también pone capital.  
 
Este cambio no es fácil, especialmente cuanto menor sea la Administración. Como 
se le puede plantear al Ingeniero Municipal de un ayuntamiento que siempre ha llevado 
las riendas de todos los elementos, que en los proyectos concesionales debe dejar un 
poco de lado sus funciones. Es complicado porque evidentemente a nadie le gusta dejar 
de ser el elemento de decisión, el que manda y dirige las cosas. 
 
Es un reto, evidentemente, y será necesario ver como evoluciona la Administración 
ante éste. Otro aspecto importante, y ligado también con el gestor público son los 
pliegos de condiciones. 
 
Hay una falta de calidad en la redacción de según que pliegos de condiciones. Hay 
que revisar la manera en que se redactan algunos de ellos, porque parece que la 
Administración desconozca el modelo concesional, ya que pone condiciones que en 
algunos casos son imposibles de cumplir. Evidentemente no todos son así, pero hay 
algunos pliegos que no hay por donde cogerlos. Está claro que esto no ayuda a un buen 
desarrollo del sistema concesional y a su implantación. Pliegos muy duros y exigentes 
implican que las empresas corran excesivos riesgos para ser adjudicatarios. Se pueden 
dar casos donde la rentabilidad del proyecto de la oferta adjudicataria puede llegar a 
estar por debajo de la T.I.R normal del mismo. Teniendo en cuenta además, que las 
rentabilidades normales de las concesiones son del orden del 6-9 %, bajas ya de por si. 
 
Una mala redacción de pliegos conlleva una asunción de riesgos mayor por parte de 
las empresas, con lo que las posibilidades de renegociación en el caso de ser 
adjudicatarias aumentan considerablemente. Hay ofertas de concursos ganadoras, que 
no son viables si el concesionario no cuenta con la negociación posterior. Debe evitarse 
al máximo llegar a este extremo, por lo que se hace imprescindible contar con buenos 
equipos de redacción de pliegos de condiciones. Se debe dotar a la Administración de 
los medios materiales y humanos necesarios para que los Pliegos de Condiciones 
puedan ser de calidad. 
 
En cuanto a la Ley, no se espera que sea una cuestión política. Es decir, los cambios 
políticos no deben influir mucho, ya que las necesidades son las que hay. Como mucho, 
se puede llegar a utilizar fórmulas de peaje en sombra o similares, con mayor profusión 
según sea el partido que gobierne.  
 
Aspectos concretos de la nueva Ley y que deben ser considerados. La Ley carece de 
una regulación de los beneficios fiscales aplicables a las sociedades concesionarias. 
Igualmente suscita muchas dudas que sería necesario aclarar con respecto a la 
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aplicación de la normativa de determinados tributos, hecho que viene agravado por la 
mayor complejidad de los sistemas de financiación. Sería necesario una mayor 
aclaración de estos aspectos, muy importantes y que suscitan no pocas dudas y 
problemas. 
 
Otros aspectos que quizá deberían mejorarse. La cláusula de progreso no está bien 
concretada. En la redacción actual se deja demasiado abierta su interpretación lo que 
puede llevar a conflictos importantes. Si no se optimiza, existe más riesgo y esto 
conlleva siempre asociado un sobrecoste. Los indicadores de calidad son otro aspecto 
que debe llevarse con cuidado, deben estar bien controlados y gestionados para no llevar 
a efectos contrarios a los que inicialmente se proponen.  
 
En definitiva, el negocio concesional es muy problemático. Se gana poco y en 
cambio puede ser muy perjudicial para una empresa. Las rentabilidades son bajas, con 
lo que el margen de maniobra es pequeño. En los proyectos concesionales es muy fácil 
que la TIR baje, y es muy complicado después recuperarla. Hay que tener mucho 
cuidado y no ser temerario. Hacer buenos estudios y una buena planificación es la mejor 
garantía para poder afrontar las concesiones en buena posición. Y al ser ahora un 
momento inicial, ir viendo y acumulando toda la experiencia posible para poder caminar 
por este mercado con unas seguridades mínimas. 
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A.3.6 Entrevista con Rafael Romero 
 
Rafael Romero es economista, Presidente de la “Cambra de Contractistes d’Obres 
de Catalunya”. 
 
La idea básica que rige la nueva ley es la flexibilidad. La idea europea de 
modernidad va ligada al concepto de flexibilidad y adaptación a las circunstancias y 
casos concretos. Existen muchas iniciativas a nivel europeo de colaboración público-
privada, y en todas ellas la idea general es un marco flexible y adaptable. Para poder 
aplicar esta fórmula es imprescindible este concepto. En España, se tiene bastante 
experiencia en la aplicación concesional, de manera que esta idea se ha podido 
materializar en la redacción de la Ley. Este carácter decididamente moderno y adaptado 
a las necesidades y tiempos actuales es un punto muy favorable de la Ley, y que marca 
el carácter de la misma. 
 
La flexibilidad es un elemento básico, no todas las infraestructuras tienen capacidad 
para generar beneficios. Si la Ley no tuviera este carácter no se podría generalizar el uso 
concesional a un rango grande, se quedaría en tan solo aquellos proyectos más 
rentables. 
 
Ahora bien, hay que tener claro también que aunque se den más opciones, y se 
facilite la colaboración, la implantación de las concesiones no ha de ser masiva y 
mayoritaria. La financiación presupuestaria continuará siendo la de mayor peso. No 
habrá un cambio radical, habrá una continuidad. Se ampliará el uso de la concesión y en 
general existirá una mayor facilidad de financiación por las mayores posibilidades de 
instrumentación. 
 
En cuanto a las empresas, las fusiones de los grandes grupos constructores no 
responden a necesidades del mercado interior. Necesitan ganar masa crítica para poder 
afrontar proyectos internacionales. Mientras que se abre un horizonte nuevo a las 
medianas empresas para que puedan crecer y llegar al nivel de las grandes.  
 
La salida al exterior de las empresas es un elemento importantísimo en su política 
general. Actualmente la corriente es clara y se divide en dos opciones. Para obras 
individuales, lo general es la unión temporal con alguna empresa local, para poder 
afrontar el proyecto y después poder marcharse sin excesivos problemas. En cambio, 
para una visión más a largo término, lo que se está haciendo es la compra o fusión con 
algún grupo local, lo que posibilita la implantación de la empresa en el nuevo escenario. 
Esta es una opción usual para la implantación de los grandes grupos en los países menos 
desarrollados. 
 
Otro aspecto de preocupación es el impacto real que producirá la supresión de los 
fondos europeos en el 2007. El mensaje ha de ser de tranquilidad. Los fondos, entre 
otros elementos, han permitido reducir y eliminar el déficit. Se pasó de un 7 % de 
déficit, al 0 % actual. A partir del 2007, se supone que el déficit seguirá nulo como 
ahora. Es de esperar que el estado entonces, para poder hacer frente a las necesidades 
pueda endeudarse un poco. Desde Europa puede esperarse una cierta flexibilidad, más 
aún viendo los últimos acontecimientos con Francia y Alemania. En realidad, ahora en 
el 2004, el estado ya tiene una capacidad para este endeudamiento controlado. Así que 
el impacto de la reducción de los fondos para el 2007 no tiene porque ser muy 
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importante. Seguramente a partir de entonces se siga una política de déficit cero 
compaginable con momentos puntuales de endeudamiento. 
 
En lo referente a la financiación, no se debe esperar un impacto muy negativo como 
se ha visto. Por el otro lado, las necesidades en infraestructuras seguirán existiendo. 
Como dato importante tenemos el estudio del “Gabinet d’Estudis Econòmics”, que dice 
que los países con un mayor parque de infraestructuras continúan necesitando de 
grandes inversiones. El dato es claro, cuantas más infraestructuras, más necesidades de 
inversión. Por lo tanto, en el horizonte 2007-2010, seguirán existiendo las necesidades 
de inversión y incluso puede que hayan más, y igualmente se dispondrán de los 
suficientes recursos como para poder afrontarlos. 
 
 
 
 
Cuadro 25. Fuente: Gabinet d’Estudis Econòmics 
 
 
A nivel social, está claro que cada vez se hace más necesario dar más información al 
ciudadano, explicar muy bien las cosas para que reaccione bien. En este sentido la 
elaboración buena y cuidada de los proyectos da cierta garantía de una buena aceptación 
ciudadana de los mismos. Cuando las cosas se hacen bien no se genera rechazo social. 
 
El debate peaje si/peaje no, es complicado. La movilidad es compleja, y hay que 
utilizar todas las herramientas a disposición para solucionar lo mejor posible los 
importantes problemas de movilidad que existen hoy en día. Las justificaciones de la 
utilización de peajes han de ser para cada caso en particular, y en general el debate que 
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existe, es más reflejo del uso político que se hace que el que realmente percibe el 
ciudadano.  
 
Eso si, no podemos obviar que se hace necesaria la utilización de medidas 
discriminatorias para poder alcanzar una buena movilidad. Un ejemplo claro son los 
peajes de acceso a la ciudad de Londres. Y en contraste tenemos el ejemplo de la B-30 
en Barcelona. Allí existe una autopista que inicialmente era de peaje, y la B-30 que eran 
los laterales de dos carriles de la autopista. Al ser de peaje, la autopista iba sin excesivo 
tráfico, y se podía hacer el recorrido en un tiempo adecuado. Después se suprimió el 
peaje de la autopista, pasando a una opción de peaje a la sombra. El resultado ha sido 
fulminante, congestión diaria de la autopista, con los consiguientes problemas de 
aumento de tiempos de recorrido.  
 
Cada caso ha de ser bien estudiado, y se hace necesario tomar las medidas 
adecuadas aunque no sean del todo populares. En cualquier caso, una buena 
información siempre es una buena medida para que se puedan entender las cosas mejor.  
 
Para el caso concreto de Cataluña, se puede pensar que se tiene una cultura de peaje 
quizá más desarrollada que en otras comunidades de España por el simple hecho de que 
se han implantado mayor número de autopistas de peaje, pero en cualquier caso, ya sea 
en Cataluña o en otras comunidades, será necesario que los ciudadanos entiendan la 
nueva problemática que se genera. Un caso práctico que puede analizarse es en Madrid. 
La aceptación inicial de las radiales que son de peaje, no ha sido todo lo satisfactoria 
que se podría esperar. Ahora bien, si los tráficos por las alternativas sin pago continúan 
yendo en aumento, habrá un momento en que o parte del tráfico se desvía a las radiales, 
o el coste de tiempo que supondrá ir por las actuales vías será mucho menor que el coste 
efectivo del peaje. No hay muchas alternativas que se puedan plantear, y será cuestión 
de tiempo que la gente acepte estos hechos. Igual que ahora todo el mundo ve normal 
pagar por usar el metro o el autobús, se tendrá que ver normal también pagar por usar 
determinadas vías. 
 
Solamente apuntar entonces, que la cuestión del peaje hay que entenderla como un 
pago necesario a realizar si se quiere disponer de ciertas infraestructuras con antelación. 
Si lo dejamos en mano de la Administración es probable que éstas lleguen mucho más 
tarde, con las consiguientes pérdidas para el desarrollo general. No hay que llevarse las 
manos a la cabeza, si se paga es para poder disponer de esa vía. A parte claro esta, de 
que con el peaje, el coste de la infraestructura lo sufraga directamente quien la usa, y no 
se repercute a toda la sociedad. Este aspecto es un elemento a considerar y que no puede 
despreciarse cuando se juzga la conveniencia de los peajes para ciertas vías.  
 
En relación a la Administración, no se considera necesaria la creación de ningún 
organismo relacionado con las concesiones. Al contrario, cualquier actuación en este 
sentido seguramente supondría una mayor interferencia y burocracia. Solamente serviría 
para la generación de más papeles y la consiguiente pérdida de tiempo. 
 
Lo que si sería más interesante con relación a la Administración sería una dinámica 
más intensa a nivel de gestión. Es decir, hace falta una mayor agilidad en la preparación 
de los proyectos. Se trataría de tener siempre una cartera de proyectos como el Plan de 
Infraestructuras del Transporte 2000-2007 que se ha presentado anteriormente, pero con 
un nivel de concreción mayor. El gran problema que hace retrasar enormemente la 
   144
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
puesta en marcha de las infraestructuras es la enorme pérdida de tiempo que hay cuando 
hay que decidirse por realizar una infraestructura. Un ejemplo claro es el Ave Madrid-
Barcelona-Frontera francesa, es una realidad que era necesaria una conexión por 
ferrocarril rápida y eficaz, sin embargo la concreción del proyecto ha tardado 10 años 
prácticamente. Después pueden surgir problemas concretos a la hora de la ejecución de 
la obra, trazados alternativos, etc... pero la idea de la infraestructura hay que tenerla 
clara, y hay que darle una respuesta rápida. 
 
Un elemento a nivel administrativo que supiera detectar las necesidades del 
territorio, y pudiera plantear las posibilidades de solución sería de gran ayuda para 
evitar el gran retraso con el que actualmente se vienen desarrollando las 
infraestructuras.  
 
Este elemento si es realmente necesario, y algún paso adelante en este sentido sería 
realmente positivo. Se trata de tener siempre presente y claras, cuales son las 
necesidades en infraestructuras, valorando quizá más los criterios de eficiencia que los 
de equidad.  
 
Se puede tomar ejemplo de países de nuestro entorno, donde esta concepción la 
tienen mucho más arraigada y desarrollada, Holanda por ejemplo es uno de ellos. 
 
Finalmente, en relación a las posibilidades de financiación que plantea la nueva Ley, 
comentar que se sigue con el espíritu de la misma, es decir flexibilidad y aportar 
diferentes opciones. Lo realmente bueno como ya se ha comentado de la nueva Ley es 
que da opciones distintas, y ya es cada caso en concreto el que marca lo que debe 
aplicarse. Además, las que no están contempladas en la Ley no quiere decir que estén 
prohibidas, al contrario. Es por eso que el abanico de posibilidades de financiación de la 
Ley es realmente amplio y permite cubrir muchas o casi todas las opciones posibles. 
 
Lo que si que quizás es interesante es ligar los fondos de inversión a largo plazo con 
los proyectos concesionales, ya que los dos están planteados con plazos extensos. Estas 
fórmulas vienen derivadas principalmente de que en los Estados Unidos los fondos de 
inversión son los que poseen el dinero, y es por eso que surgen estas nuevas fórmulas de 
financiación que intentan aprovechar todas las sinergias que puedan darse con los que 
tienen el capital para poder invertir. 
 
En definitiva, con esta Ley se renueva el derecho español, mejorando la seguridad 
jurídica e innovando en muchos aspectos. Es una ley flexible que permitirá incorporar 
las mejoras que aparezcan en los ámbitos técnico y financiero. Con la nueva Ley se 
mejoran la financiación, la gestión y la explotación de las infraestructuras en España, y 
se abre un camino a la iniciativa privada para participar más activamente si cabe en este 
campo. Los contratistas de obras están dispuestos a caminar con decisión por este 
camino. 
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A.3.7 Entrevista con Pablo Martín Huerta 
 
Pablo Martín Huerta es Doctor en Derecho y es vocal asesor de la secretaría general 
técnica en el Ministerio de Fomento. Es uno de los autores y redactores de la Ley. 
 
La entrevista se realizó en Madrid, en el Ministerio de Fomento.  
 
El mismo redactado de la Ley intenta buscar un equilibrio político, es decir, se 
intentó que la Ley fuera un instrumento capaz de ser utilizado por todos los partidos 
políticos y no exclusivamente por uno solo. Es por eso que en principio el cambio de 
gobierno que ha habido recientemente no tiene porque influir en la utilización de la Ley 
como herramienta de financiación de las infraestructuras. Es más, desde el PSOE ya se 
ha comentado que se cuenta con la colaboración privada para ayudar así a un mayor 
desarrollo de las infraestructuras. No se piensa que deba haber un cambio radical. 
El uso que de la Ley haga cada partido político ya es otra cuestión, pero en principio 
la Ley está ahí como herramienta para que todos lo puedan usar. Así, un gobierno del 
PSOE quizá pueda utilizar más la fórmula de peaje en sombra, aunque esto ya se tendrá 
que ir viendo. 
 
En cualquier caso la idea clara, que ya desde la redacción inicial se quiso buscar un 
equilibrio político y no plantear la Ley como una herramienta para uso exclusivo de uno 
solo partido. 
 
Eso si, si fuera necesario siempre pueden hacerse leyes de medidas correctoras, 
cambiar alguna parte del texto, o añadir algo. No es un texto inamovible, y si las 
necesidades lo reclaman, no hay ningún problema en volver a redactar algún artículo o 
en hacer las modificaciones que se consideren oportunas.  
 
En cualquier caso, la Ley quiere ser un marco flexible, ha querido tener un carácter 
regulatorio marcadamente amplio, tanto desde el punto de vista político como en 
muchos otros.                                             
 
En cuanto a aspectos más concretos de la Ley, como se comentaba, se ha querido 
dar diferentes posibilidades para que se pueda adaptar a las necesidades de cada caso, y 
así poder tener un uso lo más amplio posible. 
 
La financiación cruzada ha sido un aspecto que ha levantado mucho revuelo, y que 
no tiene porque preocupar tanto. En un principio no se contemplo, y fue añadida 
posteriormente tras varias recomendaciones. Es una medida buena, con una buena 
orientación, y lo que si es necesario es no desnaturalizar el contrato con un uso abusivo 
del mismo. Si es verdad que un uso demasiado “generoso” del concepto puede llevar a 
efectos no deseables.  
 
En referencia a la regulación de las tasas y de ciertos impuestos, comentar que pasa 
por manos del Ministerio de Hacienda, y que ellos no han dejado tocar nada. Al ser una 
Ley compleja, pasa por muchos departamentos y cada uno intenta poner sus cosas en 
orden a lo que prefiere y conviene, como es lógico. Por lo tanto, es una cuestión del 
citado Ministerio. 
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El papel de la Administración también es importante dentro de la figura de la 
concesión, como en todos los contratos de obra. No se es muy favorable a dejar 
demasiada libertad al constructor. Es decir, hay que continuar con un papel del Estado 
regulador, y dejando suficientes márgenes, pero siempre con una libertad controlada. Se 
especifica claramente que la construcción corre a riesgo y ventura del contratista, por lo 
que ciertas quejas de los mismos a veces están fuera de lugar. Los constructores 
reclaman para si la posibilidad de tener más libertad, pero después cuando existen 
problemas graves, recurren a la Administración para negociar. Es un juego de intereses 
entre las dos partes, claro esta, pero hay que encontrar un equilibrio suficiente.  
 
En este aspecto, la Ley responde suficientemente a los intereses privados y a los 
públicos. La redacción ha sido cuidada en este aspecto, y no se puede decir que 
beneficie excesivamente a ninguna de las dos partes, por lo que dentro de un marco 
regulador general como es éste, el tratamiento de este aspecto puede considerarse como 
positivo. 
 
La financiación es otro de los aspectos importantes de la Ley. Ha habido ciertas 
críticas con respecto al aseguramiento a terceros que hace la Ley en casos de quiebra del 
concesionario. El contrato de concesiones es un contrato en principio entre la 
Administración y la concesionaria, los financiadores, aunque parte muy importante, no 
dejan de ser terceros dentro del contrato. Es por eso que estas críticas no acaban de 
entenderse muy bien, porque sin entrar a aspectos muy concretos, lo que si es claro es 
que la Administración lo que hace es más un favor al garantizar a elementos, los 
terceros, que no entran directamente dentro del contrato. 
 
Este aspecto no debe dejarse de lado, son terceros en el contrato entre dos partes, 
por lo que si la Administración ha querido entrar a dar garantías es porque entiende que 
hay que dar las mayores facilidades para que el contrato de concesión sea atractivo para 
todos. Se puede entender que la queja sea más o menos justificada cuando se entra a 
valorar aspectos concretos, pero en el marco general no hay que olvidar el aspecto que 
se comenta. 
 
Con lo referente a las nuevas fórmulas de financiación, comentar que realmente no 
son del todo innovadoras y muy nuevas. Casi todas se contemplan o se contemplaban 
antes aunque quizá de forma menos desarrollada. Además, que realmente es complicado 
insertar en un texto marco como éste, fórmulas muy novedosas; y que en él se 
contemplan la práctica totalidad de fórmulas de financiación que se usan hoy en día en 
el mundo.  
 
Eso si, las fórmulas de financiación también han pasado por el Ministerio de 
Hacienda, y éste ha sido un poco reticente a introducir demasiadas novedades. 
 
La regulación se ha basado en la experiencia de las autopistas, que es donde más 
información se tenía. En realidad, ya no tan solo el tema de las fórmulas de 
financiación, sino muchos otros aspectos se han desarrollado como una generalización 
de este sector.  
 
Las alegaciones que hace el Consejo de Estado sobre la financiación, y que 
apuntaban a utilizar la Autorización administrativa se consideran excesivas. Con la 
simple comunicación tal y como se presenta actualmente, se considera suficiente. En 
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realidad, es un juego de responsabilidades, aceptar la Autorización suponía que el 
Estado aumentaba su responsabilidad en la financiación al aceptar expresamente el 
sistema de financiación propuesto. Es mejor una comunicación, donde se expone el 
sistema pero no implica a la Administración. Además que la autorización hubiera 
supuesto un mayor retraso de plazos, al tener que hacerse estudios más exhaustivos. 
 
Las zonas complementarias de explotación comercial deben considerarse en su justo 
término, es decir, sin excesivo peso dentro de la concesión. Tal como indica el mismo 
término, deben ser “complementarias”, y no sustentar en ellas la mayor parte de la 
financiación. Es por eso que un uso correcto de las mismas no debe conllevar mayores 
problemas, ya que se peso especifico no debe representar un problema para la 
concesión. 
 
Respecto a la cláusula de progreso, si sería interesante establecer quizá con mayor 
concreción hasta donde llegan las obligaciones del concesionario. Falta un poco de 
labor, y un estudio con más profundidad podría ayudar un poco a dejar más claras 
algunas lagunas que existen en la actualidad. 
 
Otro aspecto relevante era el de la iniciativa privada. En esto si se tuvo una idea 
clara de que no se quería ser excesivamente generoso al plantear las compensaciones al 
que proponía los proyectos. Esto ha sido así porque no ha querido crearse un mercado 
de proposición de ideas e iniciativas excesivo. Es por esta razón por la que las 
compensaciones inscritas en la Ley no han sido muy generosas, si las comparamos con 
otros países como puedan ser Chile. Se permite que existan proposiciones por parte de 
los privados, pero un exceso de compensación podría llevar a una generación excesiva 
de propuestas y no del todo necesarias y justificadas. Además claro esta, que puede 
llevar a efectos perniciosos entre relaciones administración-concesionaria del todo 
indeseables, como pueden ser posibles casos de corrupción. Es por eso por lo que se ha 
querido limitar un poco este aspecto. 
 
Los sistemas de licitación también son interesantes. La subasta no se puede plantear, 
no hay opción. Además de que limitar todo el sistema a una sola variable es realmente 
complicado. El concurso es la opción tradicional, y la que bien planteada ha de resultar 
mejor. Sea como sea, es el sistema que se utiliza, y no hay vistos de que vaya a 
cambiarse. 
  
Cabe decir que quizá el más interesante sería el negociado, seguramente es el 
sistema más equilibrado y que permite mayores ventajas, pero tiene el gran 
inconveniente que implica muchísimo trabajo. Hay que tener equipos enteros dedicados 
a esta faena, exigiendo mucho de la Administración, y en la actualidad ésta no dispone 
de los recursos necesarios. Si pudieran disponerse sería probablemente una muy buena 
opción para algunos concursos importantes. 
 
En cuanto a la aceptación social de una nueva cultura de peaje, está claro que en 
algunas zonas costará más que en otras más acostumbradas como puede ser el caso de 
Cataluña, pero al final la gente tendrá que ver cuales son las necesidades y como deben 
afrontarse. Entendiendo por ello que será necesario pagar para poder utilizar ciertas 
infraestructuras. 
 
   148
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
La aplicabilidad de la Ley se tendrá que ir viendo, pero es claro que las 
infraestructuras con mayor posibilidad de usar el método concesional son las lineales, 
mientras que las otras pueden tener más problemas. El caso paradigmático es el de las 
autopistas, y como ya se ha dicho, es en la experiencia que se dispone de éstas de donde 
se ha sacado mucha información que recoge de manera ampliada la nueva Ley. 
 
Finalmente destacar que la Ley incorpora importantes novedades y regula de manera 
satisfactoria la participación privada, siendo especialmente flexible, homogénea y 
coherente. Es más, es una Ley que pone a España a la cabeza mundial en materia de 
regulación. Prueba de ello es que la traducción a varios idiomas de la Ley es un éxito 
editorial muy importante, y que de diferentes países han consultado en esta materia para 
ser aconsejados. 
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A.3.8 Entrevista con Fernando Gutiérrez de Vera 
 
Fernando Gutiérrez de Vera es Doctor Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
graduado en Business Administration (PMD) - Harvard Business Administration. 
Actualmente Presidente de SEOPAN Concesiones. Ha sido Director General 
Corporativo del Grupo Dragados, así como miembro de la Comisión Directiva del 
Grupo y Director General de Finanzas y Administración, y también Director del 
desarrollo del grupo Dragados en materia de Concesiones, tiempo durante el cual 
Dragados se consolidó como número uno mundial en dicha actividad. Igualmente 
concibió y realizó el proyecto de AUREA, concesionaria mundial de infraestructuras. 
También ha sido Director de Área en la División Internacional, superando durante este 
periodo los problemas que supusieron para el grupo la Revolución de Irán. Ha sido 
igualmente, ingeniero o jefe de Obra en distintas grandes obras en España, Turquía, 
Argelia y Argentina. 
 
Lo primero que se plantea es el nivel de implantación que puede tener el sistema 
concesional. Lo primero que hay que ver es que la iniciativa privada es pasiva en este 
sentido, ya que si bien puede proponer ciertas concesiones, siempre es el estado o la 
correspondiente Administración, la que acepta la misma. A parte claro está, de las 
distintas concesiones que quiera promover. Por lo tanto, la implantación del sistema 
concesional depende en gran medida de la voluntad del Estado para hacer uso de esta 
herramienta.  
 
Para poder ver en que márgenes de implantación se puede mover un país se puede 
mirar la experiencia en otros países con mayor desarrollo de esta figura. Uno de los 
líderes tradicionales en la implementación de las concesiones es el Reino Unido. Allí, se 
entiende la infraestructura en tanto en cuanto prestador de un servicio público. Ya desde 
hace muchos años se han acogido a la concesión para ayudar a la financiación y poder 
desarrollar al máximo todas las infraestructuras que conlleven la prestación de servicios 
públicos. Esta es una clara voluntad dentro del Reino Unido, desligada de otras 
concepciones como pueden ser la utilización de la concesión para poder sacarla fuera de 
balance.  
 
Ahora bien, todo y esta clara voluntad de uso de la concesión, la gran mayoría de los 
proyectos (85%), dentro del periodo 1998-2004 han sido financiados mediante las 
aportaciones públicas tradicionales, mientras que la financiación privada se ha movido 
en torno a un 10 y un 13,5%. Por lo tanto, ya vemos que en un país como el Reino 
Unido, con una clara voluntad y tradición de uso de esta herramienta, no se ha pasado 
de un 15% de financiación privada, que no es poco pero que continua manteniendo el 
peso fundamental de la financiación en los presupuestos del Estado. 
 
Por lo tanto esto ya nos da una idea del nivel de implementación que puede 
desarrollar el sistema concesional en España, ya que la situación del Reino Unido es 
similar a la nuestra y en general a la de los países más desarrollados. Eso si, es distinta 
la situación en países subdesarrollados donde unas necesidades de desarrollo 
importantes pueden llevar a un uso mayor de esta figura. Para España, como mucho y 
suponiendo un buen uso de la figura concesional podría llegarse a un 20% de la 
financiación actual del Ministerio de Fomento. Esto es así porque no todos los contratos 
son de grandes presupuestos, y llegado un punto la mayoría de éstos serían de pequeña 
entidad, además naturalmente de que no todo puede sacarse en concesión.  
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En cuanto a la calidad de las infraestructuras que se saquen en concesión. La nueva 
Ley dispone de herramientas para incentivar la calidad de las mismas como son los 
indicadores de calidad, pero en cualquier caso quien definitivamente marca la calidad de 
las infraestructuras son los pliegos de condiciones técnicas. Éstos son los que marcan el 
umbral de calidad de las obras que se sacan a licitación, y por lo tanto es función de los 
redactores de estos pliegos ver hasta donde se quiere llegar. Se puede exigir mucho o 
poco, pero como se ha dicho esto revierte a cada caso en particular y en la manera en 
que se redacta el pliego correspondiente. Por seguir con el ejemplo del Reino Unido, allí 
se han licitado y se retribuyen concesiones en función de indicadores de calidad como 
pueden ser los niveles de tráfico, el grado de utilización de la misma, etc… 
Queda claro por lo tanto que la calidad es función directamente de las disposiciones 
de la Administración concedente y como quiere que sea la infraestructura en este 
sentido. La Ley pone de manifiesto que es apropiado el uso de la calidad como un factor 
a tener en cuenta en la concesión y la infraestructura. 
 
En cuanto a las estrategias empresariales es importante tener presente el dato de que 
las empresas españolas ocupan una posición de dominio mundial en los ránkings 
americanos que son los más estrictos, donde dentro de las 10 primeras posiciones, 7 son 
españolas. Este liderazgo se traduce en la presencia en 19 países, con más de 140 
proyectos y manejando en total unos 100.000 millones de euros. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 26. Fuente: Public Work Finance. Octubre, 2003 
 
 
Las empresas españolas han visto una gran oportunidad de negocio en este sector, y 
lo han aprovechado para colocarse líderes mundiales. Como en cualquier mercado el 
“primero que pega, pega dos veces”, pero no estará indefinidamente “pegando”. Es por 
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eso que a medio largo plazo es de prever que vayan surgiendo grupos de distintos 
países, que una vez hayan aprendido el uso y la manera de funcionar de las concesiones 
empiecen a coger cuota de mercado. Por ahora la situación es muy buena, pero es 
probable ver en unos años como cada vez más se irá repartiendo más el mercado.  
 
Además, este hecho remarca más si cabe la constatación de que en España se hace 
buena ingeniería y buenos ingenieros.  
 
La internacionalización es una necesidad en la etapa en la que está el país y en la 
etapa en que está el sector. La internacionalización no es una opción, es una inversión 
de capital fuera de nuestras fronteras de algo que ya sabemos hacer aquí dentro. Pero 
existen varías dificultades, naturalmente dentro de “nuestra casa” conocemos mucho 
mejor lo que hacemos, y aún así muchas veces no somos capaces de calibrar cuando, 
como y que producto debemos construir. Además del problema añadido de que entre la 
etapa en que se concibe hasta la explotación o venta de la infraestructura ocurren 
multitud de hechos que no somos capaces de predecir exactamente el resultado. 
 
La internacionalización es más amplia que “simplemente” la del sector constructor. 
La internacionalización es la internacionalización de las capacidades. Nace, de que se 
tienen esas capacidades, y cuando se tienen se expresan. Y esto conlleva a una salida al 
exterior de la misma manera que un escritor como Gabriel García Márquez vende libros 
fuera de su país, porque tiene algo que decir.  
 
Por lo tanto se tiene una confianza en el país y en la capacidad de este sector. Y la 
internacionalización arranca siempre por la ingeniería, no arranca por la construcción, a 
veces si, pero generalmente no. Los abanderados de la internacionalización son las 
empresas de ingeniería, que son las que inicialmente venden talento. Porque la 
internacionalización que vale es la de la venta de ideas, de vender talento, de vender 
capacidades, y detrás se arrastra el sector entero, se arrastra la construcción, la 
concesión de infraestructuras, la inmobiliaria, etc… Pero lo primero que hay que tener 
para salir es algo que decir, porque decirlo fuera es mucho más difícil que decirlo 
dentro. 
 
El problema de la internacionalización es complejo pero a la vez interesante. Para 
empezar hay que ver que la salida al exterior necesita de una capacidad financiera que 
no todos los grupos y empresas tienen. Solo pueden salir aquellos que están más 
preparados. Evidentemente esto conlleva una selección de empresas, y sólo las más 
grandes y preparadas son capaces de asumir este reto. Para las pequeñas o medianas 
empresas esto supone un problema, ya que no pueden salir y coger esta cuota de 
mercado, quedando incluso en posición de “subcontratistas” frente a los grandes grupos. 
Ahora bien, hay mucho mercado de manera que tampoco esto tiene porque suponer un 
problema mayor. En cualquier caso, la internacionalización marca una diferencia entre 
las empresas importante. 
 
El riesgo que se asume en las concesiones es elevado, pero es inherente a cualquier 
negocio, y quien salga al exterior y además en concesión ha de tener en cuenta la 
posibilidad de que las cosas salgan o vayan mal. En principio esto no tiene porque 
frenar las inversiones, porque los riesgos existen en todos los negocios. 
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Lo que si es cierto es que son necesarias ciertas condiciones para que los negocios 
sean atractivos. Para empezar es necesario que haya un sistema jurídico maduro. No 
sólo referente a la Ley concesional, sino en general. Los negocios de concesiones son 
complejos, y necesitan de un soporte adecuado, sin éste después suelen darse problemas 
importantes en cuestiones como pueden ser las expropiaciones que no funcionan, 
cláusulas que no están desarrolladas, etc… Esto suele llevar a una renegociación 
constante de las concesiones que no beneficia y que no motiva para la participación 
privada. Este hecho se ha hecho evidente en los países de Europa del Este, donde hasta 
ahora las pocas experiencias concesionales que se han hecho han resultado un fracaso. 
Es importante que exista una seguridad jurídica en estos países, ya que su entrada en la 
unión europea ha permitido eliminar otro elemento clave, que es la estabilidad 
económica del país en cuestión. En principio, con la entrada en la Unión Europea es de 
esperar que el marco económico de estos países sea más estable. Pero además, las 
concesiones dependen del órgano de contratación, de manera que son una medida de la 
capacidad de quien las concede. Al ser negocios complejos, exigen unos niveles de 
capacidad y de compromiso por parte de la Administración. 
 
Es por eso, que el mercado de la Europa del Este, si bien es muy atractivo por los 
volúmenes de inversión que se prevén, debe madurar un poco ciertas cuestiones que hoy 
por hoy todavía están poco desarrolladas. En cualquier caso, es claro que todos los 
países de la zona representan un potencial de negocio importante que las grandes 
empresas españolas no han de dejar escapar. 
 
Además, dentro de la Unión Europea hay otro factor importante que viene a realzar 
más si cabe la ideóniedad del momento presente respecto la iniciativa privada. Desde el 
seno de la Unión, se han propuesto toda una serie de redes transeuropeas (explicadas en 
los primeros capítulos) que suponen un gran volumen de inversión. El mismo Romano 
Prodi, presidente de la Comisión Europea, ha destacado el hecho de que se quiere 
potenciar al máximo la colaboración privada para el desarrollo de todos estos proyectos, 
y que en cierta medida, para alcanzarse los objetivos propuestos es necesaria e 
imprescindible esta colaboración. Por lo tanto se puede ver como desde Europa se 
“camina” en un sentido por el cual España avanza ya desde hace tiempo. No debe 
dejarse de lado este aspecto importantísimo, que sitúa a nuestro país en una situación de 
vanguardia y de liderazgo, tanto material como de pensamiento, en lo que respecta a la 
colaboración público-privada. 
 
En cuanto a la Administración, es interesante ver como podría adaptarse ésta a la 
nueva realidad. Igual que antes podemos mirar los ejemplos de otros países, y en este 
caso continuamos con el líder tradicional que representa el Reino Unido. Éstos han 
creado una agencia estatal encargada de asesorar en todas las cuestiones relacionadas 
con las concesiones. Es un organismo asesor, que ayuda tanto a las regiones, distintas 
administraciones y municipios a la hora de plantear las ideas que éstos tengan sobre las 
concesiones. Su función básica es por lo tanto la de ayuda y asesoramiento para 
optimizar la posibilidad del uso de la concesión como herramienta de financiación para 
las distintas administraciones. Es claro por ejemplo, que un ayuntamiento pequeño 
puede no tener claro todas las posibilidades que tiene mediante la concesión, y que 
tenga problemas a la hora de platear administrativamente la concesión. Este órgano 
consultivo da una ayuda valiosísima en todos estos casos. 
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En general todo el mundo sabe como funciona la Ley de contratos de la 
Administración Pública, pero cuando entramos en las concesiones, que tienen una 
complejidad importante, es más difícil estar bien informado y sacar todo el provecho 
que de ésta figura puede hacerse. Es por eso, que la figura de este órgano consultivo es 
muy bien vista y realiza una función importante.  
 
¿Podría crearse un órgano parecido en España? Por ahora no se tiene esta figura, 
pero es un elemento que podría planteársele a la Administración para facilitar y 
optimizar el uso de la concesión. En este sentido se tiene un camino abierto que debe ser 
estudiado. 
 
En cuanto a la Administración actual, parece ser que el partido socialista continúa en 
la línea de querer invertir en infraestructuras y alcanzar la convergencia con el resto de 
Europa, por lo que los diferentes cambios de gobierno no tienen porque afectar a las 
líneas generales de actuación, aunque si pueden frenar ciertos proyectos concretos, 
como ha sido el caso del trasvase del Ebro dentro del Plan Hidrológico Nacional.  
 
Con lo referente a la planificación, se ha hecho un paso importante con el Plan de 
Infraestructuras, y ahora lo que debe profundizarse más es en pasar de una estructura 
radial a una estructura mallada de todo tipo de infraestructuras. 
 
Entrando ya a aspectos concretos de la nueva Ley, la cláusula de progreso es un 
elemento interesante y con buen fondo, que cuando se aplica correctamente puede ser 
beneficiosa. Ahora bien, si nos salimos del término medio y fuera del coste razonable 
del proyecto, puede dar lugar a problemas importantes. Nadie se cree que un sobrecoste 
del mismo importe de la construcción de la infraestructura, y que respondiera a un 
adelanto tecnológico o similar de los que recoge la cláusula de progreso, será asumido 
por la empresa constructora. Cuando entremos en todos estos casos, la rotura del 
equilibrio económico de la concesión será evidente, y la renegociación será imposible 
de evitar. Por lo tanto, con respecto a la cláusula de progreso, aunque hay un buen 
fondo, la aplicación práctica del mismo será compleja, sobretodo en esos casos que 
impliquen volúmenes de inversión relevantes frente al presupuesto de ejecución. 
 
Con respecto a la iniciativa de los particulares, en otros países el tratamiento de esta 
posibilidad ha sido más atractivo. En la nueva Ley, el incentivo económico es muy 
poco, por lo que si se dan propuestas por los privados, no serán debidas a las 
recompensas que propone la Ley. Con el tratamiento que se ha hecho del mismo, no se 
conseguirá que haya una avalancha de propuestas. Parece claro que con las medidas 
actuales, beneficia más a aquellos que están en posición de ventaja dentro del mercado. 
Por ejemplo para Acesa, puede convenirle un alargamiento de un tramo de autopista, y 
aunque finalmente no resulte adjudicatario, esto le conllevará beneficios debido a que 
aumentarán los flujos de tráfico en sus infraestructuras cercanas. Es en estos casos de 
supremacía en el mercado, donde si es más claro que las empresas privadas puedan estar 
incentivadas a proponer concesiones a la Administración. Ahora bien, no por los 
incentivos económicos de la nueva Ley, sino por las posibilidades de negocio asociadas 
a la concesión en si.  
 
Finalmente, la Ley debería tratar los aspectos fiscales de las sociedades 
concesionarias. No puede ser que por ejemplo en una concesión donde sea necesaria una 
aportación de la Administración, estas aportaciones sirvan para pagar impuestos a la 
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Administración. No se trata en absoluto de crear ciertos privilegios para las empresas 
concesionarias, al contrario, lo que se trata es de que la mejora de la fiscalidad se 
traslade mayormente a los usuarios a través de menores tarifas. Igualmente se tendría 
que con ciertos incentivos fiscales se podrían hacer viables económicamente un mayor 
número de proyectos, de forma complementaria o alternativa a la concesión de ayudas 
con incidencia en el gasto público. 
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A.3.9 Entrevista con Carlos Obeso Riess 
 
Carlos Obeso es Abogado, asesor de la “Cambra de Contractistes d’Obres de 
Catalunya”.  
 
Ha participado en varios seminarios sobre la nueva Ley de Concesiones, el último 
celebrado recientemente en Madrid, el 25 de marzo del 2004. Este seminario cobra 
especial interés debido a que es de los últimos donde se han puesto en común las 
opiniones de los distintos agentes implicados. Asistieron, además de representantes de 
empresas constructoras, representantes de órganos de contratación de determinadas 
administraciones y representantes de sociedades privadas de capital público.  
 
Hubieron pocos comentarios referidos a la puesta en marcha de contratos sujetos a 
la nueva ley de concesión de obra pública, y sí, en cambio, abundantes referencias a 
modelos ya conocidos (modelo alemán) y a figuras contractuales (utilizadas 
básicamente en el caso de sociedades privadas de capital público) afines al contrato de 
cesión de bienes de dominio público en supuestos indelegabilidad del servicio público 
afecto que impide la explotación del mismo (cesión de derecho de superficie, censos, 
etc.). 
 
La apertura del mercado a la iniciativa privada ha pasado, por lo visto, 
prácticamente desapercibida. En la empresa privada aún no se concibe en serio la 
posibilidad de promover obra pública. Quizás, como consecuencia de la tendencia a la 
diversificación, las empresas constructoras están más centradas en la concesión 
tradicional y en el contrato de servicio, mientras que desde las Administraciones parece 
ser que no se acaba de 'vender' adecuadamente el producto. 
 
En definitiva, parece ser que aún quedan cosas por hacer y que falta mayor 
implicación de los diferentes agentes para poder aprovechar las posibilidades que ofrece 
la nueva Ley. 
 
Entrando ya a aspectos concretos, la Ley introduce una importante novedad que es 
realmente interesante. Se trata de la disposición de la Ley que permite la realización de 
las obras sin tener que echar mano a los recursos públicos de la Administración, ya sean 
actuales o diferidos. Se está hablando de la provisión contenida en los artículos 130 a 
134 de la nueva Ley, según la cual “la Administración puede adjudicar a un 
concesionario, como contraprestación por efectuar determinada obra, una concesión de 
dominio público en la zona de servicios o en el área de influencia en que se integre la 
obra”. 
 
De esta manera ya no es necesario disponer del dinero público, con tal de que el 
permiso que puede conceder la Administración abra la llave de una explotación 
económica con rendimiento suficiente para amortizar la inversión del ente privado. 
 
La introducción de la concesión de dominio público es muy interesante, ya que abre 
nuevas posibilidades a la Administración y facilita que se puedan construir elementos 
sin cargos a los presupuestos.  
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A esto se le debe sumar otro elemento novedoso e igualmente importante, la 
instancia a particulares. Elemento recogido en el artículo 222, y que posibilita a éstos a 
definir y presentar aquellos proyectos que le sean de interés.  
 
La conjunción de estos dos elementos ofrece nuevas perspectivas, tanto a la 
Administración para continuar con un buen ritmo inversor, como a los privados para 
especializarse hacia sus elementos de interés. Se está por lo tanto ante una nueva etapa, 
donde será necesario la implicación de todos los agentes. Además, es imprescindible ver 
la respuesta de la Administración ante las diferentes propuestas que hagan las empresas. 
Si en un principio es receptivo puede haber una buena respuesta de los privados, 
proponiendo más proyectos; si en cambio es poco receptivo puede que se anulen las 
propuestas. 
 
La Administración juega un papel fundamental. Elementos intermedios como 
empresas de gestión de infraestructuras pueden jugar un papel relevante al querer 
mantener sus potestades y funciones. A ellos les puede interesar no potenciar en exceso 
la figura de las concesiones, ya sea con la concesión tradicional como con la cesión de 
dominio público. Si llegado el caso, sus funciones se ven mermadas de manera que 
resulte que queden relegadas a un papel secundario e innecesario, puede que se sientan 
amenazadas por la posible eliminación de las mismas. Está claro que ante la 
eventualidad de una situación así, intentarán jugar sus bazas para mantener su posición 
de privilegio. En este sentido, la promulgación de las concesiones, especialmente 
cuando la titularidad sea traspasable a efectos de hipoteca o titulización, puede no 
resultar excesivamente favorable. Será necesario ver como actúan estos entes, y que 
medidas adoptan frente a las concesiones, aunque por lo que hasta ahora se ha podido 
ver, no están dispuestos a potenciar todas las posibilidades que ofrece la nueva Ley para 
no perder sus atribuciones. 
 
Otro elemento a tener en cuenta en lo que respecta a la Administración, es que 
dependerá mucho de los diferentes tipos de Administración con las que se trate. Para el 
ministerio de Fomento y las Administraciones de las diferentes Comunidades, la 
proposición de ha de ser seria y no se podrá vender cualquier cosa. En cambio, para los 
ayuntamientos y municipios menores, es más fácil que se pueda vender todo tipo de 
proyectos, sobretodo si se saben presentar de una manera atractiva frente al político 
encargado de las decisiones.  
 
Se abren importantes e interesantes oportunidades de negocio. Los empresarios que 
sean receptivos, y sepan ver la multitud de oportunidades que se les presentan, pueden 
conseguir situaciones muy favorables de negocio. 
 
Ahora bien, para la implementación de las concesiones hay varios elementos a 
considerar. Últimamente, con los fondos europeos y el buen momento que se está 
atravesando, cualquier municipio  presentaba nuevos edificios e instalaciones. Ahora es 
de esperar que ante la retirada de los fondos europeos, los ayuntamientos sólo puedan 
proveerse con los impuestos que recaudan y en algún caso, con alguna ayuda puntual. 
Como se sabe, una forma tradicional de los políticos de tener contentos a sus 
ciudadanos es incorporando para el municipio infraestructuras, instalaciones, edificios, 
etc… que les permitan decir que “hacen” e inauguran  todo tipo de proyectos para su 
ciudad. Por lo tanto, con la nueva situación de falta de recursos, es probable que 
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necesiten “tirar” de la colaboración privada para poder mantener un ritmo inversor en 
sus zonas.  
 
Tenemos por lo tanto una doble lectura, por una parte, la falta de recursos puede 
llevar a que se necesite más colaboración privada, y que igualmente, los empresarios 
con buena visión puedan promover negocios interesantes a sus ayuntamientos. Pero no 
podemos dejar de lado, que está situación última de gran ritmo inversor ha llevado a 
muchos ayuntamientos a tener muchas infraestructuras y equipamientos, que de alguna 
manera han cubierto en gran manera sus necesidades. Este cubrimiento de las 
necesidades, puede ser un punto en contra por la apuesta de las concesiones como 
elemento de colaboración. Es bastante factible, que ante una situación de falta de 
infraestructuras, la búsqueda de la colaboración privada por parte de la Administración 
sería mucho más rápida ante el panorama actual que se abrirá a partir del 2007 ante la 
retirada de los fondos europeos. 
 
Se puede establecer un paralelismo entre la figura de la concesión de obras públicas 
a instancia de particulares, y la reciente figura del agente urbanizador de la Ley 
Valenciana. Con ésta, el agente urbanizador, que podía no poseer un solo metro 
cuadrado de terreno, podía si presentaba un proyecto interesante a la administración 
empezar una obra que representaba la expropiación de terrenos de gente que estaba allí 
desde hacía muchísimos años, y que tenían por lo tanto muchos más derechos que él 
que no tenía un solo metro allí. Con la proposición de ideas, puede pasar otra cosa 
similar, respecto a las empresas o privados que opten por proponer sus propuestas. Esta 
claro que esto puede representar ciertos problemas, pero visto desde el punto de vista 
del empresario, se abren multitud de posibilidades si se sabe tener una buena visión. Se 
abre la posibilidad a todo tipo de operaciones inmobiliarias, recalificaciones posteriores, 
etc…  
 
Como se decía antes,  todo esto dependerá mucho del tipo de administración de la 
que se esté hablando, y es más fácil pensar en estas operaciones en ayuntamientos 
pequeños o medianos. Cuando se hable de comunidades autónomas o dentro del ámbito 
del ministerio de Fomento, es de esperar que estas operaciones sean más complicadas, 
aunque una buena visión estratégica y una presentación cuidada y atractiva puede llevar 
a convencer a cualquiera de la idoneidad de su propuesta, y por lo tanto la aprobación 
para su puesta en marcha. 
 
Otra cuestión es el de las empresas y como se adaptan a esta nueva situación. La 
nueva Ley está bastante enfocada a las grandes empresas, y menos a las medianas o 
pequeñas. La instancia a particulares, así como todos los mecanismos asociados, son de 
amplia tradición en otros países, por lo que cuando los grandes grupos han tenido que ir 
al extranjero ya se han encontrado en estas situaciones. Por lo tanto, ellos si saben como 
funcionan todas estas operaciones, las dificultades que conllevan, los problemas que 
surgen, etc… Mientras que las empresas pequeñas o medianas, no están tan 
acostumbradas, y pueden estar un poco más perdidas en estos asuntos.  
 
Asimismo, los proyectos de concesión son complejos, y necesitan de una importante 
colaboración entre todas las partes. Está claro que no todas las empresas pueden tener 
acceso a las entidades financieras que son necesarias para poder financiar los proyectos, 
o al menos, acceso en buenas condiciones para poder negociar acuerdos favorables. No 
tienen la misma facilidad y garantía, empresas como los grandes grupos constructores, 
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que empresas medianas que no tienen un elevado peso específico. En este sentido han 
aparecido últimamente  iniciativas para la agrupación de medianas y pequeñas empresas 
para poder negociar acuerdos en buenas condiciones, y poder ejercer así más presión. 
Ahora bien, como siempre estas asociaciones son complejas, y al final no generan 
confianza entre los clientes o los proveedores, ya que uno sabe como trabaja una de las 
empresas, pero no las otras, y en este sentido la confianza es un elemento primordial y 
fundamental para la negociación de los contratos. 
 
Ahora bien, ha habido una cierta evolución últimamente, que de alguna manera 
concluye con los grandes proyectos de concesión. Los proyectos de concesión son como 
se ha dicho complejos. Se necesita primero la aprobación por parte de la 
Administración, seguidamente se hace necesaria la colaboración por parte de las 
entidades financieras que exigen unas rentabilidades para poner su dinero. Después 
tenemos la fase de construcción de la infraestructura, y finalmente está la fase de 
explotación y de gestión. Por lo tanto podemos resumirlo en estas cuatro importantes 
fases: Administración-Financiación-Construcción-Explotación o Gestión. Para poder 
afrontar estos elementos y poder llevar a cabo un buen proyecto es necesario el mejor 
entendimiento entre las partes.  
 
Todas estas funciones son independientes, y no tiene porque llevarlas a cabo el 
mismo grupo. Es más, en la práctica es usual que cada una de ellas la haga una empresa 
distinta. Tenemos empresas distintas colaborando en un mismo fin. Las UTE’s son un 
principio parecido pero en un nivel de complejidad menor, son uniones necesarias para 
poder afrontar la construcción de ciertos proyectos. Existen UTE’s políticas, por 
ejemplo en un territorio si no se va con una empresa de allí será imposible ser 
adjudicatario, mientras que hay UTE’s técnicas, donde la asociación se debe a motivos 
técnicos, como pueden ser la necesidad de una tecnología que sólo la conocen pocas 
empresas, o bien por necesidades de personal cualificado, etc…  
 
Con esto podemos ver que las empresas han tenido que ir juntándose con otras para 
ir adaptándose a los nuevos proyectos que iban surgiendo. Se quiere decir por lo tanto, 
que las UTE’s establecieron el primer paso para la unión de las empresas para un 
determinado fin común. De esta manera se vio normal que no exclusivamente una 
empresa se hiciera cargo de un proyecto. Ahora, con los contratos de concesión, esto 
aún es más evidente, ya que no sólo se trata de la construcción, sino que hay que buscar 
la financiación y después la explotación. Por lo tanto es imprescindible la colaboración 
entre distintas empresas, y esta colaboración no es más que el paso siguiente dentro de 
los grandes contratos, que han pasado de la construcción con las UTE’s, a los contratos 
de concesión donde existen multitud de empresas de diferentes ámbitos colaborando en 
las distintas etapas de la concesión. 
 
Dentro de esta evolución que se ha dado en las empresas, ha existido también la 
diversificación hacia otros ámbitos, en especial el de servicios. El de servicios es un 
negocio realmente atractivo. Primero porque parece una evolución  fácil y no muy 
brusca dentro de los ámbitos de actuación de las empresas constructoras. En un 
principio era fácil desembocar a este mercado porque representaba una cierta 
continuidad dentro de las actividades de la empresa constructora, aunque después ha 
llevado a actividades desligadas totalmente de la construcción. Pero lo más importante, 
es que los servicios representan una garantía de contratación muy importante, además 
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que si bien los contratos pueden dar pocos beneficios año a año, multiplicados éstos por 
ejemplo a una concesión a 25 años, el volumen de beneficios es realmente importante. 
 
 Además, no hay que dejar de lado un elemento clave en la concepción de la 
concesión como tal. El elemento realmente importante  en una concesión es el de la fase 
de explotación. La gestión de la concesión es el elemento primordial que puede hacer 
rentable o no un proyecto. La construcción ya no es el factor clave, puede hacerse más o 
menos beneficio, pero los problemas que tenga la constructora le revertirán más tarde a 
ella, ya que la Administración, o en su caso la entidad concesionaria que haya 
subcontratado la construcción, ha especificado claramente los objetivos a cumplir en los 
pliegos particulares, y a él le da igual como se construya, que materiales se utilice, o la 
forma en que se haga, ya que lo único que debe importarle es que se cumpla las 
especificaciones que ha impuesto. El negocio de la construcción es relativo, y dependerá 
del contratista en cuestión y en general, de lo bueno o no que sea el jefe de obra que 
tenga el proyecto. Además, de que en general la construcción suele adjudicarse al 
mismo grupo empresarial al que pertenece la concesionaria. En cuanto a la financiación, 
ésta ha de estar bien estudiada. Las entidades financieras ante un proyecto de este tipo 
exigirán una rentabilidad fija, que debe ser pagada durante la fase de explotación. Una 
vez pagada ésta, todo el margen son beneficios para la concesionaria. Y la obtención de 
más o menos margen depende de lo eficaz que sea la gestión de la concesión.  
 
Es clave por lo tanto una buena explotación de la concesión, ya que es allí donde se 
pueden obtener buenos beneficios. La relevancia de la gestión dentro de la concesión es 
imprescindible para entender el negocio concesional. 
 
En cualquier caso, las empresas deben evolucionar dentro de la nueva situación 
creada. Será necesario un esfuerzo por parte de las empresas, bien para especializarse 
dentro de sus distintas áreas de negocio, o para optar por nuevas fórmulas, más o menos 
imaginativas y así poder seguir con una cuota de mercado aceptable. La retirada de los 
fondos en el 2007 supondrá un cambio importante, y habrá seguramente una limpieza 
de empresas en el sector. Esto se hará más evidente en el segmento de empresas 
comprendidas entre las pequeñas-medianas, y seguramente no afectará tanto a los 
medianas o grandes. 
 
En este sentido, las empresas que sean diversificadas les será más fácil adaptarse a 
estas nuevas circunstancias ya que su mayor flexibilidad les permitirá una capacidad de 
respuesta mejor.  
 
Con lo que respecta al equilibrio económico financiero de la concesión, el redactado 
actual de la Ley es muy bueno, dentro claro, del tratamiento formal al que debe 
inscribirse una Ley de este tipo. Como en otras cuestiones, la libertad que ofrece la Ley, 
así como las múltiples posibilidades que ofrece, posibilitan un tratamiento adecuado de 
un aspecto realmente complejo y que debe ajustarse a cada caso en particular. 
 
Finalmente también se comentó los temas de seguridad y salud, así como los 
accidentes de trabajo en las obras, que aunque no directamente relacionados con la Ley, 
son un aspecto importantísimo dentro de la construcción actual en nuestro país. 
 
Se apuntaron varias causas y diferentes posibilidades de solución. Lo primero, que 
los proyectistas, los redactores de los proyectos, deben tener en cuenta todas las fases de 
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construcción, y no solamente el resultado final de la infraestructura. Muchas veces, no 
se contemplan los pasos intermedios, y ello conlleva a situaciones peligrosas o de 
riesgo. El problema, no es ya que no se consideren las fases intermedias para la 
construcción, sino que ni mucho menos se tiene en cuenta los riesgos laborales que ello 
plantea. Un mejor estudio de los proyectos, así como la manera como hay que llevarlos 
a cabo en obra, posibilitaría la reducción de situaciones peligrosas.  
Siguiendo con la fase de proyecto, cada obra es un elemento individual y diferente 
de las demás, por lo tanto es complicado repetir los procesos como por ejemplo en una 
cadena industrial. Por lo tanto, cuanto más conocidas se hagan las cosas, cuanto más 
normales y estudiados sean las fases de construcción, menos lugar a la improvisación y 
menos riesgo potencial. Igualmente se tiene el handicap en una obra, que de un día para 
otro cambian las condiciones de la misma, y lo que se dijo en el primer mes no tiene 
porque servir para el siguiente. Tampoco en este sentido es fácilmente sistematizable. 
 
Igualmente, como factor importante se tiene el de la limpieza en la obra. La limpieza 
y el orden en la misma, juegan un papel clave para la reducción de los accidentes, y 
sino, al menos de su gravedad. Si los accidentes graves son complejos y podemos decir 
que aleatorios, los leves están bastante relacionados con la limpieza y el orden que 
tengamos en la obra, por lo tanto por ahí se tiene una posible línea de actuación, para 
limitar los potenciales riesgos. 
 
Asimismo, también es un factor importante la implicación de los distintos agentes 
en los temas de seguridad y salud. Cuando el jefe de obra puede ir a la cárcel por una 
muerte en la obra, ya se cuida más de estar al tanto de todos estos temas. Igualmente, 
para la empresa, un problema de éstos les supone destinar una gran cantidad de recursos 
a un elemento totalmente improductivo. Es decir, tienen que destinar personal jurídico, 
administrativo, etc... (todos ellos elementos productivos de la empresa) a la tarea de 
solventar todo lo que conlleva la muerte o accidente grave en una obra.  
 
En definitiva, aunque es un tema realmente complejo, todavía se debe avanzar 
mucho, cada uno desde su tarea de responsabilidad para poder minimizar las situaciones 
de riesgo. Hay que responsabilizar a todas las partes, y hacer ver que todos sin 
excepción tienen su parte, y que pueden hacerla mejor. 
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A.4 LEY 13/03, de 23 de mayo, REGULADORA DEL CONTRATO DE 
CONCESION DE OBRAS PUBLICAS 
 
PREAMBULO 
I  
El desarrollo económico sostenido y la mejora de la calidad de vida no pueden 
desvincularse de la creación de infraestructuras y de la prestación a los ciudadanos de 
servicios considerados esenciales, funciones ambas que tienen en los poderes públicos 
los responsables más cualificados. El protagonismo de las distintas Administraciones 
Públicas no debe ni puede excluir, sin embargo, para asegurar una mejor respuesta a las 
demandas de la sociedad, el papel relevante que corresponde a la propia sociedad civil 
en general y, en el plano económico, al empresario privado, colaborador obligado y 
tradicional de la Administración a través de las distintas fórmulas recogidas en nuestra 
legislación.  
En el repertorio de instrumentos que articulan la colaboración entre los poderes públicos 
y el sector privado, presenta una especial significación la institución de la concesión, 
utilizada en el siglo XIX como opción cardinal en los grandes empeños administrativos 
y recogida y adaptada, en función de los distintos objetivos a los que se ordenaba, en las 
legislaciones sectoriales que surgen en el siglo XIX. Su proceso evolutivo ha 
culminado, con base ya en el propio Derecho de la Unión Europea, en la acogida de la 
concesión de obras públicas en la legislación de contratos de las Administraciones 
Públicas. La importancia, sin embargo, de la institución como instrumento a disposición 
de los poderes públicos para dosificar su esfuerzo y potenciar paralelamente sus 
capacidades, unida a sus rasgos claramente contractuales, había hecho ya que la 
Constitución, en su artículo 149.1.18.ª, reservara a la competencia exclusiva del Estado 
la legislación básica en materia de concesiones junto a la de contratos.  
Lo hasta aquí expuesto permite destacar tanto la vigencia de la concesión como su 
regulación singular y fragmentada, impuesta por su necesaria adaptación a los objetivos 
diferenciados a los que sirve en el marco de las legislaciones sectoriales. Este 
tratamiento diversificado ha llevado a oscurecer su concepto e incluso a violentar sus 
notas sustantivas a favor de soluciones muy concretas hasta hacer perder, 
paradójicamente, a la institución, víctima de este afán de especialización, gran parte de 
su capacidad ordenadora.  
Por cuanto antecede, en el umbral del siglo XXI, parece razonable, si no obligado, —y 
éste es el objetivo de la Ley— recuperar los rasgos definidores de la figura centenaria 
de la concesión de obras públicas —contribución de los recursos privados a la creación 
de infraestructuras y equitativa retribución del esfuerzo empresarial—, figura 
insustituible en el actuar de los poderes públicos, si bien ajustando los mismos al 
modelo administrativo y social de nuestros días, es decir, haciendo útil de nuevo la 
institución, en función de sus características esenciales, en todos los campos en que está 
llamada a operar.  
Desde el punto de vista de la técnica normativa se ha optado por insertar la regulación 
específica de este contrato en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
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Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/00, de 16 de junio, siguiendo 
el criterio sostenido por el Consejo de Estado. En su virtud, se introduce, en la 
regulación de los distintos tipos de contratos administrativos del Libro II, un nuevo 
Título V «Del contrato de concesión de obras públicas», que recoge el régimen jurídico 
de este contrato, ahora ya típico, atendiendo a las singularidades que presenta y en la 
línea de la tradición del Derecho Español. El resultado es un Título armónico y 
sistemático en la medida que contiene una regulación de la concesión que, partiendo de 
la definición de la figura contractual, disciplina toda la vida del contrato en aquellos 
puntos en que realmente ha sido necesario su tratamiento singular respecto a la parte 
general del Libro I de esta Ley.  
De esta manera, la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas se ve enriquecida 
con la regulación completa de este contrato, cuya utilización generalizada por las 
Administraciones Públicas demandaba un régimen jurídico singularizado, atendiendo a 
sus características especiales, dentro del código de normas de contratación que 
constituye esta Ley.  
La nueva regulación del contrato de concesión de obras públicas contenida en esta Ley 
resulta, por tanto, troncal u horizontal, con carácter de legislación básica en su mayor 
parte, de obligado cumplimiento para todas las Administraciones que deseen utilizarla. 
Las regulaciones sectoriales o autonómicas adquirirán en consecuencia un carácter de 
complementariedad salvo en los casos en que el propio legislador establezca la 
excepción por vía singular. La norma viene a establecer así el régimen regulador de la 
concesión, que el Estado estima en principio irrenunciable, para que la institución 
cumpla el nuevo papel que la sociedad reclama, esto es, su contribución a la 
financiación y creación de infraestructuras y, consiguientemente, al más rápido 
crecimiento económico.  
En consecuencia, con la puesta al día de la institución concesional, la financiación y 
construcción de las obras públicas quedaría instrumentada sustancialmente a través de 
alguna de las modalidades siguientes:  
• a) Construcción mediante un contrato administrativo de 
obras, tal como prevé el Título I del Libro II de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, con financiación de una o varias 
Administraciones Públicas en función de la finalidad de las obras y, 
eventualmente, ayudas de los fondos de la Unión Europea.  
• b) Construcción mediante un contrato administrativo de 
obra bajo la modalidad de abono total del precio, es decir, con 
financiación previa del contratista y pago aplazado por parte de la 
Administración, de conformidad con lo establecido en el artículo 147 de 
la Ley 13/96, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social.  
• c) Construcción y explotación de la obra pública en 
régimen de concesión, confiriendo el protagonismo principal, bajo la 
tutela y control de la Administración, a la iniciativa y capital privados, 
opción esta en la que queda incluida la variedad del contrato de 
concesión que incorpora la obligación adicional para el concesionario de 
construir una obra u obras diferenciadas de la que es objeto de concesión, 
pero vinculadas a ella.  
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La modalidad a que se refiere el apartado c) es la que se regula en esta Ley, cuyos 
principios inspiradores y contenido se exponen a continuación.  
II  
Cuatro conceptos o notas fundamentales caracterizan la figura de la concesión, tal como 
la concibe esta Ley, conceptos que constituyen el núcleo de la misma, imprimiéndole 
carácter, y cuyo contenido o significado conviene precisar para una mejor comprensión 
de la norma. Estos son los de «obra pública», «riesgo concesional», «equilibrio 
económico de la concesión» y «diversificación de la financiación», conceptos que se 
examinan a continuación.  
La regulación del contrato de obras identifica éstas (artículo 120 de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas) más como actividad que como resultado, de ahí el 
plural utilizado en la denominación del contrato, si bien la «obra pública», en sentido 
estricto, debe entenderse como sinónimo de bien inmueble de interés público creado por 
la actividad del concesionario que realiza el proyecto aprobado por la Administración. 
En la nueva regulación del contrato de concesión de obras públicas, la obra pública, 
como realidad tangible que admite la posibilidad de su explotación económica, 
constituye el principal factor para definir su objeto, factor al que se unirá el interés que 
la construcción de la obra merezca a la Administración concedente. En este punto 
conviene asimismo precisar que la obra cobra su cabal significado para posibilitar el 
contrato cuando es susceptible de constituirse en soporte instrumental para la ejecución 
de actividades y servicios varios de interés público, incluido el que pueda desprenderse 
de su propia naturaleza cuando se destine al general uso o aprovechamiento.  
Reviste importancia capital, para que la concesión de la obra pública conserve sus señas 
de identidad y pueda ser reconocida como tal, que el concesionario asuma el riesgo de 
su construcción, conservación y explotación. Evidentemente, en un contrato de larga 
duración por naturaleza, la asunción del riesgo, ante la imposibilidad de predecir con un 
margen razonable de error el futuro, no puede transformar el contrato en un negocio 
aleatorio por lo que en coherencia se impone moderar adecuadamente los límites del 
riesgo, si se quieren atraer la participación del capital y la iniciativa privadas en 
inversiones cuyo volumen exige el esfuerzo compartido de los sectores público y 
privado. Debe destacarse, sin embargo, que la asunción de riesgo en «proporción 
sustancial» por el concesionario resulta determinante para que el contrato de concesión 
merezca tal calificación. La Ley responde así, sin ambigüedades, a las exigencias de la 
doctrina y conclusiones de la Comisión Europea, expuestas en su Comunicación 
Interpretativa 2000/C 121/02 publicada en el Diario Oficial de la Comunidad Europea 
de 29 de abril de 2000. Esta doctrina del riesgo informa en consecuencia la regulación 
que la Ley hace de la concesión de obras públicas.  
La tercera nota clave es la atención prestada al significado y efectos del principio de 
equilibrio económico de la concesión. La tradición de nuestro derecho positivo, quizá 
habría que hablar con mayor propiedad de numerosos pliegos de condiciones, ha 
consagrado, llamativamente en algunos casos, una interpretación del principio siempre 
favorable al concesionario, hasta conseguir incluso que el riesgo del mismo 
desapareciera en ocasiones. Para que la concesión conserve su naturaleza, el equilibrio 
económico contractual deberá recomponer —cuando se altera por las causas tasadas que 
la Ley establece— el marco definido y pactado entre la Administración y el contratista, 
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referencia obligada para determinar los riesgos y beneficios del concesionario. El 
equilibrio deberá restablecerse, tanto si se ha roto en perjuicio como a favor del 
concesionario, produciendo unos efectos más allá de lo que se considera deseable o 
tolerable para la credibilidad de la institución y para el interés público, sin que por ello 
se elimine el interés del concesionario.  
En la línea anterior un incremento de la demanda de la utilización de la obra de carácter 
extraordinario, que fuera más allá de las previsiones del plan económico-financiero 
concesional, debe fundamentar los oportunos ajustes para evitar que el usuario, al que 
corresponde en última instancia la financiación total o parcial de la inversión realizada y 
el pago de la explotación de la obra, soporte un peaje o un canon desproporcionados, 
con quebranto manifiesto de la equidad. Para ello se prevé, en virtud de lo dispuesto por 
el nuevo artículo 233.1.d) de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, que 
el concesionario quede contractualmente comprometido, con arreglo a su propia oferta, 
con un nivel mínimo y otro máximo de rendimientos totales para cada concesión, de 
suerte que, si no se alcanzara el primero o se sobrepasara el segundo durante el período 
que en cada caso se determine, procederá la revisión del contrato. En su virtud, se 
incorporan al propio contrato los términos de revisión del mismo por las variaciones que 
se produzcan en los rendimientos derivados de la utilización de la obra [artículo 
248.2.c)]. Con ello se asegura, a la vez, la justa retribución del esfuerzo y riesgo 
empresariales y el sacrificio razonable del usuario de la obra pública. En definitiva, esta 
interpretación del equilibrio económico del contrato constituye una de las opciones 
capitales que inspiran la nueva regulación de la concesión de obras públicas, en sintonía 
con la naturaleza y finalidad de la institución y la ponderada distribución del riesgo.  
Las características configuradoras de la institución concesional se completan con la 
diversificación de las fuentes de financiación, a fin de hacerla más atractiva para el 
capital privado, introduciendo un régimen regulador llamado a evitar la congelación de 
la inversión que se realice. Así, la concesión, como bien jurídico, se integrará 
plenamente en el tráfico mercantil desde el momento de la perfección del contrato, 
pudiendo ser objeto de cesión e hipoteca. En orden, asimismo, a permitir la 
diversificación del esfuerzo inversor, la Ley facilita la apertura de la sociedad 
concesionaria al mercado de capitales, no sólo, lógicamente mediante los medios 
convencionales, esto es, la financiación por entidades de crédito o la emisión de 
obligaciones, bonos u otros títulos semejantes, incluso con la posibilidad de contar con 
el aval público si los intereses generales así lo aconsejaran, sino a través de la 
titulización de los derechos de crédito vinculados a la explotación de la obra, 
titulización que podrá referirse, en su caso, a los que correspondan a las zonas 
complementarias de la concesión de carácter comercial. La presencia del capital privado 
se asegura mediante un sólido repertorio de garantías para los posibles acreedores 
hipotecarios y poseedores de títulos.  
III  
La Ley se compone de un único artículo en el que se modifica la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas para dar cabida a la nueva regulación del contrato de 
concesión de obras públicas, 12 disposiciones adicionales, 1 disposición derogatoria y 5 
disposiciones finales.  
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El artículo único comienza con la modificación del artículo 5.2.a) de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas para dar entrada al contrato de concesión de 
obras públicas en la enumeración de los contratos típicos contenida en dicho artículo, 
que se complementa con la del artículo 7, referido al régimen jurídico de estos 
contratos, en el que se define el orden de prelación de fuentes acorde con las 
especialidades de este contrato.  
El apartado 3 da una nueva redacción a la sección 2.ª del Capítulo I del Título I del 
Libro II, introduciendo la modalidad de la financiación de una obra pública mediante 
una concesión de dominio público. El nuevo artículo 130 acuña, por tanto, una figura 
nueva de carácter mixto, en virtud de la cual la contraprestación de la Administración 
por la construcción y mantenimiento, o sólo por el mantenimiento, de la obra consistiría 
en el otorgamiento de una concesión de dominio público en la zona de servicios o en el 
área de influencia en que se integra aquélla. No es una concesión de obras públicas de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, ya que se parte de la premisa de que la obra no sea 
susceptible de explotación económica, por lo que se ha optado por su inclusión en el 
Título I del Libro II de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, relativo al 
contrato de obras. No obstante, se incorpora a esta Ley atendiendo a su coincidente 
finalidad con el contrato de concesión de obras públicas de contribuir a la financiación 
de éstas sin recurrir necesariamente al presupuesto de las distintas Administraciones 
Públicas.  
En el apartado 4 se modifica el artículo 157, apartado a) para homologar la duración 
referida a los contratos que comprendan ejecución de obras y explotación de servicios 
cuando sea de mercado o lonja central mayorista de artículos alimenticios gestionados 
por sociedades de economía mixta municipal al plazo máximo de duración de los 
contratos de concesión de obras públicas atendiendo a las dificultades que afrontan este 
tipo de contratos para mantener el equilibrio económico de sus explotaciones.  
En el apartado 5 se contiene la parte nuclear de la Ley, ya que introduce el nuevo Título 
V en el Libro II, denominado «Del contrato de concesión de obras públicas». Este 
Título se compone de cinco Capítulos: Capítulo I. Disposiciones Generales; Capítulo II. 
De la construcción de las obras públicas objeto de concesión; Capítulo III. Derechos y 
obligaciones del concesionario y prerrogativas del órgano de contratación; Capítulo IV. 
Financiación privada; Capítulo V. Extinción de las concesiones.  
El Capítulo I, «Disposiciones generales» (artículos 220 a 226) comienza con la 
definición del contrato de concesión de obras públicas de acuerdo con lo señalado 
anteriormente (artículo 220), precisando a continuación su contenido (artículo 221) y 
previendo la posibilidad de que la iniciativa de la obra pública objeto de concesión 
pueda corresponder a un particular (artículo 222).  
Dos preceptos de este Capítulo revisten especial significación, como son el que se 
refiere a las zonas complementarias de explotación comercial (artículo 223), espacio 
llamado a jugar en determinadas concesiones un papel relevante, no sólo en lo que 
concierne a la funcionalidad de la misma sino también a la repercusión de su 
explotación en el conjunto del plan económico financiero de la propia concesión, y el 
que establece el marco de financiación de las obras públicas que se construyan mediante 
un contrato de concesión (artículo 224). El artículo 225 establece, por su parte, el 
modelo de retribución del concesionario a través del abono, por el usuario de la obra o 
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por las propias Administraciones concedentes, de un precio o un canon, así como las 
eventuales ayudas públicas que podrá recibir el concesionario, al que corresponderá, en 
todo caso, asumir el riesgo en función de la inversión realizada.  
Este Capítulo I se cierra con el artículo 226 en el que se regula, la posible financiación, 
con cargo total o parcial a las correspondientes tarifas de explotación, de una obra 
pública diferenciada de la que es objeto de concesión pero con la que guarda cierta 
relación funcional.  
El Capítulo II, «De la construcción de las obras objeto de concesión» (artículos 227 a 
241), regula las actuaciones previas para definir la obra y el futuro contrato de 
concesión (artículos 227 a 234), partiendo el proceso de un estudio de viabilidad hasta 
culminar en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares en el que 
se concretará el contenido de la concesión de que se trate. En el Capítulo se regula a 
continuación el procedimiento de selección del concesionario (artículo 235), velando 
siempre por la aplicación de los principios de publicidad, transparencia, igualdad y no 
discriminación, ya que el sistema se remite a lo establecido en la propia Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas. El Capítulo se refiere, por último, a la etapa 
de ejecución de las obras (artículos 236 a 241), etapa que se desarrolla de manera 
análoga a la regulada para el contrato de obras, si bien respetando las peculiaridades de 
la concesión en la que, lógicamente, las obras serán en la mayoría de los casos 
ejecutadas por terceros.  
El Capítulo III, «Derechos y obligaciones del concesionario y prerrogativas de la 
Administración concedente» (artículos 242 a 252) constituye un Capítulo nuclear por lo 
que se refiere al régimen jurídico de la concesión. Los artículos 242 y 243 enumeran el 
repertorio de derechos y obligaciones del concesionario, habiendo optado la Ley por 
someter los actos de disposición de la concesión por parte del titular al previo control de 
la Administración, a fin de asegurar la continuidad de la explotación de la obra. Por lo 
que respecta al uso y conservación de la obra pública (artículo 244), y para su garantía, 
se confieren al concesionario, en el marco de sus obligaciones, determinadas facultades 
en materia de policía.  
Este Capítulo incluye, asimismo, la regulación del régimen económico-financiero de la 
concesión. El artículo 245 diferencia los distintos tipos de aportaciones públicas 
susceptibles de contribuir, según los casos, a la construcción de la obra, así como las 
fases en que estas aportaciones pueden producirse. Por su parte el artículo 247 identifica 
las aportaciones, también públicas, que puede recibir el concesionario en la fase de 
explotación para garantizar la viabilidad económica de la concesión. La retribución por 
la utilización de la obra, que descansa en el modelo tarifario, sin perjuicio de que las 
tarifas sean abonadas, según convenga para el interés público y se determine en los 
pliegos, por el usuario o la Administración, total o parcialmente, es objeto de regulación 
en el artículo 246, precepto que establece además los casos en que procederá la revisión 
de las tarifas. 
El artículo 248 identifica los supuestos en que habrá de restablecerse el equilibrio 
económico del contrato y prevé las medidas para ello, conciliando el interés del 
concesionario con el interés público mediante la posibilidad, según proceda, de acordar 
tanto la modificación de las tarifas como las condiciones de explotación de la obra, 
incluida la reducción o ampliación del plazo concesional que no podrá superar en 
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ningún caso el máximo previsto por la Ley. En relación con los supuestos en que 
procederá el restablecimiento del equilibrio económico el precepto determina el 
concepto de ruptura sustancial de la economía de la concesión al referirla a la 
rentabilidad esperada para ésta.  
Por último, este Capítulo III regula las prerrogativas y derechos de la Administración 
que, además de los convencionales o propios de la concesión, incluyen el de imponer 
con carácter temporal las condiciones de utilización de la obra para atender situaciones 
excepcionales (artículo 249), la modificación de la propia obra pública soporte de la 
concesión (artículo 250), el secuestro de ésta, en los supuestos y con los efectos 
previstos en la norma (artículo 251), así como el sistema de penalidades por 
incumplimiento por parte del concesionario de sus obligaciones (artículo 252).  
El Capítulo IV, «Financiación privada» (artículos 253 a 260) se refiere a las 
modalidades de financiación privada de que puede beneficiarse la concesión, regulando 
la emisión de obligaciones y otros títulos, así como la incorporación a títulos 
negociables de los derechos de crédito del concesionario y la tutela de los derechos de 
los tenedores (artículos 253 y 254), la hipoteca de la concesión (artículos 255 a 257), 
incluyendo los derechos que asisten al acreedor hipotecario y el procedimiento de 
ejecución de la hipoteca (artículo 257) y los derechos de titulares de cargas inscritas o 
anotadas sobre la concesión para el caso de resolución concesional (artículo 258). El 
artículo 259 completa el sistema al establecer la posibilidad de recurrir, como fuente de 
financiación, a los créditos participativos fijando su régimen jurídico. Finalmente, el 
260 regula el orden jurisdiccional competente para conocer las cuestiones litigiosas que 
se susciten por aplicación de los preceptos contenidos en este Capítulo. 
El Capítulo V, «Extinción de las concesiones» (artículos 261 a 266) regula los 
supuestos de extinción de la concesión, que tendrá lugar por cumplimiento del plazo o 
por resolución (artículo 261). Por una parte se prevén los efectos de la extinción de la 
concesión por transcurso del plazo (artículo 262), cuya duración máxima se establece en 
el artículo 263 diferenciando las concesiones de infraestructuras según se trate de 
concesiones para la construcción y explotación de obras públicas (40 años) o para la 
explotación de las mismas (20 años). Las posibilidades de prórroga quedan limitadas a 
un máximo de 60 y 25 años, respectivamente, en supuestos excepcionales, previendo 
asimismo la norma la prerrogativa de la Administración para reducir el plazo 
concesional en los supuestos contenidos en la propia Ley. Por otra parte, se prevén las 
causas de resolución (artículo 264), añadiendo a las que son propias del régimen general 
de contratación administrativa las peculiares o propias de la concesión. Los artículos 
265 y 266 concretan la aplicación de las causas de resolución y los efectos de ésta.  
La Ley incluye, como se ha indicado, doce disposiciones adicionales, otra derogatoria y 
varias disposiciones finales. En primer lugar, y a continuación de la disposición sobre la 
planificación de las obras públicas, las disposiciones adicionales segunda y tercera 
contienen las correspondientes precisiones para asegurar en todo momento la 
cooperación mutua de los poderes públicos en la materia y, sin perjuicio de aplicar los 
principios y modalidades regulados ya en nuestro ordenamiento (Título I de la Ley 
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común), traducen de manera expresa en la norma la 
doctrina de las sentencias del Tribunal Constitucional, dictadas con ocasión del análisis 
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del alcance de la competencia estatal sobre obras públicas concretas de interés general y 
su articulación con el ejercicio de las demás competencias concurrentes.  
El resto de las disposiciones adicionales se refieren a la evaluación del impacto 
ambiental de las obras objeto de concesión (disposición adicional cuarta), introducen el 
informe preceptivo y vinculante del Ministerio de Defensa en los supuestos en que la 
construcción de las obras pudiera incidir en zonas de protección afectadas a la defensa 
nacional (disposición adicional quinta), establecen la declaración de utilidad pública de 
las obras objeto de un contrato de concesión (disposición adicional sexta), regulan el 
procedimiento y la atribución de competencias en materia concesional (disposición 
adicional séptima), modifican determinados preceptos de la Ley 8/72, de 10 de mayo, de 
Construcción, Conservación y Explotación de Autopistas en Régimen de Concesión 
(disposición adicional octava) y encomiendan al Gobierno la aprobación de la 
reglamentación técnica para facilitar el cobro electrónico de peajes por los 
concesionarios de autopistas (disposición adicional novena). Por último, la Ley 
introduce determinadas especialidades para acomodar la normativa sectorial en materia 
de costas y obras públicas hidráulicas a la nueva Ley (disposiciones adicionales décima 
y undécima), asimismo para determinar el alcance de la Ley en relación con las 
infraestructuras del sector energético (disposición adicional duodécima).  
La disposición derogatoria, además de introducir una cláusula general de derogación, 
especifica los artículos de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, de la 
Ley de Construcción, Conservación y Explotación de Autopistas en Régimen de 
Concesión y los referidos a concesiones de la Ley General de Obras Públicas de 13 de 
abril de 1877 que quedan asimismo derogados.  
La disposición final primera concreta los títulos competenciales del Estado para dictar 
la Ley y el carácter de los distintos preceptos de la misma. En este sentido, la mayor 
parte de su articulado se califica como legislación básica estatal, dictada al amparo de la 
competencia exclusiva del Estado en materia de legislación básica sobre contratos y 
concesiones administrativas reconocida en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución. 
Siguiendo la jurisprudencia constitucional, se ha efectuado una esmerada elaboración de 
lo que constituye el común denominador normativo que asegure la existencia de una 
mínima regulación uniforme en toda España, de acuerdo con las notas identificadoras de 
esta figura jurídica expuestas más arriba.  
El resto de los artículos, tal y como se desglosan en la disposición final, bien resultan 
aplicables únicamente a las concesiones que otorgue el Estado, o bien resulta de 
aplicación plena en virtud de otros títulos competenciales estatales concurrentes del 
artículo 149.1, tales como «Defensa y Fuerzas Armadas» (4.ª), «legislación mercantil» 
(6.ª), «legislación civil» (8.ª), «bases y coordinación de la planificación general de la 
actividad económica» (13.ª), «Hacienda general y Deuda del Estado» (14.ª) y «Obras 
públicas de interés general» (24.ª).  
El resto de disposiciones finales, señalan el carácter básico de las normas de desarrollo 
(disposición final segunda) precisan los preceptos que serán de aplicación a todas las 
concesiones (disposición final tercera), autorizan al Consejo de Ministros para dictar las 
disposiciones necesarias en desarrollo de la Ley (disposición final cuarta) y establecen 
la fecha de entrada en vigor de la Ley (disposición final quinta).  
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ARTÍCULO ÚNICO. Modificación de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/00, de 16 de 
junio.  
1. Se modifica la letra a) del apartado 2 del artículo 5 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, que pasa a tener la siguiente redacción:  
• «a) Aquéllos cuyo objeto directo, conjunta o 
separadamente, sea la ejecución de obras, la gestión de servicios 
públicos y la realización de suministros, los de concesión de 
obras públicas, los de consultoría y asistencia o de servicios, 
excepto los contratos comprendidos en la categoría 6 del artículo 
206 referente a contratos de seguros y bancarios y de inversiones, 
de los comprendidos en la categoría 26 del mismo artículo, los 
contratos que tengan por objeto la creación e interpretación 
artística y literaria y los de espectáculos.»  
2. Se modifica el artículo 7 de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, que pasa a tener la siguiente redacción: 
«Artículo 7. Régimen jurídico de los contratos administrativos.  
1. Los contratos administrativos, con la salvedad establecida en el apartado siguiente, se 
regirán en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y extinción por la presente Ley 
y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de 
derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. No obstante, los 
contratos administrativos especiales, que se definen en el artículo 5.2 letra b), se regirán 
por sus propias normas con carácter preferente.  
2. El contrato de concesión de obras públicas se regirá, con carácter preferente a lo 
dispuesto en el apartado anterior, por las disposiciones contenidas en el Título V del 
Libro II de esta Ley, sus disposiciones de desarrollo y por la legislación sectorial 
específica en cuanto no se oponga a dicho Título, sin perjuicio de lo establecido en los 
artículos 125 y 133 a 135 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/01, de 20 de julio.  
3. El orden jurisdiccional contencioso administrativo será el competente para resolver 
las controversias que surjan entre las partes en los contratos administrativos.»  
3. Se modifica la denominación y contenido de la Sección 2.ª del Capítulo I del 
Título I del Libro II de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, que 
pasa a tener la siguiente redacción: 
«SECCIÓN 2.ª FINANCIACIÓN DE LA OBRA PÚBLICA MEDIANTE 
CONCESIÓN DE DOMINIO PÚBLICO  
Artículo 130. Régimen Jurídico.  
Lo dispuesto en esta sección resultará exclusivamente aplicable a los supuestos en que 
una obra pública, por su naturaleza y sus características, no sea susceptible de 
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explotación económica y, por tanto, objeto del contrato de concesión de Obras Públicas 
regulado en el Título V del presente Libro.  
Artículo 131. Requisitos.  
En los supuestos a que se refiere el artículo precedente, la construcción y conservación 
de la obra pública, o bien sólo su conservación, podrá ser objeto del correspondiente 
contrato de ejecución y mantenimiento, o sólo de mantenimiento, de obra pública, 
pudiendo otorgar como contraprestación la Administración competente por razón de la 
materia, conforme a la legislación demanial específica de la misma, una concesión de 
dominio público en la zona de servicios o en el área de influencia en que se integra la 
obra.  
Artículo 132. Pliego de cláusulas administrativas particulares.  
En el correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares se determinará el 
uso y destino así como las características de la explotación previstos para los bienes de 
dominio público objeto de la concesión.  
Artículo 133. Criterios de selección.  
Para seleccionar al contratista y concesionario el órgano de contratación valorará, 
conjuntamente, la oferta relacionada con la construcción y mantenimiento de la obra, o 
sobre su proyecto, ejecución y mantenimiento, o sólo sobre su mantenimiento, así como 
las obras o actuaciones que el licitador se proponga realizar sobre el dominio público y 
el régimen de explotación que prevea para éste.  
Artículo 134. Régimen de utilización de los bienes de dominio público.  
No podrá otorgarse una concesión de dominio público a resultas del contrato regulado 
en esta sección contraviniendo el régimen de utilización de los bienes de dominio 
público regulados en las leyes específicas.»  
4. Se modifican los artículos 156 y 157 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas en los siguientes términos: 
Uno. La letra a) del artículo 156 tendrá la siguiente redacción:  
• «a) Concesión, por la que el empresario gestionará 
el servicio a su propio riesgo y ventura, siendo aplicable en este 
caso lo previsto en los apartados 1 y 3 del artículo 232 de la 
presente Ley.»  
Dos. La letra a) del artículo 157 tendrá la siguiente redacción:  
• «a) Cincuenta años en los contratos que 
comprendan la ejecución de obras y la explotación de servicio 
público, salvo que éste sea de mercado o lonja central mayorista 
de artículos alimenticios gestionados por sociedad de economía 
mixta municipal, en cuyo caso podrá ser hasta sesenta años.»  
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5. Se añade un nuevo Título V al Libro II de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, con el siguiente contenido: 
«TÍTULO V Del contrato de concesión de obras públicas  
CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES  
Artículo 220. Contrato de concesión de obras públicas.  
1. Se entiende por contrato de concesión de obras públicas aquél en cuya virtud la 
Administración Pública o Entidad de Derecho público concedente otorga a un 
concesionario, durante un plazo, la construcción y explotación, o solamente la 
explotación, de obras relacionadas en el artículo 120 o, en general, de aquellas que 
siendo susceptibles de explotación, sean necesarias para la prestación de servicios 
públicos de naturaleza económica o para el desarrollo de actividades o servicios 
económicos de interés general, reconociendo al concesionario el derecho a percibir una 
retribución consistente en la explotación de la propia obra, en dicho derecho 
acompañado del de percibir un precio o en cualquier otra modalidad establecida en este 
Título.  
2. La construcción y la explotación de las obras públicas objeto de concesión se 
efectuarán a riesgo y ventura del concesionario, quien asumirá los riesgos económicos 
derivados de su ejecución y explotación en los términos y con el alcance establecidos 
por esta Ley, lo que será en todo caso compatible con los distintos sistemas de 
financiación de las obras que en ella se regulan y con las aportaciones a que pudiera 
obligarse la Administración concedente.  
3. La Administración concedente podrá establecer que el concesionario redacte el 
proyecto de construcción de las obras conforme a las exigencias determinadas en el 
correspondiente estudio o anteproyecto, en los términos señalados en el Capítulo II. En 
este supuesto la aprobación del proyecto corresponderá a la Administración concedente 
y formará parte del contrato de concesión.  
4. El sistema de financiación de la obra y retribución del concesionario se determinarán 
por la Administración concedente con respeto a los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y atendiendo a criterios de racionalización en la inversión de los recursos 
económicos, a la naturaleza de las obras y a la significación de éstas para el interés 
público.  
5. El régimen del contrato de concesión de obras públicas previsto en este Título será 
aplicable a todas las Entidades de Derecho público cualquiera que sea su régimen 
jurídico de contratación y denominación.  
Artículo 221. Contenido del contrato de concesión de obras públicas.  
1. El contrato de concesión de obras públicas comprenderá necesariamente durante todo 
el término de vigencia de la concesión:  
• a) La explotación de las obras públicas conforme a 
su propia naturaleza y finalidad.  
• b) La conservación de las obras.  
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• c) La adecuación, reforma y modernización de las 
obras para adaptarlas a las características técnicas y funcionales 
requeridas para la correcta prestación de los servicios o la 
realización de las actividades económicas a las que aquéllas 
sirven de soporte material.  
• d) Las actuaciones de reposición y gran reparación 
que sean exigibles en relación con los elementos que ha de reunir 
cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los 
servicios y actividades a los que aquéllas sirven puedan ser 
desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias 
económicas y las demandas sociales.  
2. Cuando el contrato tenga por objeto conjuntamente la construcción y la explotación 
de obras públicas, los pliegos generales o particulares que rijan la concesión podrán 
exigir que el concesionario esté igualmente obligado a proyectar, ejecutar, conservar, 
reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal 
y sean necesarias para que ésta cumpla la finalidad determinante de su construcción y 
que permitan su mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las 
actuaciones ambientales relacionadas con las mismas que en ellos se prevean.  
En el caso de que el contrato tenga por único objeto la explotación de obras ya 
construidas, el concesionario vendrá asimismo obligado a la conservación, reparación o 
reposición de las obras accesorias o vinculadas a la obra principal, si el pliego de 
cláusulas administrativas particulares de la concesión no dispusiera otra cosa.  
3. En el supuesto de que estas obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de 
explotación o aprovechamiento económico, éstos corresponderán al concesionario 
conjuntamente con la explotación de la obra principal, en la forma determinada por los 
pliegos respectivos.  
Artículo 222. Contratos de concesión de obras públicas a instancia de particulares 
o de otras Administraciones Públicas. 
Con independencia de la iniciativa de la Administración competente para licitar 
posibles concesiones, podrá iniciarse el procedimiento a instancia de personas naturales 
o jurídicas o de otras Administraciones que se propongan construir y explotar una obra 
de las reguladas en esta Ley, siempre que el solicitante, además de cumplir los 
requisitos generales establecidos en ella, acompañe su petición del correspondiente 
estudio de viabilidad previsto en el artículo 227 con el contenido previsto en el apartado 
2 de dicho artículo. Esta solicitud iniciará el procedimiento establecido en dicho 
artículo.  
Artículo 223. Zonas complementarias de explotación comercial.  
1. Atendiendo a su finalidad, las obras públicas podrán incluir, además de las 
superficies que sean precisas según su naturaleza, otras zonas o terrenos para la 
ejecución de actividades complementarias, comerciales o industriales que sean 
necesarias o convenientes por la utilidad que prestan a los usuarios de las obras y que 
sean susceptibles de un aprovechamiento económico diferenciado, tales como 
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establecimientos de hostelería, estaciones de servicio, zonas de ocio, estacionamientos, 
locales comerciales y otros susceptibles de explotación.  
Estas actividades complementarias se implantarán de conformidad con lo establecido en 
los pliegos generales o particulares que rijan la concesión y, en su caso, con lo 
determinado en la legislación o el planeamiento urbanístico que resulte de aplicación.  
Las correspondientes zonas o espacios quedarán sujetos al principio de unidad de 
gestión y control de la Administración Pública concedente y serán explotados 
conjuntamente con la obra por el concesionario directamente o a través de terceros en 
los términos establecidos en el oportuno pliego de la concesión.  
2. Los bienes e instalaciones incluidos en la zona de actividades complementarias de la 
obra concedida se entregarán al órgano contratante al término de la concesión en la 
forma establecida en esta Ley.  
Artículo 224. Financiación de las obras públicas construidas mediante contrato de 
concesión.  
1. Las obras públicas objeto de concesión serán financiadas, total o parcialmente, por el 
concesionario que, en todo caso, asumirá el riesgo en función de la inversión realizada.  
2. El concesionario podrá recurrir a la financiación privada para hacer frente a sus 
obligaciones contractuales en los términos y condiciones que se establecen en esta Ley.  
Además de los medios previstos en el Capítulo IV de este Título podrá obtener 
financiación mediante la contratación de préstamos o créditos con entidades de crédito 
de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente. Dichos contratos deberán ser 
comunicados al órgano de contratación en el plazo de un mes desde su suscripción. 
Asimismo el concesionario podrá recurrir a otros medios de financiación privada previa 
autorización del órgano de contratación.  
3. Cuando existan razones de rentabilidad económica o social, o concurran singulares 
exigencias derivadas del fin público o interés general de la obra objeto de concesión, la 
Administración podrá también aportar recursos públicos para su financiación, que 
adoptará la forma de financiación conjunta de la obra, mediante aportaciones dinerarias 
o no dinerarias, subvenciones o préstamos reintegrables, con o sin interés, o préstamos 
participativos de acuerdo con lo establecido en el artículo 236 y en la sección 2.ª del 
Capítulo III de esta Ley y de conformidad con las previsiones del correspondiente 
pliego de cláusulas administrativas particulares, debiendo respetarse en todo caso el 
principio de asunción de riesgo por el concesionario.  
4. La construcción de la obra pública objeto de concesión podrá asimismo ser financiada 
con aportaciones de otras Administraciones Públicas distintas a la concedente, en los 
términos que se contengan en el correspondiente convenio, y con la financiación que 
pueda provenir de otros organismos nacionales o internacionales.  
Artículo 225. Retribución del concesionario.  
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El concesionario será retribuido directamente mediante el precio que abone el usuario o 
la Administración por la utilización de la obra, por los rendimientos procedentes de la 
explotación de la zona comercial y, en su caso, con las aportaciones de la propia 
Administración de acuerdo con lo previsto en esta Ley, debiendo respetarse el principio 
de asunción de riesgo por el concesionario.  
Artículo 226. La concesión de obras públicas y la construcción de obras públicas 
diferenciadas.  
1. Cuando dos o más obras públicas mantengan una relación funcional entre ellas, el 
contrato de concesión de obra pública no pierde su naturaleza por el hecho de que la 
utilización de una parte de las obras construidas no esté sujeta a remuneración siempre 
que dicha parte sea, asimismo, competencia de la Administración concedente e incida 
en la explotación de la concesión.  
2. El correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares especificará con 
claridad los aspectos concernientes a la obra objeto de concesión, según se determina en 
la presente Ley, distinguiendo, a estos efectos, la parte objeto de remuneración de 
aquella que no lo es. Los licitadores deberán presentar el correspondiente plan 
económico-financiero que contemple ambas partes de las obras.  
3. En todo caso, para la determinación de las tarifas a aplicar por la utilización de la 
obra objeto de con cesión se tendrá en cuenta el importe total de las obras realizadas.  
CAPÍTULO II. DE LA CONSTRUCCION DE LAS OBRAS OBJETO DE 
CONCESION  
SECCIÓN 1.ª ACTUACIONES PREVIAS  
Artículo 227. Estudio de viabilidad.  
1. Con carácter previo a la decisión de construir y explotar en régimen de concesión una 
obra pública, el órgano que corresponda de la Administración concedente acordará la 
realización de un estudio de viabilidad de la misma.  
2. El estudio de viabilidad deberá contener, al menos, los datos, análisis, informes o 
estudios que procedan sobre los puntos siguientes:  
• a) Finalidad y justificación de la obra, así como 
definición de sus características esenciales.  
• b) Previsiones sobre la demanda de uso e 
incidencia económica y social de la obra en su área de influencia 
y sobre la rentabilidad de la concesión.  
• c) Valoración de los datos e informes existentes 
que hagan referencia al planeamiento sectorial, territorial o 
urbanístico.  
• d) Estudio de impacto ambiental cuando éste sea 
preceptivo de acuerdo con la legislación vigente. En los restantes 
casos, un análisis ambiental de las alternativas y las 
correspondientes medidas correctoras y protectoras necesarias.  
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• e) Justificación de la solución elegida, indicando, 
entre las alternativas consideradas si se tratara de infraestructuras 
viarias o lineales, las características de su trazado.  
• f) Riesgos operativos y tecnológicos en la 
construcción y explotación de la obra.  
• g) Coste de la inversión a realizar, así como el 
sistema de financiación propuesto para la construcción de la obra 
con la justificación, asimismo, de la procedencia de la misma.  
3. La Administración concedente someterá el estudio de viabilidad a información 
pública por el plazo de un mes, prorrogable por idéntico plazo en razón de la 
complejidad del mismo y dará traslado del mismo para informe a los órganos de la 
Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y Corporaciones 
Locales afectados cuando la obra no figure en el correspondiente planeamiento 
urbanístico que deberán emitirlo en el plazo de un mes.  
4. El trámite de información pública previsto en el apartado anterior servirá también 
para cumplimentar el concerniente al estudio de impacto ambiental, en los casos en que 
la declaración de impacto ambiental resulte preceptiva.  
5. Se admitirá la iniciativa privada en la presentación de estudios de viabilidad de 
eventuales concesiones. Presentado el estudio será elevado al órgano competente para 
que en el plazo de tres meses comunique al particular la decisión de tramitar o no 
tramitar el mismo o fije un plazo mayor para su estudio que, en ningún caso, será 
superior a seis meses. El silencio de la Administración o de la Entidad que corresponda 
equivaldrá a la no aceptación del estudio.  
En el supuesto de que el estudio de viabilidad culminara en el otorgamiento de la 
correspondiente concesión tras la correspondiente licitación, el autor del mismo tendrá 
derecho, siempre que no haya resultado adjudicatario y salvo que el estudio hubiera 
resultado insuficiente de acuerdo con su propia finalidad, al resarcimiento de los gastos 
efectuados para su elaboración, incrementados en un 10 por 100 como compensación, 
gastos que podrán imponerse al concesionario como condición contractual en el 
correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares. El importe de los 
gastos será determinado por la Administración concedente en función de los que 
resulten acreditados por quien haya presentado el estudio, conformes con la naturaleza y 
contenido de éste y de acuerdo con los precios de mercado.  
6. La Administración concedente podrá acordar motivadamente la sustitución del 
estudio de viabilidad a que se refieren los apartados anteriores por un estudio de 
viabilidad económico-financiera cuando por la naturaleza y finalidad de la obra o por la 
cuantía de la inversión requerida considerara que éste es suficiente. En estos supuestos 
la Administración elaborará además, antes de licitar la concesión, el correspondiente 
anteproyecto o proyecto para asegurar los trámites establecidos en los apartados 3 y 4 
del artículo 228.  
Artículo 228. Anteproyecto de construcción y explotación de la obra.  
1. En función de la complejidad de la obra y del grado de definición de sus 
características, la Administración concedente, aprobado el estudio de viabilidad, podrá 
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acordar la redacción del correspondiente anteproyecto. Éste podrá incluir, de acuerdo 
con la naturaleza de la obra, zonas complementarias de explotación comercial.  
2. El anteproyecto de construcción y explotación de la obra deberá contener, como 
mínimo, la siguiente documentación:  
• a) Una Memoria en la que se expondrán las 
necesidades a satisfacer, los factores sociales, técnicos, 
económicos, medioambientales y administrativos considerados 
para atender el objetivo fijado y la justificación de la solución que 
se propone. La Memoria se acompañará de los datos y cálculos 
básicos correspondientes.  
• b) Los planos de situación generales y de conjunto 
necesarios para la definición de la obra.  
• c) Un presupuesto que comprenda los gastos de 
ejecución de la obra, incluido el coste de las expropiaciones que 
hubiese que llevar a cabo, partiendo de las correspondientes 
mediciones aproximadas y valoraciones.  
• d) Un estudio relativo al régimen de utilización y 
explotación de la obra, con indicación de su forma de 
financiación y del régimen tarifario que regirá en la concesión, 
incluyendo, en su caso, la incidencia o contribución en éstas de 
los rendimientos que pudieran corresponder a la zona de 
explotación comercial.  
3. El anteproyecto se someterá a información pública por el plazo de un mes, 
prorrogable por idéntico plazo en razón de la complejidad del mismo, para que puedan 
formularse cuantas observaciones se consideren oportunas sobre la ubicación y 
características de la obra, así como cualquier otra circunstancia referente a su 
declaración de utilidad pública, y dará traslado del mismo para informe a los órganos de 
la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y Corporaciones 
Locales afectados. Este trámite de información pública servirá también para 
cumplimentar el concerniente al estudio de impacto ambiental, en los casos en que la 
declaración de impacto ambiental resulte preceptiva y no se hubiera efectuado dicho 
trámite anteriormente por tratarse de un supuesto incluido en el apartado 6 del artículo 
anterior.  
4. La Administración concedente aprobará el anteproyecto de la obra, considerando las 
alegaciones formuladas e incorporando las prescripciones de la declaración de impacto 
ambiental, e instará el reconocimiento concreto de la utilidad pública de la misma a los 
efectos previstos en la legislación de expropiación forzosa.  
5. Cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares administrativas lo autorice, 
y en los términos que éste establezca, los licitadores a la concesión podrán introducir en 
el anteproyecto las mejoras que estimen convenientes.  
Artículo 229. Proyecto de la obra y replanteo del mismo.  
1. En el supuesto de que las obras sean definidas en todas sus características por la 
Administración concedente, se procederá a la redacción, supervisión, aprobación y 
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replanteo del correspondiente proyecto de acuerdo con lo dispuesto en los 
correspondientes artículos de esta Ley y al reconocimiento de la utilidad pública de la 
obra a los efectos previstos en la legislación de expropiación forzosa.  
2. Cuando no existiera anteproyecto, la Administración concedente someterá el 
proyecto, antes de su aprobación definitiva, a la tramitación establecida en los apartados 
3 y 4 del artículo 228 para los anteproyectos.  
3. Será de aplicación en lo que se refiere a las posibles mejoras del proyecto de la obra 
lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 228.  
4. En las concesiones de conservación y explotación de obras públicas, los proyectos de 
las obras que deba ejecutar el concesionario se ajustarán, asimismo, por lo que respecta 
a su exigencia, contenido, supervisión y replanteo, a lo dispuesto para el contrato de 
obras en esta Ley.  
5. El concesionario responderá de los daños derivados de los defectos del proyecto 
cuando, según los términos de la concesión, le corresponda su presentación o haya 
introducido mejoras en el propuesto por la Administración. La responsabilidad se 
extenderá también a los daños debidos a defectos de los proyectos para la conservación 
y explotación de la obra pública a que se refiere el apartado anterior.  
Artículo 230. Pliegos de cláusulas administrativas particulares.  
1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de concesión de 
obras públicas deberán hacer referencia, al menos, a los siguientes aspectos y a aquéllos 
que se contienen en el artículo 232.1 de esta Ley:  
• a) Definición del objeto del contrato, con 
referencia al anteproyecto o proyecto de que se trate y mención 
expresa de los documentos del mismo que revistan carácter 
contractual. En su caso determinación de la zona complementaria 
de explotación comercial.  
• b) Procedimiento y forma de adjudicación del 
contrato, criterios para la selección del adjudicatario e 
identificación del órgano adjudicador.  
• c) Requisitos de capacidad y solvencia financiera, 
económica y técnica que sean exigibles a los licitadores. A estos 
efectos, en el supuesto en que liciten personas jurídicas 
dominantes de un grupo de sociedades, se podrá tener en cuenta a 
las sociedades pertenecientes al grupo, siempre y cuando aquéllas 
acrediten que tienen efectivamente la libre y plena disponibilidad 
de los medios necesarios de las sociedades del grupo para la 
ejecución del contrato.  
• d) Contenido de las proposiciones, que deberá 
incluir lo previsto en el artículo 233 de esta Ley.  
• e) Sistema de retribución del concesionario en el 
que se incluirán las opciones posibles sobre las que deberá versar 
la oferta, así como, en su caso, las fórmulas de revisión de precios 
durante la ejecución de las obras y de actualización de costes 
   178
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
durante su explotación, todo ello con referencia obligada a su 
repercusión en las correspondientes tarifas en función del objeto 
de la concesión.  
• f) El umbral mínimo de beneficios derivados de la 
explotación de la zona comercial por debajo del cual no podrá 
incidirse en los elementos económicos de la concesión.  
• g) Beneficios económico-financieros y tributarios 
que pueden reconocerse por razón del objeto del contrato de 
concesión de obras públicas, así como las eventuales aportaciones 
inmobiliarias o de otra naturaleza que pudiera realizar la 
Administración o Entidad concedente u otras Administraciones 
Públicas.  
• h) Cuantía y forma de las garantías provisionales y 
definitivas.  
• i) Características especiales, en su caso, de la 
sociedad concesionaria.  
• j) Plazo, en su caso, para la elaboración del 
proyecto, plazo para la ejecución de las obras y plazo de 
explotación de las mismas, que podrá ser fijo o variable en 
función de los criterios establecidos en el pliego.  
• k) Derechos y obligaciones específicas de las 
partes durante la fase de ejecución de las obras y durante su 
explotación.  
• l) Régimen de penalidades y supuestos que puedan 
dar lugar al secuestro de la concesión.  
• m) Expresa sumisión a lo dispuesto en esta Ley.  
• n) Lugar, fecha y plazo para la presentación de 
ofertas.  
2. El órgano de contratación podrá incluir en el pliego, en función de la naturaleza y 
complejidad de éste, un plazo para que los licitadores puedan solicitar las aclaraciones 
que estimen pertinentes sobre su contenido. Las respuestas tendrán carácter vinculante y 
deberán hacerse públicas en términos que garanticen la igualdad y concurrencia en el 
proceso de licitación.  
Artículo 231. Convocatoria de la licitación.  
1. El órgano de contratación, con carácter previo a la convocatoria de licitación, 
comprobará que se han cumplido todos los trámites preparatorios y aprobará el 
correspondiente expediente de contratación que llevará implícita la del pliego de 
cláusulas administrativas particulares. En la misma resolución se acordará la apertura 
del procedimiento de adjudicación mediante la convocatoria de la licitación del 
contrato.  
2. La convocatoria deberá ser publicada según el correspondiente modelo de anuncio 
oficialmente aprobado y de acuerdo con las normas de publicidad de los contratos de 
obras, con la especialidad de que en el procedimiento restringido el plazo para la 
presentación de candidaturas no podrá ser inferior a 52 días desde la fecha del envío del 
anuncio.  
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3. Con independencia de la información que figure en el anuncio de convocatoria, el 
órgano de contratación pondrá a disposición de los interesados, para su consulta, la 
información complementaria que versará al menos sobre los siguientes aspectos:  
• a) La obra pública objeto del contrato, concretando 
las características de la misma y su régimen de explotación.  
• b) Procedimiento y forma de adjudicación del 
contrato y los criterios de selección del concesionario.  
• c) Relación de documentos que deberá facilitar el 
órgano de contratación en la fase de licitación. Esta 
documentación incluirá el estudio de viabilidad o, en su caso, el 
estudio de viabilidad económico-financiera, el proyecto o el 
anteproyecto de las obras y el pliego de cláusulas administrativas 
particulares al que deberá sujetarse la concesión, con 
especificación, si estuviera prevista, de la zona complementaria 
de explotación comercial y el objeto de la misma.  
• d) Los requisitos que deberán reunir los licitadores, 
así como los posibles socios que integren en el futuro la sociedad 
concesionaria a constituir. Los posibles cesionarios de la 
concesión deberán cumplir las condiciones específicas 
establecidas en los pliegos en función del grado de desarrollo del 
negocio concesional en el momento que se produzca dicha cesión.  
• e) Los extremos que debe comprender la 
proposición y los documentos que habrán de acompañarla.  
• f) El régimen de garantías exigido.  
• g) Forma, lugar y plazo de presentación de las 
candidaturas, que no podrá ser inferior a cincuenta y dos días 
desde la fecha del envío del anuncio a la Oficina de Publicaciones 
Oficiales de las Comunidades Europeas cuando la publicación en 
el Diario Oficial de las Comunidades Europeas resulte preceptiva.  
4. En el procedimiento abierto el órgano de contratación facilitará a los interesados que 
lo soliciten el pliego de cláusulas administrativas particulares a que se refiere el artículo 
anterior. En el procedimiento restringido o negociado dicho pliego se facilitará a los 
candidatos seleccionados.  
Artículo 232. Requisitos exigidos a los licitadores.  
1. Podrán ser licitadores quienes reúnan los requisitos de capacidad y solvencia 
económica, financiera y técnica de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15, 16 
y 19 de esta Ley y no estén incursos en los supuestos de prohibición para contratar 
previstos en su artículo 20. El pliego de cláusulas administrativas concretará los medios 
para acreditar la solvencia técnica, económica y financiera, de acuerdo con la naturaleza 
y objeto de la concesión. 
2. Para participar en la licitación será necesario constituir una garantía provisional en la 
cuantía que establezca el pliego de cláusulas administrativas particulares que no podrá 
ser inferior al 2 por ciento del presupuesto estimado de la inversión.  
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3. Quienes concurran individual o conjuntamente con otros a la licitación de una 
concesión de obras públicas, podrán hacerlo con el compromiso de constituir una 
sociedad que será la titular de la concesión. La constitución y, en su caso, la forma de la 
sociedad deberán ajustarse a lo que establezca, para determinados tipos de concesiones, 
la correspondiente legislación específica.  
Artículo 233. Contenido de las proposiciones.  
1. Las proposiciones de los licitadores deberán versar sobre los extremos exigidos en el 
pliego de cláusulas administrativas particulares que serán cuando menos los siguientes 
cuando se trate de concesiones de construcción y explotación de obra pública:  
• a) Relación de promotores de la futura sociedad 
concesionaria, en el supuesto de que estuviera prevista su 
constitución, y características de la misma tanto jurídicas como 
financieras.  
• b) Plan de realización de las obras con indicación 
de las fechas previstas para su inicio, terminación y apertura al 
uso al que se destinen.  
• c) Plazo de duración de la concesión.  
• d) Plan económico-financiero de la concesión que 
incluirá, entre los aspectos que le son propios, el sistema de 
tarifas, la inversión y los costes de explotación y obligaciones de 
pago y gastos financieros, directos o indirectos, estimados. 
Deberá ser objeto de consideración específica la incidencia en las 
tarifas, así como en las previsiones de amortización, en el plazo 
concesional y en otras variables de la concesión previstas en el 
pliego, en su caso, de los rendimientos de la demanda de 
utilización de la obra y, cuando exista, de los beneficios derivados 
de la explotación de la zona comercial, cuando no alcancen o 
cuando superen los niveles mínimo y máximo, respectivamente, 
que se consideren en la oferta. En cualquier caso, si los 
rendimientos de la zona comercial no superan el umbral mínimo 
fijado en el pliego de cláusulas administrativas, dichos 
rendimientos no podrán considerarse a los efectos de la revisión 
de los elementos señalados anteriormente.  
• e) En los casos de financiación mixta de la obra, 
propuesta del porcentaje de financiación con cargo a recursos 
públicos, por debajo de los establecidos en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares.  
• f) El compromiso de que la sociedad concesionaria 
adoptará el modelo de contabilidad que establezca el pliego de 
conformidad con la normativa aplicable, incluido el que pudiera 
corresponder a la gestión de las zonas complementarias de 
explotación comercial, sin perjuicio de que los rendimientos de 
éstas se integren a todos los efectos en los de la concesión.  
2. En los contratos que tengan por finalidad la concesión de explotación de la obra 
pública ya construida, el contenido de las proposiciones se adaptará por el pliego de 
cláusulas administrativas particulares al objeto específico de la misma.  
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3. En los términos y con el alcance que se fije en el pliego, los licitadores podrán 
introducir las mejoras que consideren convenientes, y que podrán referirse a 
características estructurales de la obra, a su régimen de explotación, a las medidas 
tendentes a evitar los daños al medio ambiente y los recursos naturales, o a mejoras 
sustanciales, pero no a su ubicación.  
Artículo 234. Empresas vinculadas y régimen de las proposiciones.  
1. Se entiende por empresas vinculadas aquellas en las que el concesionario pueda 
ejercer, directa o indirectamente, una influencia dominante o aquellas que puedan 
ejercerla sobre él o que, del mismo modo que el concesionario, estén sometidas a la 
influencia dominante de otra empresa por razón de propiedad, participación financiera o 
normas que la regulen.  
2. Se presumirá que existe influencia dominante cuando una empresa, directa o 
indirectamente, con relación a otra:  
• a) Esté en posesión de la mayoría del capital 
suscrito.  
• b) Disponga de la mayoría de los votos inherentes 
a las participaciones emitidas por la empresa.  
• c) Pueda designar más de la mitad de los miembros 
del órgano de administración, dirección o control de la empresa.  
3. Las empresas que presenten ofertas para la concesión y que se hallen en las 
circunstancias expresadas anteriormente deberán acompañar a aquéllas una lista 
exhaustiva de las empresas vinculadas.  
4. La presentación de proposiciones diferentes por empresas vinculadas supondrá la 
exclusión del procedimiento de adjudicación, a todos los efectos, de las ofertas 
formuladas. No obstante, si sobreviniera la vinculación antes de que concluya el plazo 
de presentación de ofertas, o del plazo de presentación de candidaturas en el 
procedimiento restringido, podrá subsistir la oferta que determinen de común acuerdo 
las citadas empresas. 
SECCIÓN 2.ª ADJUDICACIÓN DEL CONTRATO  
Artículo 235. Procedimientos y formas de adjudicación.  
1. La adjudicación de las concesiones podrá llevarse a cabo por procedimiento abierto o 
restringido, siempre mediante concurso, o por procedimiento negociado de acuerdo con 
lo previsto en la presente Ley.  
2. Para el examen y valoración de las proposiciones de los licitadores, el órgano de 
contratación estará asistido por una Mesa en los supuestos y con la composición y 
competencias que establece la presente Ley.  
3. La adjudicación y la formalización del contrato se efectuarán en los plazos que el 
pliego de cláusulas administrativas particulares establezca. Estos plazos no podrán 
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exceder de seis meses, ampliables motivadamente por un plazo no superior a tres, para 
la adjudicación, y de tres meses para la formalización.  
SECCIÓN 3.ª EJECUCIÓN DE LAS OBRAS  
Artículo 236. Modalidades de ejecución de las obras.  
1. Las obras se realizarán conforme al proyecto aprobado por el órgano de contratación 
y en los plazos establecidos en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
pudiendo ser ejecutadas con ayuda de la Administración. La ejecución de la obra que 
corresponda al concesionario podrá ser contratada en todo o en parte con terceros de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley y en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.  
2. La ayuda de la Administración en la construcción de la obra podrá consistir en la 
ejecución por su cuenta de parte de la misma o en su financiación parcial. En el primer 
supuesto la parte de obra que ejecute deberá presentar características propias que 
permitan su tratamiento diferenciado y deberá ser objeto a su terminación de la 
correspondiente recepción formal. Si no dispusiera otra cosa el pliego de cláusulas 
administrativas particulares, el importe de la obra se abonará de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 145 de la presente Ley. En el segundo supuesto, el importe de 
la financiación que se otorgue podrá abonarse en los términos pactados, durante la 
ejecución de las obras, de acuerdo con lo establecido en el artículo 145 de la presente 
Ley, o bien una vez que aquéllas hayan concluido, en la forma en que se especifica en el 
artículo 245 de esta Ley.  
3. Cuando el concesionario vaya a ejecutar la obra, tanto directamente como 
contratándola en todo o en parte, lo indicará al órgano de contratación, aportando cuanta 
documentación y precisiones le sean requeridas por éste. Corresponderá al órgano de 
contratación el control de la ejecución de la obra en los términos que se establezcan en 
el correspondiente pliego de prescripciones técnicas.  
Artículo 237. Ejecución de las obras por terceros.  
1. En el contrato de concesión de obras públicas, la Administración podrá imponer al 
concesionario que subcontrate con terceros un porcentaje de los contratos de obras 
objeto de la concesión que represente, al menos, un 30 por 100 del valor total de dichas 
obras, debiendo preverse que los licitadores puedan incrementarlo haciendo constar su 
cifra en el contrato. Alternativamente, podrán invitar a éstos para que señalen en sus 
ofertas el porcentaje mínimo que vayan a subcontratar con terceros.  
2. El concesionario deberá someter los contratos que celebre con un tercero a las normas 
de publicidad establecidas en el artículo 135.2, salvo cuando mediare cualquiera de las 
circunstancias siguientes:  
• a) Que el precio del contrato sea inferior a 
6.242.028 euros, equivalentes a 5.000.000 de derechos especiales 
de giro, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido.  
• b) Que el procedimiento utilizado para su 
adjudicación sea el negociado sin publicidad.  
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A efectos de lo establecido en el párrafo anterior, no se considerarán terceros aquellas 
empresas que se hayan agrupado para obtener la concesión, ni las empresas vinculadas a 
ellas. El concesionario deberá actualizar la lista de las empresas que reúnan tal 
condición conforme a las modificaciones que se vayan produciendo en las relaciones 
entre las empresas afectadas.  
3. Será igualmente de aplicación a la subcontratación de la ejecución de las obras por el 
concesionario lo dispuesto en los artículos 137, 140 y 141 de esta Ley debiendo 
acomodarse al modelo de anuncio previsto reglamentariamente.  
4. En los contratos celebrados por los concesionarios, que no sean la Administración, en 
el procedimiento restringido, el plazo de recepción de las solicitudes de participación no 
será inferior a treinta y siete días y el de recepción de ofertas de cuarenta días, a partir 
de la fecha del envío del anuncio o de la invitación a presentar una oferta, 
respectivamente.  
5. Cuando el concesionario sea alguna Administración Pública, ésta deberá acomodarse 
íntegramente a lo dispuesto en esta Ley para aquellas obras que deban ser ejecutadas por 
terceros.  
Artículo 238. Responsabilidad en la ejecución de las obras por terceros.  
1. Corresponde al concesionario el control de la ejecución de las obras que contrate con 
terceros debiendo ajustarse el control al plan que el concesionario elabore y resulte 
aprobado por el órgano de contratación. Éste podrá en cualquier momento recabar 
información sobre la marcha de las obras y girar a las mismas las visitas de inspección 
que estime oportunas.  
2. El concesionario será responsable ante el órgano de contratación de las consecuencias 
derivadas de la ejecución o resolución de los contratos que celebre con terceros y 
responsable asimismo único frente a éstos de las mismas consecuencias.  
Artículo 239. Principio de riesgo y ventura en la ejecución de las obras.  
1. Las obras se construirán a riesgo y ventura del concesionario de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 98 y 144 de esta Ley, salvo para aquella parte de la obra que 
pudiera ser ejecutada por cuenta de la Administración, según lo previsto en el apartado 
2 del artículo 236, en cuyo caso regirá el régimen general previsto para el contrato de 
obras.  
2. Cuando el concesionario se retrasara en la ejecución de la obra, ya sea en el 
cumplimiento de los plazos parciales o del plazo total, y el retraso fuese debido a fuerza 
mayor o a causa imputable a la Administración concedente, aquél tendrá derecho a una 
prórroga en el plazo de ejecución de la obra y correlativa y acumulativamente en el 
plazo de concesión, la cual será, por lo menos, igual al retraso habido, a no ser que 
pidiera una menor. Si el concesionario fuera responsable del retraso se estará a lo 
dispuesto en el régimen de penalidades contenido en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y en esta Ley, sin que el retraso pueda suponer la 
ampliación del plazo de la concesión.  
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3. Si la concurrencia de fuerza mayor implicase mayores costes para el concesionario a 
pesar de la prórroga que se le conceda, se procederá a ajustar el plan económico-
financiero. Si la fuerza mayor impidiera por completo la realización de las obras se 
procederá a resolver el contrato, debiendo abonar el órgano de contratación al 
concesionario el importe total de las ejecutadas, así como los mayores costes en que 
hubiese incurrido como consecuencia del endeudamiento con terceros.  
Artículo 240. Modificación del proyecto.  
1. Una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación sólo podrá introducir 
modificaciones en el proyecto por razón de interés público, siempre que sean debidas a 
necesidades nuevas o causas imprevistas, justificándolo debidamente en el expediente. 
El plan económico-financiero de la concesión deberá recoger en todo caso, mediante los 
oportunos ajustes, los efectos derivados del incremento o disminución de los costes.  
2. El concesionario podrá solicitar la resolución del contrato cuando el órgano de 
contratación imponga modificaciones en la fase de ejecución que incrementen o 
disminuyan la obra en un porcentaje superior al 20 por 100 del importe total de las 
obras inicialmente previsto o representen una alteración sustancial del proyecto inicial. 
Artículo 241. Terminación de las obras.  
1. A la terminación de las obras se procederá al levantamiento de un acta de 
comprobación por parte de la Administración concedente. El acta de recepción formal 
se levantará al término de la concesión cuando se proceda a la entrega de bienes e 
instalaciones al órgano de contratación. El levantamiento y contenido del acta de 
comprobación se ajustarán a lo dispuesto en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares y los del acta de recepción a lo establecido en el artículo 147 de esta Ley .  
2. Al acta de comprobación se acompañará un documento de valoración de la obra 
pública ejecutada y, en su caso, una declaración del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la declaración de impacto ambiental, que será expedido por el órgano de 
contratación y en el que se hará constar la inversión realizada.  
3. En las obras financiadas parcialmente por la Administración concedente, mediante 
abonos parciales al concesionario con base en las certificaciones mensuales de la obra 
ejecutada, la certificación final de la obra acompañará al documento de valoración y al 
acta de comprobación a que se refiere el apartado anterior.  
4. La aprobación del acta de comprobación de las obras por el órgano de la 
Administración concedente llevará implícita la autorización para la apertura de las 
mismas al uso público, comenzando desde ese momento el plazo de garantía de la obra 
cuando haya sido ejecutada por terceros distintos del concesionario, así como la fase de 
explotación.  
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CAPÍTULO III. DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO Y 
PRERROGATIVAS DE LA ADMINISTRACION CONCEDENTE 
SECCIÓN 1.ª DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO  
Artículo 242. Derechos del concesionario.  
Los concesionarios tendrán los siguientes derechos:  
• a) El derecho a explotar la obra pública y percibir 
la retribución económica prevista en el contrato durante el tiempo 
de la concesión.  
• b) El derecho al mantenimiento del equilibrio 
económico de la concesión en la forma y con la extensión 
prevista en el artículo 248 de la presente Ley.  
• c) El derecho a utilizar los bienes de dominio 
público de la Administración concedente necesarios para la 
construcción, modificación, conservación y explotación de la 
obra pública. Dicho derecho incluirá el de utilizar, 
exclusivamente para la construcción de la obra, las aguas que 
afloren o los materiales que aparezcan durante su ejecución, 
previa autorización de la Administración competente, en cada 
caso, para la gestión del dominio público correspondiente.  
• d) El derecho a recabar de la Administración la 
tramitación de los procedimientos de expropiación forzosa, 
imposición de servidumbres y desahucio administrativo que 
resulten necesarios para la construcción, modificación y 
explotación de la obra pública, así como la realización de cuantas 
acciones sean necesarias para hacer viable el ejercicio de los 
derechos del concesionario.  
    Los bienes y derechos expropiados que queden afectos a la 
concesión se incorporarán al dominio público.  
• e) El derecho a ceder la concesión de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 114 de esta Ley y a hipotecar la misma 
en las condiciones establecidas en esta Ley, previa autorización 
administrativa, en ambos casos, del órgano de contratación.  
• f) El derecho a titulizar sus derechos de crédito en 
los términos previstos en el artículo 254 de esta Ley.  
• g) Cualesquiera otros que le sean reconocidos por 
esta u otras Leyes o por los pliegos de condiciones.  
Artículo 243. Obligaciones del concesionario.  
Serán obligaciones generales del concesionario:  
• a) Ejecutar las obras con arreglo a lo dispuesto en 
el contrato.  
• b) Explotar la obra pública asumiendo el riesgo 
económico de su gestión con la continuidad y en los términos 
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establecidos en el contrato u ordenados posteriormente por el 
órgano de contratación.  
• c) Admitir la utilización de la obra pública por todo 
usuario, en las condiciones que hayan sido establecidas de 
acuerdo con los principios de igualdad, universalidad y no 
discriminación, mediante el abono, en su caso, de la 
correspondiente tarifa.  
• d) Cuidar del buen orden y de la calidad de la obra 
pública, y de su uso, pudiendo dictar las oportunas instrucciones, 
sin perjuicio de los poderes de policía que correspondan al órgano 
de contratación.  
• e) Indemnizar los daños que se ocasionen a 
terceros por causa de la ejecución de las obras o de su 
explotación, cuando le sean imputables de acuerdo con el artículo 
97 de esta Ley.  
• f) Proteger el dominio público que quede vinculado 
a la concesión, en especial, preservando los valores ecológicos y 
ambientales del mismo.  
• g) Cualesquiera otras previstas en esta u otra Ley o 
en el pliego de cláusulas administrativas particulares.  
Artículo 244. Uso y conservación de la obra pública.  
1. El concesionario deberá cuidar de la adecuada aplicación de las normas sobre uso, 
policía y conservación de la obra pública.  
2. El personal encargado de la explotación de la obra pública, en ausencia de agentes de 
la autoridad, podrá adoptar las medidas necesarias en orden a la utilización de la obra 
pública, formulando, en su caso, las denuncias pertinentes. A estos efectos servirán de 
medio de prueba las obtenidas por el personal del concesionario debidamente acreditado 
y con los medios previamente homologados por la Administración competente, así 
como cualquier otro admitido en Derecho.  
3. El concesionario podrá impedir el uso de la obra pública a aquellos usuarios que no 
abonen la tarifa correspondiente, sin perjuicio de lo que, a este respecto, se establezca 
en la legislación sectorial correspondiente. 
4. El concesionario deberá mantener la obra pública de conformidad con lo que, en cada 
momento, y según el progreso de la ciencia, disponga la normativa técnica, 
medioambiental, de accesibilidad y eliminación de barreras y de seguridad de los 
usuarios que resulte de aplicación.  
5. La Administración podrá incluir en los pliegos de condiciones mecanismos para 
medir la calidad del servicio ofrecida por el concesionario, y otorgar ventajas o 
penalizaciones económicas a éste en función de los mismos. 
SECCIÓN 2.ª RÉGIMEN ECONÓMICO-FINANCIERO DE LA CONCESIÓN  
Artículo 245. Aportaciones públicas a la construcción de la obra.  
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1. Las Administraciones Públicas podrán contribuir a la financiación de la obra 
mediante aportaciones que serán realizadas durante la fase de ejecución de las obras, tal 
como dispone el artículo 236 de esta Ley, una vez concluidas éstas, o al término de la 
concesión, cuyo importe será fijado en los pliegos de condiciones correspondientes o 
por los licitadores en sus ofertas cuando así se establezca en dichos pliegos. En los dos 
últimos supuestos resultará de aplicación la normativa sobre contratos de obra bajo la 
modalidad de abono total, salvo en la posibilidad de fraccionar el abono.  
2. Las aportaciones públicas a que se refiere el apartado anterior podrán consistir en 
aportaciones no dinerarias del órgano de contratación o de cualquier otra 
Administración con la que exista convenio al efecto, de acuerdo con la valoración de las 
mismas que se contenga en el pliego de cláusulas administrativas particulares.  
Los bienes inmuebles que se entreguen al concesionario se integrarán en el patrimonio 
afecto a la concesión, destinándose al uso previsto en el proyecto de la obra, y revertirán 
a la Administración en el momento de su extinción, debiendo respetarse en todo caso lo 
dispuesto en los planes de ordenación urbanística o sectorial que les afecten.  
Artículo 246. Retribución por la utilización de la obra.  
1. El concesionario tendrá derecho a percibir una retribución por la utilización de la 
obra en la forma prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares y de 
conformidad con lo establecido en este artículo.  
2. Las tarifas que abonen los usuarios por la utilización de las obras públicas serán 
fijadas por el órgano de contratación en el acuerdo de adjudicación. Las tarifas tendrán 
el carácter de máximas y los concesionarios podrán aplicar tarifas inferiores cuando así 
lo estimen conveniente.  
3. Las tarifas serán objeto de revisión de acuerdo con el procedimiento que determine el 
pliego de cláusulas administrativas particulares.  
De conformidad con el artículo 233.1.d) de esta Ley, el plan económico-financiero de la 
concesión establecerá la incidencia en las tarifas de los rendimientos de la demanda de 
utilización de la obra y, cuando exista, de los beneficios derivados de la explotación de 
la zona comercial, cuando no alcancen o cuando superen, respectivamente, los niveles 
mínimo y máximo que se consideren en la oferta.  
4. La retribución por la utilización de la obra podrá ser abonada por la Administración 
teniendo en cuenta su utilización y en la forma prevista en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares.  
5. El concesionario se retribuirá igualmente con los ingresos procedentes de la 
explotación de la zona comercial vinculada a la concesión, en el caso de existir ésta, 
según lo establecido en el pliego de cláusulas administrativas particulares.  
6. El concesionario deberá separar contablemente los ingresos provenientes de las 
aportaciones públicas y aquellos otros procedentes de las tarifas abonadas por los 
usuarios de la obra y, en su caso, los procedentes de la explotación de la zona comercial.  
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Artículo 247. Aportaciones públicas a la explotación de la obra.  
Las Administraciones Públicas podrán otorgar al concesionario las siguientes 
aportaciones a fin de garantizar la viabilidad económica de la explotación de la obra:  
• a) Subvenciones al precio, anticipos reintegrables, 
préstamos participativos, subordinados o de otra naturaleza, 
aprobados por el órgano de contratación para ser aportados desde 
el inicio de la explotación de la obra, o en el transcurso de la 
misma cuando se prevea que vayan a resultar necesarios para 
garantizar la viabilidad económico-financiera de la concesión. La 
devolución de los préstamos y el pago de los intereses 
devengados en su caso por los mismos se ajustarán a los términos 
previstos en la concesión.  
• b) Ayudas en los casos excepcionales en que, por 
razones de interés público, resulte aconsejable la promoción de la 
utilización de la obra pública antes de que su explotación alcance 
el umbral mínimo de rentabilidad.  
SECCIÓN 3.ª EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO  
Artículo 248. Mantenimiento del equilibrio económico del contrato.  
1. El contrato de concesión de obras públicas deberá mantener su equilibrio económico 
en los términos que fueron considerados para su adjudicación, teniendo en cuenta el 
interés general y el interés del concesionario de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado siguiente.  
2. La Administración deberá restablecer el equilibrio económico del contrato, en 
beneficio de la parte que corresponda, en los siguientes supuestos:  
• a) Cuando la Administración modifique, por 
razones de interés público, las condiciones de explotación de la 
obra.  
• b) Cuando causas de fuerza mayor o actuaciones de 
la Administración determinaran de forma directa la ruptura 
sustancial de la economía de la concesión. A estos efectos se 
entenderá por causa de fuerza mayor las enumeradas en el 
artículo 144 de esta Ley.  
• c) Cuando se produzcan los supuestos que se 
establezcan en el propio contrato para su revisión, de acuerdo con 
lo previsto en los artículos 230.1.e) y 233.1.d) de esta Ley.  
3. En los supuestos previstos en el apartado anterior, el restablecimiento del equilibrio 
económico del contrato se realizará mediante la adopción de las medidas que en cada 
caso procedan. Estas medidas podrán consistir en la modificación de las tarifas 
establecidas por la utilización de la obra, la ampliación o reducción del plazo 
concesional, dentro de los límites fijados en el artículo 263, y, en general, en cualquier 
modificación de las cláusulas de contenido económico incluidas en el contrato. En el 
supuesto de fuerza mayor previsto en el apartado 2.b) la Administración concedente 
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asegurará los rendimientos mínimos acordados en el contrato siempre que aquella no 
impidiera por completo la realización de las obras o la continuidad de su explotación. 
SECCIÓN 4.ª PRERROGATIVAS Y DERECHOS DE LA ADMINISTRACIÓN  
Artículo 249. Prerrogativas y derechos de la Administración.  
1. Dentro de los límites y con sujeción a los requisitos y con los efectos señalados en la 
presente Ley, el órgano de contratación o, en su caso, el órgano que se determine en la 
legislación específica, ostentará las siguientes prerrogativas y derechos:  
• a) Interpretar los contratos y resolver las dudas que 
ofrezca su cumplimiento.  
• b) Modificar los contratos por razones de interés 
público debidamente justificadas.  
• c) Restablecer el equilibrio económico de la 
concesión a favor del interés público, en la forma y con la 
extensión prevista en el artículo 248 de la presente Ley.  
• d) Acordar la resolución de los contratos en los 
casos y en las condiciones que se establecen en los artículos 264 
y 265 de esta Ley.  
• e) Establecer, en su caso, las tarifas máximas por la 
utilización de la obra pública.  
• f) Vigilar y controlar el cumplimiento de las 
obligaciones del concesionario, a cuyo efecto podrá inspeccionar 
el servicio, sus obras, instalaciones y locales, así como la 
documentación relacionados con el objeto de la concesión.  
• g) Asumir la explotación de la obra pública en los 
supuestos en que se produzca el secuestro de la concesión.  
• h) Imponer al concesionario las penalidades 
pertinentes por razón de los incumplimientos en que incurra.  
• i) Ejercer las funciones de policía en el uso y 
explotación de la obra pública en los términos que se establezcan 
en la legislación sectorial específica.  
• j) Imponer con carácter temporal las condiciones 
de utilización de la obra pública que sean necesarias para 
solucionar situaciones excepcionales de interés general, abonando 
la indemnización que en su caso proceda.  
• k) Cualesquiera otros derechos reconocidos en ésta 
o en otras leyes.  
2. El ejercicio de las prerrogativas administrativas previstas en este artículo se ajustará a 
lo dispuesto en esta Ley y en la legislación específica que resulte de aplicación.  
En particular, será preceptivo el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva en los casos de interpretación, 
modificación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición por parte del 
concesionario, en las modificaciones acordadas en la fase de ejecución de las obras que 
puedan dar lugar a la resolución del contrato de acuerdo con el artículo 240.2 de esta 
Ley y en aquellos supuestos previstos en la legislación específica.  
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Artículo 250. Modificación de la obra pública.  
1. El órgano de contratación podrá acordar, cuando el interés público lo exija, la 
modificación o la ampliación de la obra pública así como la realización de obras 
complementarias directamente relacionadas con el objeto de la concesión durante la 
vigencia de ésta, procediéndose, en su caso, a la revisión del plan económico-financiero 
al objeto de acomodarlo a las nuevas circunstancias.  
2. Toda modificación que afecte el equilibrio económico de la concesión se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 248 de esta Ley.  
3. Las modificaciones que, por sus características físicas y económicas, permitan su 
explotación independiente serán objeto de nueva licitación para su construcción y 
explotación.  
Artículo 251. Secuestro de la concesión.  
1. El órgano de contratación, previa audiencia del concesionario, podrá acordar el 
secuestro de la concesión en los casos en que el concesionario no pueda hacer frente, 
temporalmente y con grave daño social, a la explotación de la obra pública por causas 
ajenas al mismo o incurriese en un incumplimiento grave de sus obligaciones que 
pusiera en peligro dicha explotación. El acuerdo del órgano de contratación será 
notificado al concesionario y si éste, dentro del plazo que se le hubiera fijado, no 
corrigiera la deficiencia se ejecutará el secuestro. Asimismo, se podrá acordar el 
secuestro en los demás casos recogidos en esta Ley con los efectos previstos en la 
misma.  
2. Efectuado el secuestro, corresponderá al órgano de contratación la explotación directa 
de la obra pública y la percepción de la contraprestación establecida, pudiendo utilizar 
el mismo personal y material del concesionario. El órgano de contratación designará 
uno o varios Interventores que sustituirán plena o parcialmente al personal directivo de 
la empresa concesionaria. La explotación de la obra pública objeto de secuestro se 
efectuará por cuenta y riesgo del concesionario, a quien se devolverá, al finalizar aquél, 
con el saldo que resulte después de satisfacer todos los gastos, incluidos los honorarios 
de los Interventores, y deducir, en su caso la cuantía de las penalidades impuestas.  
3. El secuestro tendrá carácter temporal y su duración será la que determine el órgano de 
contratación sin que pueda exceder, incluidas las posibles prórrogas, de tres años. El 
órgano de contratación acordará de oficio o a petición del concesionario el cese del 
secuestro cuando resultara acreditada la desaparición de las causas que lo hubieran 
motivado y el concesionario justificase estar en condiciones de proseguir la normal 
explotación de la obra pública. Transcurrido el plazo fijado para el secuestro sin que el 
concesionario haya garantizado la asunción completa de sus obligaciones el órgano de 
contratación resolverá el contrato de concesión.  
Artículo 252. Penalidades por incumplimientos del concesionario.  
1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares establecerán un catálogo de 
incumplimientos de las obligaciones del concesionario, distinguiendo entre los de 
carácter leve y grave. Deberán considerarse penalizables el incumplimiento total o 
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parcial por el concesionario de las prohibiciones establecidas en la presente Ley, la 
omisión de actuaciones que fueran obligatorias conforme a ella y, en particular, el 
incumplimiento de los plazos para la ejecución de las obras, la negligencia en el 
cumplimiento de sus deberes de uso, policía y conservación de la obra pública, la 
interrupción injustificada total o parcial de su utilización, y el cobro al usuario de 
cantidades superiores a las legalmente autorizadas.  
2. El órgano de contratación podrá imponer penalidades de carácter económico, que se 
establecerán en los pliegos de forma proporcional al tipo de incumplimiento y a la 
importancia económica de la explotación. El límite máximo de las penalidades a 
imponer no podrá exceder del 10 por cien del presupuesto total de la obra durante su 
fase de construcción. Si la concesión estuviera en fase de explotación, el límite máximo 
de las penalidades anuales no podrá exceder del 20 por 100 de los ingresos obtenidos 
por la explotación de la obra pública durante el año anterior.  
3. Los incumplimientos graves darán lugar, además, a la resolución de la concesión en 
los casos previstos en el correspondiente pliego.  
4. Además de los supuestos previstos en esta Ley, en los pliegos se establecerán los 
incumplimientos graves que pueden dar lugar al secuestro temporal de la concesión, con 
independencia de las penalidades que en cada caso procedan por razón del 
incumplimiento.  
5. Durante la fase de ejecución de la obra el régimen de penalidades a imponer al 
concesionario será el establecido en el artículo 95 de esta Ley.  
6. Con independencia del régimen de penalidades previsto en el pliego, la 
Administración podrá también imponer al concesionario multas coercitivas cuando 
persista en el incumplimiento de sus obligaciones, siempre que hubiera sido requerido 
previamente y no las hubiera cumplido en el plazo fijado. A falta de determinación por 
la legislación específica, el importe diario de la multa será de 3.000 euros.  
CAPÍTULO IV. FINANCIACION PRIVADA  
SECCIÓN 1.ª EMISIÓN DE TÍTULOS POR EL CONCESIONARIO  
Artículo 253. Emisión de obligaciones y otros títulos.  
1. El concesionario podrá apelar al crédito en el mercado de capitales, tanto exterior 
como interior, mediante la emisión de toda clase de obligaciones, bonos u otros títulos 
semejantes admitidos en derecho.  
2. Sin perjuicio de lo previsto en los demás preceptos de este Capítulo, no podrán 
emitirse títulos cuyo plazo de reembolso total o parcial finalice en fecha posterior al 
término de la concesión.  
3. Las emisiones de obligaciones podrán contar con el aval del Estado y de sus 
organismos públicos, que se otorgará con arreglo a las prescripciones de la normativa 
presupuestaria. La concesión del aval por parte de las Comunidades Autónomas, 
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Entidades Locales, de sus organismos públicos respectivos y demás sujetos sometidos a 
esta Ley se otorgará conforme a lo que establezca su normativa específica.  
4. La emisión de las obligaciones, bonos u otros títulos referidos deberá ser comunicada 
al órgano de contratación en el plazo máximo de un mes desde la fecha en que cada 
emisión se realice.  
5. A las emisiones de valores reguladas en este artículo y en el siguiente les resultará de 
aplicación lo dispuesto en la Ley 24/88, de 28 de julio, del Mercado de Valores.  
6. Si la emisión ha sido objeto de registro ante la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores y el riesgo financiero correspondiente a los valores ha sido evaluado 
positivamente por una entidad calificadora reconocida por dicha entidad supervisora, no 
será de aplicación el límite del importe previsto en el artículo 282.1 de la Ley de 
Sociedades Anónimas y en el párrafo segundo del artículo 1 de la Ley 211/64, de 24 de 
diciembre, sobre Regulación de la emisión de obligaciones por sociedades que no hayan 
adoptado la forma de anónimas, asociaciones u otras personas jurídicas y la constitución 
del sindicato de obligacionistas.  
Artículo 254. Incorporación a títulos negociables de los derechos de crédito del 
concesionario.  
1. Podrán emitirse valores que representen una participación en uno o varios de los 
derechos de crédito a favor del concesionario consistentes en el derecho al cobro de las 
tarifas, los ingresos que pueda obtener por la explotación de los elementos comerciales 
relacionados con la concesión, así como los que correspondan a las aportaciones que, en 
su caso, deba realizar la Administración. La cesión de estos derechos se formalizará en 
escritura pública que, en el supuesto de cesión de las aportaciones a efectuar por la 
Administración, se deberá notificar al órgano contratante y ello sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo quinto de este apartado.  
Los valores negociables anteriormente referidos se representarán en títulos o en 
anotaciones en cuenta, podrán realizarse una o varias emisiones y podrán afectar 
derechos de crédito previstos para uno o varios ejercicios económicos distintos.  
Tanto las participaciones como directamente los derechos de crédito a que se refiere el 
primer párrafo de este apartado podrán incorporarse a fondos de titulización de activos 
que se regirán por la normativa específica que les corresponda.  
De la suscripción y tenencia de estos valores que no esté limitada a inversores 
institucionales o profesionales, se dejará nota marginal en la inscripción registral de la 
concesión correspondiente. Asimismo, las características de las emisiones deberán 
constar en las memorias anuales de las sociedades que las realicen.  
La emisión de estos valores requerirá autorización administrativa previa del órgano de 
contratación, cuyo otorgamiento solo podrá denegarse cuando el buen fin de la 
concesión u otra razón de interés público relevante lo justifiquen.  
2. Los créditos incorporados a valores de los contemplados en el apartado precedente 
tendrán el carácter de separables en caso de quiebra del concesionario y los tenedores de 
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los valores ocuparán el mismo lugar en la prelación que el acreedor hipotecario con 
respecto a los créditos incorporados.  
3. Siempre que designen previamente a una persona física o jurídica que actúe como 
representante único ante la Administración a los solos efectos previstos en este 
apartado, los tenedores de valores a que se refiere el apartado 1 de este artículo podrán 
ejercer las facultades que se atribuyen al acreedor hipotecario en el artículo 256. Si, 
además, las operaciones a que dicho apartado 1 se refiere hubieran previsto 
expresamente la satisfacción de los derechos de los tenedores antes del transcurso del 
plazo concesional, éstos podrán ejercer las facultades a que se refiere el apartado 3 del 
citado artículo 256 a partir del vencimiento de los títulos.  
4. Cuando se produzca causa de resolución de la concesión imputable al concesionario 
sin que los acreedores hayan obtenido el reembolso correspondiente a sus títulos, la 
Administración concedente podrá optar por alguna de las siguientes actuaciones:  
• a) Salvo que las causas de extinción fuesen las 
previstas en el artículo 264.b), a excepción de la suspensión de 
pagos, acordar el secuestro de la concesión conforme a lo previsto 
en el artículo 251 de esta Ley a los solos efectos de satisfacer los 
derechos de los acreedores sin que el concesionario pueda 
percibir ingreso alguno.  
• b) Resolver la concesión, acordando con el 
representante de los acreedores la cuantía de la deuda y las 
condiciones en que deberá ser amortizada. A falta de acuerdo, la 
Administración quedará liberada con la puesta a disposición de 
los acreedores de la menor de las siguientes cantidades:  
o El importe de la indemnización que 
correspondiera al concesionario por aplicación de lo 
previsto en el artículo 266 de esta Ley.  
o La diferencia entre el valor nominal de la 
emisión y las cantidades percibidas hasta el momento de 
resolución de la concesión tanto en concepto de intereses 
como de amortizaciones parciales.  
5. Si se produjera causa de resolución no imputable al concesionario y los acreedores no 
se hubiesen satisfecho íntegramente de sus derechos, la Administración podrá optar por 
actuar conforme a lo previsto en la letra a) del apartado anterior o bien por resolver la 
concesión acordando con el representante de los acreedores la cuantía de la deuda y las 
condiciones en que deberá ser amortizada. A falta de acuerdo, la Administración 
quedará liberada con la puesta a disposición de la diferencia entre el valor nominal de su 
inversión y las cantidades percibidas hasta el momento de resolución de la concesión 
tanto en concepto de intereses como de amortizaciones parciales.  
6. Quedará siempre a salvo la facultad de acordar la licitación de una nueva concesión 
una vez resuelta la anterior.  
7. Las solicitudes referentes a las autorizaciones administrativas previstas en este 
artículo se resolverán por el órgano competente en el plazo de un mes, debiendo 
entenderse desestimadas si no resolviera y notificara en ese plazo.  
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SECCIÓN 2.ª HIPOTECA DE LA CONCESIÓN  
Artículo 255. Objeto de la hipoteca de la concesión.  
1. Las concesiones de obras públicas con los bienes y derechos que lleven incorporados 
serán hipotecables conforme a lo dispuesto en la legislación hipotecaria, previa 
autorización del órgano de contratación.  
No se admitirá la hipoteca de concesiones de obras públicas en garantía de deudas que 
no guarden relación con la concesión correspondiente.  
2. Las solicitudes referentes a las autorizaciones administrativas previstas en este 
artículo y en el siguiente se resolverán por el órgano competente en el plazo de un mes, 
debiendo entenderse desestimadas si no resuelve y notifica en ese plazo.  
Artículo 256. Derechos del acreedor hipotecario.  
1. Cuando el valor de la concesión hipotecada sufriera grave deterioro por causa 
imputable al concesionario, el acreedor hipotecario podrá solicitar del órgano de 
contratación pronunciamiento sobre la existencia efectiva de dicho deterioro. Si éste se 
confirmara, podrá, asimismo, solicitar de la Administración que, previa audiencia del 
concesionario, ordene a éste hacer o no hacer lo que proceda para evitar o remediar el 
daño, sin perjuicio del posible ejercicio de la acción de devastación prevista en el 
artículo 117 de la Ley Hipotecaria. No obstante, en el caso de ejercitarse la acción 
administrativa prevista en este apartado, se entenderá que el acreedor hipotecario 
renuncia a la acción prevista en el citado artículo 117 de la Ley Hipotecaria.  
2. Cuando procediera la resolución de la concesión por incumplimiento de alguna de las 
obligaciones del concesionario, la Administración, antes de resolver, dará audiencia al 
acreedor hipotecario por si éste ofreciera subrogarse en su cumplimiento y la 
Administración considerara compatible tal ofrecimiento con el buen fin de la concesión.  
3. Si la obligación garantizada no hubiera sido satisfecha total o parcialmente al tiempo 
de su vencimiento, antes de promover el procedimiento de ejecución correspondiente, el 
acreedor hipotecario podrá ejercer las siguientes facultades siempre que así se hubiera 
previsto en la correspondiente escritura de constitución de hipoteca:  
• a) Solicitar de la Administración concedente que, 
previa audiencia del concesionario, disponga que se asigne a la 
amortización de la deuda una parte de la recaudación y de las 
cantidades que, en su caso, la Administración tuviese que hacer 
efectivas al concesionario. A tal efecto, se podrá, por cuenta y 
riesgo del acreedor, designar un Interventor que compruebe los 
ingresos así obtenidos y se haga cargo de la parte que se haya 
señalado, la cual no podrá exceder del porcentaje o cuantía que 
previamente se determine.  
• b) Si existiesen bienes aptos para ello, solicitar de 
la Administración concedente que, previa audiencia al 
concesionario, le otorgue la explotación durante un determinado 
período de tiempo de todas o de parte de las zonas 
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complementarias de explotación comercial. En el caso de que 
estas zonas estuvieran siendo explotadas por un tercero en virtud 
de una relación jurídicoprivada con el concesionario, la medida 
contemplada por este apartado deberá serle notificada a dicho 
tercero con la indicación de que queda obligado a efectuar al 
acreedor hipotecario los pagos que debiera hacer al 
concesionario.  
Artículo 257. Ejecución de la hipoteca.  
1. El adjudicatario en el procedimiento de ejecución hipotecaria quedará subrogado en 
la posición del concesionario, previa autorización administrativa, en los términos que se 
establecen en el apartado siguiente.  
2. Todo el que desee participar en el procedimiento de ejecución hipotecaria en calidad 
de postor o eventual adjudicatario, incluso el propio acreedor hipotecario si la 
legislación sectorial no lo impidiera, deberá comunicarlo al órgano de contratación para 
obtener la oportuna autorización administrativa, que deberá notificarse al interesado en 
el plazo máximo de quince días, y sin la cual no se le admitirá en el procedimiento. La 
autorización tendrá carácter reglado y se otorgará siempre que el peticionario cumpla 
los requisitos exigidos al concesionario. Si hubiera finalizado la fase de construcción o 
ésta no formara parte del objeto de la concesión, sólo se exigirán los requisitos 
necesarios para llevar a cabo la explotación de la obra.  
3. Si la subasta quedara desierta o ningún interesado fuese autorizado por el órgano de 
contratación para participar en el procedimiento de ejecución hipotecaria, la 
Administración concedente podrá optar por alguna de las siguientes actuaciones en el 
supuesto de que el acreedor hipotecario autorizado, en su caso, para ser concesionario 
no opte por el ejercicio del derecho que le atribuye el artículo 671 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil:  
• a) Acordar el secuestro de la concesión conforme a 
lo previsto en el artículo 251 de esta Ley sin que el concesionario 
pueda percibir ingreso alguno. Se dará trámite de audiencia al 
acreedor hipotecario para ofrecerle la posibilidad de proponer un 
nuevo concesionario. Si la propuesta no se produjera o el 
candidato propuesto no cumpliera los requisitos exigibles 
conforme a lo establecido en el apartado anterior, se procederá a 
la licitación de la misma concesión en el menor plazo posible.  
• b) Resolver la concesión y, previo acuerdo con los 
acreedores hipotecarios, fijar la cuantía de la deuda y las 
condiciones en que deberá ser amortizada. A falta de acuerdo, la 
Administración quedará liberada con la puesta a disposición de 
los acreedores del importe de la indemnización que 
correspondiera al concesionario por aplicación de lo previsto en 
el artículo 266 de esta Ley.  
Artículo 258. Derechos de titulares de cargas inscritas o anotadas sobre la 
concesión para el caso de resolución concesional.  
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1. Cuando procediera la resolución de la concesión y existieran titulares de derechos o 
cargas inscritos o anotados en el Registro de la Propiedad sobre la concesión, se 
observarán las siguientes reglas:  
• a) La Administración, comenzado el 
procedimiento, deberá solicitar para su incorporación al 
expediente certificación del Registro de la Propiedad al objeto de 
que puedan ser oídos todos los titulares de tales cargas y 
derechos.  
• b) El Registrador, al tiempo de expedir la 
certificación a que se refiere el apartado anterior, deberá extender 
nota al margen de la inscripción de la concesión sobre la 
iniciación del procedimiento de resolución.  
• c) Para cancelar los asientos practicados a favor de 
los titulares de las citadas cargas y derechos deberá mediar 
resolución administrativa firme que declare la resolución de la 
concesión y el previo depósito a disposición de los referidos 
titulares de las cantidades y eventuales indemnizaciones que la 
Administración debiera abonar al concesionario conforme a lo 
previsto en el artículo 266.  
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para el caso de que la subasta 
quedara desierta, cuando la resolución de la concesión procediera por causa imputable 
al concesionario, los titulares de los derechos y cargas a que se refiere el número 
precedente podrán ejercitar, por su orden, el derecho de subrogarse en la posición 
jurídica del concesionario siempre que, por reunir los requisitos necesarios para ello, 
fueran autorizados previamente por el órgano de contratación.  
SECCIÓN 3.ª OTRAS FUENTES DE FINANCIACIÓN  
Artículo 259. Créditos participativos.  
1. Se admiten los créditos participativos para la financiación de la construcción y 
explotación, o sólo la explotación, de las obras públicas objeto de concesión. En dichos 
supuestos la participación del prestamista se producirá sobre los ingresos del 
concesionario.  
2. El concesionario podrá amortizar anticipadamente el capital prestado en las 
condiciones pactadas.  
3. Excepcionalmente, las Administraciones Públicas podrán contribuir a la financiación 
de la obra mediante el otorgamiento de créditos participativos. En tales casos, y salvo 
estipulación expresa en contrario, el concesionario no podrá amortizar anticipadamente 
el capital prestado a no ser que la amortización anticipada implique el abono por el 
concesionario del valor actual neto de los beneficios futuros esperados según el plan 
económicofinanciero revisado y aprobado por el órgano competente de la 
Administración en el momento de la devolución del capital.  
4. La obtención de estos créditos deberá comunicarse al órgano de contratación en el 
plazo máximo de un mes desde la fecha en que cada uno hubiera sido concedido.  
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SECCIÓN 4.ª ORDEN JURISDICCIONAL  
Artículo 260. Orden jurisdiccional competente.  
El conocimiento de las cuestiones litigiosas que se susciten por aplicación de los 
preceptos contenidos en este Capítulo será competencia del orden jurisdiccional civil, 
salvo para las actuaciones en ejercicio de las obligaciones y potestades administrativas 
que, con arreglo a lo dispuesto en dichos preceptos, se atribuyen a la Administración 
concedente, y en las que será competente el orden jurisdiccional 
contenciosoadministrativo. 
CAPÍTULO V. EXTINCION DE LAS CONCESIONES  
Artículo 261. Modos de extinción.  
1. Las concesiones de obra pública se extinguirán por cumplimiento o por resolución.  
2. Extinguida la concesión revertirá a la Administración la obra pública concedida, las 
zonas complementarias anexas y los bienes e instalaciones incluidos en las zonas de 
explotación comercial si las hubiera en los términos regulados en los artículos 
siguientes.  
Artículo 262. Extinción de la concesión por transcurso del plazo.  
1. La concesión se entenderá extinguida por cumplimiento cuando transcurra el plazo 
inicialmente establecido o, en su caso, el resultante de las prórrogas o reducciones que 
se hubiesen acordado.  
2. El concesionario quedará obligado a hacer entrega a la Administración concedente, 
en buen estado de conservación y uso, de las obras incluidas en la concesión así como 
de los bienes e instalaciones necesarios para su explotación de acuerdo con lo 
establecido en el contrato, todo lo cual quedará reflejado en el acta de recepción.  
3. Los bienes e instalaciones incluidos en la zona de explotación comercial, si la 
hubiera, se entregarán, igualmente, a la Administración concedente en las mismas 
condiciones y con las mismas formalidades previstas en el apartado anterior.  
4. Quedarán igualmente extinguidos todos los contratos vinculados a la concesión y a la 
explotación de sus zonas comerciales.  
Artículo 263. Plazo de las concesiones.  
1. Las concesiones de construcción y explotación de obras públicas se otorgarán por el 
plazo que se acuerde en el pliego de cláusulas administrativas particulares, que no podrá 
exceder de cuarenta años.  
2. Las concesiones de explotación de obras públicas se otorgarán por el plazo que se 
acuerde en el pliego de cláusulas administrativas particulares teniendo en cuenta la 
naturaleza de la obra y la inversión a realizar, debiéndose justificar expresamente el 
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establecimiento de un plazo superior a quince años, sin que pueda exceder, en cualquier 
caso, de veinte.  
3. Los plazos fijados en los pliegos de condiciones podrán ser prorrogados de forma 
expresa hasta el límite establecido respectivamente en los apartados anteriores y 
reducidos de acuerdo con lo previsto en esta Ley.  
4. Los plazos fijados en los pliegos de condiciones podrán ser prorrogados 
potestativamente, más allá de los límites establecidos, hasta los sesenta y veinticinco 
años, respectivamente, para restablecer el equilibrio económico del contrato o, 
excepcionalmente, para satisfacer los derechos de los acreedores en el caso en que los 
derechos de crédito del concesionario hayan sido objeto de titulización.  
Artículo 264. Causas de resolución.  
Son causas de resolución del contrato de concesión de obras públicas las siguientes:  
• a) La muerte o incapacidad sobrevenida del 
concesionario individual o la extinción de la personalidad jurídica 
de la sociedad concesionaria.  
• b) La declaración de quiebra, de suspensión de 
pagos, de concurso de acreedores o de insolvente fallido en 
cualquier procedimiento o el acuerdo de quita y espera.  
• c) La ejecución hipotecaria declarada desierta o la 
imposibilidad de iniciar el procedimiento de ejecución hipotecaria 
por falta de interesados autorizados para ello en los casos en que 
así procediere de acuerdo con lo establecido en esta Ley.  
• d) El mutuo acuerdo entre el concedente y el 
concesionario.  
• e) El secuestro de la concesión por un plazo 
superior al establecido como máximo sin que el contratista haya 
garantizado la asunción completa de sus obligaciones.  
• f) La demora superior a seis meses por parte del 
órgano de contratación en la entrega al concesionario de la 
contraprestación, de los terrenos o de los medios auxiliares a que 
se obligó según el contrato.  
• g) El rescate de la explotación de la obra pública 
por el órgano de contratación. Se entenderá por rescate la 
declaración unilateral del órgano contratante, discrecionalmente 
adoptada, por la que da por terminada la concesión, no obstante la 
buena gestión de su titular.  
• h) La supresión de la explotación de la obra 
pública por razones de interés público.  
• i) La imposibilidad de la explotación de la obra 
pública como consecuencia de acuerdos adoptados por la 
Administración concedente con posterioridad al contrato.  
• j) El abandono, la renuncia unilateral, así como el 
incumplimiento por el concesionario de sus obligaciones 
contractuales esenciales.  
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• k) Cualesquiera otras causas expresamente 
contempladas en esta u otra Ley o en el contrato.  
Artículo 265. Aplicación de las causas de resolución.  
1. La resolución del contrato se acordará por el órgano de contratación, de oficio, o a 
instancia del concesionario, mediante el procedimiento que resulte de aplicación de 
acuerdo con la legislación de contratos.  
2. Las causas de resolución previstas en las letras b) —salvo la suspensión de pagos—, 
e), g), h) e i) del artículo anterior originarán siempre la resolución del contrato. En los 
restantes casos de resolución del contrato el derecho para ejercitarla será potestativo 
para aquella parte a la que no le sea imputable la circunstancia que diere lugar a la 
misma.  
3. Cuando la causa de resolución sea la muerte o incapacidad sobrevenida del contratista 
individual, la Administración podrá acordar la continuación del contrato con sus 
herederos o sucesores siempre que éstos cumplan o se comprometan a cumplir, en el 
plazo que se establezca al efecto, los requisitos exigidos al concesionario inicial.  
4. La resolución por mutuo acuerdo sólo podrá tener lugar si la concesión no se 
encontrara sometida a secuestro acordado por infracción grave del concesionario y 
siempre que razones de interés público hagan innecesaria o inconveniente la 
continuación del contrato.  
5. En los casos de fusión de empresas en los que participe la sociedad concesionaria, 
será necesaria la autorización administrativa previa para que la entidad absorbente o 
resultante de la fusión pueda continuar con la concesión y quedar subrogada en todos 
los derechos y obligaciones dimanantes de aquélla.  
6. En los supuestos de escisión, aportación o transmisión de empresas, sólo podrá 
continuar el contrato con la entidad resultante o beneficiaria en el caso en que así sea 
expresamente autorizado por el órgano de contratación considerando los requisitos 
establecidos para la adjudicación de la concesión en función del grado de desarrollo del 
negocio concesional en el momento de producirse estas circunstancias.  
Artículo 266. Efectos de la resolución.  
1. En los supuestos de resolución, el órgano de contratación abonará al concesionario el 
importe de las inversiones realizadas por razón de la expropiación de terrenos, ejecución 
de obras de construcción y adquisición de bienes que sean necesarios para la 
explotación de la concesión. Al efecto se tendrá en cuenta su grado de amortización en 
función del tiempo que restara para el término de la concesión y lo establecido en el 
plan económicofinanciero. La cantidad resultante se fijará dentro del plazo de seis 
meses, salvo que se estableciera otro en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares. Si el concesionario hubiese contado entre sus recursos con financiación de 
terceros, sólo se le abonará el sobrante después de solventar las obligaciones contraídas 
con aquéllos.  
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2. En el supuesto del apartado f) del artículo 264, el concesionario podrá optar por la 
resolución del contrato, con los efectos establecidos en el apartado siguiente, o por 
exigir el abono del interés legal de las cantidades debidas o los valores económicos 
convenidos, a partir del vencimiento del plazo previsto para el cumplimiento de la 
contraprestación o entrega de los bienes pactados.  
3. En los supuestos de los apartados g), h) e i) del artículo 264, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 1 de este artículo, la Administración concedente indemnizará al 
concesionario por los daños y perjuicios que se le irroguen. Para determinar la cuantía 
de la indemnización se tendrán en cuenta los beneficios futuros que el concesionario 
dejará de percibir, atendiendo a los resultados de explotación en el último quinquenio 
cuando resulte posible, y a la pérdida del valor de las obras e instalaciones que no hayan 
de ser entregadas a aquélla, considerando su grado de amortización.  
4. Cuando el contrato se resuelva por causa imputable al concesionario, le será 
incautada la fianza y deberá, además, indemnizar al órgano de contratación de los daños 
y perjuicios ocasionados en lo que exceda del importe de la garantía incautada.  
5. El órgano de contratación podrá acordar también, como consecuencia de la resolución 
de la concesión, la resolución de los contratos otorgados por el concesionario para el 
aprovechamiento de las zonas complementarias de explotación comercial, abonando la 
indemnización que en su caso correspondiera. Esta indemnización será abonada con 
cargo al concesionario cuando la resolución se produjera como consecuencia de causa 
imputable a éste. Cuando no se acuerde la resolución de los citados contratos, los 
titulares de los derechos de aprovechamiento seguirán ejerciéndolos, quedando 
obligados frente al órgano de contratación en los mismos términos en que lo estuvieran 
frente al concesionario, salvo que se llegara, de mutuo acuerdo, a la revisión del 
correspondiente contrato.  
6. Cuando el contrato se resuelva por mutuo acuerdo, los derechos de las partes se 
acomodarán a lo válidamente estipulado entre las mismas.»  
DISPOSICIONES ADICIONALES 
Primera. Planificación.  
Las Administraciones Públicas podrán aprobar planes sectoriales de obras u otros tipos 
de planes establecidos legalmente que incluyan las obras a realizar, que serán 
preceptivos cuando así lo exija la legislación general o la específica reguladora de cada 
clase de obras. En este supuesto, los planes podrán incluir las obras susceptibles de ser 
objeto del contrato de concesión. 
Segunda. Colaboración y coordinación entre Administraciones Públicas.  
1. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y las Entidades Locales tienen los deberes de recíproca información y de 
colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de sus actuaciones de planificación y 
construcción de obras públicas, según lo establecido por el ordenamiento vigente. Si los 
procedimientos de colaboración resultaren ineficaces, y cuando se justifique por la 
incidencia directa y significativa sobre la actividad económica general, el Estado, en el 
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ejercicio de su competencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, podrá coordinar los planes de obras públicas 
competencia de las Comunidades Autónomas con los planes de obras públicas de 
interés general.  
2. La Administración del Estado deberá colaborar con las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales a través de los mecanismos de 
coordinación y cooperación legalmente establecidos, a fin de articular la planificación y 
construcción de las obras públicas de interés general con los planes de ordenación 
territorial y urbanística.  
En defecto de acuerdo entre las Administraciones Públicas, y sin perjuicio de lo 
previsto en la legislación medioambiental, los planes y proyectos de obras públicas de 
competencia del Estado prevalecerán sobre cualquier instrumento de planificación u 
ordenación territorial o urbanística en lo que se refiere a las competencias estatales 
exclusivas, en cuyo caso las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales 
deberán incorporar necesariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación las 
rectificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllos.  
3. Los planes o instrumentos generales de ordenación territorial o urbanística calificarán 
los espacios territoriales necesarios para las diferentes obras públicas de interés general 
del Estado como sistemas generales y serán clasificados de conformidad con su 
naturaleza sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9.1.ª de la Ley 6/98, de 13 de abril, 
sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.  
4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus competencias, emitirá 
informe en la instrucción de los procedimientos de aprobación, modificación o revisión 
de los instrumentos de planificación territorial y urbanística que puedan afectar al 
ejercicio de las competencias estatales. Estos informes tendrán carácter vinculante, en lo 
que se refiere a la preservación de las competencias del Estado, y serán evacuados, tras, 
en su caso, los intentos que procedan de encontrar una solución negociada, en el plazo 
máximo de dos meses, transcurrido el cual se entenderán emitidos con carácter 
favorable y podrá continuarse con la tramitación del procedimiento de aprobación, salvo 
que afecte al dominio o al servicio públicos de titularidad estatal. A falta de solicitud del 
preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad emitida por el órgano 
competente por razón de la materia o en los casos de silencio citados en los que no 
opera la presunción del carácter favorable del informe, no podrá aprobarse el 
correspondiente instrumento de planificación territorial o urbanística en aquello que 
afecte a las competencias estatales.  
Tercera. Construcción de las obras públicas de interés general.  
1. Los proyectos de obras públicas de interés general se remitirán a la Administración 
urbanística competente al objeto de que informe sobre la adaptación de dichos proyectos 
al planeamiento urbanístico que resulte de aplicación. Este informe se emitirá en el 
plazo de un mes, pasado el cual se entenderá evacuado en sentido favorable.  
2. En el supuesto de que tales obras vayan a construirse sobre terrenos no reservados 
por el planeamiento urbanístico, y siempre que no sea posible resolver las eventuales 
discrepancias mediante acuerdo, de conformidad con la normativa de aplicación, la 
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decisión estatal respecto a la ejecución del proyecto prevalecerá sobre el planeamiento 
urbanístico, cuyo contenido deberá acomodarse a las determinaciones de aquélla.  
3. La construcción, modificación y ampliación de las obras públicas de interés general 
no estarán sometidas a licencia o a cualquier otro acto de control preventivo municipal 
siempre que se siga lo previsto en el apartado 1 de esta disposición. 
4. No procederá la suspensión de la ejecución de las obras públicas de interés general 
por los órganos urbanísticos cuando éstas se realicen en cumplimiento de los planes y 
proyectos de obras aprobados por los órganos competentes por el procedimiento 
establecido o se trate de obras de emergencia.  
Cuarta. Evaluación del impacto ambiental.  
Las obras públicas que se construyan mediante contrato de concesión se someterán al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental en los casos establecidos en la 
legislación ambiental.  
Quinta. Informe del Ministerio de Defensa.  
Con carácter previo a la aprobación de los estudios de viabilidad previstos para los 
contratos de concesión de obras públicas y que incidan sobre zonas declaradas de 
interés para la defensa nacional o bien sobre terrenos, edificaciones e instalaciones, 
incluidas sus zonas de seguridad, vinculados a los fines de la defensa nacional, deberán 
solicitarse informe del Ministerio de Defensa respecto de dicha incidencia. El informe 
tendrá carácter vinculante y deberá ser evacuado en el plazo de dos meses, 
entendiéndose desfavorable, si no fuera emitido, en lo que afecta a la defensa nacional.  
Sexta. Declaración de utilidad pública.  
1. La declaración de utilidad pública de las obras objeto de un contrato de concesión de 
obra pública se ajustará a lo dispuesto en la correspondiente legislación específica. La 
aprobación del proyecto de las obras y el consiguiente acuerdo de adjudicación del 
contrato de concesión llevarán aparejados la necesidad de la ocupación de los bienes y 
adquisición de derechos necesarios para su ejecución a los fines de la expropiación 
forzosa y ocupación temporal de los bienes y derechos afectados, respecto de los cuales 
el concesionario asumirá los derechos y obligaciones del beneficiario.  
2. En el ámbito de la Administración General del Estado el reconocimiento de la 
utilidad pública de cada obra concreta corresponderá al titular del Departamento 
competente por razón de la materia.  
Séptima. Procedimiento y competencias en las concesiones de obras públicas de 
competencia estatal.  
1. En los supuestos previstos en los artículos 130 a 134 y 226 o cuando en la 
financiación de un contrato se prevea cualquier forma de ayuda o aportación estatal, o 
en la modificación de los referidos contratos, la aprobación por el órgano de 
contratación del expediente de contratación prevista en el artículo 231.1 requerirá el 
previo informe del Ministerio de Hacienda.  
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2. Las competencias que en el Título V del Libro II de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas se reconocen al órgano de contratación se entenderán 
atribuidas siempre al titular del Departamento si, con anterioridad a su entrada en vigor, 
correspondían al Consejo de Ministros en virtud de lo dispuesto en una norma de 
carácter sectorial. Ello no obstante, las resoluciones que el Ministro adopte como 
consecuencia de la asunción de estas nuevas competencias exigirán la autorización 
previa del Consejo de Ministros.  
Octava. Modificación de la Ley de Autopistas.  
Se modifican los artículos de la Ley 8/72, de 10 de mayo, de construcción, conservación 
y explotación de autopistas en régimen de concesión, que quedarán redactados tal como 
se indica:  
UNO.  
El artículo 2 pasa a tener la siguiente redacción:  
«Las concesiones a las que hace referencia el artículo anterior se regirán por lo previsto 
para el contrato de concesión de obras públicas en la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas en los términos previstos en su artículo 7 y por lo previsto en 
esta Ley»  
DOS 
«Artículo 23  
1. Tanto en la fase de construcción como en la de explotación, la Administración podrá 
imponer penalidades al concesionario por el incumplimiento de sus obligaciones 
contractuales y siempre que sea por causa imputable a este último. Sin perjuicio de que 
tales obligaciones se detallen con mayor precisión en el correspondiente Pliego de 
Cláusulas Generales, podrá considerarse penalizable el incumplimiento total o parcial 
de las prohibiciones establecidas en la presente Ley, la omisión de actuaciones que 
fueran obligatorias conforme a ella y, especialmente, la inobservancia de las previsiones 
contenidas tanto en esta Ley como en su desarrollo reglamentario en materia de 
limitaciones del objeto social de las sociedades concesionarias. Asimismo, será 
penalizable el incumplimiento de plazos, la negligencia en la conservación de los 
elementos integrantes de la autopista, las deficiencias en su señalización y balizamiento, 
la interrupción injustificada total o parcial del tráfico, el cobro al usuario de cantidades 
superiores a las legalmente autorizadas, así como cualquier otro incumplimiento de 
obligaciones contenidas en los Pliegos o impuestas por resolución de autoridad 
administrativa competente.  
2. El límite máximo de las penalidades a imponer no podrá exceder del 10 por 100 del 
presupuesto total de la obra durante su fase de construcción. Si la concesión estuviera en 
fase de explotación, el límite máximo de las penalidades anuales no podrá exceder del 
20 por 100 de los ingresos obtenidos por la explotación de la autopista durante el año 
anterior.  
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3. Con independencia del régimen de penalidades previsto en el Pliego la 
Administración podrá también imponer al concesionario multas coercitivas cuando 
persista en el incumplimiento de sus obligaciones, siempre que hubiera sido requerido 
previamente y no las hubiera cumplido en el plazo fijado. El importe diario de la multa 
será de 6.000 euros».  
TRES 
«Artículo 36  
Uno. El Delegado del Gobierno en las Sociedades Concesionarias de Autopistas 
Nacionales de Peaje es el órgano coordinador, ejecutivo y de relación de la 
Administración General del Estado con las citadas sociedades, correspondiéndole las 
siguientes funciones:  
• a) Coordinar las actuaciones que acuerde la 
Administración en relación con los contratos de concesión, 
pudiendo recabar al efecto de los órganos competentes cuantos 
informes o datos estime convenientes.  
• b) Vigilar y controlar el cumplimiento por el 
concesionario de sus obligaciones durante la fase de explotación 
de la concesión y velar por el cumplimiento del correspondiente 
plan económicofinanciero.  
• c) Recibir, tramitar y resolver, cuando proceda, los 
escritos que dirijan los concesionarios a la Administración e 
informar al órgano de contratación de las incidencias que surjan 
en el desarrollo del contrato.  
• d) Cualquiera otra que tenga atribuida en virtud de 
una norma legal o reglamentaria o que le reconozca el pliego de 
cláusulas o el correspondiente acuerdo de adjudicación de la 
concesión.  
Dos. En el ejercicio de sus funciones corresponden al Delegado del Gobierno las 
siguientes competencias:  
• a) Evacuar los informes que le sean requeridos por 
el órgano de contratación y expedir las certificaciones que 
corresponda.  
• b) Proponer la aprobación de las tarifas de peajes y 
sus revisiones y autorizar los sistemas de abonos y 
bonificaciones.  
• c) Proponer al órgano de contratación los acuerdos 
que procedan en aplicación del régimen jurídico aplicable a los 
títulos negociables de los derechos de cobro del concesionario y 
en materia de hipoteca de las concesiones.  
• d) Formular las propuestas que procedan sobre el 
secuestro y reversión de la concesión o sobre la resolución del 
contrato.  
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• e) Acordar, previa audiencia del concesionario, la 
imposición de las penalidades y multas coercitivas previstas en la 
Ley y en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas.  
• f) Fijar las condiciones de utilización de la 
autopista con carácter temporal de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 29 de la Ley 25/88, de 29 de julio, de Carreteras, en la 
redacción dada al mismo por el Real Decretoley 11/2001, de 22 
de junio.  
• g) Aprobar los contratos que el concesionario 
realice con terceros para la explotación de las áreas de servicio, 
así como los que se refieran a la prestación de aquellos servicios 
necesarios para la explotación de la propia autopista.  
• h) Recabar los datos e información que considere 
necesarios de las Sociedades Concesionarias, comprobar sus 
libros de cuentas y acordar la inspección de instalaciones y 
servicios, pudiendo asistir, con voz y sin voto, a las reuniones de 
su Consejo de Administración.  
Tres. El Delegado de Gobierno podrá ejercer por delegación del órgano de contratación 
cualquiera de las competencias de éste con excepción de las que le corresponden en 
materia de secuestro y reversión de la concesión, así como de resolución del contrato».  
Novena. Autorización al Gobierno.  
El Gobierno aprobará la reglamentación técnica que permita la interoperabilidad de los 
sistemas de cobro electrónico de peajes sin detención del vehículo utilizados por los 
concesionarios de autopistas.  
Décima. Modificación de la Ley 22/88, 28 de julio, de Costas.  
Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 22/88, 28 de julio, de Costas:  
UNO.  
El artículo 54 queda redactado en los siguientes términos:  
«1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrá otorgarse la explotación total 
o parcial de los servicios de temporada a los titulares de concesiones de creación, 
regeneración o acondicionamiento de playas, en los términos que se establezcan en el 
título correspondiente.  
2. Igualmente podrá otorgarse la autorización para la explotación total o parcial de los 
servicios de temporada en las playas, como contraprestación al coste de la ejecución de 
una obra pública relacionada con éstas que, por su naturaleza y características, no sea 
susceptible de explotación económica.»  
DOS.  
El apartado 6 del artículo 84 queda redactado en los siguientes términos:  
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«6. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales estarán exentas del pago 
del canon de ocupación en las concesiones o autorizaciones que se les otorguen, siempre 
que las mismas no sean objeto de explotación lucrativa, directamente o por terceros. 
Igualmente quedarán exentos del pago de este canon los supuestos previstos en el 
apartado 2 del artículo 54 de esta Ley.»  
Undécima. Obras públicas hidráulicas.  
Se introducen las siguientes modificaciones en el texto refundido de la Ley de Aguas, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/01, de 20 de julio:  
UNO.  
Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 125 con la siguiente redacción:  
«El Título V del Libro II de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas se 
aplicará en lo que no se oponga a lo previsto por los apartados anteriores de este 
artículo».  
DOS. 
El Capítulo III del Título VIII queda redactado en los siguientes términos:  
«CAPÍTULO III De los contratos de concesión de obras hidráulicas  
Artículo 133. Régimen Jurídico.  
El régimen jurídico del contrato de concesión de obras hidráulicas será el establecido en 
el Título V del Libro II de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, sin 
perjuicio de las peculiaridades que se establecen en los artículos siguientes.  
Artículo 134. Plazos.  
No serán de aplicación los plazos fijados en el artículo 263 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, estableciéndose los siguientes:  
• a) El plazo de la concesión para la construcción y 
explotación o solamente la explotación de las obras hidráulicas 
será el previsto en cada pliego de cláusulas administrativas 
particulares para lo que se tendrá en cuenta la naturaleza de las 
obras y la inversión a realizar, sin que pueda exceder en ningún 
caso de setenta y cinco años.  
• b) Los plazos fijados en el pliego podrán ser 
prorrogados hasta el límite establecido en el apartado anterior y 
reducidos de acuerdo con lo previsto en el Título V del Libro II 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.  
Artículo 135. Pliego de condiciones administrativas particulares.  
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La Administración concedente podrá incluir en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares, además de los aspectos previstos en el artículo 230 de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, los siguientes:  
• a) La obligación al licitador seleccionado de 
incorporar a la sociedad o entidad que al efecto se constituya, las 
comunidades de usuarios del agua relacionados con la obra objeto 
de la concesión.  
• b) La determinación de los mecanismos adecuados 
para la recuperación de las aportaciones que, en su caso, haya 
realizado.»  
Duodécima. Infraestructuras del sector energético.  
1. Se regirán por su legislación específica, las obras e instalaciones relacionadas con el 
sistema de transporte y distribución de energía eléctrica, las telecomunicaciones, el gas 
y los hidrocarburos.  
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, será de aplicación a las 
instalaciones de la red de transporte de energía eléctrica reguladas en el artículo 35 de la 
Ley 54/97, de 27 de noviembre, del sector eléctrico, así como a las instalaciones de la 
red básica de transporte de gas natural reguladas por el artículo 59 de la Ley 34/98, de 7 
de octubre, del sector de hidrocarburos, cuyas autorizaciones sean competencia de la 
Administración General del Estado lo dispuesto en las disposiciones adicionales 
segunda y tercera de esta Ley.  
3. El informe a que se refiere el apartado primero de la disposición adicional tercera se 
remitirá y obtendrá en el seno de los procedimientos establecidos y regulados en la 
legislación sectorial aplicable.  
4. Las decisiones que finalmente se adopten por los órganos estatales competentes sobre 
la ejecución de las instalaciones mencionadas en los apartados 2 y 3 de esta disposición 
se comunicarán por el Ministerio de Economía a las Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales afectadas a fin de que procedan, en su caso, a modificar en lo que sea 
preciso los planes territoriales y urbanísticos correspondientes.  
Decimotercera. Garantía de accesibilidad para personas con discapacidad y 
personas mayores.  
Las obras públicas que se construyan mediante contrato de concesión, incluidas las 
zonas complementarias de explotación comercial a las que se refiere el artículo 223, 
observarán las disposiciones normativas que resulten de aplicación en materia de 
eliminación de barreras y promoción de la accesibilidad, de modo que se asegure su uso 
en condiciones de comodidad y seguridad por parte de las personas con discapacidad y 
personas mayores que tengan problemas de movilidad o comunicación.  
DISPOSICION DEROGATORIA UNICA 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, 
contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en esta Ley, y, en especial:  
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• a) Los artículos 124.4, 139 y el inciso «el porcentaje del 
30 por 100 del artículo 131» de la disposición final primera de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas.  
• b) Los artículos 4.2; 5; 6; 7; 13; 16.1; 25.2, 25 bis; 26; 30; 
32 y 34 de la Ley 8/1972, de 10 de mayo, de Construcción, Conservación 
y Explotación de Autopistas en régimen de concesión.  
• c) Los artículos 53 a 105 y el artículo 111 de la Ley 
General de Obras Públicas de 13 de abril de 1877.  
• d) El apartado 2 del artículo 5 de la Ley 54/1997, de 27 de 
noviembre, del sector eléctrico en lo que resulte aplicable a las 
instalaciones de transporte de energía eléctrica, así como el apartado 2 
del artículo 5 de la Ley 34/98, de 7 de octubre, del sector de 
hidrocarburos, en lo que resulte aplicable a las instalaciones de la red 
básica de transporte de gas natural.  
DISPOSICIONES FINALES 
Primera. Título competencial y carácter de la legislación.  
1. Esta Ley es de aplicación general a la Administración General del Estado y a las 
Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de ella. Será de aplicación al 
resto de Administraciones Públicas en los términos y con el alcance que se señala en los 
apartados siguientes.  
2. Constituyen legislación básica dictada al amparo del artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución los preceptos que a continuación se enumeran:  
• a) Los artículos 5.2.a), 7, 130 a 134 y 157.a) de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas en la redacción dada a los 
mismos por los apartados 1 a 3 del artículo único de esta Ley.  
• b) Los artículos contenidos en el Título V del Libro II de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, salvo lo dispuesto 
en el apartado 4 de esta disposición y los artículos o parte de los mismos 
que a continuación se enumeran:  
o El artículo 223.  
o El plazo de un mes ampliable por otro mes del 
apartado 3, el apartado 4 y el plazo de tres meses ampliable a seis 
y el sentido desestimatorio del silencio del apartado 5 del artículo 
227.  
o El último inciso del apartado 1, el plazo de un mes 
ampliable por otro mes del apartado 3, y los apartados 4 y 5 del 
artículo 228.  
o El apartado 3 del artículo 229.  
o El último inciso del apartado 1 del artículo 231.  
o El apartado 3 del artículo 235.  
o El porcentaje del 30 por 100 del apartado 1 del 
artículo 237  
o El apartado 1 del artículo 238.  
o El apartado 2 del artículo 245.  
o El apartado 5 del artículo 246.  
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o El artículo 247.  
o Los apartados 2 y 3 del artículo 251.  
o Los límites máximos de las penalidades previstas 
en el apartado 2 y los apartados 5 y 6 del artículo 252.  
o El apartado 7 del artículo 254.  
o El apartado 2 del artículo 255.  
• c) Las siguientes disposiciones de la parte final:  
o La disposición adicional primera.  
o La disposición adicional segunda, apartado 1, 
primer párrafo.  
o La disposición adicional cuarta.  
o La disposición adicional sexta, salvo la segunda 
frase del apartado 1, desde «La aprobación…» hasta «…del 
beneficiario», y el apartado 2.  
o La disposición adicional undécima.  
o La disposición final segunda.  
o La disposición final cuarta.  
3. Constituyen legislación básica dictada al amparo del artículo 149.1.13.ª de la 
Constitución los preceptos que a continuación se enumeran:  
• La disposición adicional segunda, apartado 1, segundo 
párrafo.  
• La disposición adicional novena.  
4. Los artículos que se indican a continuación se dictan al amparo de las competencias 
exclusivas que corresponden al Estado en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.4.ª, 
6.ª, 8.ª, 14.ª y 24.ª de la Constitución:  
• El artículo 246.6.  
• El artículo 253.1.  
• El artículo 254.1 y 2.  
• El artículo 255.1.  
• El artículo 256.  
• El artículo 257.  
• El artículo 258.  
• El artículo 260.  
• La disposición adicional segunda, apartados 2 y 3.  
• La disposición adicional tercera.  
• La disposición adicional décima.  
5. La disposición adicional duodécima se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 
149.1.22.ª y 25.ª de la Constitución. 
Segunda. Carácter básico de las normas de desarrollo.  
Las normas que, en desarrollo de esta Ley, promulgue la Administración General del 
Estado podrán tener carácter de básicas cuando constituyan el complemento necesario 
de dicho carácter respecto de los artículos que lo tienen atribuido conforme a la 
disposición final primera y así se señale en la propia norma de desarrollo.  
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Tercera. Aplicación de la Ley.  
Esta Ley será de aplicación a los contratos cuya licitación se realice con posterioridad a 
su entrada en vigor. A estos efectos, se entenderá que se ha realizado la licitación en la 
fecha de la primera publicación del correspondiente anuncio de licitación. En los 
procedimientos negociados sin publicidad se entenderá que se ha realizado la licitación 
a partir de la fecha de remisión de la invitación a los empresarios a presentar ofertas.  
Cuarta. Facultades de desarrollo.  
Se autoriza al Consejo de Ministros para dictar las disposiciones necesarias en 
desarrollo de esta Ley.  
Quinta. Entrada en vigor.  
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses desde su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».  
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A.5 Noticias en prensa relacionadas con las infraestructuras 
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“Sólo con el capital privado se mantiene una elevada inversión”, R. 
Izquierdo. 5 Días. 06/05/03 
 
Raquel Díaz Guijarro / MADRID 
A pesar de que el Plan de Infraestructuras 2000-2007 lleva ya tres años en marcha, es en 
la actualidad cuando comienza a dar mayores frutos porque empiezan a verse las 
máquinas que harán realidad no pocos proyectos. 
 
Tal y como recuerda Rafael Izquierdo, presidente del Foro de Infraestructuras y 
Servicios y catedrático de Transporte, 'el esfuerzo que está llevando a cabo la 
Administración es muy importante, y prueba de ello son las cifras de licitación pública 
que se están alcanzando en la actualidad y que suponen un auténtico récord'. 
 
No obstante, el presidente del Foro de Infraestructuras sostiene que no sólo las 
Administraciones están invirtiendo en la construcción de infraestructuras, 'sino también 
el capital privado, al que ha sido necesario acudir, ya que es la única forma de seguir 
manteniendo un nivel de inversión elevado'. 
 
Gracias a esta financiación privada, Izquierdo reseña que en carreteras se está 
avanzando a velocidad de crucero, 'gracias a una apuesta decidida por la aplicación del 
sistema concesional, ya que el objetivo es lograr una red de vías de alta capacidad de 
más de 13.000 kilómetros en el entorno de 2010'. Por su parte, en ferrocarril el objetivo 
es conseguir una red de alta velocidad de 7.200 kilómetros, 'lo que nos pondrá a la 
cabeza de los países europeos, en cuanto al equipamiento de grandes infraestructuras de 
transporte', adelanta el presidente del mencionado foro. 
 
Respecto a si los Gobiernos de la Unión Europea deben o no mantener, en coyunturas 
macroeconómicas como las actuales, políticas de gasto restrictivas con el objetivo de 
lograr el déficit cero, Izquierdo no mostró dudas. 'Sin duda, hay que seguir con la 
apuesta del déficit cero', añadió.  
 
Además, la inversión en infraestructuras es una política que debe ser utilizada como 
elemento anticíclico, explica Rafael Izquierdo. 
 
Pero a pesar de este esfuerzo que los expertos reconocen que están llevando a cabo tanto 
las tres Administraciones como el capital privado, existen también problemas que 
preocupan porque pueden significar importantes retrasos en la puesta en marcha de los 
grandes proyectos de infraestructuras. La principal traba la constituye el hecho de que 
no todos los países de la Unión Europea están demostrando tener la voluntad política 
suficiente para avanzar a la misma velocidad que sus Estados vecinos en la construcción 
de grandes infraestructuras de transporte. 
 
En este sentido, el catedrático de Transporte destacó el caso de Francia, por lo que se 
mostró partidario de crear en el seno de la Unión un organismo 'a modo de agencia 
europea con autoridad suficiente para obligar a los países a que acometan los proyectos 
transeuropeos que atraviesan sus territorios'. 
 
Por último, Izquierdo se refirió también al problema de la conservación y 
mantenimiento de la red como la gran asignatura pendiente. 'En este capítulo los 
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esfuerzos presupuestarios son aún muy bajos. Mientras que lo ideal sería destinar del 
2% al 3% del valor patrimonial de la red, España apenas dedica un 1%', subrayó. 
 
 
El Congreso da vía libre a la financiación privada de obra pública. 5 
Días. 09/05/03 
 
Cinco Días / MADRID (09-05-2003) 
El pleno del Congreso aprobó ayer definitivamente la Ley de Concesión de Obras 
Públicas tras integrar las enmiendas ratificadas en el Senado. Entrará en vigor a los seis 
meses de su publicación en el BOE. 
 
El objetivo de la nueva ley es extender a todo tipo de infraestructuras públicas el 
sistema concesional de financiación de obras que actualmente se emplea para la 
construcción de autopistas. El fin del texto es aportar un marco jurídico estable para 
incentivar al sector privado a costear el 20% de los 114.129 millones de euros a los que 
asciende el Plan de Infraestructuras 2000-2007 del Gobierno central. 
 
Incluye un amplio abanico de posibilidades de financiación pública, privada y mixta. En 
cuanto a la financiación íntegramente privada, además de la tradicional de carga al 
usuario final vía peaje, el texto permite que el concesionario explote las zonas 
comerciales anexas a la infraestructura a cambio de que asuma el mantenimiento de la 
obra pública. 
 
 
 
Francia cobrará una tasa de circulación para costear infraestructuras. 
5 Días. 22/05/03 
 
Noticia 5 Días 
Agencias / PARÍS 
El ministro francés de Transportes, Gilles de Robien, anunció ayer que va a proponer la 
instauración de una tasa por utilización de las carreteras francesas para financiar la 
construcción de nuevas infraestructuras de transportes. 
 
De Robien hizo este anuncio en una entrevista a la televisión LCI, horas antes de que 
los diputados debatan sobre las prioridades entre los proyectos de infraestructuras de 
transportes prometidos en los últimos años, algunos de los cuales conectan con España. 
Según el ministro, con esa tasa se podría ingresar 1.000 millones de euros anuales 
durante quince años. 
 
Francia no abandonará 'ningún proyecto de infraestructuras de transporte' incluidos en 
su plan de construcción de dotaciones de transporte hasta 2020, entre los que se 
incluyen la tercera conexión ferroviaria con España a través del Pirineo central y el 
enlace del Ave Figueres-Perpiñán con la red europea de alta velocidad a través de 
Nimes y Montpellier. 
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Por otra parte, la economía francesa escapó de la recesión que muchos preveían y creció 
en el primer trimestre un 0,3%, según datos hechos públicos por el Instituto Nacional de 
Estadísticas. La demanda interna es el motor que saca a Francia de la recesión. 
 
 
 
 
Sacyr, SCH y las cajas gallegas compran las autopistas públicas por 
1.586 millones. 5 Días. 29/05/03 
 
Al final saltó la sorpresa. La constructora más pequeña en la puja se llevó la Empresa 
Nacional de Autopistas (ENA) tras ofrecer un precio que supera todas las expectativas, 
tanto de la SEPI como de sus competidores en la privatización. Sacyr, junto al SCH, 
Caixanova y Caixa Galicia, Torreal y el Monte, comprará la empresa por 1.586 
millones, un 44% más que el precio mínimo fijado por el vendedor. 
 
J. Chamizo / MADRID (29-05-2003) 
La oferta liderada por Sacyr obtuvo ayer el visto bueno del consejo de administración de 
la sociedad estatal, al desbancar, 'de forma holgada', la del segundo y tercer postor, 
Ferrovial y Acciona, según declaró el presidente de la sociedad estatal, Ignacio Ruiz-
Jarabo. OHL-Apax no presentó finalmente oferta por considerar excesivo el precio 
mínimo fijado. 
 
El consorcio ganador ha superado esa referencia de valor en 486 millones, es decir, ha 
pagado el 44% más. Aunque el presidente de la SEPI no quiso desvelar la cuantía de las 
otras dos ofertas, alegando el compromiso de confidencialidad suscrito con los 
ofertantes, fuentes cercanas al proceso confirman que la segunda oferta fue la de 
Ferrovial, que ofreció unos 1.450 millones, y la tercera la de Acciona-FCC, que 
pusieron sobre la mesa unos 1.370 millones. Es decir, la oferta de Sacyr y sus socios 
supera en el 9,3% y el 15,7%, respectivamente, la de sus competidores. 
 
El consorcio ganador está liderado por Sacyr, que controla el 50%, al que acompañan el 
SCH, con el 20%; Caixanova, con el 10%; Caixa Galicia, titular de otro 10%; Torreal, 
que controla el 5% y es a su vez accionista de referencia de Sacyr, y Caja El Monte, con 
otro 5%. 
 
Esta alianza empresarial financiará la adquisición mediante dos créditos asegurados por 
importe de 1.300 millones, según fuentes de dicho consorcio, lo que equivale al 82% del 
dinero ofrecido. El primero de los créditos, por importe de 1.200 millones de euros, es 
una operación estructurada a largo plazo, con un vencimiento de 22 años, en tanto que 
el segundo, de 100 millones, lo es a medio plazo. La financiación está asegurada por 
SCH y Ahorro Corporación. Los 286 millones restantes serán aportados directamente 
por los socios como recursos propios del consorcio. 
 
Las empresas integrantes del consorcio adjudicatario de ENA consideran que los 
ingresos que se generarán a lo largo de la vida concesional superarán los 25.800 
millones de euros. 
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Pese al elevado nivel de apalancamiento de la operación, el consorcio ganador estima 
que la compra de ENA será una operación muy rentable, 'ya que la rentabilidad del 
capital invertido será superior al 10%, de acuerdo con los estudios financieros 
realizados'. Sacyr, en proceso de fusión con Vallehermoso, fundamenta esta adquisición 
en dos factores. Por un lado afirma que la compra potencia significativamente el 
crecimiento en una de sus divisiones estratégicas. ENA, con una facturación de 160 
millones de euros, aumenta en un 61% la facturación de Sacyr Vallehermoso en el área 
de concesiones. Por otro, la empresa que preside José Manuel Loureda considera que 
ENA le permite acometer desde una posición competitiva mucho más sólida la segunda 
fase del programa de autopistas de peaje que licitará el Ministerio de Fomento. 
 
En cuanto al impacto de la compra en las cuentas de Sacyr Vallehermoso, 'será casi 
neutro en 2003'. En 2010 se espera que aporte al beneficio neto unos 45 millones de 
euros. Con esta compra Sacyr gestionará 2.508 kilómetros de autopista a final de año, lo 
que le convierte en el segundo grupo del sector por detrás de Acesa-Aurea. 
 
Por su parte, el Gobierno asturiano confirmó ayer que presentará un recurso 
contencioso-administrativo contra la venta de ENA, según informó el consejero de 
Infraestructuras, Juan Ramón García Secades, en declaraciones a Efe. El Principado 
presentó el día 15 ante la SEPI un requerimiento previo para iniciar el proceso. 
 
El ejecutivo autonómico considera un 'fraude de ley' meter a la filial asturiana, Aucalsa, 
en la venta obviando la consulta a las comunidades autónomas. El consejero considera 
que esta privatización es un 'disparate' dado que la teoría de apostar por el peaje 'se 
justifica cuando existen vías alternativas, lo que no sucede en Aucalsa'. 
 
 
 
 
El Gobierno excluye del déficit cero 5.000 millones de inversión. 5 Días. 
16/06/03 
 
El Estado ha invertido cerca de 5.000 millones de euros en 2002 a través de 
aportaciones patrimoniales, compra de acciones y préstamos a entes empresariales. La 
mayoría son inversiones no incluidas como déficit público, al ser consideradas dentro 
del capítulo de activos financieros. 
 
Una buena parte de las inversiones realizadas por el Gobierno central en el año 2002 se 
efectuaron fuera del cómputo del déficit público. Según los últimos datos de la 
Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), el esfuerzo inversor del 
sector público estatal (incluye Estado y entes empresariales) alcanzó los 22.000 
millones de euros el pasado año. Unos 5.282 millones de euros correspondieron al 
capítulo de activos financieros, no incluido en el cómputo de déficit público. Gran parte 
de este capítulo tiene la consideración de gasto inversor. 
 
La utilización de los activos financieros para trasvasar inversión sin pasar por el cálculo 
del déficit ha sido denunciada en varias ocasiones por el PSOE como una vía de 
'ocultación de déficit público'. 
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Desde el Ministerio de Hacienda se advierte que no hay ocultación de cifras, ya que 
corresponden a partidas incluidas en los Presupuestos. Por otro lado, se recalca que 
todas las cuentas tienen el visto bueno de Bruselas. Y es que el sistema de contabilidad 
europeo (SEC-95), avalado por Eurostat permite a los Estados esta estratagema 
consistente en no computar como déficit aquellas inversiones que efectúen las 
Administraciones en entes empresariales de los que se espera algún tipo de retorno 
(ingresos futuros). 
 
Estas inversiones, que sin embargo sí generan endeudamiento (suelen ser financiadas 
con emisión de deuda), no pasan al casillero del déficit excesivo que calcula la 
Comisión Europea, por tener carácter financiero. Así lo está efectuando el Ejecutivo 
español y otros países comunitarios, como Italia. 
 
Los activos financieros se encuadran en tres categorías: préstamos, participaciones 
patrimoniales y adquisiciones de acciones. En préstamos, el Estado concedió el pasado 
año 2.662 millones, que fueron a parar al la Compañía Española de Crédito a la 
Exportación (Cesce), proyectos de tecnología cualificada, reconversión y 
reindustrialización y financiación de autopistas. 
 
El Ministerio de Ciencia y Tecnología es el principal centro gestor de los recursos de 
Estado destinados a la financiación de préstamos. Sus fondos financiaron diversos 
programas de gasto, entre los que destacan los de investigación y desarrollo tecnológico 
e I+D de la sociedad de la información, a los que llegaron 1.938 millones de euros. Este 
ministerio se encarga también de la ejecución del programa de reconversión y 
reindustrialización. 
 
Respecto a la compra de acciones, el Estado aumentó el año pasado su participación 
efectiva en otros sectores, con una inversión de 783 millones de euros. Por otra parte, 
las aportaciones patrimoniales del Estado autorizadas en 2002 ascendieron a 1.980 
millones de euros (se pagaron 1.662 millones de euros), un 17,5% más que en el año 
anterior. 
 
Destaca, por un lado, el Fondo de Ayuda oficial al Desarrollo, con 438 millones de 
euros, habiendo quedado pendiente de pago 42 millones. Pero la principal aportación 
patrimonial del Estado corresponde al Gestor de Infraestructuras Ferroviarias (GIF), con 
1.172 millones de euros (1.352 en créditos), de los que 70 millones corresponden a 
obligaciones pendientes de 2001. 
 
La Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1997 creó este ente público para que 
realizara la construcción y administración de las estructuras ferroviarias. Sus recursos 
propios están integrados por las aportaciones patrimoniales del Estado, pudiendo, 
además, contar con subvenciones, cánones, fondos comunitarios, préstamos del Estado 
y recursos financieros procedentes de operaciones de endeudamiento. 
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Déficit cero. El coste de la inversión en obra pública se traslada a los 
usuarios. 5 Días. 09/07/03 
 
¿Es posible reducir el déficit del Estado hasta eliminarlo y al mismo tiempo 
incrementar la inversión pública? El Gobierno Aznar afirma que lo ha conseguido. 
Pero ¿cómo es posible lograr algo que parece la cuadratura del círculo? El discurso 
oficial sostiene que la reducción del déficit y la entrada en el euro han permitido 
reducir los tipos de interés y, en consecuencia, los gastos financieros del Estado. Ese 
ahorro ha sido suficiente para permitir el repunte de la inversión y la corrección del 
déficit del Estado. La otra clave de este 'milagro' es la inversión realizada por 
sociedades estatales cuya deuda no computa como déficit. Ese pasivo tendrá que ser 
atendido por estas sociedades cobrando cánones y tasas a los usuarios. 
 
Jorge Chamizo / MADRID (09-07-2003)  
Un tren Talgo procedente de Madrid con destino Murcia choca frontalmente con un 
mercancías. El golpe es brutal y parte del tren de pasajeros arde como una antorcha. 
Veinte personas mueren en el siniestro. Es el accidente ferroviario más grave de los 
últimos 25 años y el triste corolario a un rosario de siniestros en las vías españolas a lo 
largo de los últimos meses. 
 
Catorce accidentes de diversa gravedad ha sufrido Renfe desde comienzos de año, un 
hecho sin precedentes que ha generado alarma social y un encendido debate sobre las 
posibles causas, entre ellas el impacto de la política del déficit cero en las inversiones 
para el mantenimiento de la vía en particular y la modernización de los activos públicos 
en general. 
 
Tras el accidente, el Gobierno ha reaccionado con su habitual beligerancia para afirmar 
que la inversión que se realiza en este tipo de tareas ha crecido de forma apreciable en 
los últimos años. 
 
Sin embargo, un informe interno elaborado por Renfe para analizar y prevenir esa ola de 
siniestros en las vías, que ha pasado por el consejo de administración de la empresa 
ferroviaria, contradice esta afirmación y esboza un panorama preocupante: la red 
ferroviaria necesita un plan de rehabilitación urgente porque su estado es deficiente. De 
hecho, Renfe ha puesto en marcha un plan inversor de emergencia de 112 millones de 
euros. 
 
Estas deficiencias de conservación del equipamiento público en infraestructuras 
coinciden con la ejecución de un ambicioso plan de creación de infraestructuras del 
Ministerio de Transporte, que se extiende hasta 2007 y cuenta con un presupuesto de 
nada menos que 114.000 millones. 
 
Además, el Gobierno presume de la inversión ya realizada en los casi ocho años que 
lleva en el poder, en los que, a la vez, se ha alcanzado el equilibrio en las cuentas 
públicas. En concreto, el esfuerzo inversor estatal ha crecido desde los 12.000 millones 
contabilizados en 1997 -primer ejercicio presupuestario del Gobierno de Aznar- a los 
más de 24.000 millones presupuestados este año. Por lo que respecta a la inversión en 
infraestructuras, la evolución es similar. Desde los 3.000 millones contabilizados en el 
ejercicio de 1997, en que el Gobierno realizó un significativo ajuste presupuestario, 
hasta los casi 14.000 millones previstos este año. 
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Analizado el esfuerzo desde otro punto de vista, en porcentaje del producto interior 
bruto (PIB), la tasa de inversión se ha mantenido estable todos estos años en el entorno 
del 5%, mientras el déficit público ha pasado del 5% contabilizado en 1996 al 0,07% de 
2002.¿Cómo se han podido conjugar esta política expansiva en el gasto con la doctrina 
del déficit cero? La clave, según el Ministerio de Hacienda, la fuerte reducción del gasto 
en intereses de la deuda pública, generada por la caída de los tipos de interés; el recorte 
paulatino del déficit y de la deuda pública, y la entrada en el euro. Al mismo tiempo, se 
ha reducido el peso relativo de otros gastos corrientes en la factura del Estado. 
 
En palabras del secretario de Estado de Presupuestos de ese ministerio, Ricardo 
Martínez Rico, 'en España se ha alcanzado el equilibrio de las cuentas públicas porque 
se han aplicado las políticas correctas para reducir el gasto corriente y porque se han 
llevado a cabo las reformas necesarias que han impulsado el crecimiento y, como 
consecuencia, los ingresos'.Sobre esta base, 'podemos concentrar el esfuerzo en las 
políticas de gasto que generan riqueza, es decir, la inversión en infraestructuras y en 
I+D, a la vez que mejoramos la protección social'.Este ajuste en el gasto sólo explica 
una parte de la evolución de inversión y déficit. Buena parte de la inversión pública que 
se ha puesto en marcha estos años procede de sociedades estatales existentes y de nueva 
creación que se nutren de recursos presupuestarios y de deuda. Este pasivo, sin 
embargo, no computa en términos de Contabilidad Nacional, según la normativa 
europea SEC-95.Y Hacienda no específica qué parte del esfuerzo inversor del Estado 
procede de este tipo de sociedades y entes, aunque reconoce que tiene un claro 
protagonismo en el monto inversor del Ejecutivo. 
 
AENA, GIF, Puertos del Estado o Renfe acometen cada año inversiones millonarias que 
financian parcialmente mediante recursos ajenos. Y según se vayan ejecutando los 
planes de inversión previstos por el Gobierno recurrirán de forma creciente al 
endeudamiento. 
 
En 2002, el Estado invirtió unos 5.000 millones que no computan como déficit, sobre un 
esfuerzo inversor total de unos 22.000 millones, lo que supone el 22%.Pero al fin y al 
cabo, casi todos estos fondos son deudas y, como todas las deudas, aunque no computen 
en deuda pública y déficit hay que pagarlas. Es más, Bruselas permite que ese pasivo no 
compute en Contabilidad Nacional porque esos entes se comprometen a atender el 
servicio de la deuda con ingresos comerciales, que son cánones y tasas que repercuten a 
los operadores y usurarios de estas infraestructuras. 
 
Finalmente, por tanto, son los usuarios los que tiene que sufragar estas inversiones vía 
precio final de los billetes. El Gobierno replica que el impacto puede llegar a diluirse 
porque la competencia entre compañías de transporte genera ofertas continuas que 
pueden absorber el coste de uso de las infraestructuras. 
 
Cánones, tasas, deuda y participación directa de la inversión privada como promotores 
constituyen elementos esenciales en la financiación del nuevo plan de infraestructuras. 
La deuda facilitada por el Banco Europeo de Inversiones (BEI) aportará el 21%; los 
impuestos y las tasas públicas, el 37%; la inversión privada, el 20%, y los fondos 
comunitarios, el 22%.Ante el cercano recorte de los fondos que aporta Bruselas, que 
pondrán rumbo a los países del Este, el Gobierno ha elaborado una nueva ley reguladora 
de la concesión administrativa de infraestructuras, cuyo objetivo es incentivar la 
afluencia de dinero privado para promover estas obras. La norma agiliza trámites y 
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amplia los activos que pueden someterse a concesión. Y en un contexto de vacas flacas 
en Europa, la Comisión Europea, con el apoyo de los Gobiernos, ha decidido recurrir a 
este tipo de financiación -básicamente préstamos del BEI y entrada de la iniciativa 
privada- para poner en marcha un gigantesco plan de inversiones, valorado en 600.000 
millones, en infraestructuras e investigación que reactive la economía. De momento, 
parece que diferir el coste hacia los usuarios se impone en Europa. 
 
El papel decisivo de los fondos comunitarios La inversión en obra pública crece en 
España y los fondos comunitarios juegan también un papel determinante en esa 
evolución. Según los últimos datos de la Comisión Europa, la aportación de fondos 
desde Bruselas representa cerca del 65% del dinero que destina anualmente España a la 
ejecución de este tipo de infraestructuras, otro 11% proviene del BEI y un 26% de los 
distintos presupuestos de las Administraciones españolas. 
 
Esta distribución porcentual aparece en un exhaustivo informe realizado sobre el 
sexenio 1994-1999 por la Dirección General de Política Regional de la Comisión 
Europea. Desglosado en cifras absolutas, en ese periodo España presupuestó un total de 
5.779 millones en proyectos de inversión en carreteras, ferrocarriles, puertos, 
aeropuertos y otros tipos de infraestructuras de transporte. Pues bien, de esa cifra, 6.109 
millones procedieron de los fondos estructurales, 3.855 millones vinieron del fondo de 
cohesión y 1.679 millones fueron aportados por el BEI. Las arcas de las 
Administraciones españolas contribuyeron con otros 4.135 millones. 
 
A partir de 1999 se ha mantenido ese esfuerzo proporcional de la UE para financiar las 
nuevas infraestructuras del país, y previsiblemente aumentará hasta el horizonte del año 
2006, fecha en que expira el actual marco de ayudas comunitarias pactado en Berlín en 
el año 2000. A partir de ahí, todo indica que los nuevos países que se incorporan a la 
Unión Europea sustituirán en buena medida a España como receptores de fondos. 
 
 
 
 
La Renfe actual desaparece este año y da paso a otra con la mitad de 
plantilla. 5 Días. 01/09/03 
 
El año 2003 será el último ejercicio de la Renfe que conocemos, fundada hace 60 años 
como explotadora única de la red ferroviaria y del servicio de transporte de viajeros. El 
marco legal, los trabajos previos y los plazos para la fragmentación de Renfe en dos 
partes, una titular de la infraestructura que se fusionará con el GIF y otra operadora, 
ya son una realidad. La Ley Ferroviaria se promulgará este otoño y seis meses después 
entrará en vigor. En ese momento se habrá constituido una nueva Renfe que contará 
con unos 15.000 trabajadores, la mitad de la plantilla actual, y explotará cuatro 
negocios 
 
Renfe, entidad pública sexagenaria creada por Franco al inicio de su régimen, vive sus 
últimos meses de vida. El año 2003 será su último ejercicio tal y como la conocemos 
ahora, un monopolio titular del servicio de transporte ferroviario en España y de la 
infraestructura existente en servicio. En 2004 nacerá una nueva Renfe operadora, 
relativamente saneada, con una plantilla aproximada de 15.000 personas y cuatro 
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unidades de negocio: transporte de viajeros con subvención (cercanías y regionales), 
transporte de viajeros sin subvención (grandes líneas y alta velocidad), mercancías y 
talleres. 
 
Una vez que esté en vigor el nuevo sistema, la entrada de nuevos operadores en el 
ámbito del tráfico internacional de las mercancías puede ser una realidad inmediata, y 
en el nacional, en función de la voluntad del Gobierno, antes de 2008, fecha límite 
pactada por los socios de la Unión Europea. 
 
La gestación de esta nueva operadora ferroviaria forma parte del proceso de 
liberalización ferroviario, definido en el proyecto de Ley Ferroviaria, que estos días 
culmina su tramitación parlamentaria. Una vez promulgada la ley mediante su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado, previsiblemente el próximo otoño, se 
habilitará un periodo de seis meses para proceder a la segregación de los activos y a la 
asignación del personal de la empresa. Ese plazo también permitirá la elaboración de los 
estatutos de la nueva Renfe y del nuevo ente titular de la infraestructura ferroviaria, 
denominado Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF). 
 
En todo caso, el esquema básico de la estructura de la Renfe operadora ya ha sido 
definido por el ministerio y adelantado a las centrales sindicales en una reunión con el 
presidente de Renfe, Miguel Corsini, que se celebró el pasado julio. No existe acuerdo 
total entre ambas partes, ya que las centrales reclaman que exista una coordinación 
orgánica y operativa del ADIF y de Renfe mediante su adscripción a un holding 
conjunto. Sin embargo, el modelo de Fomento configura a ADIF y a Renfe operadora 
como entidades públicas empresariales adscritas al ministerio pero totalmente 
independientes entre sí. 
 
Gobierno y sindicatos abrirán ahora contactos para intentar definir el marco futuro de la 
Renfe operadora, que cuenta con varios negocios en pérdidas. Especialmente 
complicada es la situación de las mercancías, segmento donde es más probable la 
irrupción de competidores. 
 
También queda por definir el papel de los talleres, que cuentan con 4.200 personas y 
capacidad de producción excedentaria. 
 
Un impacto diferido en el mercado 
El nuevo modelo ferroviario y la constitución de una Renfe operadora que debe estar 
preparada para la competencia sólo tendrán una repercusión real en el mercado a medio 
plazo. Inicialmente no debería haber grandes diferencias de explotación con la RENFE 
actual, ya que el tráfico de viajeros seguirá siendo un monopolio y Bruselas todavía no 
ha fijado una fecha para su liberalización. 
 
La competencia en mercancías, formalmente reconocida en los tráficos internacionales 
que transitan por la red básica transeuropea desde el pasado marzo, sí debería empezar a 
ser una realidad. Aun así, el Gobierno se reserva en la nueva ley la facultad de 
liberalizar el tráfico internacional en el resto de la red antes de 2006 y en los recorridos 
nacionales antes de 2008. Sin embargo, las fuertes pérdidas del negocio de mercancías 
de Renfe y el escaso interés suscitado por la liberalización ferroviaria entre los 
potenciales operadores privados no auguran un proceso de creciente competencia en 
nuestro ferrocarril. 
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Por el lado de los costes, la carga financiera de Renfe operadora, que nace con un pasivo 
exigible de unos 1.500 millones, no parece muy alta y además seguirá teniendo ayudas 
públicas para cubrir sus déficit. Sin embargo, la elevada deuda del ADIF, que nacerá 
con al menos una carga de 4.200 millones, los costes de construcción de nuevas líneas 
AVE y el ajuste presupuestario, se resarcirá mediante peajes y tasas a pagar por los 
operadores y, finalmente, por los clientes del tren. 
 
Tímidos pasos hacia la liberalización 
La intención de Chirac es convertir SNCF en una sociedad anónima con capital 
mayoritariamente público. Pero sin fecha concreta. La prioridad es liquidar la deuda de 
RFF, filial gestora de las infraestructuras, y aumentar la competitividad de la división de 
mercancías (ya que el transporte de mercancías fue liberalizado la pasada primavera 
según la normativa europea). La realidad es que la división entre RFF y la filial de 
transportes es sólo contable en la actualidad. 
 
Privatización total con marcha atrás 
British Rail fue privatizada por Margaret Thatcher en 1997. Quedó dividida en 
Railtrack, que gestionaba las infraestructuras (financiada al 50% por subvenciones 
públicas) y 25 operadoras de transporte de personas y mercancías que pagaban por el 
uso de vías, estaciones, etc. En octubre de 2002, el Gobierno de Tony Blair convirtió a 
Railtrack en Network Rail, ante la crisis de la compañía. Pasó a ser una sociedad mixta 
con una decisiva intervención económica del Estado. 
 
Holding público con salida a Bolsa 
El Gobierno alemán dividió Deutsche Bahn, en 1997, en una filial de infraestructuras 
(DB Netz) y dos operadoras, una para el transporte de pasajeros y otra para mercancías. 
DB Netz tiene financiación del Estado, pero también cobra por uso a las operadoras que, 
por su parte, cuentan con participación estatal y de los länder. Para 2005 está previsto 
que la división de transporte salga a Bolsa, aunque condicionada a que se recupere de 
las pérdidas y vuelva a beneficios. 
 
 
 
 
Hacienda limita el aumento del gasto en infraestructuras al 6,5%. 5 
Días. 26/09/03 
 
El crecimiento de la inversión pública en infraestructuras se desacelerará del 8,3% al 
6,5% en 2004. A pesar de ello, volverá a ser una partida prioritaria en los Presupuestos 
Generales del Estado, que hoy aprobará el Gobierno en Consejo de Ministros. 
 
El proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2004 que llevará hoy al 
Consejo de Ministros el titular de Hacienda, Cristóbal Montoro, para su aprobación y 
remisión a las Cortes, contemplará un incremento de la inversión en infraestructuras del 
6,5%. 
 
Así lo anunció ayer el propio Montoro en el Congreso de los Diputados, destacando la 
prioridad de esta partida en el conjunto de las cuentas públicas para el próximo año. La 
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cifra efectivamente se sitúa por encima del crecimiento del PIB nominal previsto (el 
5,9%), tal y como ya anunció el Gobierno antes de las vacaciones. 
 
Sin embargo, el dato no representa ningún incremento espectacular respecto a ejercicios 
anteriores. De hecho, supone una desaceleración respecto al crecimiento del 8,3% 
aprobado el pasado año para los Presupuestos de 2003, en donde se contempla una 
dotación inicial del Estado de 7.700 millones de euros, concentrada en carreteras y 
ferrocarril. Esta suma se completa con otros 5.000 millones a través de empresas y entes 
estatales, destacando los 1.268 millones del ente gestor de infraestructuras ferroviarias 
(GIF) para inversiones en el tren de alta velocidad, y los 2.200 millones para los 
aeropuertos que gestiona AENA.  Aunque los fondos para infraestructuras del Estado se 
desacelerarán en 2004, habrá que esperar a conocer más datos para evaluar el esfuerzo 
global inversor del sector estatal. De hecho, se desconoce todavía los fondos que irán 
destinados a política de investigación, innovación y desarrollo (I+D+i), otro de los 
pilares inversores del presupuesto y que el Ejecutivo ha anunciado que será también 
prioritario en 2004. 
 
La política de investigación se dotó en los presupuestos de 2003 con 2.000 millones de 
euros para gastos no financieros, con un aumento del 8,3%, que sirven para seguir 
desarrollando los objetivos estratégicos del Plan Nacional de Investigación Científica. 
 
Los principales servicios de estudios y expertos consultados (entre ellos, los del BBVA, 
SCH, La Caixa, Funcas y el Instituto de Estudios Económicos) consideran vital para 
este año un incremento sustancial de las inversiones públicas para apuntalar la esperada 
reactivación económica. 
 
Mirando a Europa 
El ministro Montoro prevé que en 2004 el crecimiento del PIB se acelere, desde el 2,3% 
actual (segundo trimestre) hasta una media del 3%, pero para ello es necesario una 
recuperación del sector exterior. La coyuntura europea no ayuda, por el momento. Los 
principales países de destino de las exportaciones españolas (Francia y Alemania) se 
encuentran al borde de la recesión y con problemas presupuestarios que les hacen muy 
difícil cumplir con sus objetivos fiscales. Ante este entorno, Montoro ha diseñado para 
2004 unos presupuestos continuistas en donde se apuesta por el mantenimiento del 
equilibrio presupuestario para el conjunto de las Administraciones públicas. 
 
Por tercer año consecutivo, el déficit previsto del Estado se compensará con el superávit 
de la Seguridad Social, mientras se espera que las Administraciones territoriales 
(comunidades y ayuntamientos) cierren el ejercicio en equilibrio. 
 
El crecimiento global de los gastos, queda limitado al 4% con un techo máximo de 
117.000 millones de euros, incluido el fondo de contingencia para gastos 
extraordinarios. Los gastos sociales, entran también dentro de las prioridades del 
Presupuesto, con un crecimiento del 7%. El Ejecutivo espera una creación de empleo 
similar a la de este año, en torno a los 300.000 puestos de trabajo. 
 
Acuerdo con los canarios pero no con CiU 
El Gobierno se aseguró ayer el apoyo parlamentario de Coalición Canaria (CC) a los 
Presupuestos de 2004. Tras varias semanas de duras negociaciones con Hacienda, en las 
que los nacionalistas canarios pretendían un incremento sustancial de las partidas 
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procedentes del Estado, finalmente se ha llegado a un acuerdo, por el que Canarias 
recibirá 100 millones de euros más que en el ejercicio anterior. Del total, 40 millones 
irán destinados a gestión directa de competencias que tiene transferidas la comunidad 
autónoma; y los otros 60 millones restantes, para mayores inversiones en el 
archipiélago. El presidente de CC, Paulino Rivero reconoció ayer que el Ejecutivo 
central se ha mostrado muy sensible a sus peticiones. Coalición Canaria cuenta con 
cuatro diputados en el Congreso y, aunque, hoy por hoy, no son necesarios para que el 
PP saque las leyes adelante en las Cortes, la cercanía de las elecciones generales (en 
marzo) aconsejan ser prudentes en este asunto. Con quien no ha habido acuerdo todavía 
es con CiU. Los nacionalistas catalanes se reunieron ayer con Montoro y le 
condicionaron su apoyo a los 'avances' en sus reivindicaciones. CiU desea mayores 
inversiones para Cataluña, incentivos a los autónomos y mejoras en la protección social. 
Entre estas últimas, reclaman la equiparación de la pensión mínima de viudedad con la 
de jubilación. 
 
 
 
 
El nuevo holding ferroviario será el mayor ente inversor del Estado. 5 
Días. 10/10/03 
 
El Adif será dueño de la red AVE e invertirá en ella 22.000 millones hasta 2010 La Ley 
Ferroviaria está a punto y se aceleran los preparativos para fusionar Renfe y el GIF. La 
inquietud entre los 31.000 ferroviarios es grande, mientras los técnicos de ambas 
empresas ultiman los trámites para el traspaso de activos al nuevo holding, el Adif, que 
nace con un valor de 4.700 millones y se convertirá en el mayor inversor del Estado, al 
proyectar un desembolso de capital de 22.000 millones hasta 2010. 
 
La revolución en el sector español del ferrocarril está a punto de estallar, y los distintos 
actores se preparan ante los cambios. Como prevé la Ley Ferroviaria que se aprobará 
este mismo mes en el Parlamento, la sexagenaria Renfe se fusionará con el GIF, el 
joven ente público constructor del AVE a Barcelona, y del matrimonio nacerá el Adif y 
también una empresa de gestión de trenes que heredará el nombre de Renfe Operadora. 
Todo ocurrirá de golpe y en la próxima primavera. 
 
Los 31.000 empleados del ferrocarril especulan sobre su destino, no sin inquietud. Pero 
son los directivos de la vieja Renfe y del GIF los que miran al futuro con mayor 
incertidumbre, ya que tienen alguna posibilidad de decidir si se integran en el Adif o en 
la nueva Renfe. 
 
Entre tanto los técnicos de Fomento, de Renfe y del GIF tienen muy avanzados los 
estudios e incluso los trámites preliminares para poder hacer la fusión empresarial y la 
posterior segregación. El escenario sobre el que se trabaja prevé que el Adif, a partir del 
año que viene, se convierta en el ente empresarial vinculado al Estado con una mayor 
capacidad de inversión. Hasta el año 2010 tiene previstas, y en buena parte licitadas, 
obras de construcción de líneas AVE y mantenimiento por un importe de 22.000 
millones. 
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El nuevo gigante ferroviario debe asumir estas obligaciones de inversión porque el 
nuevo esquema le convertirá en el propietario de todas la líneas de alta velocidad, tanto 
las que están en servicio, como la Madrid-Sevilla (valorada en 700 millones de euros) y 
la Madrid- Lleida-Barcelona (valorada en 1.800 millones), como las que están en 
construcción, Madrid-Valladolid (valorada en 700 millones), Córdoba-Málaga, La 
Sagra-Toledo y Madrid-Valencia. Estos activos, junto a otros (estaciones, 
telecomunicaciones, etc.) que se asignarán al nuevo holding, conforman un patrimonio 
valorado en 4.700 millones de euros. 
 
El proceso de fusión y escisión prevé otra decisión de carácter patrimonial que tendrá 
gran trascendencia. Los 12.000 kilómetros de la red convencional, que hoy son 
patrimonio de Renfe, pasarán a ser propiedad del Estado. Una vez culminado el proceso, 
el Estado firmará un acuerdo con el Adif para que gestione y mantenga este entramado 
de líneas férreas que son fuertemente deficitarias y a las que se adjudica un valor 
patrimonial de 2.000 millones de euros. 
 
Por este contrato el nuevo holding ferroviario recibirá una cantidad anual en torno a 840 
millones de euros que podrán ser contabilizados como ingresos.  
 
Esta operación es clave para asegurar ingresos al Adif y por tanto su función de 
financiador de la construcción de las líneas AVE sin que lastre los Presupuestos del 
Estado y el déficit cero. De hecho, la Unión Europea exige que los entes empresariales 
públicos tengan ingresos, al menos, por el 50% de sus gastos, para que los pasivos que 
generen no sean computados como deuda del Estado. 
 
A la segunda estructura empresarial, Renfe Operadora, le serán asignados activos por 
valor de 2.300 millones, básicamente compuestos por su material rodante. 
 
En cualquier caso, la asignación a cada nuevo ente de la enorme deuda que acumula 
RENFE es clave para cuadrar las proyecciones financieras del nuevo modelo 
ferroviario. El ministro de Fomento anunció antes del verano que Adif asumirá 4.344 
millones de pasivo; RENFE Operadora, 1.357 millones, y el Estado, 1.538 millones, 
equivalente al 20% de la deuda actual de Renfe. 
 
Los sindicatos se muestran críticos con múltiples apartados de todo este proceso. Uno 
de ellos, la carga financiera que soportará el nuevo operador. En concreto, UGT reclama 
a Fomento que se equilibre financieramente a esta nueva empresa para garantizar sus 
posibilidades de competir en un futuro mercado y recuerda que la directiva comunitaria 
que establece los criterios de liberalización, la 91/440, así lo recomienda. El sindicato 
reclama también que se definan ya los modelos de organización de Renfe Operadora y 
Adif, que se establezca un modelo de gestión de la seguridad en el nuevo entorno, y que 
se elaboren los planes de negocio de ambos entes. 
 
En el ámbito social, UGT considera necesario extender el convenio actual de Renfe a 
los dos entes y elaborar otro documento marco para el sector que regule a las futuras 
empresas que operen en el sistema. Los 31.000 ferroviarios, en especial los directivos, 
viven días de inquietud porque no saben cuál será su destino 
 
Tres candidatos, pero sólo dos sillones 
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Miguel Corsini Fresse, Presidente de Renfe y trabajador de esta compañía desde hace 
más de 20 años. Círculos cercanos afirman que aspira a convertirse en el primer 
ejecutivo de la nueva operadora ferroviaria. Su talante conciliador y dialogante le ha 
convertido en un hombre querido dentro de la empresa, pero se le acusa de no haber 
sabido contrapesar el poder de Fomento. Cuenta con el apoyo de importantes 
estamentos, pero sus relaciones con Fomento han sido difíciles. 
 
Ramón Escribano, Presidente del GIF desde el mes de febrero y hasta esa fecha uno de 
los hombres fuertes de Renfe. Sus excelentes relaciones con Fomento le hacen concebir 
esperanzas de que será el presidente del Adif. Su éxito ha sido hacerse cargo del GIF en 
circunstancias muy difíciles, lo que le permite considerarle candidato a cualquiera de los 
dos sillones. 
 
Francisco Álvarez-Cascos, Ministro de Fomento en la última legislatura. En círculos 
cercanos a este peso pesado del  PP que vive horas bajas se asegura que presta atención 
a la construcción del Adif, y se asegura que puede ser el tapado de la presidencia de esta 
mastodóntica empresa. Aunque su peso político puede hacer cambiar las cosas, se le 
otorgan pocas posibilidades de repetir en un Gobierno de Rajoy. La relativa popularidad 
en su natal Asturias justifica que aspire a conseguir un retiro dorado. 
 
 
 
 
Bruselas excluye de sus prioridades el eje ferroviario de los Pirineos. 5 
Días. 10/10/03 
 
La comisaria Loyola de Palacio presentó ayer su propuesta de prioridades en 
infraestructuras de las redes transeuropeas de transportes. La iniciativa contiene 29 
proyectos con una inversión de 220.000 millones de euros. Para decepción de España, el 
enlace ferroviario de alta velocidad que atraviesa los Pirineos no ha sido incluido. 
 
De Palacio resaltó que los proyectos elegidos lo han sido mediante 'criterios estrictos', 
teniendo en cuenta que serán capaces de aportar 'valor añadido para fomentar el tráfico 
y contribuirán a un equilibrio modal y a la realización del mercado interior de la UE'. 
 
En un debate público, en el que participaron casi todos los representantes de los Quince 
Estados miembros de la Unión Europea y de los 10 países que entrarán a forma parte de 
la Unión a partir del 1 de mayo de 2004, el apoyo a la propuesta de la comisaria de 
Transportes fue mayoritario. 
 
Sin embargo, algunos países, como España, Francia e Italia, consideraron que entre los 
proyectos prioritarios deberían haberse incluido algunos que no están.  
 
El subsecretario del Ministerio de Fomento, Adolfo Menéndez, insistió en la necesidad 
de que la 'permeabilidad' de los Pirineos sea un objetivo en todas sus perspectivas.  
 
'No es posible construir Europa estrangulándola por los Pirineos. Es una cuestión 
sustancial de la construcción física de Europa. No hay construcción europea sin la 
península Ibérica', dijo Menéndez ante los medios de comunicación. 
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El único proyecto relacionado con el paso de los Pirineos que está entre las prioridades 
elaboradas por la Comisión es una línea transpirenaica de carga, que se incluye en un 
eje ferroviario de mercancías entre Sines (Portugal), Madrid y París. 
 
Por su parte, el ministro francés de Transportes, Gilles de Robien, lamentó que no esté 
el proyecto de navegación fluvial Sena-Escalda, y el secretario de Estado de Transportes 
italiano, Guido Viceconte, pidió la inclusión de un corredor entre su país y Grecia. 
 
De Palacio reconoció la dificultad de financiación de los proyectos y por ello insistió en 
la necesidad de contar con la participación privada, sin olvidar los fondos públicos, para 
los que se propone subir el porcentaje de financiación comunitaria del 10% actual hasta 
el 30% en el caso de los tramos transfronterizos. 
 
Tras este debate orientativo celebrado ayer en Luxemburgo, el proyecto de 
infraestructuras prioritarias que deberán estar incluidas en las redes transeuropeas de 
transporte hasta 2020 será estudiado la próxima semana en Bruselas por parte de los 
jefes de Estado y de Gobierno de la UE durante la celebración del Consejo Europeo. 
 
 
 
Rato pide a la UE una contabilidad especial para las contratas 
públicas. 5 Días. 04/11/03 
 
El vicepresidente primero del Gobierno, Rodrigo Rato, pidió ayer a Bruselas que las 
normas contables internacionales a debate incluyan un tratamiento especial para las 
constructoras y concesionarias españolas, para evitar el efecto negativo que la ley 
podría tener en sus resultados  
 El vicepresidente del Gobierno, Rodrigo Rato, ha pedido por escrito a la presidencia de 
la Unión Europea un 'tratamiento contable específico' para las compañías de 
infraestructuras. Rato, haciéndose eco de las quejas del sector en España, alerta sobre 'el 
impacto negativo' que la adopción de las normas internacionales de contabilidad (IAS) 
tendrá en el resultado de las empresas que financien bajo el modelo concesional 
proyectos de obra civil, ya que no podrán ofrecer unas cuentas saneadas 'durante los 
primeros 10 o 15 años de la concesión'.  
La aplicación en la Unión Europea de las normas internacionales de contabilidad (IAS) 
a partir de 2005 sigue provocando serias resistencias políticas. España se ha sumado a la 
iniciativa francesa contra dos de las normas (38 y 39) por el posible impacto en el sector 
financiero. Pero Madrid añade además la queja contra una armonización contable que, a 
diferencia de la legislación española actual, no permitirá a las empresas concesionarias 
de una infraestructura distribuir la inversión y los ingresos de modo uniforme a lo largo 
de la contrata.  
Rato, en una carta fechada el pasado 28 de octubre, recuerda por escrito al presidente 
semestral del Consejo de Ministros de Economía, el titular italiano Giulio Tremonti, que 
la norma española mejora la percepción de estas compañías en los mercados bursátiles. 
'Este modelo español de regulación ha dado muy buenos resultados en la financiación 
de infraestructuras, lo que le convierte en el más adecuado', afirma Rato. El ministro 
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español pide que Bruselas presente un frente común ante la institución encargada de 
elaborar las normas IAS (la International Accounting Standards Board), 'sin renunciar a 
que se emita un estándar específico para este sector de las concesionarias'.  
España, según la carta de Rato a Tremonti, dice ahora haber 'identificado otros 
problemas que afectan concretamente al sector financiero y asegurador y a las 
compañías del sector de las concesiones'. La reacción de Rato, sin embargo, puede 
llegar tarde, porque la UE ya ha procedido a la validación (paso previo a su entrada en 
vigor) de la mayoría de las normas elaboradas hasta ahora.  
Sólo la 32 y 39, por presiones de Francia, han quedado congeladas de momento. La 
misiva de Rato, además, no concreta las normas cuyo impacto se teme. 
  
Los retos: Numerosos proyectos e inversiones, en juego 
El Plan de Infraestructuras busca 21.000 millones  
El apoyo del Gobierno español a la petición de las constructoras y de las concesionarias 
de cambiar la futura normativa contable internacional está sustentado en varios 
argumentos. El que más preocupa al Ejecutivo es que las empresas han advertido que si 
finalmente tienen que amortizar toda la inversión al inicio de la concesión, no podrán 
seguir financiando grandes proyectos de obra civil. Y el Plan de Infraestructuras 
necesita para su viabilidad casi 21.000 millones de euros del capital privado.  
 
Más de 34.500 millones en obras en el exterior  
La preocupación de las empresas españolas por cómo quedará finalmente la normativa 
contable europea es lógica a tenor del volumen de inversiones que gestionan en el 
exterior: más de 34.500 millones de euros en 18 países de todos los continentes. Los 
desembolsos que realicen para hacer frente a las adjudicaciones que se les conceda fuera 
de España también estarán sujetos a la obligatoriedad de ser amortizados en los 
primeros años de concesión y esto podría retraer sus decisiones de inversión.  
 
Fuerte debate político en contra de algunas normas  
Desde que en julio de 2002 se aprobó que las normas IAS serían de aplicación a partir 
de 2005 para todas las empresas cotizadas en Europa ha habido fuertes reacciones. 
Francia exigió y obtuvo la congelación de dos normas cuyo impacto temen el sector 
bancario y asegurador. Jacques Chirac ha alertado sobre el peligro de que la ley aboque 
a las empresas a una obsesión por mejorar los resultados a muy corto plazo, acicate que 
se ha señalado como posible origen de algunos escándalos en EE.UU. 
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El Supremo anula la congelación de peajes de autopistas. 5 Días. 
12/11/03 
 
El Tribunal Supremo ha declarado nula la congelación de peajes en las autopistas del 
Estado aplicada por el Gobierno en el año 2000 
 
El alto tribunal considera que el decreto ley elaborado por el equipo del entonces 
ministro del ramo Rafael Arias Salgado y sancionado por el Parlamento, presenta un 
defecto de forma que lo invalida: no fue dictaminado por el Consejo de Estado como 
hubiera sido preceptivo, según informan distintas fuentes conocedoras de la sentencia. 
 
La resolución del Tribunal no entra a reconocer si las concesionarias deben ser 
compensadas, ya que el decreto ley ahora anulado no preveía un sistema de 
resarcimiento económico por el perjuicio económico derivado de la congelación 
tarifaria. 
 
Sin embargo, la decisión judicial abre la vía a la reclamación por parte de las empresas 
afectadas, básicamente el grupo Abertis, la Empresa Nacional de Autopistas, y el grupo 
Ferrovial, de una compensación económica a la Administración, bien por la vía judicial 
o a través de un proceso de negociación con el Ministerio de Fomento.  
 
De momento, hoy mismo está prevista una reunión en Barcelona de la dirección de la 
patronal del sector, Aseta, con todas las empresas implicadas para analizar y debatir las 
medidas a seguir. Básicamente, los asistentes deben decidir si van por una u otra vía e 
intentarán hacerlo de la forma más coordinada posible. Lo más probable es que se 
decanten por la negociación con Fomento en busca de una fórmula para resarcirse de 
esa congelación. La coordinación viene obligada por el hecho de que los grupos 
concesionarios recurrieron de forma individual el mismo supuesto jurídico. 
 
Si finalmente vuelven a recurrir, también tendrán que hacerlo de forma individual, 
según las mismas fuentes. Otro efecto económico que deben tener en cuenta las 
autopistas y la Administración es la repercusión de la congelación más allá del año 
2000. Se trata de la pérdida de base tarifaria sobre la que se han aplicado las subidas de 
años posteriores y sobre la que se aplicarán posibles incrementos en el futuro. 
 
Con la intención de contener la inflación, la revisión tarifaria actual se realiza en base a 
una complicada fórmula que actualiza los precios de los peajes según el Índice de 
Precios de Consumo (IPC) medio menos la diferencia entre el tráfico real registrado y 
los flujos estimados, según contemplan los programas económicos que presentan las 
concesionarias con antelación. Un sistema consensuado que trata de evitar la 
discrecionalidad de las decisiones de la Administración. 
 
Una nueva política tarifaria como antídoto para controlar el IPC 
En julio del año 2000 la mayor parte de las empresas concesionarias de autopistas de 
peaje decidieron recurrir al Tribunal Supremo la decisión del Consejo de Ministros de 
marzo de ese mismo año de congelar la revisión anual de las tarifas. El Gobierno, 
mediante un real decreto del Ministerio de Fomento, regido por Rafael Arias Salgado, 
decidió unilateralmente no subir los peajes con dos objetivos: contribuir a controlar la 
inflación y abrir un proceso negociador con las compañías sobre otro modelo de 
revisión de los peajes.  Hasta entonces, las tarifas de las autopistas se incrementaban 
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cada año en marzo con una complicada fórmula, a partir de ese momento se apostó por 
los pactos bilaterales con las empresas. 
 
Existe jurisprudencia sobre el pago de indemnizaciones 
En la jurisprudencia española ya existen antecedentes de sentencias que recuerdan a la 
Administración la obligatoriedad de revisar anualmente las tarifas de las autopistas de 
peaje. Según una resolución dictada por el Supremo en febrero de 1999, una 
concesionaria recurrió a los tribunales la negativa de la Administración a actualizar sus 
tarifas. Como consecuencia de ello, la empresa tuvo que seguir cobrando el mismo 
peaje. En su sentencia, el Alto Tribunal sostiene que se había producido un 
'incumplimiento por parte de la Administración del pliego de condiciones del concurso 
del que emana la concesión'. Por ello, concedió una indemnización a la empresa en 
concepto de 'pérdida de beneficio' 
 
 
 
El Gobierno financia el 14% de la inversión con pago aplazado. 5 Días. 
28/11/03 
 
Desde que en 1997 se pusiera en marcha el contrato de obra de abono total del precio, 
más conocido como 'método alemán' o 'pago aplazado', el Gobierno ha financiado el 
13,7% de la inversión pública con este sistema en 1997, 1998, 2001 y 2002, según las 
cifras facilitadas por Hacienda 
 
Desde que en 1997 se pusiera en marcha el contrato de obra de abono total del precio, 
más conocido como 'método alemán' o 'pago aplazado', el Gobierno ha financiado el 
13,7% de la inversión pública con este sistema en 1997, 1998, 2001 y 2002, según las 
cifras facilitadas por Hacienda. 
 
Las obras alcanzaron los 3.270,82 millones de euros, frente a un volumen de inversión 
real del Estado (capítulo 6) de 23.855 millones en idéntico periodo. Por ministerios, 
2.711,88 millones fueron gastados por Fomento y 558,94 por Medio Ambiente, y por 
obras, carreteras es el sector que absorbe la mayoría de los recursos movilizados con 
esta fórmula. 
 
La novedad que incluía este instrumento era la posibilidad de que la Administración 
licitante del proyecto no pagara el coste del mismo hasta la finalización de la obra, de 
ahí que fuera también denominado 'contrato llave en mano'. 
 
El anuncio de su puesta en marcha provocó un agrio debate sobre si era o no adecuado 
para financiar grandes proyectos de infraestructuras en sustitución del tradicional 
contrato de obra pública. El Ejecutivo del PP defendió el proyecto en aras de mantener 
la actividad constructora y como bálsamo a los límites presupuestarios del Tratado de 
Maastricht. Los más reacios a este sistema pronosticaron que el aplazamiento de los 
pagos sólo contribuiría a diluir en el tiempo el déficit y podría comprometer las cuentas 
futuras. 
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Sin embargo, en 1998 la adaptación de la normativa española a las nuevas directivas 
europeas (SEC-95) permitió que en lugar de computar toda la inversión al finalizar los 
trabajos, su efecto contable pudiera periodificarse mientras se prolongaran las obras. De 
esta forma se acallaban las críticas y se permitía llevar un control más exacto del 
volumen de inversión comprometido con esta fórmula. Además, la legislación española 
contempla límites al empleo de este mecanismo. Primero por tipos de obras, el modelo 
alemán se puede destinar a carreteras, ferrocarriles, obras hidráulicas, en la costa y 
medioambientales. 
 
Segundo, el importe de las obras a contratar bajo esta modalidad por cada departamento 
no puede superar el 30% del crédito del capítulo 6 de los presupuestos de cada 
ministerio. Y por último, su suspensión cautelar en 1999, 2000 y 2003 también da 
cuenta de la prudencia con la que se utiliza. En 2004, Fomento computará obras por 
290,46 millones. 
 
 
Catálogo de fórmulas ¿Cuáles computan como déficit? 
 
Pago diferido a la explotación o peaje en sombra 
SÍ Esta figura es controvertida porque al tener un impacto directo sobre las cuentas 
públicas ha de ser utilizada con sensatez. La Administración, y no el usuario, realiza 
unos pagos fijos al adjudicatario, bien por la construcción de la obra o bien por la 
explotación y conservación de una infraestructura ya existente, en función de 
parámetros como el tráfico. 
 
Concesión de la construcción y del peaje 
NO Es el modelo concesional tradicional, es decir, aquel por el que una Administración 
convoca un concurso para la construcción de una obra (históricamente se ha utilizado en 
las autopistas, pero la nueva ley de concesiones abre esta posibilidad a todo tipo de 
obras) y a cambio se otorga al concesionario el derecho a cobrar un peaje por su 
utilización. 
 
 
Ayuda dineraria directa mediante subvenciones 
SÍ Está concebida para las infraestructuras que generan ingresos, pero no con óptimos 
niveles de rentabilidad. La aportación de cantidades económicas, como subvenciones sí 
computan como déficit. La aportación de España al tramo ferroviario Figueras-Perpiñán 
es un ejemplo. Las que no lo harían son las no dinerarias, como los incentivos fiscales. 
 
Utilización de los créditos participativos 
NO Dentro del apartado anterior, el de las infraestructuras poco rentables, también se 
puede acudir al crédito participativo. La Administración otorga financiación a la 
empresa que va a realizar la obra a bajo interés y con unas estrictas condiciones de 
devolución, por lo que al ser recursos recuperables no computa tampoco como déficit 
público. 
 
Financiación cruzada de obras vinculadas 
NO Está siendo utilizada ya en la construcción de las radiales de Madrid, que son 
concesiones de autopistas de peaje tradicional. Las empresas adjudicatarias se han 
comprometido además a construir gratuitamente la carretera de circunvalación M-50, 
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libre de peaje. El Estado incorpora a la red vial dos infraestructuras sin coste para sus 
arcas. 
 
Atentos a: 
Fomento prevé resolver a finales de este ejercicio o principios de 2004 el concurso más 
importante de los últimos años en volumen de inversión en autopistas de peaje. Son 
cinco tramos que suman más de 300 kilómetros, valorados en 1.900 millones de euros. 
 
Premios para la iniciativa particular 
Con motivo de la reciente entrada en vigor de la nueva Ley Reguladora de Concesiones 
de Obras Públicas, el Estado espera que el Plan de Infraestructuras 2000-2007 reciba el 
definitivo impulso que necesita para alcanzar el 20% de inversión privada, unos 22.000 
millones de euros. Según los números facilitados por Fomento, en la actualidad las 
obras del plan se desarrollan a buen ritmo, pero el porcentaje de capital privado aún se 
sitúa por debajo del previsto, en el 16%, en parte por culpa del retraso con que se ha 
tramitado dicha ley. Este nuevo marco legal contempla múltiples fórmulas para la 
participación de la iniciativa privada en la construcción. Además de las ya expuestas, 
está previsto que con independencia de la iniciativa de la Administración competente 
para licitar posibles concesiones, podrá iniciarse el procedimiento a instancia de 
personas naturales, jurídicas u otras Administraciones que se propongan construir y 
explotar una obra de las reguladas en la ley. El solicitante deberá acompañar su solicitud 
del correspondiente estudio de viabilidad y a partir de ese momento se iniciará el 
procedimiento habitual, idéntico al que lleva a cabo el Estado cuando proyecta construir 
cualquier infraestructura de transporte. Como contemplan las legislaciones de otros 
países que hacen uso de esta figura, ser emprendedor también en obras públicas tiene su 
recompensa. Si el estudio de viabilidad es aceptado, se establece un premio económico 
que varía entre el 3% y el 8% del volumen de la inversión, además de bonificaciones en 
la oferta económica, si los padres del proyecto se presentan como licitantes 
 
 
 
 
 
El aeropuerto de Castellón da entrada a Bancaja y CAM. Expansión. 
17/12/03 
 
Bancaja, la Caja de Ahorros del Mediterráneo (CAM) y la firma belga Brussels 
International Airport Company (Biac), que gestiona el aeropuerto de Bruselas, entrarán 
en el capital de la sociedad que construirá y explotará el aeropuerto Costa Azahar, en 
Castellón. 
 
Esta instalación, promovida por el Gobierno valenciano, fue adjudicada en agosto a la 
única oferta presentada, integrada por FCC, la constructora castellonense Lubasa y la 
consultora local PGP. Las empresas pagarán las obras, valoradas en 127,07 millones de 
euros, con un plazo de ejecución de 36 meses. A cambio, explotarán el recinto durante 
cincuenta años. 
 
La firma del contrato, que se produjo ayer, ha permitido cerrar la composición del 
accionariado de la adjudicataria. Lubasa, que tenía el cincuenta por ciento del capital, se 
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quedará con un 30 por ciento. FCC contará con esta misma participación, frente al 
cuarenta por ciento inicial, y PGP ha recortado su peso al cinco por ciento. Estas 
participaciones han pasado a manos de Bancaja y CAM, como socios financieros, que 
asumirán un quince por ciento cada una. Biac tomará el cinco por ciento restante. 
 
Financiación 
La oferta de los gestores contempla financiar un treinta por ciento de la inversión con 
recursos propios. La deuda bancaria aportará otro treinta por ciento, mientras que el 
cuarenta por ciento procederá de créditos participativos otorgados por la Generalitat. 
Previamente, el Gobierno valenciano recurrirá a un crédito por 44 millones. El 
aeropuerto, que pretende dar un impulso al turismo de Castellón, entrará en 
funcionamiento en 2006. El primer año prevé recibir 600.000 pasajeros. Los gestores 
pagarán un canon anual de un millón y el dos por ciento del beneficio operativo. Si no 
logran el tráfico previsto, la Generalitat les compensará económicamente. 
 
 
 
 
Los camiones se atascan en los Pirineos. El País. 13/01/04 
 
Francia apuesta por el tren de alta velocidad mientras España necesita nuevas 
carreteras 
JOAQUÍN PRIETO – París 
EL PAIS | Economía 
 
Prioridad al tren y al barco, alto a la expansión de los camiones: ésta es la filosofía que 
inspira el plan de infraestructuras aprobado el pasado día 18 por un comité 
interministerial francés. Se trata de decisiones que ponen las cosas difíciles para España, 
cuyo tráfico se basa principalmente en la carretera y que necesita imperiosamente más 
puertas en la cordillera pirenaica para desarrollar su capacidad exportadora. 
 
El Gobierno español ha propuesto al francés hasta cuatro proyectos de carreteras nuevas 
a través de los Pirineos. Un enlace de alta capacidad entre Pamplona y Orthez, nuevas 
conexiones Lleida-Viella-Toulouse y Barcelona-Puigcerdá-Toulouse, y la mejora de la 
carretera francesa a la salida el túnel de Somport (pensado desde España como parte de 
un eje de alta capacidad Zaragoza-Somport-Pau). Nada de esto figura entre los 50 
proyectos de infraestructuras de transportes programados por Francia hasta el año 2025. 
 
La falta de decisiones sobre tales carreteras no significa que hayan sido descartadas para 
siempre, pero es coherente con la prioridad dada al tren. El pasado 18 de diciembre se 
decidió la construcción de ocho líneas nuevas de alta velocidad, además del arreglo de 
vías convencionales. Francia prevé invertir unos 20.000 millones en infraestructuras 
durante la primera fase del plan (de aquí a 2012) y el 75% de esa cantidad se destina al 
ferrocarril e infraestructuras de transporte fluvial y marítimo. El precio del gasóleo para 
coches subió ayer tres céntimos por litro para financiar estas infraestructuras. 
 
Sin embargo, la lectura de los proyectos ferroviarios tampoco ofrece más compromiso 
para España que la construcción del tramo Figueres-Perpiñán. Interesante para el 
desarrollo de Cataluña, aunque incompleto, porque desde esta ciudad hasta Montpellier 
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la vía seguirá siendo convencional. A largo plazo, cuando se ejecuten las variantes 
ferroviarias de Nimes y Montpellier, y se construya el tramo español entre Figueres y 
Barcelona, la capital catalana quedará situada a cuatro horas y media de París en tren. 
 
Hacia el oeste, el documento francés presenta la prolongación de la línea París-Burdeos 
hacia España como una "prolongación natural" de los más de 300 kilómetros nuevos 
que van a construirse entre Tours y Burdeos. Pero el único compromiso para tal 
prolongación es el de "debatirlo" en 2006. El mapa de infraestructuras a largo plazo del 
Ministerio francés de Transportes menciona un enlace ferroviario en la parte central de 
los Pirineos; puede referirse a la reapertura del paso por Canfranc, largamente 
reclamada desde España, pero no hay rastro de tal proyecto entre las 50 obras de 
infraestructura programadas por Francia. 
 
Mientras no se pueda contar con carreteras nuevas y sólo haya un enlace ferroviario 
comprometido, el riesgo de embotellamiento es grande para el tráfico de mercancías 
entre la península Ibérica y el resto de Europa, que habrá de seguir utilizando los pasos 
fronterizos de Irún y La Jonquera, las únicas puertas de alta capacidad abiertas de todo 
el Pirineo. 
 
Por el contrario, las negociaciones de Francia con Alemania e Italia se encuentran 
bastante más avanzadas. El comité interministerial francés del pasado día 18 confirmó 
el túnel de 52 kilómetros que perforará los Alpes, como parte de un enlace ferroviario 
de alta velocidad entre Lyón y Turín; y también la construcción de la línea completa de 
alta velocidad París-Estrasburgo, para conectarla con la red ferroviaria alemana a partir 
de esta ciudad. España no podrá aprovechar estas ni otras infraestructuras nuevas en el 
resto del continente mientras no obtenga más puertas en Francia, la gran bisagra de 
Europa. 
 
 
 
 
 
 
Mañana se adjudica el mayor plan de autopistas. 5 Días. 21/01/04 
 
Con una rapidez inusitada en este tipo de concursos y a pocas semanas de las elecciones 
generales, el Ministerio de Fomento tiene previsto adjudicar mañana jueves la mayor 
licitación de autopistas de peaje realizada en España en un mismo paquete. La mesa de 
contratación se reúne para decidir qué grupos empresariales construirán y explotarán 
durante las próximas décadas cuatro nuevas autopistas de peaje de las cinco sacadas a 
concurso. Previsiblemente, la quinta, la circunvalación de Santander (Parbayón-Zurita), 
quedará desierta, según distintas fuentes cercanas al concurso. 
 
Las cuatro vías de pago que con toda probabilidad se adjudican este jueves son Madrid-
Toledo, de 60 kilómetros de longitud; Ocaña-La Roda, de 118 kilómetros; la 
circunvalación de Alicante, de 28,5 kilómetros, y Cartagena-Vera, de 97,7 kilómetros. 
En total, incluyendo el tramo santanderino, se trata de 320 kilómetros de autopista y una 
inversión estimada por parte de la iniciativa privada de casi 1.900 millones de euros. 
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Siete grupos se presentan en la recta final del concurso como favoritos para llevarse los 
cuatro tramos, según la poca información que ha trascendido sobre las deliberaciones 
previas de la mesa de contratación, que inició sus reuniones el pasado viernes. Se trata 
de los consorcios de Ferrovial, FCC, ACS, Acciona, Sacyr, Comsa-Corsán, y San José-
Aldesa. Tres de ellos, por tanto, además de los otros dos que no suenan como favoritos 
(OHL y Copcisa-Elsamex), se quedarían sin autopista. 
 
Al mismo tiempo, no todas las autopistas licitadas han generado el mismo interés. 
Existe consenso entre los licitadores en que las tres mejores concesiones son la Madrid-
Toledo, la circunvalación de Alicante y el tramo Ocaña-La Roda. El concurso más 
problemático es el de la circunvalación de Santander. Todas las ofertas están fuera del 
pliego de condiciones y la intención del Ministerio de Fomento es, una vez declarado 
desierto, iniciar un procedimiento negociado con todos los consorcios en liza para poder 
cerrar finalmente la adjudicación. 
 
En cuanto a los requisitos genéricos de los concursos, además de la construcción de las 
vías de pago, cada una de los adjudicatarios tendrá que ejecutar y sufragar tramos de 
autovía libres de peaje. Asimismo, el ministerio limita las tarifas que se pueden cobrar, 
por lo que un punto clave de la adjudicación será la menor solicitud de ayudas al Estado 
por la vía de los préstamos participativos. Pese a esas exigencias, el concurso ha 
despertado una dura pugna entre las grandes constructoras, que, dada la magnitud de la 
adjudicación, han acudido enfrentadas, convencidas de que hay negocio para todas. 
 
Tres nuevos tramos siguen pendientes de licitación 
El ministerio deja prácticamente liquidada la primera fase del segundo plan de 
autopistas de peaje puesto en marcha por el PP. Queda pendiente, sin embargo, el 
siguiente paquete de vías de pago, que previsiblemente no saldrá a concurso hasta la 
próxima legislatura. 
 
Problemas técnicos con el trazado han impedido sacar a concurso tres nuevas autopistas, 
que suman una inversión de 1.800 millones de euros. Destaca, sobre todo, la vía de pago 
que servirá como nuevo acceso a Andalucía desde la meseta y que vendrá a paliar el 
deplorable trazado de la actual autovía a su paso por Despeñaperros. Se trata de la 
autopista Toledo-Ciudad Real, Nacional IV, que por sí sola supone una inversión de 
1.195 millones, necesarios para la construcción de 235 kilómetros. Los dos proyectos 
restantes, que suman una inversión de 640 millones, son la Soria-Tudela, de 63 
kilómetros, y alto de las Pedrizas (Málaga)-Málaga, de 24,5 kilómetros de longitud 
 
 
 
Fomento adjudica el mayor plan de autopistas por más de 1.700 
millones. El País. 23/01/04 
El PSOE denuncia "anomalías" en la decisión de Álvarez Cascos 
 
C. GALINDO - Madrid 
EL PAIS | Economía - 23-01-2004 
El Ministerio de Fomento adjudicó ayer, en una de las últimas decisiones bajo el 
mandato de Francisco Álvarez-Cascos, el mayor plan de autopistas licitado en España 
en un solo paquete. Los consorcios integrados por los grupos de construcción Ferrovial, 
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FCC, ACS y Corsán-Corviam se repartirán cuatro tramos que incluyen 514 kilómetros, 
de ellos cerca de 300 de peaje, con un presupuesto inicial conjunto superior a 1.700 
millones de euros, según fuentes cercanas al concurso. El PSOE denunció ayer 
"anomalías" por parte del departamento en el proceso de licitación de estas autopistas.  
 
En una rapidez no muy habitual en este tipo de macroconcursos de infraestructuras, 
Fomento decidió los ganadores de cuatro de los cinco tramos de autopistas de peaje que 
salieron a concurso en agosto pasado, por los que las grandes constructoras han librado 
una dura batalla. Finalmente, el consorcio liderado por FCC se ha adjudicado la 
concesión que cuenta con un mayor presupuesto inicial (531 millones de euros): el 
tramo Cartagena-Vera (Almería), que incluye la construcción, conservación y 
explotación de 114 kilómetros, de los cuales 97 serán de peaje. 
 
La nueva circunvalación de Alicante ha caído en manos de ACS, el grupo presidido por 
Florentino Pérez (presidente del Real Madrid), que acaba de fusionarse con Dragados. 
Se trata de 28,5 kilómetros de peaje y otros 114 kilómetros gratuitos, con un 
presupuesto inicial de 383 millones de euros. Ferrovial se ha adjudicado el tramo que 
unirá Ocaña (Toledo) y La Roda (Albacete), que salió a concurso por 418 millones. En 
total son 177 kilómetros (de ellos, 118 de peaje). Por último, el consorcio integrado por 
las constructoras Corsán-Corviam y Comsa se ha adjudicado el tramo Madrid-Toledo, 
que suma 81 kilómetros (60 de peaje) y salió a concurso por 373 millones. 
 
Sólo queda pendiente el futuro del tramo Parbayón-Zurita, en Cantabria, que ha 
quedado desierto. Lo más probable es que Fomento inicie una negociación con todos los 
consorcios en liza para resolver la adjudicación. Una de las favoritas, Sacyr, ha quedado 
fuera del reparto, aunque en tres de las licitaciones sus ofertas iniciales eran las más 
baratas. Acciona también se ha quedado descolgada. 
 
Este proceso de adjudicación recibió ayer duras críticas por parte del portavoz del PSOE 
en la Comisión de Infraestructuras del Congreso, José Segura. El diputado denunció 
"anomalías" y las "prisas" de Fomento por resolver estos concursos, con las elecciones a 
la vuelta de la esquina. Segura, que dio una conferencia de prensa antes de que la mesa 
de contratación decidiera sobre las concesiones, pidió a Fomento que dejara la 
adjudicación para el próximo Gobierno y recordó que desde que gobierna el PP se han 
construido más de 1.000 kilómetros de autopistas de peaje. 
 
 
 
Fomento adjudica cuatro autopistas por 300 millones más de lo 
previsto. El País. 23/01/04 
C. G. - Madrid 
EL PAIS | Economía  
 
El presupuesto definitivo de las cuatro autopistas adjudicadas el jueves pasado por el 
Ministerio de Fomento, que suman cerca de 300 kilómetros de peaje, asciende a un total 
de 2.014 millones de euros, un 18% más de los 1.705,8 millones previstos cuando 
salieron a concurso en agosto pasado. 
 
   236
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
El departamento que dirige Francisco Álvarez-Cascos hizo públicos ayer los importes 
de las cuatro ofertas ganadoras del plan de autopistas, el mayor licitado en España en un 
solo paquete. La autopista que unirá Ocaña (Toledo) y La Roda (Albacete), que incluye 
118 kilómetros de peaje, cuenta con un presupuesto de 525 millones (frente a los 418 
millones iniciales), y ha sido adjudicada al consorcio liderado por el grupo de 
construcción y servicios Ferrovial. 
 
El consorcio formado por ACS, Aumar y Caja Madrid ha ganado la concesión de la 
nueva circunvalación de Alicante (28,5 kilómetros de peaje) por 445 millones (frente a 
los 383 millones presupuestados inicialmente). Además, Fomento ha adjudicado la 
autopista Madrid-Toledo (60 kilómetros de peaje) por 406 millones (frente a los 373 
millones previstos en agosto). El consorcio ganador es el formado por un grupo de 
constructoras no cotizadas (Consán-Corviam, Comsa, Sando y Azvi) y el Banco 
Espirito Santo. 
 
Por último, la autopista que conectará Cartagena (Murcia) y Vera (Almería), con 97,7 
kilómetros de peaje, ha caído en manos del consorcio integrado por la constructora 
FCC, Plóder, Autopistas del Sureste, Iniciativas de Infraestructuras y Servicios, Caja de 
Ahorros del Mediterráneo, Cajamar y Unicaja. El presupuesto definitivo es de 637,132 
millones, frente a los 531 millones con los que salió a concurso. 
 
 
 
 
El presidente Aznar inaugura dos autopistas de. El País. 17/02/04 
Abiertas dos radiales de peaje y otra parte de la M-50 La R-3 y R-5 reciben fuertes 
críticas de oposición, ecologistas y vecinos afectados por el trazado 
J. A. AUNIÓN - Madrid 
 
El presidente del Gobierno, José María Aznar, inauguró ayer las autopistas de peaje R-3 
-paralela a la carretera de Valencia-, la R-5 -paralela a la carretera de Extremadura-, y 
un nuevo tramo de la vía de circunvalación M-50 (éste gratuito). Según PSOE e IU, con 
estas vías de peaje se "está cobrando a los madrileños por ir al trabajo". Ecologistas y 
sindicatos añaden que tampoco servirán para descongestionar el tráfico. Dos años de 
retraso en el caso de la R-3 y la R-5, cuatro operarios muertos en accidente de trabajo en 
la R-5 y un túnel derrumbado durante la construcción de la M-50 son el equipaje con el 
que parten las nuevas autopistas. En total, el coste de las dos radiales y del nuevo tramo 
de la M-50 ha sido de 852 millones de euros. Aznar inauguró ayer las dos nuevas 
autopistas de peaje R-3 y R-5 ( 61,4 kilómetros en total), en medio de un aluvión de 
críticas de la oposición, los ecologistas y los vecinos de los barrios que se han visto 
afectados negativamente por el trazado de las autopistas. 
 
La R-3 une Arganda del Rey con la carretera de circunvalación M-40. La R-5 une el 
municipio de Navalcarnero también con la M-40. Con ambas, según el Ministerio de 
Fomento, se pretende descongestionar las carreteras A -3 y A -5, absorbiendo el 35% de 
los 122.500 y 75.000 vehículos, respectivamente, que circulan diariamente en hora 
punta por estas carreteras. Previo pago, por supuesto. A los conductores les costará el 
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recorrido completo, en hora punta, 2,85 euros (en el caso de la R-3), y tres euros, en el 
caso de la R-5. 
 
Aznar auguró que el Plan de Infraestructuras marcará "un antes y un después" en 
España, que lo convertirá en "un país muchísimo más moderno, competitivo y abierto", 
y destacó que los proyectos que contempla no son de los que "se pintan en un papel y, 
por falta de recursos, no se llevan adelante, sino que se hacen realidad". 
 
El ministro de Fomento, Francisco Álvarez-Cascos, insistió en la importancia de la 
"cooperación de la iniciativa privada para resolver los problemas de transporte y de 
comunicaciones de los ciudadanos", precisando que ésta cubre el 20% de los objetivos 
financieros del Plan de Infraestructuras" 2000-2007. 
 
La R-3 y la R-5 han sido abiertas con dos años de retraso, debido a varios cambios en el 
recorrido para proteger el medio ambiente. Pero éste no es el mayor problema: el 
distrito de Vicálvaro se ha quedado prácticamente incomunicado. La autopista de peaje 
ha cortado la avenida de Daroca, inaugurada hace apenas cuatro años, que comunicaba 
el barrio con la N-100 (prolongación de O'Donnell). En este distrito viven 57.000 
vecinos, que se convertirán en los próximos años en casi 200.000 con la ocupación de 
los nuevos desarrollos urbanísticos. 
 
La autopista R-5 ha dejado cuatro muertos en su camino. El pasado 9 de diciembre 
fallecieron cuatro operarios que trabajaban en estas obras cuando la furgoneta en la que 
se desplazaban chocó contra uno de los brazos de una máquina de asfaltar. Por último, 
un falso túnel de la M-50 se derrumbó el pasado mes de septiembre. La reconstrucción 
del mismo aún está en proceso. La circulación por este tramo de la vía, a su paso por 
Boadilla del Monte, se realiza solamente por una de los dos calzadas, habilitada con dos 
carriles para cada sentido. 
 
Aznar estuvo acompañado por el ministro Álvarez-Cascos; el delegado de Gobierno en 
Madrid, Francisco Javier Ansuátegui; la presidenta del Gobierno regional, Esperanza 
Aguirre, y el alcalde de Madrid, Alberto Ruiz-Gallardón. También formaban parte del 
séquito una decena de alcaldes del PP por cuyos municipios transcurren las nuevas vías. 
No asistieron, por el contrario, los alcaldes del PSOE, que han criticado muy duramente 
los proyectos de la R-3 y la R-5. Estas autopistas "gravarán a los ciudadanos del sur en 
sus desplazamientos para ir al trabajo", señaló Pedro Castro, alcalde socialista de 
Getafe. Los regidores de Alcorcón, Fuenlabrada, Leganés, Parla, Chinchón, El Álamo, 
Mejorada del Campo, Morata de Tajuña y Velilla de San Antonio, también del PSOE, 
se sumaron a las palabras de Castro y se quejaron, además, de que estas construcciones 
han sido realizadas "de espaldas a los ayuntamientos afectados, mediante el método de 
permanente imposición", según afirmaron en un comunicado. 
 
Otra de las críticas que han recibido las dos nuevas vías es "que no resuelven el 
problema del atasco, simplemente los derivan unos cuantos kilómetros hasta la M-40", 
según afirmó el portavoz socialista en la Asamblea de Madrid, Rafael Simancas. El 
portavoz socialista calificó, asimismo, la inauguración de ayer de electoralista y señaló 
que "el PP ya no sabe qué hacer para arañar votos", en referencia a la inauguración la 
semana pasada de la nueva terminal del aeropuerto de Barajas, que, según recordó 
Simancas, "no empezará a funcionar hasta dentro de un año". 
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Inés Sabanés, portavoz de IU en el Ayuntamiento de Madrid, coincidió con Ecologistas 
en Acción en la "inutilidad" de estas nuevas autopistas. Los ecologistas afirman en un 
comunicado que sólo traerán "contaminación, ruido, crecimiento disperso de la ciudad, 
ocupación del territorio y fragmentación de los hábitats". Sabanés, por su parte, criticó 
que se vuelva a incentivar "el uso del vehículo privado" frente al transporte público. 
 
Las obras han sido realizadas por la empresa concesionaria Accesos a Madrid CESA 
(formada por varias firmas constructoras, La Empresa Nacional de Autopistas y 
Cajamadrid), que ha tenido que construir, gratis, el tramo oeste de la autopista de 
circunvalación M-50 (12,8 kilómetros). Con la entrada en servicio de este tramo (entre 
Majadahonda y Móstoles), hay ya en funcionamiento 29,3 kilómetros de la M-50, lo 
que permite ir de Fuenlabrada a Las Rozas. 
 
La gestora de las radiales espera absorber uno de cada tres coches que usan la A-3 y la 
A-5. Las dos vías cuentan con el mismo sistema de pago que colapsó la R-2 tras su 
inauguración 
J. A. A. - Madrid 
 
La empresa que explotará las dos nuevas autopistas radiales de peaje, R-3 y R-5, 
durante los próximos 50 años prevé que unos 69.125 vehículos las recorran cada día en 
hora punta. Esto es, el 35% de los casi 200.000 coches que circulan diariamente por dos 
de los accesos más saturados de Madrid: la carretera de Extremadura y la de Valencia. 
En hora punta, cada turismo tendrá que pagar 2,85 euros por utilizar los 33,9 kilómetros 
de la R-3, y tres euros por los 27,5 kilómetros de la R-5. Ambas cuentan con el sistema 
de telepago Vía-T, que ha causado problemas de colapso en la R-2. Desde ayer, los 
122.500 conductores que cada día entran en Madrid por la carretera de Valencia (A-3) 
en hora punta pueden ahorrarse 45 minutos de atascos y dos euros de gasolina, según 
los cálculos del Ministerio de Fomento. La fórmula: tomar la autopista de peaje R-3 en 
Arganda del Rey y recorrer sus 33,9 kilómetros hasta el acceso a la carretera de 
circunvalación M-40, pasado el municipio de Coslada. El inconveniente: tendrán que 
pagar 2,85 euros (si son turismos). En hora valle, la tarifa será 20 céntimos más barata. 
La misma opción tienen los 75.000 viajeros que habitualmente entran a la capital por la 
carretera de Extremadura (A -5). En este caso serían 27,5 kilómetros de peaje entre 
Navalcarnero y la M-40 a su paso por Villaverde. 
 
Los usuarios podrán pagar con el sistema Vía-T, que permite pagar sin detener el 
vehículo en las cabinas de peaje, mediante un aparato instalado en el salpicadero del 
coche. Este aparato cuesta 30 euros. A quienes decidan usar el sistema se les harán 
descuentos si circulan frecuentemente por estas vías de peaje. La empresa concesionaria 
no ha especificado a cuánto ascienden esos descuentos: se limita a señalar que "cuanto 
más se tome esa carretera, menos se paga". 
 
El sistema Vía-T creó gran confusión y enormes atascos cuando la R-2 (autopista de 
peaje entre Madrid y Guadalajara) fue inaugurada el pasado septiembre. Los 
conductores, despistados con el nuevo sistema, pasaban por los puestos de pago de Vía-
T sin el aparato correspondiente. Esto colapsó las entradas. La empresa CESA, 
concesionaria de la R-3 y la R-5, asegura que ha hecho todas las pruebas posibles para 
que los problemas no se repitan. Sin embargo, la única medida concreta que ha tomado 
ha sido hacer más grandes la zonas de puestos de pago. La R-3 tiene cuatro zonas de 
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peaje: dos en los enlaces con la M-45 y Arganda del Rey y otras dos en los ramales de 
la M-45. La R-5 cuenta con tres: dos en el enlace con Arroyomolinos y otra en el ramal 
de acceso a dicho enlace. Ambas autopistas tendrán, además, sus respectivas áreas de 
servicio: el área de Tambora estará en el kilómetro 19,500 de la R-3, y las áreas de 
Polvoranca y Los Vegones, en los kilómetros 5,400 y 24,500, respectivamente, de la R-
5. 
 
Las dos radiales de peaje inauguradas ayer tienen 17 enlaces con carreteras autonómicas 
y nacionales, lo que permite acceder a ellas o salir desde ellas a las principales 
poblaciones. 
 
Ambas presentan, según Fomento, los sistemas de seguridad vial y de señalización más 
avanzados. La empresa CESA -formada por varias empresas constructoras, la Empresa 
Nacional de Autopistas y Caja Madrid- conservará y explotará las dos nuevas autopistas 
durante los próximos 50 años. 
 
El PSOE vaticina que las constructoras sufrirán un "fracaso económico" 
J. A. A. - Madrid 
 
El portavoz socialista de Infraestructuras y Transportes en la Asamblea de Madrid, José 
Quintana, aseguró ayer que las nuevas autopistas R-3 y R-5 serán "un rotundo fracaso 
económico" para las constructoras. La R-2 (carretera de peaje Madrid-Guadalajara, 
abierta el pasado septiembre) ha perdido 99.200 euros diarios en sus tres primeros 
meses de funcionamiento, según cálculos socialistas. El motivo es que por ella transita 
sólo una media diaria de 4.310 vehículos, cuando la previsión era de 41.335. 
 
Trasladando estas cifras a las dos nuevas autopistas de peaje, Quintana augura unos 
293.000 euros diarios de pérdidas entre la R-3 y la R-5. El diputado socialista teme que 
las empresas concesionarias tengan "la expectativa de revender estas carreteras al 
Estado en los próximos años, una vez que dichas empresas terminen de hacer las 
operaciones urbanísticas que se producen en el suelo vacante que circunda las radiales". 
 
Las dos nuevas autopistas han sido construidas y van a ser gestionadas durante los 
próximos 50 años por la empresa Accesos de Madrid, formada por La Empresa 
Nacional de Autopistas, Cajamadrid y varias empresas constructoras (FCC, Inversora de 
Infraestructuras, Obrascón Huarte Laín y Sacyr). 
 
El ministro de Fomento, Francisco Álvarez-Cascos, defendió ayer, por el contrario, la 
importancia de la iniciativa privada en este tipo de proyectos. Agradeció "el valor" de 
estas empresas que arriesgan su dinero en la construcción de carreteras. 
 
Durante la inauguración de las dos nuevas autopistas, el ministro recordó que el plan de 
radiales de Madrid (R-2, R-3, R-5 y la futura R-4) supone la construcción de 282 
kilómetros de autopistas. De éstos, 183 serán de peaje y 99, libres del mismo. Todo ello 
les costará a las empresas adjudicatarias 2.195 millones de euros aportados por la 
iniciativa privada. La radiales R-3 y R-5, por otro lado, causarán "graves perjuicios 
económicos a las empresas de la zona sur de Madrid", según declaró ayer el alcalde de 
Getafe, Pedro Castro (PSOE). "No se trata de una pelea política, sino de que los vecinos 
del sur no estén discriminados respecto a los del norte", ya que las empresas que 
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decidan instalarse en el sur "se verán afectadas, al ver incrementado su proceso 
productivo por la utilización de esas carreteras de pago", explicó. En el caso de 
Fuenlabrada, "se ha dejado aislado el polígono Callfersa, perjudicando los accesos a los 
industriales y a los trabajadores, así como al desarrollo del propio polígono", se quejó el 
alcalde, Manuel Robles (PSOE). 
 
 
 
 
El metro a la nueva terminal de Barajas lo explotará una concesión. El 
País. 28/02/04 
MABEL GALAZ - Madrid 
 
La Consejería de Transporte e Infraestructuras es una de las que concentra más volumen 
de inversión en los presupuestos del Gobierno regional. Francisco Granados 
(Valdemoro, 1964) su responsable tiene por delante, entre otras tareas, construir los 73 
kilómetros de metro que la presidenta de la Comunidad prometió durante la campaña 
electoral. 
 
Pregunta. Ustedes llevan 100 días en el Gobierno y ya les reclaman metro hasta la 
segunda terminal de Barajas, algo que ustedes no tenían previsto. 
Respuesta. Efectivamente, no estaba en nuestro programa electoral. Entendemos que 
una línea que trata de llevar el metro a una terminal de un aeropuerto no es una obra 
social y, por tanto, intentaremos que no le repercuta a los madrileños vía impuestos. 
Hay dos posibilidades: que AENA [Aero-puertos Españoles y Navegación Aérea] nos lo 
pague o que busquemos una fórmula de financiación, que podría ser la concesión [a una 
empresa privada]. Si quien va a utilizar ese metro es alguien que viaja a Tokio o a dónde 
sea, está justificado que pague algo más del billete normal. No existe ningún metro en el 
mundo en el que, por un euro, el metro te lleve al aeropuerto. El que vaya a Barajas 
pueblo es lógico que pague el billete normal, pero el que lo utilice para ir a una terminal 
tendrá que pagar un poco más. Ahí es donde entra la posibilidad de que se produzca una 
concesión y, por tanto, el billete sea un poco más caro. 
P. ¿Para cuándo podría estar lista esta ampliación del metro a Barajas? 
R. El proyecto está redactado. Es una obra de dos años y medio. Si las fórmulas de 
financiación que estamos estudiando nos encajan, podemos empezar este mismo año, 
por lo que el metro estaría listo cuando sea inaugurada la nueva terminal en 2005. 
P. ¿Estas fórmulas de concesión se aplicarán a otros tramos de la red de metro? 
R. Tenemos la obligación de dar el mejor servicio al menor coste posible para los 
madrileños. Eso significa que, debido a los muchos compromisos presupuestarios, 
tendremos que utilizar cualquier fórmula de financiación: desde la utilización de fondos 
públicos vía Mintra; las aportaciones de las administraciones públicas y el billete; o la 
tercera, que es la concesión administrativa [a una empresa priva-da]. Vamos a usar las 
tres fórmulas. Hasta ahora, la fórmula de la concesión sólo se ha utilizado de una forma 
un poco especial en el caso del metro de Arganda. 
P. ¿Cuándo empezarán a construir los 73 kilómetros de metro a los que se han 
comprometido? 
R. El primer metro que vamos a construir es el de Vallecas. Las obras pueden empezar 
en el plazo de tres meses y el resto en septiembre. Ese mes estarán todas las líneas en 
marcha. 
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P. ¿Cuánto va a costar la ampliació n de la red? 
R. Se va a invertir en metro en la legislatura 3.700 millones de euros, incluyendo el 
material móvil. Una parte se financiará vía presupuestos y con los billetes, y otra a 
través de concesión. El transporte es un servicio público que se puede financiar con 
capital privado. Hay empresas -las propias constructoras y las filiales de las 
constructoras- que se dedican a prestar otros servicios. Hay experiencias en el metro de 
Sevilla, que está por concesión, y en el tranvía de Barcelona. Hay casos de todo tipo de 
explotación por empresas privadas. 
P. ¿Eso implica una subida de las tarifas? 
R. Las tarifas las hemos congelado. La idea es cargar al billete lo menos posible, pero es 
evidente que mientras avancen las infraestructuras en la Comunidad de Madrid una 
parte habrá que repercutírselo al usuario. Habrá un aumento razonable de las tarifas. 
Nada espectacular, sino de una manera razonable. Además, siempre teniendo en cuenta 
que las tarifas del transporte en Madrid son baratas. 
P. ¿Seguirá usted la misma línea del anterior presidente del Gobierno regional, Alberto 
Ruiz-Gallardón? 
R. El metro es lo más rápido y, desde el punto de vista medio ambiental, es el mejor 
transporte. Tiene el problema de la falta de flexibilidad, porque no se puede poner una 
estación cada 100 metros, como el autobús o el transporte de superficie, pero es el 
método más rápido y más limpio. 
P. ¿Habrá servicio de metro día y noche los fines de semana? 
R. Es un compromiso de la legislatura de la presidenta y estamos trabajando en ello a 
marchas forzadas. Es una buena idea para evitar accidentes y los problemas que toda la 
gente sufre cuando se sale de ocio. En estos días las diferentes áreas de metro está 
ultimando los estudios, las implicaciones que tiene desde el punto de vista de 
mantenimiento, de personal... En cuanto tengamos el informe, hablaremos con los 
sindicatos para negociar las necesidades de personal. Pretendemos ponerlo en marcha 
este año. 
P. La financiación de la construcción de la estación de Alonso Martínez es otro tema 
pendiente. Ruiz-Gallardón llegó a un acuerdo verbal con el ministro de Fomento, 
Francisco Álvarez- Cascos, para que la Comunidad abonase el 30% del coste de esta 
estación (60 millones). 
R. Estamos de acuerdo en que la estación se va a hacer. Tenemos que participar en la 
financiación de la obra de alguna manera. En lo que no estamos de acuerdo es en el 
porcentaje que tenemos que poner cada uno [el ministerio y la Comunidad]. Pero 
creemos que una vez que Fomento hace una inversión tan importante en ese túnel, 
nuestro punto de partida es que el ministerio debería de pagar la totalidad de la obra. Si 
se quiere hacer un túnel hay que hacer estaciones. Estamos abiertos a negociar. Lo que 
es evidente también es que si nosotros hacemos un esfuerzo en Barajas, lo normal es 
que Fomento haga un esfuerzo en Alonso Martínez y que lo pague.  
P. Las competencias sobre el metro fueron el primer pulso entre Esperanza Aguirre y 
Alberto Ruiz-Gallardón.  
R. Preveo que las relaciones serán lo pacíficas que hasta ahora han sido. Siempre entre 
dos administraciones se producen puntos de fricción en el afán de todos de dar un 
servicio público. Nosotros siempre hemos partido desde que durante ocho años en el 
metro se han hecho muchas cosas y se ha funcionado bien. No entendemos por qué la 
relación de fuerzas tiene que cambiar cuando el transporte es uno de los grandes aciertos 
de Ruiz-Gallardón durante estos años. Las fricciones han ido a menos conforme al 
darnos cuenta de que debemos entendernos. 
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P. Se dice que ha habido un pacto entre Aguirre y Gallardón: el Ayuntamiento de 
Madrid obtiene la exención de declaración de impacto ambiental para hacer las obras de 
la M-30, a cambio de que no haya fricciones entre ambas administraciones en la gestión 
de Metro. 
R. No es verdad. La declaración de impacto ambiental de la M-30 es algo más serio. No 
es mi consejería y por tanto no me voy a pronunciar, pero lo que sí sé es que en el 
ánimo del Gobierno está dar todas las facilidades que permita la ley para que esa obra 
de la M-30 se ponga en marcha lo antes posible. Y, lógicamente desde el punto de vista 
medioambiental hay que tomar todas las precauciones posibles. Nunca he visto en el 
ánimo de la presidenta ni en el Gobierno el dificultar esa obra. En Metro tenemos sitio 
la dos administraciones. 
P. Las carreteras radiales están siendo objeto de gran polémica por su diseño y utilidad. 
R. Las dos radiales que se acaban de inaugurar, la R-3 y la R-5, aunque no son de 
nuestra competencia sabemos que están funcionando muy bien. Es poco tiempo el que 
llevan en funcionamiento pero en los primeros días están yendo mejor de lo que se 
esperaba. Además la ventaja es que hemos mejorado el tráfico al sacar coches de las 
carreteras normales. Gracias a esas radiales el Ministerio de Fomento ha construido la 
M-50 sin ningún gasto para el erario público. Hay algunos problemas, claro, lógico 
cuando se meten carreteras en una región tan colmatada. Eso es lo que ha pasado con 
los vecinos de Vicálvaro. Creo que tienen razón, que se les ha cortado una vía de acceso 
directo. Sé que se está buscando una solución porque he estado reunido con el secretario 
de Estado de Fomento. Este problema y otro que hay en Fuenlabrada con la R-5 se van 
a solucionar. Pero no podemos permitir que estos hechos puntuales echen por tierra las 
radiales. 
P. Los accesos y salidas de Madrid, a pesar de todo, son fuentes de atascos en las horas 
punta. 
R. Madrid es una de las capitales europeas que menos problemas de tráfico tiene. No es 
comparable con París o Londres. No hay soluciones milagrosas cuando el parque 
automovilístico está aumentando como ahora, hay paliativos y lo mejor es el transporte 
publico. Hay que llevar el transporte público a los nuevos barrios y a Boadilla. Pero eso 
no va a acabar con los atascos. Un impuesto como en Londres tampoco creemos que sea 
la solución. 
P. Madrid 2012 está a punto de examinarse ante el Comité Olímpico Internacional 
(COI). El transporte y las infraestructuras serán objeto de un minucioso examen. 
R . En el campo del transporte público no hay punto de comparación entre Madrid con 
Londres y París. La calidad de transporte público que tenemos no es comparable ni por 
flexibilidad ni por calidad. Habrá cosas que resolver, pero mucho de lo que se ha hecho 
durante estos años nos sirve como escaparate. El metro oeste va a llegar a Coslada y a 
San Fernando, pero también a la villa olímpica. Hace unas semanas tuvimos una 
reunión con Renfe para hablar de las infraestructuras de cercanías y una línea prioritaria 
es la Madrid-Aranjuez. Renfe podría tener hecho en dos años la línea hasta Pinto y 
luego seguir hasta Aranjuez de tal manera que estaría construido todo el tramo esta 
legislatura. En Aranjuez se van a disputar las pruebas de remo y piragüismo. Estamos 
tan implicados como el Ayuntamiento en el proyecto olímpico y vamos a colaborar en 
todo lo que sea necesario. 
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Ferrovial cierra el año como la compañía más internacional, la 
constructora facturó 1.988 millones en el extranjero. La Gaceta de los 
Negocios. 06/03/04 
 
Alfonso Pérez. Madrid. 
En los últimos años las seis grandes constructoras españolas han hecho un gran esfuerzo 
para aumentar su presencia internacional. En esta línea el pasado ejercicio no fue una 
excepción y ACS, Ferrovial, FCC, Acciona, Sacyr y OHL aumentaron su negocio más 
allá de nuestras fronteras. 
 
Pero quien se lleva la palma con creces es la constructora de la Familia del Pino, que en 
2003 facturó en el exterior 1.988 millones de los 6.026 millones que ingresó la empresa. 
De este modo, el peso internacional del grupo asciende al 33%, frente al 29% que 
representó en 2002. Pero todavía mayor es el peso en el ebit, donde el negocio 
internacional representa el 42%. Estas cifras le colocan como la constructora española 
más internacional, superando con creces los ingresos que sus rivales registran en el 
extranjero. Tras Ferrovial se sitúan ACS-Dragados, con una facturación exterior de 
1.200 millones de euros, y Sacyr Vallehermoso, que de la mano de la portuguesa 
Somague, también supera los 1.000 millones. Más por detrás se sitúa Acciona y FCC, 
con 670 y 638 millones, respectivamente. Caso distinto es el de OHL, que, aunque sólo 
factura 422 millones fuera de España, esa cifra supone el 20% de la cifra total del grupo. 
 
En los últimos años, Ferrovial ha registrado importantes avances en su proceso de 
internacionalización. En 1997, sólo el 5% de las ventas de la compañía se generaban en 
el extranjero y, en la actualidad, los ingresos ligados a negocios en el exterior 
representan un 33% del total. Y una vez se integre la totalidad de Amey en las cuentas 
Ferrovial en 2004, la constructora prevé que las ventas en el exterior representen un 
40% del total. No en vano, la compra de la compañía británico constituye un gran 
impulso a este proceso de diversificación geográfica, pues ya el pasado año el Reino 
Unido representó el 14% de las ventas, seguido de Polonia (8%), el 4% de Canadá o el 
2% de Chile. Sólo en los siete meses que consolidó en las cuentas de Ferrovial, Amey 
aportó unos ingresos de 800,4 millones de euros y una cartera de servicios por valor de 
2.780 millones. Mientras, la filial polaca Budimex —que generó unas ventas de 478,3 
millones— se ha convertido en una de las principales apuestas del grupo con vistas a la 
integración de Polonia en la Unión Europea, con la consiguiente llegada de fondos 
estructurales para la puesta en marcha de infraestructuras. 
 
Concesiones 
El crecimiento de Ferrovial en el extranjero también se basó en la buena evolución de la 
autopista canadiense 407 ETR, que representó el 21% del resultado de explotación del 
grupo, gracias al aumento del tráfico hasta los 258.832 usuarios diarios. Por su parte, el 
Aeropuerto de Sidney —en el que incrementó su participación el pasado año— recibió 
24,5 millones de pasajeros mientras que los ingleses de Bristol y Belsfast recibieron 3,8 
millones (un 13,8% más) y 1,2 millones (3,5% más), respectivamente. 
 
Las inversiones han sido, principalmente, el instrumento que Ferrovial ha utilizado para 
entrar en nuevos mercados internacionales, entre cuyos casos más significativos se 
encuentran la compra de Amey, de Budimex o del aeropuerto de Sidney. "La estrategia 
de Ferrovial en los mercados internacionales está dirigida principalmente al crecimiento 
en países OCDE, acompañando en su expansión al negocio de concesiones de 
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infraestructuras, o a través de la adquisición de empresas bien posicionadas en mercados 
con potencial de crecimiento", subrayan fuentes de la empresa. Éste es el caso de los 
citados mercados o de los negocios en Latinoamérica, principalmente en Chile, donde la 
constructora explota cuatro autopistas de peaje y el aeropuerto de Antofagasta. En 
México, por su parte, la compañía presidida por Rafael del Pino gestiona los nueve 
aeropuertos del Sureste, entre ellos, el de Cancún. 
 
OHL 
Otra que apostó fuerte el pasado año por el mercado internacional fue OHL, que duplicó 
su facturación en el extranjero hasta los 422,3 millones, el 20% del total. La compañía 
de Villar Mir también aumentó la cartera con 891 millones de euros, un 149% más. 
Turquía y México, con un 30 y un 26%, respectivamente, representaron la mayor parte 
de esta cartera, seguida de Chile y la República Checa, donde es dueña del 74% de la 
constructora ZPSV. 
 
Quien por ahora no tiene intención de entrar en los países del Este es Sacyr-
Vallehermoso, por lo menos, "hasta que no lo hagan los bancos españoles", según 
palabras de su consejero delegado, Luis del Rivero. Su apuesta pasa por Portugal, a 
través de Somague, que facturó el pasado año 877 millones. En el otro lado se situó 
FCC cuyo negocio internacional cayó en 2003 un 16%, hasta los 637,5 millones. 
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Una nueva forma de hacer infraestructuras, F. Gutiérrez de Vera. 
Expansión. 18/03/04 
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El PSOE planea aplazar y reformar la liberalización ferroviaria. 5 
Días. 29/03/04 
 
Jorge Chamizo / Antonio Ruiz del Árbol  
Por ejemplo, se estudia la posible creación de un holding del que dependan los dos 
nuevos entes que nacen: Renfe Operadora y Adif. 
 
Los técnicos del nuevo partido gobernante consideran inviable separar con garantías de 
eficacia las infraestructuras ferroviarias respecto de la operación del servicio en el mes y 
medio que queda para alcanzar la fecha de salida de la liberalización fijada por la Ley 
Cascos 
. 
La falta de tiempo material para completar y ratificar en las Cortes el marco jurídico que 
requiere el proceso, más aún tras el cambio de Gobierno, y las dudas sobre la viabilidad 
del nuevo modelo, sobre todo a la hora de garantizar la explotación y la seguridad 
ferroviaria, son los dos elementos clave que, a juicio del partido que dirige Rodríguez 
Zapatero, deben propiciar la moratoria de siete meses, según distintas fuentes solventes 
cercanas al partido. 
 
La entrada en vigor de la segregación de Renfe y la fusión de sus divisiones de 
infraestructura con el GIF el 18 de mayo ya se había puesto en cuestión antes de que se 
produjera el cambio de mayoría parlamentaria por los propios técnicos del Ministerio de 
Fomento. Ahora, tras la victoria del PSOE, los gestores de Renfe en funciones y los 
expertos de la dirección socialista están ya persuadidos de que el retraso es inevitable. 
 
Los cuerpos normativos vinculados a la ley que todavía están pendientes de aprobación 
son el reglamento de la ley, los estatutos del Adif y de Renfe Operadora y la orden 
ministerial por el que se aprueban los cánones de circulación. 
 
Las fuentes consultadas señalan que si el retaso de la entrada en vigor de la ley fuera a 
ser de unas semanas, la situación de ilegalidad provisional podría ser soportable. Sin 
embargo, se estima que el aplazamiento de la entrada en vigor se alargará varios meses, 
lo que obliga a formalizar el retraso por medio de un decreto ley, que extienda la vacatio 
legis de seis meses prevista en la Ley Ferroviaria aprobada en noviembre. 
 
Aunque existen distintas opiniones sobre el tratamiento de la situación dentro del PSOE, 
el nuevo partido del Gobierno comparte las líneas básicas del esquema liberalizador 
diseñado por el PP. 
 
Sin embargo, existen diferencias sustanciales sobre el esquema y las garantías para 
abordar el proceso. Además, existen tres recursos de inconstitucionalidad sobre la ley 
presentados por comunidades autónomas de Ejecutivos socialistas, entre ellas Cataluña 
y Castilla-La Mancha. 
 
Su reclamación se refiere a las competencias de regulación y operación en su territorio. 
El futuro nuevo Gobierno tratará de que se retiren esos recursos modificando la ley. 
Para hacer los retoques de forma se utilizará el trámite de aprobación del reglamento de 
la Ley Ferroviaria, de los Estatutos del Adif y de Renfe Operadora y de la orden 
ministerial sobre los cánones. 
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Para abordar las reformas de fondo se ha previsto utilizar la Ley de Acompañamiento de 
los Presupuestos de 2005. Reformas para una ley recién estrenada. Las reformas a la ley 
que en el PSOE se considera imprescindible introducir son de distinto ámbito. Abarcan 
desde aspectos económicos a operativos y legales. 
 
1. El modelo económico: especialmente sensible es el tema del saneamiento de la deuda 
de Renfe, que supera los 7.000 millones, y su asignación, aspectos que todavía no había 
definido el anterior Gobierno. El PSOE en la oposición se mostró muy critico con el 
planteamiento del PP de no dar una solución clara al tema de la deuda histórica de 
Renfe. Tampoco se ha definido la fórmula para financiar las millonarias compras de 
trenes de las últimas semanas y su impacto en la viabilidad de la operadora. 
 
2. Mejora de la función reguladora por parte del Adif y de los futuros órganos de 
supervisión adscritos al ministerio. También se quiere reformar la función de inspección 
sobre los operadores, tanto Renfe como las empresas entrantes. 
 
3. Posible creación de un holding del que dependerían las dos empresas que resultarán 
del proceso establecido por la ley: el Adif y Renfe Operadora. En el PSOE hay quien 
piensa que es necesario adoptar esta fórmula al menos durante un periodo de cinco o 
seis años, hasta que sea realmente posible el nacimiento de empresas ferroviarias 
privadas que puedan competir con Renfe. Otros socialistas, por el contrario, entienden 
que el proceso de segregación está ya muy avanzado y que sería poco aconsejable dar 
marcha atrás. 
 
 
 
 
El sector de la construcción aportó un 17,7% al PIB en 2003. El 
Mundo. 30/03/04 
 
El Mundo. Economía. 30 de Marzo de 2004 
El sector de la construcción generó una producción de 131.300 millones de euros en 
2003, lo que supone un incremento del 3,9% respecto al año anterior y elevar en un 
punto porcentual su aportación al Producto Interior Bruto (PIB) hasta alcanzar el 17,7% 
del total de la riqueza nacional, desde el 16,7% que representó en 2002. 
 
Esta actividad continuó así siendo la más dinámica de la economía española en 2003, a 
pesar de crecer un punto menos respecto al aumento de 4,6% alcanzado en 2002. En el 
conjunto de la última década el sector de la construcción ha creció un 53%, 20 puntos 
por encima de la evolución del 33,4% registrada por el PIB, informó el nuevo 
presidente de la patronal de grandes constructoras Seopán, Enrique Aldama. 
 
Casi dos millones de trabajadores 
En la actualidad el sector empleada a casi dos millones de trabajadores, el 11,9% de la 
población activa, tras crear 85.000 nuevos empleos en 2003, y continúa constituyendo el 
quinto mercado constructor de la UE, por detrás de Alemania, Francia, Reino Unido e 
Italia. 
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El sector privado generó el 78% de la demanda de la actividad constructora en 2003, 
tras crecer un 3% sobre 2002, mientras que la Administración Pública fue responsable 
del 22% restante, un 7% más. 
 
En 2003, el conjunto de administraciones del Estado licitaron proyectos de obras 
públicas por un importe total de 26.807 millones de euros, un 2,2% más que en el 
ejercicio precedente. 
 
El total de adjudicaciones de obra pública del pasado año alcanzó los 35.596 millones 
de euros, de los que el 68% (24.485 millones) correspondió a proyectos de más de seis 
millones de euros. Las 30 primeras empresas acapararon el 75% de este último importe 
lo que, según Almada, revela la "fuerte competencia" que existe en el sector. 
 
Datos por sectores 
Por subsectores, la edificación residencial constituyó la principal fuente de actividad, ya 
que generó el 33% de la producción total, tras crecer un 3%. La obra civil, por su parte 
generó un 28%, si bien ralentizó su crecimiento hasta el 7%, desde el 9% de 2002. 
 
En cuanto a la actividad en el exterior, las constructoras españolas facturaron 3.090 
millones de euros por su actividad en el exterior, un 0,32% inferior a la alcanzada en 
2002. 
 
El sector de la construcción creció en todas las comunidades, salvo en Baleares, 
Canarias y Extremadura, y en siete regiones (Andalucía, Asturias, Cataluña, Murcia, 
Navarra, País Vasco y La Rioja) creció en el entorno o por encima de la media. 
El nuevo presidente de Seopán atribuyó en rueda de prensa el crecimiento del sector al 
desarrollo del plan de infraestructuras y al "importante" incremento del número de 
viviendas construidas hasta sumar 636.000. 
 
Compras de viviendas por el 10% del PIB 
Según la patronal, el pasado año se adquirieron nuevas viviendas por un importe 
equivalente al 10% del PIB, dato que incluye los impuestos y tasas y que, a su juicio, 
revela el peso del sector. 
 
Por ello, Aldama solicitó al nuevo Gobierno del PSOE que su política de vivienda no 
"intervenga" en el libre mercado y se centren en permitir el acceso al mismo del 22% de 
la demanda a la que sus ingresos y los precios de los pisos no se lo permiten. 
 
Seopán rechazó los costes de construcción como causa del encarecimiento de la 
vivienda en los últimos años, que achacó al aumento de las rentas, a las mejores 
condiciones de financiación y al proceso de convergencia con la UE. Según sus datos, el 
precio de la vivienda en España es un 83% de la media de la UE y su financiación 
requiere el 25,2% de las rentas medias mensuales por hogar. 
 
Otro aumento del 4% en 2004 
De igual forma, Aldama instó al nuevo Ejecutivo que no "paralice" los grandes 
proyectos de infraestructura pública actualmente en marcha con el fin de garantizar la 
marcha del sector, para el que prevé un nuevo incremento de entre el 3% y el 4% en 
2004. 
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El presidente de Seopán solicitó al Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero que las 
modificaciones en política de construcción de dotaciones se lleven a cabo "sobre la 
marcha" para evitar "frenazos" del sector que pongan en riesgo el crecimiento 
económico y la creación de empleo. 
 
De igual forma, subrayó la importancia de mantener el ritmo inversor para superar el 
déficit de infraestructuras el país y de no recortar la participación de la iniciativa privada 
para garantizar dicha inversión más allá de ajustes presupuestarios. 
 
Además, advirtió de los riesgos que conllevaría para la economía el hecho de que el 
modelo económico que propugna el PSOE, de menor dependencia de la construcción, se 
aborde mediante la reducción de esta actividad y no propugnando el aumento del peso 
en el PIB de otros sectores como el tecnológico y el industrial. 
 
Entre el resto de retos del sector para el próximo año, Aldama subrayó la necesidad de 
aumentar la inversión en investigación y desarrollo (I+D) hasta el 1% de la facturación 
global, y la presencia en el exterior, además de continuar combatiendo la siniestralidad. 
 
 
 
 
“El capital privado debe seguir en las infraestructuras”, F. Gutiérrez 
de Vera. 5 Días. 31/03/04 
 
Ex director general de Dragados y presidente de Seopan Concesiones, se muestra 
convencido de que el nuevo Gobierno no dejará de apostar por el capital privado para 
cofinanciar la construcción de grandes infraestructuras de Transporte 
 
Después de haber dedicado 40 años de su vida al mundo de la empresa y estar 
considerado como uno de los pioneros en la introducción del sistema concesional en 
España, Fernando Gutiérrez de Vera, ex director general de Dragados y actual 
presidente de Seopan Concesiones, ha decidido presentarse a las elecciones para renovar 
la cúpula directiva del Colegio de Ingenieros de Caminos y defender desde esta 
institución una profesión condenada tradicionalmente al anonimato. 
 
Pregunta. ¿Por qué decide finalmente liderar una de las candidaturas a presidir el 
Colegio de Ingenieros? 
Respuesta. Sinceramente, porque me hace ilusión. Aunque no me lo había planteado 
hasta que me lo pidieron unos amigos, siempre me había parecido una institución 
atrayente desde la que se pueden acometer muchas nuevas iniciativas. Una vez hecha la 
propuesta, lo hablé con mi familia y acepté el reto. 
P. Además de su trayectoria profesional, ¿cuál es la ventaja que más destaca de su 
proyecto? 
R. Sin duda, la plena dedicación y mi independencia. Como no tengo nómina, no tengo 
que defender los intereses de ningún subsector dentro de la ingeniería y además puedo 
dedicarme al colegio con total disponibilidad temporal. Además, buena parte de mi 
trayectoria profesional estuvo vinculada al área internacional de Dragados, luego tengo 
la ventaja añadida del conocimiento del sector en las principales economías mundiales. 
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Creo profundamente en la presencia de España en la ingeniería mundial, y debo 
recordar que los profesionales españoles, en especial en obra civil, son muy respetados. 
'No veo grandes diferencias entre los planes inversores del PSOE y del PP' 
 
P. ¿Qué papel cree que debe jugar esta institución, si usted accede a su presidencia en 
las elecciones del próximo mes de abril? 
R. El colegio es una organización con tres funciones clave. La primera es como centro 
de servicios. Existe porque a los asociados, en la actualidad más de 18.000, hay que 
facilitarles determinadas necesidades como, por ejemplo, un sistema de seguros de 
responsabilidad. La segunda función es la defensa de los colegiados. Uno ve un edificio 
y rápidamente se conoce la identidad del arquitecto, pero uno ve la obra del Metro de 
Madrid o los corredores de alta velocidad y parece que lo han puesto en marcha los 
duendes. La tercera función es como órgano de pensamiento, ya que creo que el colegio 
debe aspirar a tener una opinión en la sociedad e influir, entre otras cosas, en la forma 
de enseñar la profesión. 
P. ¿Qué cree que significará para el sector constructor el cambio de Gobierno? 
R. El PP planteaba un programa de inversiones de 130.000 millones hasta 2015 y el 
PSOE 109.000 millones, luego ambos coinciden en la preocupación por culminar la 
estructuración del territorio. No veo grandes diferencias en la política de infraestructuras 
de ambos partidos, quizá sólo matices. 
P. Entonces, ¿será la financiación de las obras públicas la divergencia? 
R. No lo creo tampoco. Estoy convencido de que la ley de concesiones va a ser utilizada 
por el nuevo Ejecutivo porque ha sido un instrumento que está funcionando bien no sólo 
en España, que es el país líder en empresas concesionarias, sino también en el resto de 
Europa. Sería una torpeza no hacerlo. Borrell también licitó autopistas de peaje y en la 
actualidad se están construyendo carreteras en Castilla-La Mancha con peaje en sombra. 
Es decir, no es privilegio de un partido u otro la utilización del capital privado, porque 
si gracias a su colaboración se puede construir un 20% más de obras, por qué no 
hacerlo. 
R. Díaz Guijarro / MADRID (31-03-2004) 
 
 
 
 
Golpe de timón en la inversión pública. El País. 18/04/04 
 
Carpetazo a la batalla del Ebro El nuevo Gobierno estudia crear bancos públicos de 
agua como alternativa al trasvase del PHN 
 
I. G. MARDONES 
La anunciada derogación del artículo 13 del Plan Hidrológico Nacional (PHN) tumba 
prácticamente la ley, cuyo fundamento no es otro que el de regular la transferencia de 
agua entre cuencas. Con la eliminación de este artículo clave, que autoriza el trasvase de 
1.050 hectómetros cúbicos de agua del bajo Ebro a todo el litoral mediterráneo, desde 
Barcelona hasta Almería, la ley del PHN no se sostiene. El resto son añadidos y un 
listado de obras como las que suelen incorporarse todos los años en las leyes de 
acompañamiento de los Presupuestos del Estado. 
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Con esta revocación, se rescindirán también los cuatro contratos que la empresa pública 
Trasagua, encargada de ejecutar el trasvase, había adjudicado en fechas anteriores a las 
elecciones. En total son 93 millones de euros en canalizaciones o conducciones sobre 
21,5 kilómetros de longitud estratégicamente distribuidas en las comunidades 
valenciana y murciana, gobernadas por el PP, más una cuarta en Almería. 
 
De las cuatro empresas adjudicatarias, Dragados (Grupo ACS) es la más afectada. 
Trasagua le ha encargado la obra de más envergadura, un túnel de 13 kilómetros entre 
las provincias de Valencia y Alicante, valorado en 67 millones de euros, que muy 
probablemente será la única obra de las licitadas que no se haga. 
 
Despropósitos por un tubo 
Otras dos licitaciones anunciadas se han paralizado. Una canalización de 31,5 
kilómetros por 29,3 millones de euros en la zona de Almería, y la contratación de 555 
kilómetros de tubería por más de 639 millones de euros. Cuando el Ministerio de Medio 
Ambiente anunció el contrato de las tuberías, las constructoras se llevaron las manos a 
la cabeza. Según fuentes del sector, resulta inaudito un contrato de esta envergadura 
cuando no existe en España ningún fabricante capaz de proporcionar un pedido de estas 
características. 
 
Tampoco se explican que un trasvase de 914 kilómetros de longitud repartido en 
decenas de tramos y a otras tantas constructoras adjudique las cañerías por separado y a 
un único contratista. Además, se les arrebata el margen correspondiente de los 
materiales y complica extraordinariamente la ejecución de la obra por depender de un 
único proveedor. 
 
En cualquier caso, la marcha atrás de las principales adjudicaciones del trasvase no 
acarrea perjuicios para los potenciales beneficiarios, las constructoras o el erario 
público. Las administraciones disponen de mecanismos que permiten permutar unas 
obras por otras. Y como el trasvase se fijaba 2008 como escenario para su ejecución, a 
corto plazo apenas tiene repercusión sobre los usuarios. El trasvase Tajo-Segura, con 
casi 25 años de funcionamiento, todavía tiene pendientes de adjudicar concesiones de 
agua. 
 
Para el nuevo Gobierno, lo más inmediato es aprovechar la disponibilidad de fondos 
europeos para la financiación de obras incluidas en el Anexo II del Plan Hidrológico 
Nacional y poner en marcha aquellas que palíen las situaciones de carencia más 
urgentes. 
El equipo de Cristina Narbona, la ministra de Medio Ambiente, integrado, entre otras 
personas, por el nuevo secretario de Territorio del ministerio, Antonio Serrano, y por el 
futuro director general de Obras Hidráulicas, Juan José López Martos, trabajan 
aceleradamente desde hace días en tener listo para el próximo mes de mayo un real 
decreto con medidas alternativas al trasvase, que será ampliamente publicitado. 
 
Para la zona de Almería, y habida cuenta del éxito que han tenido las desaladoras 
promovidas por los agricultores con ayudas europeas y la mediación de la Junta de 
Andalucía (ya se han instalado cuatro), se prevé la construcción de tres nuevas plantas 
en las localidades de Cuevas de Almanzora, Campos de Níjar y el Poniente, así como 
impulsar la finalización de la denominada autopista del agua que facilitará la 
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distribución de caudales procedentes del embalse del Negratín y de la gran desaladora 
de Escombreras para los abastecimientos y riegos de invernadero almerienses. 
 
Lo más urgente está en Murcia. Los 22 municipios que tuvieron restricciones entre seis 
y ocho horas diarias el año pasado acaban de recibir el aviso de su abastecedor, la 
Mancomunidad de los canales del Taibilla, de que se prohíbe baldear las calles, regar 
sus jardines. También ordena el sellado de todas aquellas instalaciones ornamentales o 
de ocio que no utilicen circuito cerrado de agua (fuentes, piscinas, sistemas de 
refrigeración...). 
 
En la región dependiente del Segura para sus abastecimientos (Murcia y litoral 
alicantino), casi todo se ha fiado al trasvase del Ebro. De las nueve actuaciones 
incluidas en el anexo del PHN, ninguna se ha puesto en funcionamiento, ni siquiera las 
dos grandes desaladoras licitadas por José Borrell hace más de ocho años. 
 
La actuación inmediata aquí será la creación del primer banco público del agua para 
aliviar con urgencia la escasez –con tendencia a incrementarse en los últimos años- y 
aprovechar las nuevas oportunidades para los productos hortofrutícolas locales que 
presentan los países recién incorporados a la Unión Europea. 
 
Reasignación de recursos Los bancos públicos del agua se consideran un instrumento 
idóneo para la reasignación de recursos en situaciones de sequía que, en el caso de 
Murcia y norte de Castellón, aprovecharán los sobrantes de agua procedentes de la 
desaparición de riegos tradicionales por la expansión urbanística para su redistribución a 
otros usos perentorios. 
 
En Cataluña, la Agencia de Agua da los últimos toques a variosproyectos de 
reutilización de aguas y mejoras de conducciones que reduzcan un 20% las pérdidas. El 
plan de choque está valorado en unos 500 millones de euros, que optará a ser financiado 
con Fondos Europeos de Cohesión, mientras el resto de actuaciones en la Comunidad 
Valenciana, Almería y región de Murcia optarán a los fondos Feder, por tratarse de 
territorios incluidos dentro del Objetivo 1º de los previstos en la UE. 
 
A más largo plazo, el nuevo Gobierno deberá abordar la creación de la Conferencia  
sectorial del Agua, una institución donde las comunidades autónomas tendrán ocasión 
de negociar y pactar un aumento de las dotaciones para el trasvase de agua entre los ríos 
Tajo y Segura que está infrautilizado. Nunca ha llegado a transferir caudales superiores 
a 600 hectómetros cúbicos, cuando se construyó para una capacidad de trasvase de 
1.000 hectómetros. 
 
 
 
 
Las concesiones de obra pública, modelo para la edificación. Revista de 
Obras Públicas, Mayo 2004. 
 
Las concesiones en España eran, hasta la fecha, materia exclusiva de las obras públicas 
y de las grandes infraestructuras. Las autopistas son el máximo exponente. Ahora, este 
método de financiación prepara su salto definitivo a otros campos que hasta ahora le 
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eran ajenos, como por ejemplo, la edificación. Así la administración planea construir, 
vía concesión administrativa, hospitales o palacios de congresos. 
 
Eso es lo que va a ocurrir, por ejemplo, con el futuro hospital de Vigo o con los ocho 
que construirá la Comunidad de Madrid por 800 millones de euros. Para que el 
Ejecutivo regional tenga “solvencia” y pueda afrontar los costes de otras 
infraestructuras (metro, carreteras, etc.) los responsables autonómicos han decidido que 
sean empresas privadas las que construyan y posteriormente equipen estos hospitales. 
Una vez estén terminados, la Comunidad de Madrid se hará cargo de ellos y pagará la 
deuda contraída con los adjudicatarios del proyecto de las obras a lo largo de 30 años. 
 
Se trata de una fórmula pionera en España que hasta ahora sólo contaba con dos 
precedentes: la Ciudad de la Justicia de Barcelona y Hospitales y el Palacio Sur de 
Córdoba. La primera, con una inversión de 200 millones de euros, será construida y 
explotada durante 35 años por Ferrovial, FCC, OHL, Copisa y la ingeniería Emte. El 
complejo incluirá los juzgados de las dos ciudades, instalaciones complementarias y 
servicios, entre ellos un gran aparcamiento. El mismo método se utilizará en el futuro 
Palacio Sur de Córdoba, una iniciativa con un presupuesto de 90 millones de euros y 
que será construida, financiada y explotada durante 28 años por Ferrovial. 
 
Hasta la fecha, éstas eran las dos únicas experiencias en España que habían empleado 
esta fórmula de financiación –conocida como PIF-. Pero son muchos países de la Unión 
Europea donde es común las concesiones en edificación y otros servicios públicos. 
Sobre todo en el Reino Unido, donde, incluso, se financia con este método los servicios 
del Metro de Londres. Por ejemplo, Amey realizará por un periodo de 30 años los 
servicios de mantenimiento y modernización de las infraestructuras de tres líneas del 
suburbano londinense. 
 
Por este método, el gobierno británico financia los 700 millones de euros que supone la 
gestión y el mantenimiento del parque de vehículos y maquinaria de construcción de 
todas sus fuerzas armadas. La instalación y mantenimiento del alumbrado público 
también se puede financiar por este método. Es lo que ocurre en Manchester, cuyo 
ayuntamiento adjudicó la concesión por 25 años de la instalación de 56.000 farolas. 
(Fuente: La Gaceta)  
 
 
El beneficio de Ferrovial crece un 30,7% por el área de servicios. 
Europa Press. 03/05/04 
 
Ferrovial registró en el primer trimestre de 2004 un beneficio neto de 79,2 millones de 
euros, lo que supone un incremento del 30,7% respecto al conseguido en el mismo 
período del año anterior. La mayor parte del negocio provino de la actividad 
constructora, con 794,8 millones, aunque la división de servicios es la que registró 
mejor comportamiento, con un avance del 576,2%, hasta los 617,4 millones 
EP / MADRID (03-05-2004) 
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El crecimiento de los resultados del primer trimestre se debió a la evolución positiva de 
todas las áreas de negocio, explica la compañía, que destaca el efecto de la 
incorporación de la compañía de servicios británica Amey. El resultado de explotación 
del área de servicios se multiplicó por nueve, hasta los 39,7 millones, debido, 
fundamentalmente, a las incorporaciones de Cespa y Amey, al tiempo que la cartera de 
pedidos hasta los 5.165 millones. 
 
La constructora ha informado a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) 
que su facturación aumentó entre enero y marzo de este año el 50,2%, hasta los 170,88 
millones de euros, de los que el 34% fueron obtenidos fuera de España (frente al 20% 
de los tres primeros meses del 2003). El resultado de explotación creció el 33,7%, hasta 
los 171,1 millones, de los que el 80% se obtuvo por actividades distintas a la 
construcción y el 58% por los negocios más recurrentes (concesiones de infraestructuras 
y servicios). 
 
Las inversiones brutas de Ferrovial ascendieron a 76,8 millones y se destinaron 
fundamentalmente al área de servicios e infraestructuras. La deuda neta del grupo al 
cierre del primer trimestre es de 772 millones de euros, lo que representa un nivel de 
apalancamiento (de deuda sobre fondos propios) del 42%. 
 
Buena marcha del negocio inmobiliario 
Por áreas de negocio, la facturación de la construcción aumentó el 0,3%; la de 
concesiones de infraestructuras el 28,1% y la de promoción inmobiliaria el 10%, en 
tanto que la facturación de servicios se multiplicó más que por seis (el 576,2% más). 
Las ventas internacionales alcanzaron los 574 millones durante el primer trimestre y 
crecieron el 148% respecto al mismo periodo del año anterior. 
 
Ferrovial explica que las ventas de construcción aumentaron el 0,3% debido, entre otros 
factores, al efecto de la evolución de los tipos de cambio en el negocio exterior. De 
hecho, en el mercado doméstico el crecimiento fue del 6%, al tiempo que el resultado de 
explotación se elevó a 34,4 millones, un 14,3% más. Tras aumentar el 3,9%, la cartera 
de construcción alcanzó su máximo histórico en los 6.237 millones, lo que representa 24 
meses de actividad. 
 
Las ventas del área de promoción inmobiliaria aumentaron el 10%, hasta los 199,3 
millones, su cartera de pedidos el 8,3%, hasta los 1.000 millones (lo que garantiza las 
ventas de los próximos quince meses) y la actividad de intermediación, desarrollada por 
Don Piso, el 11% en sus ventas, hasta 25 millones. 
 
Crecimiento en autopistas, aeropuertos y aparcamientos 
Las ventas de la actividad de concesiones de infraestructuras aumentaron el 28,1%, 
hasta los 137,6 millones, al tiempo que su resultado de explotación se situó en 60 
millones, un 25,8% más. En el segmento de autopistas, Ferrovial destaca los 
crecimientos de tráfico y ventas de las autopistas nacionales (Ausol I, Ausol II y 
Autema) y, en el exterior, la evolución de los ingresos en Canadá (el 16% más en 
moneda local), impulsados por el aumento de tráfico (4,4% más) y la subida de tarifas 
del 8%. 
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Durante el primer trimestre del año Ferrovial inició el cobro de peaje de la Scut Algarve 
en Portugal y resultó adjudicataria (junto a sus participadas Europistas y Budimex) de la 
Autopista Ocaña-La Roda por 525 millones y 36 años de concesión. 
 
En el área de aeropuertos las ventas se duplicaron debido a la evolución del de Bristol y 
la integración del de Belfast, adquirido en mayo de 2003. El Aeropuerto de Sidney, por 
su parte, incrementó sus ventas un 22% y un 11% su tráfico, que en los últimos meses 
mostró síntomas de recuperación, según Ferrovial. Los ingresos del área de 
aparcamientos crecieron el 12,5%, como lo hizo el número de plazas gestionadas, que se 
situó en 182.131, el 3% más. 
 
 
 
 
Bruselas busca una solución para las asociaciones Público-Privadas. 
Expansión. 06/05/04 
 
La Comisión Europea lanzó ayer una consulta pública para estudiar si las asociaciones 
entre el sector público y privado están convenientemente contempladas por el derecho 
comunitario, y decidir si es necesario aclarar las normas que se les aplica. De hecho, 
estos sistemas no están específicamente recogidos en ninguna norma comunitaria, y su 
regulación sólo es posible de manera directa a través de la aplicación del tratado de la 
UE –la base del derecho comunitario- y de las dos directivas europeas sobre licitaciones 
públicas cuya modernización fue finalmente aprobada el pasado mes de enero. 
 
El objetivo es dotar a esta fórmula de colaboración entre las Administraciones y las 
empresas de un marco legal claro que favorezca su desarrollo. Bruselas considera que 
las asociaciones público-privadas aportan la financiación privada necesaria para paliar 
las limitaciones presupuestarias del sector público, además de la experiencia y los 
conocimientos de las empresas en la prestación de servicios a la Sociedad. 
 
“El desarrollo de las asociaciones público-privadas se inscribe en la evolución más 
general del papel del Estado en la esfera económica, y su evolución desde la fundación 
de operador directo a la de organizador, regulador y controlador”, aseguran los servicios 
de Mercado Interior de Bruselas. Esta fórmula de colaboración está especialmente 
extendida en servicios como el suministro de agua potable a las poblaciones, la gestión 
de residuos urbanos, así como la atribución de la construcción de infraestructuras como 
autopistas de peaje y hospitales unida la concesión a su gestión. 
 
La principal preocupación de Bruselas es asegurar que las Administraciones públicas 
seleccionarán a sus socios privados dentro del respeto de los principios de transparencia, 
publicación, competencia leal y no discriminación.  
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Las autopistas cobrarán 23 millones por el conflicto de las tarifas. 5 
Días. 25/05/04 
 
El Estado tendrá que compensar con 23 millones al sector de autopistas por la 
congelación de peajes de 2000, según la cifra que manejan fuentes del sector. Tras la 
sentencia que declaró nula esa medida se abrió la vía para que las empresas 
reclamaran la cantidad que dejaron de ingresar, que ha sido reconocida ya por 
Fomento. 
 
MADRID (25-05-2004) 
Tras la promulgación a finales de 2003 de la sentencia del Tribunal Supremo que 
declaraba nula la congelación de tarifas decretada por el Gobierno del PP en el año 
2000, cada una de las concesionarias ha ido reclamando el dinero que dejó de ingresar, 
según distintas fuentes del sector. 
 
Tras la presentación de las oportunas reclamaciones en los últimos meses, la 
Administración, bajo el anterior Ejecutivo, decidió asumir la deuda, cifrada en unos 23 
millones de euros. De este modo se acorta un procedimiento que por la vía judicial se 
hubiera prolongado en el tiempo y que previsiblemente hubiera reconocido a las 
concesionarias el pago de esa cantidad por el Estado más los intereses de demora. 
 
De hecho, en la jurisprudencia española ya existen antecedentes de sentencias que 
recuerdan a la Administración la obligatoriedad de revisar anualmente las tarifas de las 
autopistas de peaje si así lo estipula el contrato concesional. Todas las concesionarias de 
titularidad estatal operativas en ese momento (Acesa, Europistas, Iberpistas, Aumar, 
Avasa y Ausol l) recurrieron al Supremo, excepto la Empresa Nacional de Autopistas 
(ENA), que por ser de propiedad pública, fue la única que no lo hizo. 
 
Espíritu de la sentencia 
Sin embargo, esta empresa afirma que, dado el espíritu de la sentencia, también recibirá 
la compensación correspondiente por la pérdida de ingresos de sus dos filiales 
afectadas, Aucalsa y Audasa. Audenasa y Autostradas quedan al margen por estar bajo 
régimen tarifario autonómico. 
 
Ahora el abono de esos 23 millones sólo depende de la tramitación legal, es decir, de la 
elaboración de un real decreto en el que se apruebe el pago por el Consejo de Ministros. 
El reciente cambio de Gobierno y la constitución de las nuevas cámaras ha retrasado la 
aprobación de esa norma que, en todo caso, el sector espera en breve. 
 
La disputa legal provocada por la congelación de los peajes empezó en julio del año 
2000 cuando la mayor parte de las empresas concesionarias de autopistas de peaje 
decidieron recurrir al Tribunal Supremo la decisión del Consejo de Ministros de marzo 
de ese mismo año. 
 
El Ejecutivo, mediante un decreto-ley impulsado por el Ministerio de Fomento, dirigido 
entonces por Rafael Arias-Salgado, decidió unilateralmente no subir los peajes con dos 
objetivos declarados: contribuir a controlar la inflación y abrir un proceso negociador 
con las compañías concesionarias para establecer otro modelo de revisión del precio de 
los peajes. 
 
   257
Un Nuevo escenario en el futuro de las Infraestructuras: La Nueva Ley 13/2003, 
Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas 
Hasta entonces, las tarifas de las autopistas se incrementaban cada año en marzo 
aplicando el 95% del índice de precios al consumo (IPC). El Ministerio de Fomento 
estableció un sistema que se rige por el IPC medio anual corregido al alza o a la baja en 
función de la evolución del tráfico respecto a las previsiones iniciales de cada ejercicio. 
 
Las cifras 
3% fue la inflación interanual en marzo de 2000. Los peajes de ese año tenían que 
haber subido el 95% de esa cifra.  
1.565 kilómetros de nuevas autopistas se abrirán a lo largo de este ejercicio en España. 
La mayoría en Madrid. 
178 millones de euros facturó por peajes el sector en 2003, el 11% más. 
 
Nuevos recursos ante la Audiencia 
Tras promulgarse la sentencia del Tribunal Supremo que declara nula la congelación de 
peajes aplicada por el Gobierno entre marzo de 2000, fecha en que venció el sistema de 
revisión de tarifas anterior, y diciembre de ese año, las concesionarias han interpuesto 
de forma individual recursos en la Audiencia Nacional para reclamar otra compensación 
derivada de esa congelación: su impacto en los ejercicios siguientes por la pérdida de 
base sobre la que calcular las revisiones de tarifas en 2001, 2002, 2003, y 2004. Todavía 
no se ha producido resolución judicial alguna sobre esta reclamación pero en el sector 
consideran muy probable que la justicia les vuelva dar la razón. Mientras tanto, las 
autopistas españolas han aplicado sin problemas el sistema de revisión de tarifas 
introducido por primera vez en el año 2001, el cual liga la subida a la evolución del 
tráfico en cada vía. Desde que entró en vigor ese mecanismo, el incremento medio de 
los peajes de las autopistas estatales se ha situado en una media del 3%. 
 
 
 
 
Madrid privatizará la gestión de los nuevos tramos de metro. 5 Días. 
26/05/04 
 
El vicepresidente del Gobierno de Madrid, Ignacio González, y el consejero de 
Transporte, Francisco Granados, anunciaron ayer en París que la comunidad llevará 
el metro ligero a los nuevos barrios del norte de Madrid de Sanchinarro y Las Tablas 
en 2007. Una vez construido, con un coste de 73 millones de euros, pondrá en manos 
privadas su explotación 
 
Raquel Díaz Guijarro / PARÍS (26-05-2004) 
Tal y como explicó González, que encabezó una delegación del Gobierno de la 
Comunidad de Madrid en la capital francesa para asistir a la presentación por parte de 
Société Générale de los sistemas de financiación de infraestructuras, el metro ligero es 
un nuevo medio de transporte que, a diferencia del metro convencional, permite mayor 
flexibilidad. Estos trenes posibilitan que el recorrido pueda contemplar giros, no como 
en el metropolitano convencional, donde el trazado se compone de tramos rectos. 
 
Además de la nueva tecnología que supone este modo de transporte, otra de las grandes 
novedades es el modelo de gestión que se pretende aplicar a esta línea. Tal y como se 
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hizo en la línea que conecta Madrid con la población de Arganda, el Gobierno regional 
apuesta por separar la construcción de la infraestructura de la explotación del servicio. 
 
Así, la empresa pública Mintra, equivalente al GIF estatal, se hará cargo de la 
construcción. Y después sacará a concurso la explotación de la línea a operadores 
públicos o privados. Quien resulte adjudicatario deberá pagar a Mintra un canon por la 
utilización de la infraestructura. El operador recibe como ingresos los procedentes de 
los billetes, además de la subvención convenida con el Consorcio Regional de 
Transportes. Como novedad frente al metro a Arganda, dicho operador deberá ser el 
propietario del material móvil, por lo que se subrogará al contrato que firme la 
comunidad con los fabricantes. 
 
Este modelo de gestión supone en la práctica aplicar el sistema de liberalización del 
transporte ferroviario que contemplaba el proyecto del anterior equipo responsable del 
Ministerio de Fomento y que el actual Gobierno ha decidido paralizar hasta fin de año. 
 
Un tren ligero para 80.000 usuarios 
La nueva línea partirá de la futura estación de Pinar de Chamartín, en el barrio 
madrileño del mismo nombre, donde se producirá el intercambio con las líneas 1 y 4. El 
recorrido continuará por la calle de Arturo Soria hasta conectar la denominada 'isla de 
Chamartín'. Continuará en la urbanización Virgen del Cortijo, una vez pasada la 
Avenida de Manoteras. A partir de ese momento el metro penetrará en Sanchinarro, 
donde se ubicarán cinco de las 10 estaciones con que contará el recorrido. El último 
tramo permitirá llevar este transporte a Las Tablas, con dos estaciones, de las que la 
última será la conexión con el Metronorte, lo que posibilitará el desplazamiento hacia 
Alcobendas y San Sebastián de los Reyes, como hacia el intercambiador de Chamartín y 
al de Plaza de Castilla. La nueva línea conectará estos barrios del norte de Madrid con el 
intercambiador de Plaza de Castilla en un tiempo máximo de 15 minutos y permitirá 
unir el Metronorte con la futura estación de Pinar de Chamartín, ofreciendo un servicio 
de transporte a una población estimada en más de 80.000 ciudadanos. 
 
 
 
 
Entrevista a Magdalena Álvarez, nueva Ministra de Fomento ABC. 
27/06/04 
 
«No vamos a hacer borrón y cuenta nueva en infraestructuras, porque sería un 
despilfarro» 
«No estoy buscando gestiones del Gobierno anterior susceptibles de llevarlas a la 
Fiscalía, pero una obra que empieza por un coste de 3.000 millones y acaba por 6.000 
millones, como es el caso de la ampliación del aeropuerto de Barajas ...» 
ABC (27 de junio de 2004) 
 
TM. PORTILLA / A. LASO D´ LOM FOTOS: SIGEFREDO/ 
La ministra de Fomento afirmó recientemente que el Plan de Infraestructuras elaborado 
por el anterior Gobierno «no existe». Magdalena Álvarez se basa en que «una cosa es 
colgar en una página web lo que a uno se le ocurra y otra es desarrollar un plan, que lo 
apruebe el Ministerio y luego el Consejo de Ministros, para después someterlo al debate 
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parlamentario». El plan de Álvarez-Cascos, según la ministra, «nunca nació y, por lo 
tanto, no existe. He pedido miles de veces a los parlamentarios del PP que me digan en 
que BOE está publicado y nadie me ha contestado. El PDI, el último plan del Gobierno 
socialista anterior, tardó cuatro años en aprobarse, y el plan del Ejecutivo del PP estaba 
en la voluntad y en el deseo de Cascos, pero nada más. Además, tuvo una voluntad de 
chicle para aceptar todo lo que le iban proponiendo, para encajarlo en ningún sitio, 
porque como no se debatía ni tenía encaje presupuestario...» 
 
-¿Cuándo presentarán su plan y de qué fases consta? 
-Lo presentaremos a final de año para abrir públicamente el debate. Primero con todas 
las Autonomías, después se remitirá al Consejo de Ministros y al Parlamento. Pero no 
vamos a hacer borrón y cuenta nueva, porque en lo relativo a las infraestructuras eso 
sería un despilfarro. Estamos viendo lo que está en obras, las previsiones reales y sus 
posibilidades. Estamos reordenando, no hemos paralizado nada. El ejemplo más claro es 
la «Y» vasca, donde se habían sacado a licitación tres tramos inconexos y cortos. Eso es 
una pérdida de tiempo y de dinero. Ahora, el Gobierno vasco ha sacado a licitación una 
parte del proyecto y nosotros vamos a sacar el resto. Licitaremos tramos lo 
suficientemente grandes para que se pueda desarrollar la alta velocidad. Esto no 
significa que todo lo anterior esté mal hecho. 
 
-¿Llegará el AVE a Valencia, Alicante, Murcia, Galicia...? 
-Todas las Autonomías tendrán una conexión por AVE y de distintas maneras. Habrá 
una forma radial y después transversales. Las grandes líneas se mantendrán, no estamos 
pensando en cambiar trazados, sino los sistemas de adjudicación. Queremos licitar 
tramos que tengan coherencia a la hora de ejecutar el proyecto, no licitar tramos 
inconexos. Es la racionalidad en la inversión lo que estamos cambiando, ni siquiera el 
diseño. Pero no licitaremos un proyecto sin estudio informativo, con el fin de calmar a 
un alcalde determinado. Es cierto que cuando haces un primer movimiento parece que la 
gente se calma, por eso Cascos ha puesto tantas primeras piedras. Primero no hay quien 
las encuentre, y después no hay quien las una. 
 
 
-¿Respetarán los compromisos existentes? 
-El Ministerio tiene una responsabilidad muy grande, que es ejecutar. Lo único que 
digo, y esto es un aviso a navegantes, es que los compromisos de este año ya fueron 
asumidos por el señor Cascos, y para tranquilizar a los demás, digo que se van a 
respetar los compromisos. Lo que no voy es a asumir otros que no me parezcan 
racionales y que sólo estaban en la cabeza de alguien y no en ningún plan aprobado. No 
quiero vender humo, porque no es mi estilo. Prefiero decir la verdad. Y eso no es que no 
vaya a asumir nuevos compromisos. Por ejemplo, la «Y» vasca es un nuevo 
compromiso, y se podrá asumir porque tendrá su reflejo en los próximos presupuestos. 
 
-¿Por qué ha afirmado que el AVE Madrid-Lérida no va a alcanzar velocidades 
superiores a los 300 kilómetros por hora, mientras los fabricantes insisten en que irá a 
350? 
-O ustedes lo están entendiendo mal o ellos les están engañando. Talgo y Bombardier 
han reconocido que tienen un contrato en el que se dice que la velocidad máxima va a 
ser 330 kilómetros por hora. Ése es el primer engaño del PP, que decía que iba a ser a 
350. Otra cosa son las pruebas que tienen que hacer para homologarlo, donde tienen que 
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alcanzar velocidades un 10% superiores a la establecida en contrato, pero sólo son 
pruebas. 
 
-¿En cuanto a Siemens? 
-A pesar de que lleva ocho meses de retraso en la entrega de sus trenes, tenemos con 
ellos conversaciones permanentes para que cumplan los contratos, que estoy segura se 
cumplirán. 
 
-¿Y sobre la señalización y la electrificación? 
-La señalización está teniendo muchos problemas. Los técnicos que la están probando, 
así como la electrificación de la línea, dudan que los trenes puedan circular a más de 
300 kilómetros de velocidad comercial, por motivos de seguridad. Nadie se tiene que 
dar por aludido por sí sólo, sino que tanto el material móvil, como la señalización, la 
electrificación y el trazado aportan granitos de arena para limitar la velocidad. Son 
problemas que se tratarán de ir solucionando poco a poco. 
 
-Pero tanto la señalización, como la electrificación se contrataron para que se 
alcanzaran los 350 kilómetros. ¿Habrá que pedir responsabilidades a las empresas 
contratadas? 
-Hemos encargado una auditoría técnica para conocer los problemas y darles soluciones. 
El gran culpable es la ambición de establecer un sistema completamente novedoso en el 
mundo, en lugar de implantar el que ya funcionaba bien y seguro. El nuevo sistema 
necesita un periodo de maduración y estamos haciendo de conejillo de indias. 
 
-Se ha dicho que usted no quería asumir las dos últimas adjudicaciones de trenes de 
Renfe.... 
-Eso no es verdad. Renfe no se ha planteado modificar esa operación de 151 nuevos 
trenes de alta velocidad, que suponen 4.400 millones de euros, la mayor de la historia. 
Lo primero que vamos a hacer es el Plan Estratégico de Infraestructuras de Transportes, 
y a partir de él podremos cuantificar la necesidad que vamos a tener de material móvil. 
Quienes han dicho que no lo íbamos a asumir lo han hecho para que nos 
posicionáramos, y ése es un mal camino, porque a mí nunca me van a hacer tomar una 
decisión por la presión externa. El material móvil para la línea Madrid-Lérida no ha 
llegado porque no lo supieron planificar a tiempo, y ahora quieren ponernos los trenes 
sin tener las vías. Cuando tengamos nuestro plan decidiremos el ritmo de llegada de los 
trenes. No vamos a poner el carro antes que los bueyes. 
 
-¿Qué va a suceder con la deuda de Renfe y de Aena? 
-Hacienda decidirá. Lo que he hecho, de acuerdo con Hacienda, es presentar el estado 
real de la deuda para que se sepa lo que tenemos a las espaldas. La deuda de Renfe es 
desmesurada, porque en estos momentos es de 7.500 millones de euros, más los 4.400 
millones que supondrán los 151 trenes citados. Por su parte, Aena va a terminar este 
ejercicio con una deuda de 10.000 millones. No por las decisiones que vaya a tomar a 
partir de ahora, sino por las adjudicaciones ya contratadas. 
 
-¿Va a entregar Renfe parte de su patrimonio para construir viviendas de protección 
oficial? 
-El compromiso del presidente del Gobierno y el mío propio, naturalmente, es que los 
terrenos no del patrimonio ya existente- que se ganen, como consecuencia de los 
soterramientos de Renfe y de las operaciones portuarias, se destinen, preferentemente, a 
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equipamiento públicos o viviendas protegidas. De todas formas, es una cuestión a 
decidir juntos con los Ayuntamientos y las Comunidades Autónomas. 
 
-¿Los fallos que usted detalla se pueden deber a que este Ministerio fue demasiado 
político, en el sentido de intentar contentar a muchos? 
-Creo que más que político ha sido caprichoso. Tenía mucho componente de capricho 
en el ejercicio de poder. Había demasiada implicación personal en la toma de 
decisiones, y falta de respeto a la distancia que hay que tener en la toma de decisiones 
entre la profesionalidad y los sentimientos. 
 
-¿Han encontrado alguna cuestión en la gestión del Gobierno anterior susceptible de 
llevar a la Fiscalía? 
-No es eso lo que estoy buscando, y si la encuentro tendré que llevarla, pero una obra 
que empieza por un coste de 3.000 millones y acaba por 6.000 millones, como es el caso 
de la ampliación del aeropuerto de Barajas... 
 
-¿Cuáles serán las líneas generales en cuanto a carreteras? 
-Aunque sea lo menos llamativo, el compromiso más importante es el plan de 
conservación de carreteras. En cuanto a obras nuevas, vamos a completar el sistema 
radial con otro de corredores para establecer una especie de malla por todo el país. Esos 
corredores serán los del Mediterráneo, Ebro, La Plata, Cantábrico, Duero y Atlántico, 
además de las actuaciones en Baleares, Canarias, Ceuta y Melilla. 
 
-¿Serán autovías o autopistas? 
-No estoy en contra del peaje, es una alternativa más que puede convivir perfectamente 
con el sistema público de autovías. Pero nuestro compromiso es no poner peaje como 
única alternativa de conexión entre las capitales de provincias. Vamos a hacer lo público 
y lo vamos a complementar con lo privado. Cuando vayamos a desarrollar el plan 
tendremos en cuenta el presupuesto y las alternativas de financiación que pueden ser de 
muchos tipos, pero todavía tenemos que estudiarlas para ver si encajan. Permitiremos el 
peaje en aquellos sitios en los que ya exista una comunicación de titularidad pública de 
alta capacidad. 
 
-¿Es cierto que se pueden perder subvenciones de la UE si no se toman decisiones 
rápidas? 
-No, y el que lo ha dicho no dice la verdad. Porque estemos pensando 15 días lo que 
tenemos que hacer no se van a perder ayudas comunitarias. Si caducan algunas será 
porque el anterior Gobierno no ha hecho bien los deberes. No caduca nada a corto 
plazo. 
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